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Pagina 149. 

Daños y perjuicios. — La condenación en cosías entra en la categoría 
de los daños, si el demandado lia negado en absoluto el de- 
recho del damnificado para reclamarlos. Pagina 149. 

Daños y perjuicios. — El ferrocarril es responsable de los daños cau- 
sados por incendio, si hay prueba para atribuirlo á él, y no 
la hay para demostrar que procedió de caso fortuito Ó fuer- 
xa mayor. Página 245. 

Defensores. — Lo dispuesto en los artículos ti90 y 091 del Código de 
Procedimientos en lo criminal no es aplicable á las senten- 
cias no reclamadas oportunamente que se dicten en loa jui- 
cios de extradición . Página 442. 

Desglose. — Pendiente el cumplimiento de sentencia que manda es- 
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cnlurw la compra-venta de un inmueble no corresponde 
desglosar y devolver á las parle* los títulos de propiedad 
presentado» al objeto de ose cu mpti miento. Página 292 . 
Deslinde. — Véase : SubUmriún. 

f)e*püjo. — U acción de deapojo puede intentarse por quien hará te- 
nido la posesión ó tenencia de la cosa con el objelu de que 
se restablezca el estado de las cosa* anterior á los hechos 
que la informan . Página 69. 

Dominio. — Sin la escritura publica y sin la prueba de posesión no ■ 
puede aceptarse la acción de dominio deducida sobre un 
bita inmueble. Página 377. 

Donaáon remuneratoria. — Si se reconoce que en cumplimiento de 
una donación remuneratoria, la provincia donante entregó 
terreno ajeno» no es necesario que el donatario sea vencido 
enjuicia respecto del terreno donado, parí que él, ó sus he- 
rederos, por su parto proporcional, pidan se les entregue 
el equivalente de la donación, sea en terreno 6 en dinero. 
Página iOO. 
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Ejecución, — Uebe llevarse adelante la ejecución contra la que no se 

opone exerpe ion Alguna de las que determina la ley de la nía 

leria. Página 227, 
Endoso. — El endoso hecho en forma privada entra en los docui 

los privados, aunque sea público el documento que te en 

dosa. Pagina 139. 

Excarcelación. — No resultando de las constancias del sumario, ar- 
gos ni indicios de complicidad contra uno de los procesados, 
corresponde se le admita la excarcelación provisoria, bajo 
lianza. Página 398. 

Excepción de incompetencia. — La competencia del jue* es requisito 
general y comprensivo de lodos los juicios y puede ponerse 
en cuestión también en el juicio ejecutivo. Página 368. 

Excepción deí servicio militar, — El hijo de madre viuda que con su 
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trabajo personal atienda & su subsistencia está exceptuado 
del servicio militar. Página 313. 
Exetpáon dW servido militar. — La enfermedad curable mediante 
tratamiento médico en dos meses no autoriza la excepción 
del lervicio militar. Página 427. 
Expropiación. — La indemnización en las expropiaciones debe fijarse 
según el mérito de Ion autos y los precedentes establecidos 
en casos análogos. Página tti . 
Expropiación. — Debe confirmarse la fijación de precio o indemniza- 
ción que so considere equitativa. Página til. 
Expropiación. — Para h fijación del prerio en las expropiaciones, 
debe tenerse en cuenla la compensaiiun debida al propieta- 
rio por el tiempo durante el cual lia estado privado del goce 
do la cosa. Página 296. 
Extradición. ~- No procede la «tradición, si se ba declarado que el 
juez requireule no tiene jurisdicción para conocer en la cau- 
sa que mu ti va el pedido. Página 92. 
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Fuero fetti-rat. - Víase : Jnrwlürhn. 



H 

Habtas corpas. — El recurso de habeos carpm no puede ser traído 
originariamente ante la Suprema Corle, y no procede cuan- 
do la prisión ha sido decretado por el juez competente. Pá- 
gina 442. 

Honorarios. — En los juicios que requieren la intervención del mi- 
nisterio fiscal los honorario» del fiscal adhoc, nombrado por 
excusación admitida del titular, son de cargo del erario pú- 
blico. Página 304. 

Honorarios. - Véase : Jurisdicción. 
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tmfitwitm tufarnos. — La omisión del boleto dé control un las opera- 
ciones solire alcohol, cu que el decreto reglamentario de la 
ley de impuestos internos ordena su empico, importa una 
infracción, sujeta á la pena establecida en el articulo \ii da 
dicha ley. En la aplicación de esa pena debe tenerse en 
c uenta las circunstancias agravantes \ atenuantes, l'igi- * 

Incendio. - El incendio lleva cu si la presunción de ser caso fortuito 
mientras un se pruebe lo contrario, ['apiña iátí. 

Indemnización. — Cuando el hecho causa 'laño por lal: u imputable 
a la persona que lo sufre, no procede la acción de in- 
demnización. Pagina 175. 

tnfauliñdiu. — Mu resultando que la muerte del nonato haya sido 
producida intencional mente, y agotada la pena correspondien- 
te á la culpa por la prisión sufrida, corresponde dar esta pur 
compurpada. Página 4¡tt. 

Infracción Vi ttt trt¡ de curolmnienlo. — La infracción á la ley de en- 
rolamiento en la (íuanlia Nacional es castigada con la pena 
de un año de servicio en el ejército permanente. Pági- 
na -m. 

Infracción ti In ley ttr mrnUimintb* . -- La infracción á la ley de en- 
rolamiento es penada eou un año de servicio militar en el 
ejército permanente, fagina *m. 

Infracción a Ut ley ttt* enrolamiento. — El infractor de Ja ley de enro- 
lamiento se hace pasible de la pena de nn año de servicio 
militaren el ejército permanente. Página Uil . 

Inlruccitm ñ la ku de movilización. — La infracción á la ley de mo- 
vilización, es castigada con la pena de dos años de servicio 
militar en el ejército permanente. Página 300. 

Infracción a la ley de enrolamiento, — El ciudadano que después de 
enroladu en un regimiento obtiene el pase para otro, pero 
no se presenta at jefe de éste dando aviso de su domicilio, 
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incurre en la pena de un año de servicio militar por infrac- 
ción a la ley de enrolamiento. Página 4i*i. 
loria. — No procede la cuestión de competencia federal por 
inhibitoria en demandas de menor cuantía seguidas ante el 
juez de paz después de haber usado da la declinatoria, con- 
sentida la resolución final y laminado el juicio. Pági- 
na 2¿9. 

Interdicto. — Véase : Despojo . 

J 

Jurisdicción, — Corresponde á la justicia federal eonoi-er d« las cau- 
sas que versen sobre negocios particulares de los cónsules 
ó vicecónsules extranjeros, ya se trate de asuntos civiles ó 
criminales. Página 42. 
Jurisdicción. — K1 cobro de honorarios devengados y g.-slos verifica- 
dos enjuicio seguido por el extranjero ante los tribunales 
ordinarios corresponde :i la jurisdicción de éstos y no á h 
federal. Página 20. 
Jurüdiction . — Corresponde al fuero nacional porra/onde las perso- 
nas, la causa i>or daños y perjuicios pedidos ¡i consecuencia 
de uu juicio ile interdicto, si ésta ha sido fallado entre las 
mismas personas por los tribunales federales. Página 112. 
jurisdicción. — Los tribunales argentinos no son competentes para co- 
nocer en los crímenes cometidos en alta mar ú bordo de 
buques de bandera extranjera. Pagina ¡ÍW. 
Jurisdicción. — Corresponde á la justicia nacional el conocimiento 
del delito de falsedad cometido en la presentación de un do- 
cumento adulterado ante el juzgado lederat, en asunto de su 
competencia. Página 06. 
Jurisdicción. — Corresponde á los tribunales federales de la capital 
conocer de la defraudación do dineros fiscales que se dice 
cometida en hacer ligurar como abonadas por el imputado, 
partidas no pagadas por él en la rendición de cuentas pro- 
sentada á la Contaduría general de ta Nación. Pagina 88. 
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Juritdircion. — No puede invocar el Tuero federal por distinta nació- 
nalidad de las partes, el extranjero demandado sute los tri- 
bunales locales que contesta la demanda, sin oponer excepción 
de incompetencia. Página UG. 

Jurisdicción, — La acción de darlo* y perjuicio* causados por hecho 
ilícito puede deducirse ante el juca del lugar donde se veri - 
fleo el hecho. Página 20t>. 

Jurisdicción. — ti vecino de una provincia, á quien el juez ordinario 
manda embargar bienes en virtud de un auto del jue* ordina- 
rio de otra provincia, expedido en pleito entre vecinos de 
esta última, tiene derecho, acreditando la distinta vecindad 
de las partea, 4 ocurrir al juez federal de su domicilio, 
para que avoque a si las diligencias del embargo, y conozca 
sobre la nulidad dé las mismas, Página 180. 

Jurisdicción . — El conocimiento de la causa sobre infracción de la ley 
de impuestos internos cometida ert la provincia de Bueno» 
Aires, corresponde al juez federal de dicha provincia, y no 
al déla capital . Pagina 239. 



L 

tocación. — Probada la existencia del contrato de locación debe man- 
darse pagar lo adeudado por razan de alquileres. Página 75, 

M 

Mandatario. — En de derecho que el mandatario deba rendir cuenta 
al mandante y entregarle cuanto haya recibido. Pági- 
na 35*. 

Medianería. — El que hace servir para el edificio de su propiedad la 
pared divisoria construida á eipensas del vecino está obliga- 
Jo á pagar á éste la mitad del valor de l.< pared y de Ja del 
terreno que ésta ocupa. Página ¿53. 
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Notificación. — El no haher hecho las notificaciones dentro de veinti- 
cuatro horas, no comporta la nulidad de las mismas. Página 
312. 

Nulidad. — No es nula la sentencia que, haciendo valer los funda- 
mentos de hecho dentro de los alegados por las partes y las 
disposiciones legales que el criterio del juez conceptúa per- 
tinentes y decisivas, desecha la acciun de manera expresa, 
positiva y precisa, absolviendo en el Indo á la parte deman- 
dada. Página 78. 

P 

Papel sellado. — En los documentos extendidos en lugar no sometido 
ti la jurisdicción nacional, ni sujetos á ella por razón del acto, 
la ley de sellos queda cumplida ron la currespomlíenlc repo- 
sición. Página 215. 

Papel sellado, — La ley nacional de papel sellado no es aplicable al 
contrato hecho en la Capital sobre arrendamiento de un 
inmueble situado fuera de ella. Página 413. 

Pastaje. — El que mantiene sin derecho ganado de su propiedad en 
campo ajeno, está obligado á retirarlo y abonar una indem- 
nización por el uso y goce hecho del campo. Página 121. 

Pena. — La circunstancia del poco valor de los billetes falsos circu- 
lados, autoriza á imponer el mínimum de la pena establecida 
por la ley. Página 389 

Personería. — No puede oponerse falta de personería al suhlocatario 
por haber hecho posteriormente cesión de la sublocacion, 
si al hacerlo se ha reservado los derechos correspondientes 
á las ¿ostiones judiciales iniciadas contra los cesionarios del 
sublocador. Página 5. 



.K&f 

0& JUSTICIA «ACHUAL 409 

/Vrsom'nVi. — La eicepcion de Talla de personería en el demandado, 
opuesta en el concepto de no estar obligado al pago que se 
demanda, afecta al lomlo y no es dilatoria del juicio. PáginH 
225. 

Prescripción. — Las acciones procedentes de cnlratos de flelameotos 
se prescriben por un año. Página 15d. 

Prescripción, — En las obligaciones á plazo el término para la pres- 
cripción no corre sino después del vencimiento del plazo. 
Página 193. 

Prescripción, — \"o es dable alegar prescripción del derecho de acu- 
dir por infracción á la ley de enrolamiento mientras dure ta 
obligación de enrolarse y se continúe cometiendo la infrac- 
ción. Pagina 3¿3, 

Pretrripcion. — Véase: fctriiidiaiaon. 

Propiedad. — El derecho de pru piedad se pierde cuando en virtud de 
la prescripción la ley atribuye á uno U propiedad de una cosa 
perteneciente i otro. Pag'" 8 163. 

Pruebas. — No se pueden tomar en consideración pruebas que han 
sido producidas en otro litigio. Página 126. 

Prueba. — toando ha habido negligencia en activar la prueba, no pue- 
de admitirse su producción fuera del término. Hay negligen- 
cia, si designado día para la declaración de testigos, se pide 
la designación de nuevo día después de más de un mes de la 
designación anterior. Página 190. 
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Recurso. - Al extranjero que ha invocado el fuero federal, no puede 
negarse el recurso que interponga para ante la Suprema 
Corte contra las resoluciones de los tribunales ordinario* 
que se lo niegan . Página 26. 

fíewindicacion. — Por el código vigente el estado general 6 provin- 
cial ha sido iguála lo con los particulares en lo que se refiere 
á la prescripción, y no puede reivindicar la cosa inmueblt 
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poseída ilespues de su promulgación por 10 y 20 años con 
justo titulo y buena fé. Página 37. 

Reivindicación . —L? acción reivindicatoría no procede si el actor no 
no ha sido alguna vez propietario del inmueble que se 
reivindica. Página 163 

Responsabilidad. — Véase : Daños tj perjuicios : Culpa. 

Restitución. — El propietario de un campo que lo ha entregado obli- 
gándose á transferir su propiedad baju ciertas condiciones, 
tiene derecho para demandar su restitución si el acreedor 
á la transferencia no prueba que se han cumplido las condi- 
ciones 6 que su no rumptimiento.se debe á hechos ilegítimo!» 
imputables al demandante. Pagina i 16. 

s 

Sentencia. — Véase : Nulidad. 

Sentencia consentida . — La sentencia consentida por el ministerio 
liscal y por los procesados, por haber desistido de expresar 
agravios, no puede st*r modificada en sentido desfavorable á 
aquéllos. Página 418. 

Sentencia consentida. — La sentencia consentida por el ministerio 
fiscal calificando de tentativa de circulación el delito que del 
proceso aparece ser de circulación realizada de billetes de 
curso legal falsos, no puede ser modificada en sentido desfa- 
vorable al procesado. Página 402. 

Sublocacion. — Si en e! contrato de sublocacion de un campo se ha 
convenido en hacerlo deslindar del resto del campo que per- 
manece en poder del sublocador, el 'suhlocalario tiene de- 
recho para pedir que se proceda á su deslinde, sin que obste 
el deslinde mandado hacer sin su intervención por los cesio- 
narios del sublocador. Página 5. 

Sublocacion. — Véase : Personería. 
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Tercería. — Siendo social la deuda que se ejecuta, los socios y sus 
cesionarios carecen de derecho para deducir tercería de do- 
minio sobre los bienes de la sociedad embargados en Ja eje- 
cución. Página 265. 

Testigos. — La prueba de testigos presentada en primera instancia 

no verificada por negligencia de la parte, no puede ser admi- 
tida en la segunda instancia ; máxime si can ella se trata de 
justificar ia celebración de un con I ralo de mayor cuantía. 
Página^. 

Titulo ejecutivo. — Es ejecutivo el crédito de cantidad líquida de mo- 
neda comprobado por un uislrunientu público. Página 193. 

Titnh ejecutivo. — La obligación .le nagar alquileres es ejecutiva. Pá- 
gina 368. 

V 

y -nía. — En la compra ve uta de un terreno, los liedlos de haber el 
comprador verificado pagos a cuenta del precio, después de 
haber lomado posesión de ¿I y de haberlo hecho medir privi- 
damenle, sin observación respecto de extensión entregada 
por el vendedor, demuestra que en la intención délas partes 
lo vendido ha sido esa extensión y no una extensión mayor. 
Página 215. 

Venta. — En la venta del inmueble hecha enjuicio ejecutivo, el com- 
prador contrac la obligación de consignar el precio una vex 
que el remate se haya aprobado. Página 188. 
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¡ion Mro Labal tontea Hacia* ttottt t ;f Mz tj compañía, cesio- 
narios de don Uf»n*» üeaniite, por cumplimiento de un 
contrato ; sobre deslinde. 

Sumario. — 1 * Si en el contrato de sufocación de un campo 
se ha convenido en lu«-erlo deslindar del reato del campo que 
permanece en poder del sublocador, el sublocatario tiene derecho 
para pedir que se proceda ó su deslinde, sin oue obste el des- 
linde mandado hacer aiu su intervención our los cisiónanos 
del sublocador. 

2 o No puede oponarae falla de personería ;il sublocatorio por 
haber hecho posteriormente cesión de la snblocacion, si al ha- 
cerlo se ha reservado los derechos correspondientes á las ges- 
tiono* judícialcsinieiadas contra los cesionarios del sublocador. 
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Orno, — Lo explica el 



rallo del Juei Letrado 

Posadas, Noviembre 3 de 1898. 

Y vistos: esta causa de la que resalta lo siguiente: Que 
en Mayo 18 de 1896 se presentó don Pedro Labat manifes- 
tando que, por el contrato acompañado de foja i, celebrado 
con don Alfonso Geardile con fecha 6 de Diciembre de 1891, 
sobre explotación de maderas de un campo arrendado por este 
señor á los señores Acosta Barra y Cliavarría, se había con- 
tenido que ios límites dentro de los cuales se practicaría laexplo- 
tacion, serían deslindados de común acuerdo de partes, que pos- 
teriormente el srñorGoardile hizo cesión de sus derechos i todo 
el campo por arrendado á favor de los señores Mascías, Rodrí- 
guez y compañía, quienes, pendiente el término del contrato de 
subarriendo han concedido nueras explotaciones demadera den- 
tro délos límites que a él Je corresponden, por cuyo motivo y á 
objeto de dejar establecidos los derechos respectivos, venía 4 pe- 
dir el cumplimiento de la cláusula 9" del contrato celebrado con 
el señor Geardile, para lo cual solicita una audiencia cu la que 
se designaría el agrimensor que debe marcar la línea divisoria. 

Corrido ^traslado, la contraparte manifiesta que el señor La- 
bat no podía exigir el cumplimiento de la cláusula recordada, 
por cuanto siendo el contrato] bilateral ha debido probar pre- 
viamente que por su partí; ha llenado la obligación contraída, 
lo que no ha sucedido, pues el señor Labat estaba en el deber 
deentregar el primero de Enero un pagaré a seis meses por va- 
lor de 7500 pesos , lo que no se ha pedido obtener á pesar de las 
reiteradas gestiones extrajudíciales que con tal propósito se 
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han hecho; que independiente de esto, se trataba de ana obli- 
gación completamente extinguida por haberse realizado ya el 
deslinde solicitado, precisamente por indicación y á propuesta 
del señor Labat y contra la voluntad de su representante doa 
Ventura Muníaguma. 

Que d foja 33, esta misma parte dedujo la excepción de falta 
de personería. Labat para continuar la acción instaurada por 
haber cedido con fecha ti de Junio á don Domingo Barthe to- 
dos lo derechos y obligaciones yie tenía por el contrato de sub- 
arriendo con don Alfonso Geardile, lo que importa la extensión 
de Ins derechos que pudiera haber tenido p ira traspasárselos al 
cesionario Barthe, á quien había aceptado cuino tal cesionario y 
resuelto tí modificar el contrato cedido al tenor de lo expresado 
en la escritura de foja 32, objeciones contestadas por el apode- 
rado de Labat diciendo, que en la cesión hecha á favor del se- 
ñor Barthe se había reservado Labat los derechos que pudieran 
corresponder!» en las gestiones judiciales que tenfa iniciadas 
contra los señores Mascfas, Rodrigues y compañía, que el con- 
trato Geardile-Labat reservad favor dtl primero una fracción de 
campo para explotación de madera y que al subrogar aque- 
llos señores a éste quedaban para con Labat en las mismas con- 
diciones que el cedente. 

Que Mascías, Rodríguez y compañía empezaron á cortar ma- 
dera en la fracción de campo correspondiente á la concesión 
fat Labat y que éste hizo notar oportunamente a! señor Ale- 
gre, representante de aquellos señores, procurando arreglar 
con él amistosamente la indemnización del daño que portal 
hecho le irrogaba y convinieron que, como medida prévia, se lla- 
maría á un agrimensor que establecería el límite de las explota- 
ciones 6 sea de los terrenos subarrendados. 

Que los citados señores, ó alguien invocando el nombre de 
ellos llamaron á un agrimensor y mandó practicar una línea que 
dicen dedeslinde, pero que no se determinó de acuerdo con la 
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ley, ni con consentimiento de Labat, lo que hace que tai línea 
oo tenga validez alguna á los efectos del contrato. 

Considerando : Que por la escritura de toja 42, don Pedro 
Labat cedió sus derechos ¡i don Domingo Uartbe en el cam- 
po subarrendado á d<m Alfonso Ge.irdile, quedando desde este 
momento responsable el cesionario de las obligaciones con traí- 
das por el cedente, obligaciones que fueron cumplidas como lo 
comprueba ta escrito ra de foja 32 celebrada entre Barthe, 6 su 
apoderado don Bafael Díaz, y don Higiuio Alegre en represen- 
tación délos señores Mascíns, Rodríguez y compañía. 

Que en la esoritura de cesión antes mencionada, don Pedro 
Labat ha heeho expresa res erra del derecho que tiene en ges- 
tión ¡inte el juzgado letrado de este territorio sobre demarca- 
ción de) límite del campo de esa concesión, contra los señores 
Mascía^ Rodríguez y compañía y ios resoltados favorables que 
en ella obtenga, siendo de su exclusiva cuenta la resultancia de 
ese juicio, loque prueba coucluyentemente que Labat no ha 
querido transferir los benelici i^ que pudieran corresponderá 
como resultado 11 mil del juicio cuya preparación Ja ha iniciado 
solicitando previamente el deslinde de la parte de campo que 
el señor Geardile ha entendido cederle, lo cual hace que la ac- 
ción iniciada queda subsistente y por tanto su personería. 

Que las pruebas producidas pnr una y otra parte demuestran 
que la mensura ó trazado de línea practicado por el señor I, S. 
Martina lo fué sólo á pedido del señor VenturaMuniagurria, en- 
cargado ó cesionario de los señores Mase i as, Rodríguez y com- 
pañía, sin intervención de la otr.t parte, ó sea del señor Labat, 
habiéndosele abonado sus honorarios por aquéllos, honorarios 
que fueron objetados por Labat en la cuenta agregada de 
foja 71 . 

Que la declaración de Martina, de foja 80 ratificada á foja 82, 
no puede ser más explícita, siendo además concordante con la 
manifestada á foja 86 al contestar el interrogatorio presentado 
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por la parte demandaba. Se dice en el documento de foja 80 
que La mensura do fué practicada por pedido de los pro- 
pietarios ni de los concesionarios, y sí sólo del señur Muniagu- 
rria, habiendo trazado la línea divisoria partiendo del punto de 
arranque dos leguas de fondo, lo que ha hecho seguramente que 
Labat, a pesar de no haber intervenido en la operación, haya 
tenido que observarla y rechazarla en la cuenta de foja 7Í, al ex- 
presar que no la reconoce f por no haber hecho al fondo pues 
en la cláusula novena del contrato de foja i f se expresa que la 
linea debe internarse tros leguas al fondo. Aun en el supuesto 
d»i que Labat y la parte demandada hubiesen convenido el nom- 
bramiento del señor Martin* para el trazado de la línea, nadie 
podía obligarlo á aceptar una línea que en ve* de tener treB le- 
guas de fundo sólo tiene dos, como expresamente lo consigo a el 
agrimensor citado, y estaha en su perfecta derecho de presen- 
tarse á solicitar judicialmente el nombramiento de un agrimen- 
sor de acuerdo con las leyes procesales. Aun la operación prac- 
ticada por el agrimensor judicial mente nombrado no podría 
imponerse á las partes como mi acto irrevocable, pues es .subido 
que el juicio de deslinde e> de jurisdicción voluntaria que pue- 
de tornarse contenciosa por desacuerdo de coalquiera de las 
portes. Pero resulta como se ha visto ya, que nada induce á 
creer de que Labat hubiese consentida ó aprobado el deslinde 
extrajadicial practicado por el señor I. S» Martin-. 

For estas consideraciones y demás fundamentos aducidos en 
el escrito de foja 36, declaro procedente la petición contenida 
en el escrito de foja 6, y al efecto se convoca á las partes á la 
audiencia verbal, que se designe para el dia 10 del comente a 
Jas 9 a. m. 

£. E, Breará, 

t 
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rnlltt de i* lupNM» Carte 

Buenos Aires, Octubre 2 de J900. 

Vistos y considerando : Que en el contrato de sublocacion 
que so comprueba con 'a escritura de foja primera, las partea 
convinieron en que se practicaría nn deslinde destinada á de- 
terminar la línea divisoria entre la porción de terreno com- 
prendida en la sublocacion y la que se reservaba el subloca- 
dor (cláusula novena). 

Que el sublocadur don Alfonso Geardik- transmitió á los 
señores Máselas, Rodríguez y compañía sus derechos, tanto en 
loque se refiere á los que le correspondían como locatario origi- 
nario, como á los que le acuerda el contrato de subarriendo, 
«conociendo loa citados Masdas, Rodríguez y compañía, las 
obligaciones procedentes ds los expresados contratos, según se 
desprende de la contestación de la demanda pir ellos dad* á 
foja trece, y de las ulterioridades de la causa. 

Que, por consiguiente, los demandados Máselas, Rodríguez y 
compañía tienen vi deber de cumplir la obligación convenida 
respecto de deslinde de que se hn hecho mención, como lo tenía 
Geardile (artículo mil ciento novenra y siete, Código Civil). 

Que los demandados no han probado que esa obligación estu- 
viera cumplida, como lo aiirmaron en la contestación á la deman- 
da, habiendo mérito en contrario de las declaracionesde don Ven- 
tura Mumagurría (foja setenta y tres), de i¡i cuenta de foja seten- 
ta y una por aquellos presentada en la que el sublocatarioLabat 
no reconoce la partida relativa al deslinde por manifestar que 
éste no es comprensivo de la totalidad de la linea que debía tra- 
zarse, y de las deolar aciones del agrimensor Martina, quien 
según los demandados practicó dicho deslinde, porque de esas 
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declaraciones resalta que él no procedió á pedido ó con interven- 
ción de Lnbat, ni su operación servía para trazar en su integri- 
dad ta divisoria entre el fundo arrendado y el reservado por el 
su b locador. 

Que aunque es verdad que durante el juicio Lubat ba cedido 
sus derechos como subarrendatario y que esa r.esiou ba sido 
acnptada por ios señores Mascías, Rodri^uez y compañía, no es 
menos cierta que la cesión no comprendió ia acción deducida 
en la causa y sus resultados, haciéndose al respecto reserva ex- 
presa á favor del cede» te (escritura de foja treinta y dns t y es- 
critura de foja cuarenta y dos), 

Por esto, y fundamentos concordantes, se cunfirma la sen- 
tenci;t apelada de foja doscientas noventa y dos, con costas. No- 
tifíquese original, y, repuesto el papel t devuélvase. 

DFVJAMIN PAZ. — ABEL BAEAN. 
OCTAVIO BfJNCE. — JOAN E. 
TORREIHT. 



I AUNA (K lAtlV 



La saciedad anónima tia Seyra* contra Klinger y compañía; 

sobre daño* y perjuicios 

Sumario. — Me desecharse el reclamo del comprador, si no 
acredita que el artículo entregado no ba sido de la calidad con- 
venida. 
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Pullo del Ju» Federal 

Buenos Aires, Abril 34 de 1896, 

Vistos estos autos de los que resulta: Que en fecha 31 de 
majo de 1892 don Eduardo Maschwits. en representación déla 
sociedad anónima «La Negra., deduce demanda contra los se- 
ñorea Klínger y compañía de e.te comercio, por indemnización 
de daños y perjuicios, aponiendo : 

Que dicha sociedad consume para la elaboración del hielo, el 
amoníaco puro, que traía directamente de Europa, por no haber- 
lo en esta plaza; pero que en el mes de octubre del año anterior 
loa expresados Kliuger y cumplía le ofrecieron este producto 
que compraron por partidas y al solo objelo de aumentar la re- 
serva del que ya tenía, bajo la condición de que fuese de 
100/100 y sin agua, calidad indispensable para la elaboración; 
que al efectuarse esas compras la máquina se hallaba funcio- 
nando con el amoníaco que la sociedad tenía en sus depósitos, de 
modo que el comprado 4 los señore* Klinger y compañía fué uti- 
lizado recien en los primeros días de Enero del expresado año 
1892 Ori unión con aquel y al solo objeto de reemplazar al que 
a* perdía por evaporación y escape, por cuya razón nada pudo 
notarse en los primeros días sino desj »s que se observó menor 
fuerza expansiva en dicho producto como de que la máquina tur- 
daba mayor tiempo en producir el hielo, requiriendo así ta ne- 
cesidad de aumentar su empleo lo que obligaba á mayores gas- 
tos; que estos inconvenientes continuaron aumentando en rela- 
ción al mayor aumento de amoníaco, llegando un momento en 
que se produjo un calentamiento peligroso, por lo que llamó á 
los ingenieros que habían dirigido la instalación de la máquina, 
quienes opinaron que ello procedía de la mala calidad del amo- 
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rfaco empleado, indicando la conveniencia de hacer analiiar 
éste, lo que efectuado por el doctor Podro N. Arata, se constató 
que era impuro el amoníaco usado, ó sea que contenía agua y 
pirtdina, de lo cual fueron inmediatamente informados loa de- 
mandados, quienes para cerciorarse de la raion del reclamo hi- 
cieron analizar un cilindro de amoníaco de la misma partida, lo 
que diú igual resultado al análisis practicado por el doctor 
Arata. 

Qne los perjuicios causados á la sociedad consisten no sólo en 
la pérdida de todo el ¡imuníaco con que estaba cargada la má- 
quina y del consumo obligado del que ésta tenía eu deposito híiió 
también en las ganancias de que ha sido privada con la pnrali- 
íacion de la maquina en plena producción y consumo, cuyos per- 
juicios estima en 20.000 pesos nacionales qne deben satisfa- 
cerle los demandados como responsables de tales perjuicios y 
cuya responsabilidad establecen claramente los artículos 1109, 
1 168 y 1169 del Código Civil, á cuyo payo pide se les condene 
como á la devolución de 200 pesos oro sellad i y 2 pesus moneda 
nacional entregados ¡i cuenta de su amoníaco, con declaración 
de que la sociedad no está obligada á abonarles el resto por es- 
tar todo él fuera de lo convenido y de haber sido la causa de los 
perjuicios originados, con míís las costas del juicio. 

Los señores Elingor y compañía, contestando a la demanda á 
foja 22, exponen por su parte: 

Que, en efecto, ofrecieron al señor Masohwitz amoníaco en 
venta como a oíros establecí miau ios industriales análogos, cuya 
oferta no fué aceptada por no necesitarlo. Que algún tiempo 
después el mismo señor les propuso comprarlo, lo qne se rehusó 
porque sólo tenían una cantidad reducida que querían reservar 
para su clientela, pero que á sus reiteradas exigencias, ofre- 
ciendo mayor precio, se les vendió la primera partida, cuya 
cuenta tiene la fecha de 31 de diciembre, sin aumento de pre- 
cio. Que concluido ese amoníaco un» de los empleados de Masch- 



14 FALLOS ÜK LA SUPREMA CURTE 

wita Be presentó á comprar más, cuyo pedido no pudo aten- 
derse y , posteriormente el mismo señor Maschwitz, les hizo pre- 
sente su apremiante necesidad, y como se le contestara que ja 
tenían nuevas partidas en el puerto y que m su obsequio acti- 
varían el despacho, se ocupó aquel personalmente en conseguirlo, 
exigiendo que se le vendiese toda la partida, de la que sólo se le 
vendieron 10 tubos, ácuya partida se refiere la cuenta que lleva 
la fecha de 4 de ener.i de 1892. 

Que algunos días después les hizo nuevas instancias para que 
le vendieran más ¡i montara y de allí provienen las ventas suce- 
sivas que mencionan la» cuentas de 7 y 22 del mismo mes, de 
todo lu que se deduce la inexactitud de las aseveraciones de la 
demanda. 

Que el amoníaco vendido & la sociedad t La Negra » lo ha 
«ido en la tuUma condición y envase que lo reciben directa- 
mente de la sociedad anónima Manhein (Actien Gesselschaft 
Fierr Cheuiische Industrie) y de acuerdo con las facturas de 
dicha soeiedad que acompañan han expresado en sus cuentas de 
vi* uta que el amoníaco es líquido sin ayua, de i 00/ 100, y no 
debe confundirse el aplicable ¡i la indust ria con el medicinal 
aplicable exclusivamente á la farmaitia, pues aquél contiene oou 
parte de agua, pero se denomina ó acepta como anhidro ó puro 
\ contiene iguaen la proporción ya indicada y se admite c uai- 
« I erado sin agua el que sólo alcanza á contenerla en dicha pro- 
porción; por lo que, y aun .siendo cierto que la sociedad «La 
Negrai haya t nido que parar su máquina, ese hecho nu puede 
serles imputable ni responsabilizarles por daños, perjuicios ó 
pérdidas que hayan sufrido, porque han vendido tal producto 
sin determinación expresa de la aplicación especial que iba á 
dársele, estando comprendido en la clasificación técnica con qne 
en el comercio fe denomina el amoníaco líquido sin agua, pues 
la reducida cantidad de ésta que contiene y piridion, según el 
análisis que hemoa hecho practicar, no ultrapasa la tolerancia 
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establecida, v debe entonces deducirse que si al usarlo do se ha 
obteuido el resultado qae Be dice esperaban, ello habrá proce- 
dido du la meicla que hizo con el que t<>nía do otra procedencia, 
probablemente menos ¡turo, on algún defecto de su máquina, ó 
en la impericia délos empleados que la manejan; que no se ex» 
plica qne usada ta primera partida del qae le vendieron conti- 
nuaran comprándole más sinó era bastante puro ó udecuado 
para el destino que se le daba, agregando que estas ubservacio- 
nt-s, se hicieron recien cuando exigieron el pago de las últimas 
partidas con más la devolución de los tobos respectivos. 

Que no es verdad tampoco que hayan acordado nada respecto 
al procedimiento á seguir para determinar el monto de las in- 
uemni «aciones que se les exigen, como se afirma en la demanua, 
puL-s cuando el señor Maschwitz pretendió que el amoníaco no 
era puro, le observaron que para comprobar lo contrario iban á 
hacer practicar un examen pericial, que encomendaron á los se- 
ñores Puiggari y Lavalle, dando el resultado del informe agre- 
gado; después de lo cnal y convencido de qne solo seboseaban 
pretextos para dilaciones dieron por concluidas las conferencias 
particulares y esperaron la demanda qne iba ú interponerse; 
Que es, además, de tenerse e-i cuenta que las compras se hicie- 
ron en diversas partidas que constituyen actos distintos y suce- 
sivos de lo que resulta que después de haberse usado el amonía- 
co de la primera, se ratilicó y demostró con las compras subsi- 
guientes que el artículo era de recibo ó sea que llevaba las con- 
diciones de lo que en el comercio y en la industria se tiene j 
acepta como amoníaco líquido sin agita. 

Que no existe ley alguna que autorice á un comerciante á 
formular reclamos acerca d<>! articulo que ba comprado, después 
de haberlo usado ó dispuesto de él en otra forma, y en el caso, 
las ventas han quedado consumadas, estando el comprador en el 
deber de abonar el precio ó la parte del que aún adeude. Ter- 
mina formulando reconvención contra el demandante qne f inda 
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en la falta de devolución de 11 tubos con sns enrases de ma- 
dera que estima en 25 pesos oro sellado cada uno, precio de 
costo v alquiler de los mismos á razón de 57 centavos oro inen- 
suates basta, el día en que se efectúe so devolución, todo c»u 
expresa condenación en costas. 

Contestada la reconvención á foja 43, se recibió la causa ¿ 
prueba, dictándose a foja 50 el auto siguiente: 

■ Unenos Aires, Julio 21 de 1892, — T vistos: Atento los tér- 
minos en que ha sido contestada la demanda y la reconvención, 
se recibe la causa a prueba por ib días comunes y prorrogabas 
para que se justiOquen los hechos alegados por ambas partes y 
especialmente la aplicación ó no aplicación industrial del amo- 
níaco, absolutamente anhidro i n relaeinn á su costo, y lo que 
tte entiende comercial é industrialmentc, por amoníaco puro sin 
agua de 100/100. 

T considerando: 1° Que para la mas acertada resolución 
de la pausa y dados los términos de la demanda y contestación 
conviene lijar las siguientes proposiciones: í Si el amoniaco 
vendido en diversas partidas por los señores Klinger y compa- 
ñía á la sociedad «La Rey ra» lo ha sido con especificación 
de bus condiciones y propiedades para apreciar en su coso las 
responsabilidades de lns vendedores si resultare que dicha sus- 
tancia carecía de las calidades atribuidas á la misma por esto; 
2* En caso afirmativo, si i-l amoníaca vendido tiene en efecto 
las calidades atribuida* por los vendedores ; 3" Si como lo esta- 
blece el auto de prueba es 6 no aplicable el amoníaco anhidro, 
úü agua y que se entiende comercial é industrialmente por 
amoníaco puro sin agua d< 100/100; y, 4" Si de estos autos 
resulta comprobada la existencia de daños y perjuicios recla- 
mados por el actor en la fxteusiou quese expresa en la demanda. 

2 a Que en cuanto á la primera, resulta de las cuentas pre- 
sentadas :í fojas 1, 3, 5 y 7 que las partidas de amoníaco 
vendidas ala sociedad «La Negra », que en ías mismas se enuncian, 
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claramente se expresa la calidad de amoníaco liquido de cien 
por cien sin agua, quedando, por consiguiente, resuelta afirma- 
tifamente dicha proposición ó sea,que el amoníaco vendido lo 
ba sidocon especiücacion de su calidad. 

3 o Que respecto á la segunda, an alisad a la prueba testimo- 
nial rendida por <*1 demandado, resultan constatados los hechos 
siguientes: 

El testigo Hugo Nelson contestando el interrogatorio de foja 
80, declara haber usado del amoníaco vendido por los señores 
Klingery compañía, en su establecimiento de carnes congela- 
das, agregando que hubo nn tiempo en que compro Wo el 
amoníaco á aquéllos, el cual mezcló con otros porque no era 
suficiente par í llenar las necesidades de la máquina, ocurriendo 
ésto, según cree, en Enero de 1892; que la congelación se 
operó con toda regularidad, pues la primera remesa les dio buen 
resultado, por lo que compraron entonces todo el amoníaco, 
agregando en relación á la 3* y 4* pregunta, que al amoníaco 
en las condiciones que ellas expresan, cree que es bueno y que 
la máquina que se usa en dicho establecimiento es del Esterna 
de compresión | finalmente, que el amoníaco de ciento pur ciento 
sin agua, es igual, 6 lo mismo, que el amoníaco anhidro, 

El testigo Ernesto Stricker, contestando al interrogatorio de 
foja 83, dice ser verdad que en su fabrica « Molino de Roma »,-, 
emplea para la elaboración del hielo el amoníaco que introduce 
Klingery compañía, de la fábrica denominada «Chenjische Indus- 
trie» (usina en Rbeinan); «. je la fubricaoipn del hielo con dicho 
amoníaco se ha aperado con toda regularidad y sin demoras; que 
su máquina para elaborar hielo es del sistema de compresión ; que 
el amoníaco que introducen los señores Klinger y compañía de 
le expresada fábrica, es el más puro que se conoce, y le consta 
ésto porque de ese mismo su hace uso en la fábrica de « Maschi * 
nen Fabrik Esslingen », donde el declarante ha estado empleado 
como ingeniero dos años, y que considera puro y sin agua el 
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amo nía o m las condícioneB que eipresa la quinta pregunta, ó 
sea el que no contiene más qua el 10/000 de agua. Agrega que 
cree que el amoníaco comprado ó Ktinger, fué en diciembre 
de 1891 ; que la máquina del « Molino de Roma », si bien tiene 
pur i Be adorea ú rectificadores de amoníaco, éstos no han fun- 
cionado por no haberlos necesitado, deade que el amoníaco era 
líquido. 

El testigo Alberto Koellesch, contestando al interrogatorio 
de foja 87, declara en todo conforme con el anterior señor 
Ernesto Strick-T; agrega que compraba el amoníaco desde 
un uño y medió atrás, más ó menos, y que no adqoirió de 
ninguna otra prudencia mientras el declarante estuvo en la 
fabrica, y linalmente, que se había empleado para el reconoci- 
miento del amoníaco el purificada de la máquina, pero que 
nunca resultó con agua ú otra sustancia extraña, como ha tenido 
ocaaion de probarlo. 

4* Que de la prueba testimonial del actor resulta: 
Que el testigo Julio B. Figueroa, ingeniero, contestando al 
interrogatorio de foja 122, declara; qoe inspeccionó en el mes 
de Knerodel891, la máquina de la sociedad c La Negra», ú 
petición del señor Masohwits, para informar sobre la causa de 
su calentamiento y mal funcionamiento que lia observado la 
máquina siempre éfi buen estado y que aconsejó á Maschwits 
la hiciera parar inmediatamente, descargándola de todo el 
amoníaco que tenía, por encontrar su calentamiento muy peli- 
groso, atribuyendo el mal funcionamiento y su calentamiento 
al amoníaco empleado, por loqm- le indicó que sería conveniente 
lo hiciera analizar, agregando que la máquina es á compresión 
sin purificadores ó rectiticadores y que sólo puede funcionar 
alimentada por amoníaco anhidro; linalmente, que dicha má- 
quina necesita para su funcionamiento regular una carga de 
22 á 24 por tonelada de hielo, que hace próximamente 250 kilos 
de amoníaco y que ella puede tener d t - pérdida diaria por evapo- 
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ración y escape de los pistones, kilo y medio más o menos, que 
necesita tener completa su carga de amoníaco, y para que eu 
funcionamiento sea regular, es indispensable atender continua- 
mente la pérdida que se produce por evaporación y escape, 
suministrándole también continuamente amoníaco, :í fin de 
que no deje de tener, ni por un instante, su carga completa. 

El testigo Carlos Wrable, contestando al interrogatorio de 
foja 186, eipre^a que para una de sus máquinas se sirve del 
amoníaco anhidro según cree, sin poder afirmarlo por no ser 
ingeniero, y que au precio es 1,20 ó 1,25 oro sellado el kilo, 
puesto aquí incluso derechos, devolviendo los bombones ; que 
cree que las máquinas á compresión no pueden funcionar regu- 
larmente con un amoníaco impuro, agregando, que nunca se 
ha ofrecido el caso al declarante; que supone se entiende por 
amoníaco puro, sin agua, en el comercio é idustria, al de 
100/00, agrega que el amoníaco que ha empleado siempre, cree 
que ha sido anhidro, habiéndolo comprado por intermedio del 
fabricante de las máquinas de que hace uso, llamado Kilbour- 
ríe, y que cree se.i eu Londres. 

Bl testigo Francisco Stmsinena, contestando al mismo inte- 
rrogatorio, dice que para la máquina de compresión que es la 
que tiene el declarante, se necesita amouiacu anhidro, siendo 
.su precio de 2 francos y medio el kilo puesto aquí, incluso dere- 
chos y sin contar envase; que las máquinas a reimpresión no 
pueden funcionar regularmente ton amoníaco impuro, y que en 
el comercio é industria se entiende por amoníaco anhidro el puro 
sin agua de 100/00. 

El testigo Guillermo E. Srhole. ingeniero, contestando al 
interrogatorio de foja 182, contesta en todo conforme con el 
testigo Julio B. Figueroa. 

5 o Que segnn se ve, del análisis de la prueba testimonial 
producida pitr ambas partes no puede resolverse por ella la 
segunda proposición propuesta, pues que los testigos que al 
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respecto declaran, te hallan completamente disconformes en 
cnanto á la apreciación de las calidades y aplicabilidad del 
amoníaco venado por la casa Kiioger y compañía, tanto á la 
sociedad * La Negra * como á alpunos de los testigos del de- 
mandado. En efecto, mientras algunos de éstos afirman comu se 
ha Tinto, la perfecta aplicabilidad del amoníaco en cuestiono asta 
el grado de afirmar que se han servido de él sin inconveniente 
ni dificultad alguna para sus máquinas, alguno* de los del actor 
expresan que en la máquina de • La Negra » se produjo un 
calentamiento peligroso que hizo necesaria su paralización y 
ello ñor causa de la mala calidad del amoníaco empleado. Pero 
es de observar aquí que las declaraciones de estos testigos 
especialmente Figueioa y Schole, se limitan á consignar como 
cierto este hecho, sin que el actor haya probado que el amonía- 
co do que sé bailaba cargada la máquina en aquella ocasión 
fuera exclusivamente del comprado á los señares Klinger y 
compañía para deducir como cierto que el hecho producido lo 
fué por tal causa. Y es también de observarse que uno de esos 
testigos, don Ernesto Stricker al aiirmar que ha usado sin difi- 
cultad i'l amoniaco de los señores Klinger f compañía, expresa 
también nu haber necesitado utilizar los punficadores de su 
máquina, loque prueba su aplícabilidad aun á las máquinas que 
carecen de purilicadorea. 

6* Que es entonces necesario buscar en los demás elementos 
de prueba acumulados a los autos, la solución de la cuestión pro- 
puesta)- éstos no son otros que los informes científicos producidos 
por los iuimicos doctores Pedio N. Aruta y Atanasio Quiroga. 

El primero, contestando á las preguntas contenidas en el 
interrogatorio de foja 194, afirma que en el mes de Febrero del 
año 1892, ios señores Klinger y compañía le llevaron un cilindro 
de hierro conteniendo am «níaco á objeto de ser unaiizadoy otro 
con igual envase y al mismo objeto la sociedad «La Negra», 
resultando del análisis practicado en ellos, que ambos conté 
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rifan, como sustancias extrañas, agaa y piriditia en cantidad 
que no puede precisar por cuanto no fueron dosadas, agregan- 
do qnB el agua es una impureza perjudicial para las máquinas 
que usa c La Negra i en su fabril ación. Que, según se ve, este 
informe no arriba á una conclusión clara y precisa desde que no 
expresa la cantidad de agua que él amoníaco con te «fli para deci- 
dir si ella excedía déla tolerancia admisible en el comercio é 
industria, del amoníaco á emplearse en la elaboración del hieio 
y si bien por otra concluye dicho informe aseverando que 
el agua es una impureza perjudicial para las máquinas que nsa 
* La Negra », no expresándose la cantidad de ésta que en ellos 
ee contiene no puede establecerse que fueran de imposible ó 
perjudicial aplicación como se sostiem en la demanda. 

I 9 Que por el contrario, en el extenso informe expedido por 
el químico doctor Atanasio quiroga, se arriba A las siguientes 
conclusiones : 1" Que las muestras de amoníaco líquido pre- 
sentadas por los señores Eduardo Masen wits y Klinger y 
eompañía no son anhidros ; %* Que contienen impurezas, que- 
dando representado el amoníaco líquido anhidro en la maestra 
presentada por don Eduardo Maschwits, por ¡a cantidad 771 ,548 
y en la de los señores Klinger y Compañía 959,689 por mil. 
3" Que tiene en solución gases i licuables en las condiciones 
en que el amoníaco toma ese estado físico. De todo lo cual de- 
duce que de Ioü amoníacos presentados al análisis sólo el de los 
señores Klinger y compañía puede servir para la elaboración 
del hielo en una maquina de compresión j especialmente 
en la de la sociedad «La Negra», mas no el presentado por. 
el señor Maschwits, en representación de dicha sociedad, 
agregando ,í foja 38 vuelta y 39, que las máquinas de com- 
presión sin puriHoadoíea, uo podrían marchar ni siete días 
con el amoníaco presentado por el señor M.isctnnts y comprado 
a Klinger, siendo evidente que el presentado por este último es 
apto para emplearlo en las máquinas de compresión á pesar de 
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sus impurezas, las que sólo podrán malgastar mínimas porcio- 
nes de fuerza. 

8° Que dadas estas conclusiones, resta sólo averiguar sí el 
amoniaco presentado por Maschwits al análisis ba sido el mis- 
mo comprado á ios señores Klinger y compañía para resolver 
la cuestión propuesta, 

9** Que lúa demandados observan á este respecto no haberse 
comprobado por la parte actora que el amoníaco entregado al 
químico doctor Quiroga fuese, del mismoque ellos le habían 
vendido, agregando que ei tubo que contuvo el amoníaco ven- 
dido por ellos pudo ser el mismo, pero que su contenido pudo 
cambiarle ó mezclarse y no puede invocarse contra ellos el exa- 
men practicado por el doctor Quiroga sinú respecto del practi- 
cado en el que ellos habían entregado a tal objeto. 

iO° Que esta observación en ausencia de una prueba evidente 
en contrario es tanto más atendible cuanto que el informe del 
citado químico afirma que el tubo de amoni ico presentado por 
los demandados era apto para la elaboración del hielo; y no se 
ha probado tampoco ni hay antecedente alguno para deducirlo 
que tal amoníaco fuera distinto del que en diversas partidas 
habían vendido ala sociedad < La Negra >, y habiendo resul- 
tado del eximen practicado en eate último que tal amoniaco 
OOstteoe solamente una proporción de agaa muy inferior al 5 por 
mil qut< se tolera en esta clase de productos es forzoso deducir 
su perfecta aplicabüidad á los objetos de la elaboración del 
hielo a que era destinado aún en máquinas de las condiciones 
de las que emplea la sociedad c La Negra >. 

H° Que á este respecto es también de observarse: 1* 
que en las cuentas antes citadas referentes á las partidas de 
amoníaco vendidas por los señores Klinger y compañía ú la so- 
ciedad « La Negra >, &ñlo se enuncian como condiciones 6 pro- 
piedades del mismo las de ser líquido de cien por cien sin agua, 
ain expresarse que sea anhidro en absoluto, y 2 o que no se 
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ha i omprobado ai de autos resulta antecedente alguno para 
afirmarlo, que dicho amoníaco fuera rendido para aplicarse á 
determinada clase de máquinas como lo observan tos deman- 
dados. Entonces, pues, si éste, según ei informe últimamente 
citado, m> contiene mayor cantidad de agua que un 4 por mil, 
que no impide su aplicabilidad para la elaboración del hielo 
como lo afirma el mismo citado informe, aun en máquinas en las 
condiciones de las de «La Negra *, no puede entonces fundarse 
legalmente un cargo contra los demandados por esta circuns- 
tancia. 

12° Que en cuanto á ta última proposición sentada, ó sea si se 
ba comprobado en autos la existencia de los daños y perjuicios 
en la extensión que se demanda, sólo puede invocarse la prueba 
resultante del examen practicado á foja 144 en los libros de la 
sociedad * La Negra* ; pero aun suponiendo la existencia de 
éstos nopuededeclarar.se su procedencia en el caso, desde que 
según se ha visto no se ha acreditado que ellos procedan única 
j exclusivamente por el uso del amoníaco vendido por los se- 
ñores Klinger y compañía, y ¡i este respecto es también de ob- 
servarse que siendo la materia del juicio la indemnización de 
una suma dada en que se estiman los perjuicios que se dicen 
caucados, ha sido indispensable para que la acción deducida por 
tal concepto prosperan en definitiva, que se hubiera acreditado 
estoB dos extremos: la existencia de tales perjuicios y la causa 
determinante de los mismos; pero según queda dicho, esta prue- 
ba no existe eti los autos en una forma concluyente que baste 
para declarar su existencia y responsabilidad consiguiente de 
los demandados. 

13° Que uo son por consiguiente de aplicación al caso s«&-/ií- 
diee las disposiciones contenidas en los artículos i 109, 1068 y 
1069 del Código Civil que establecen las responsabilidades que 
pesan sobre el que por culpa ó negligencia ocasiona un mal á 
otro... que habrá daño siempre que se cause áotro algún per- 
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juicio susceptible de apreciación pecuniaria... y que el dan i do 
sólo comprende el perjuicio efectivamente sufrido sinó también 
la ganancia de que fué privado el damnificado; poique habría 
sido indispensable ante todo la comprobación evidente de que 
el dañu procedía directa ¿inmediatamente por culpa ó negli- 
gencia de aquel á quien s<- atribuye ; y este becbo según las 
Cmh I i - l unes sentidas en los considerandos precedentes no se 
lia comprobado en autos por los demandantes á quienes corres- 
pondí, i la prueba de sus asertos al respecto. 

14* Que vendido el amoníaco en cuestión á pedido de la so- 
ciedad < La Negra» y no por ofrecimiento de los vendedores 
señores Klinger y enmpañia, como se aGrma en la demanda 
(circunstancia no probada en autos) tal becho constituye un 
acto de comercio regido p^r las disposiciones referentes ul con- 
trato de compra-venta del cual sólo podrían surgir responsabili- 
dades para el vendedor si bubiern mediado dolo ó engaño en la 
designación de Jas propiedades atribuidas á la mercadería vendi- 
da. Y sí esta no satisfacía ía^ exigenciasdel ' Oinprndür que pudo 
apreciar sus condiciones desde que había efectuado sus compras 
en diferentes y sucesivas partidas sólo podía reclamar la resci- 
sión de la venta, masen ningún caso indemnización de perjui- 
cios por la inapljcabilidad de la mercadería a los linea que él se 
proponía y que no habían sido designados al efectuar dichas 
compras y tanto menos procede tal reclamación cuanto que 
e) mismo amoníaco vendido á la sociedad * La Negra > ha sido 
empleado por otros industríales, cuno queda establecido, sin el 
menor contratiempo en su aplicación. 

i5* Que, finalmente, y en cuanto Ahí reeotireacion deducida 
se ha acreditado por la 'oufesion de los demandantes, que aun 
no han abonado algunas de las partidas de amoníaco compradas 
¡i Klinger y compañía, conservando en su poder cuatro tubas Ó 
bomboucs pertenecientes A éstos. 

Por las consideraciones expuestas y otras que se omiten re- 
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sultautes de autos, fallo definitivamente, absolviendo á los se- 
ñores Klinger y compañía de la presente demanda, con decla- 
ración deque los demandantes deben abonarlas sumas adeu- 
dadas por amoníaco comprado á aquéllos y devolver los tobos ó 
bombones pertenecientes á los mismos, sin especial condena- 
ción en costas. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Juan de/ Campillo. 



Falla de la 9 u prca** Corte 

nuenos Aires, Oclubre ? de. 190". 

Vistosy considerando: Que el demandante no ba acreditado 
que el amoníaco que se le entregó por el demandado no íueeiede 
la calidad convenida, dadoa los usos de plaza, que se han hecho 
constar vn esta causa. 

Que en sn virtud corresponde pronunciarla absolución del 
demandado de conformidad con la ley primera, título catorce, 
partida tercera. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja trescientas setenta, se confirma ésta, con costas. Re- 
póngase el papel y devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. - ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BUNf.E. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA Uí LXU 



Doña Gregaria Paul de Uüí\ recurriendo contra resoluciones 
de ios tribunales ordinarios de La Plata en juicio seguido 
contra ella por don Aauslin Letchos; sobre cobro de pesos. 

Sumario. — i ' Al extranjero que ha invocado el fuero fede- 
ral, no puede negarse el recurso que interponga para ante la 
Suprema Corte, contra las resoluciones de los tribunales ordi- 
narios que s« lo niegan. 

2" El i-obro de bonurarios devengados, y gastos verificados 
en juicio seguido por el extranjero ante los tribunales ordina- 
rios, corresponde á la jurisdicción de éstos y nú á la federal. 



SENTENCIA DEL JUEZ DE PHIMEKA INSTANCIA 

La Plato, Mnrzo 15 de ISflá. 

Y vistos: Resultando que promovida por don Aguatiu Let- 
chós, ejecución comra doúaGregoria Paul de Mur, sobre co- 
bro de honorarios devengados en el cuerpo de autos, de donde 
se han extraído los testimonios para formar el presente expe- 
diente, se libró mandamiento, y la parte ejecutada opuso la 
excepción de incompetencia, fundándose en su carácter de 
extranjera; que oído el ejecutante pidió el rechazo, con costas, 
alegando que se trataba de un incidente en la causa principal, 
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cuyojuei competente ahí lo era aquí, j que, ademas, la se- 
ñora de Mtir había ocurrido 4 la jurisdicción provincial en el 
asunto que motiva los honorario* cobrados; que la ejecutada 
replicó, una vez abierta ta cansa á prueba y en el traslado es- 
pecial que se corrió, que no se trataba de un incidente, por 
cuanto en el asunto principal, no era parte el procurador 
Letchós, y con ejeniplilicaeiunes fundó la opinión de ser errada 
la teoría invocada de contrario y sancionada por la jurispru- 
dencia pueda ser siempre el juez de los incidentes «obre cobro 
de honorarios (fojas i , 7, II, 19. 22,23 vuelta, 35 y 41). 

Y considerando : Que la ley entiende por incidentes los que 
tengan relación más ó monos inmediata con el «ibjeto principal 
del pleito que se promueva (artículo 403, Código de Procedi- 
mientos). 

Que desde luego, no se requiere que baya una relación in- 
mediata con el asunto principal para que til caso pueda ser 
calificado de incidente, siuó tambie basta una relaciou me- 
diata ; esta relación mediata no puede negarse ante la sana crí- 
tica que eiiste un un cobro de honorarios causados precisamen- 
te en los autos principales do donde se quiere deHCouocer toda 
vinculación de antecedentes. 

Que los ejemplos propuestos por la ejecutada, fundados 
algunos de ellos en disposiciones de la Coiwtit -cion Nacional 
respecto de fueron competentes para embajadores, lo único que 
demostraría es que toda regla tiene su excepción, y que sí 
en algún caso los jueces de provincia, por razones superiores 
que priman sobre las leyes de ésta no pudieran conocer de un 
asunto á título de jueces de lo principal, ni lo harían ni 
conocerían 

Que, por otra parte, el ejemplo es inconsistente, desde que 
no se ha demostrado, como podía suceder, que un embajador 
pudiese ni en lo principal de un asunto ser traído ala juris- 
dicción común de los tribunales de provincia. 
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Que. de otro modo, aun cuando ta ejecutada pudiese invocar 
en este caso el fuero federal, lo que se niega, había perdido el 
derecho de hacerlo por su voluntaria sumisión á la jurisdicción 
provincial en el asunto principal del que deriva este inci lente 
de honorarios (artículo i% inciso 4°, de la ley de jurisdicción 
federal de 14 de Setiembre de 1863). 

Que, finalmente, y para mayor consistencia de este auto, el 
Juzgado declara que eucueutra plenamente comprobado en au- 
tos la calidad de extranjera de la ejecutada por no haberlo des- 
conocido el ejecutante al contestar el traslado de la t-icepcion, 
con sujeción á la regla d.d artículo 100 de) Código del Proce- 
dimientos. 

Por estos fundamentos, se rechaza, con costas, la excepción 
d educid .i, y llévese adelante la ejecución hasta hacerse íntegro 
pago al acreedor del capital y gastos, 

Regúlense los honorarias del doctor Marcó del Pont, en 
80 pesos, y repóngase el sellado. 

Húmido Etchevern/. 



ACl&B 1 ¥ StKTfcNCtA DE LA CAMAHA DB APELACIONES 

En la ciudad de La Plata, cantal de la provincia de Bue- 
nos Aires, á 12 de Mano de 1896, reunidos los señores jueces 
de la Excuia, Cámara 1* de Apelación, en su sala de acuer- 
das para pronunciar sentencia en el juicio seguido por don 
Agustín Letchós contra doña Gregoria Paul de Mur, sobre 
cobro de pesos, se practicó e) sorteo que prescribe el artículo 
173 de la Constitución, por el que resultó que la votación debía 
tener lugar en el órden siguiente : doctores Alsina, Williams, 
Amadeo. 
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1* ¿Adolece de tiul nia l la sentencia recurrida de foja 43? 
2 a En caso negativo, ¿se lia prubado la incompetencia de 
jurisdicción opuesta a* la ejecución? 

3" ¿ Cuál es la resolución que corresponde? 



Ala primera cuestión, el aeftot juez doctor Alsina, dijo: 
Hallándose la sentencia de foja ¿3, revestida de las formas le- 
gales requeridas, según los artículos 216 y 217 del Código de 
Procedimientos, sin afectarla ningún otro vicio de tos que, por 
expresa disposición legal, anulan las actuaciones (artículo 237 
de dicho Código), voto negativamente. 

Los señores jueces doctores Williams y Amadeo adhirieron 
al voto precedente por sus fn adamen tos 

A la segunda cuestión, el señor juez doctor Alsina, expuso : 
La ejecutada ha querido hallar el fundamento de la excepción 
de incompetencia de jurisdicción opuesta en la jurisdicción 
privativa atribuida á la justicia federal, según la ley nación»! 
de i 4 de Abril de 1863, ante el carácter de extranjera invocado 
por la demandada ; y por tratarse rro de un incidente del jnicio 
principal, donde se han devengado los honorarios reclamados, 
sinóde una acción independiente y ajena por completo á aquel 
jnicio. 

Si así fuera, no sería dudosa Ja procedencia de la excepción 
opuesta, Pero de la intervención directa que la ley de 31 de Qc- 
bre 1878da al juez de la causa en todit lo concerniente á la de- 
terminación)' liquidación de lo que deba abonarse i las distintas 
personas que prestan sus servicios á las partes litigantes en los 
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juicios, resulta el carácter de incidental de las controversias 
y resoluciones al respecto suscitados en dichos juicios, con- 
firiendo su conocimiento y decisión a los jueces en lo prin- 
cipal. 

El carác ter de relación más ó menos inmediata con el objeto 
principal del pleito, requerido por el artículo 403 del Código 
de Procedimientos para poder clasificar los incidentes como ta- 
les, no puede desconocerse en las actuaciones tendientes á de- 
terminar el valor de los servicios con que se concurre á la mar- 
cha del pleito, y sin los cuales éste no podría prosperar : no 
tienen una relación directa con la sentencia del pleito, pero 
dichos servicios se hallan íntimamente vineulados á aquél, no 
concibiéndose su existencia con abstracción del misino . 

Es fundado en la apreciación de la eficacia de tales servicios 
en el desarrollo progresivo del juicio principal que el juez de- 
termina su importancia, y por ello es á di«*ho juez que la ley 
■••meto tal determinación, cuya gestión en manera alguna pue- 
de considerarse como una demanda nueva, debiendo el juez pro- 
ceder sin forma de juicio (artículo 65 de la ley de 31 de Octu- 
bre de 1878). 

Es la relación de causalidad la que determina el carácter de 
incidentes á las regulaciones de honorarios, en ¡as causasen que 
se devengara y como tales sometidos por la ley á la jurisdicción 
del de éstas. Siendo indiscutible la competencia de los jueces 
para determinar lo que deba abonarse por razón de honorarios 
en los juicios de que cimocen, del conjunto de disposiciones de 
la citada ley de Octubre de Í878, se manifiesta que las deci- 
siones ó resoluciones de aquéllos al respecto tienen el carácter 
de sentencias. 

Consentidas ó ejecutoriadas dichas sentencias, su cumpli- 
miento no puede ser perseguido Binó ante el misino juez que las 
dictó, -orno resulta de las disposiciones del título 15 del Có- 
digo de Procedimientos; siendo así las ejecuciones proceden» 
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tes de honorarios, do son nuevos juicios, para cuyo conocimien- 
to deba consultarse la competencia del juez -inte quien ha de 
llevarse,'sinú actuaciones tendientes al cumplimiento délas sen- 
tencias sobre regulaciones de honorarios, de jurisdicción pri- 
vativa del juez que las practicó. 

No es, por consiguiente, de tenerse en cuenta, la nacionali- 
dad del. demandado para el cumplimiento de tales sentencias, 
cuando necesariamente ha aceptado la jurisdicción y com- 
petencia del juez al intervenir en el incidente de regulación, 
como parte también en el juicio principal en que aquél nava 
surgido; y siendo sólo procedentes los privilegios acordados por 
la ley nacional invocada por la ejecutada, cuando fuera traí- 
da á juicio, por demanda independiente de toda actuación 
anterior. 

No bóJo retalia, así, comprobada la incompetencia alegada bí- 
núqueni aún sería admisible en este juiciocuyo carácter jurídi- 
co es el de ejecución de sentencia en el que sólo se consider ■■ 
legítimas las excepciones determinadas en el artículo 539 del 
Código de Procedimientos ; pero como este punto no ha sido 
sometido á la decisión del inferior ni resuelto por ésto, no es 
del caso resolverlo cuesta instancia; concretándose por lo ex- 
puesto á votar negativamente la cuestión propuesta. 

El señor juez doctor "Williams, expuso: La ejecutada ha fun- 
dado la excepción de incompetencia opuesta á la ejecución de- 
ducida por don Agustín Letchós en el hecho de ser extranjera 
y en ladisposicion del artículo 2" de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863. 

Ante titilo, pues, ocurre preguntar si se ha probado el hecho 
invocado, es decir, el carácter de extranjera de la ejecutada. 
Dicha parte aiirma y sostiene, en su escrito de foja 35, haber 
comprobado ampliamente con los documentos públicos que ha 
acompañado el hecho invocado, es decir, el carácter de extran- 
jera de la vj culada. 
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Laprueba instrumental pioducida se concreta a ta presen- 
tación de los documentos agregados ú fojas 28 y 30, ninguno de 
loscnaleaha sido autenticado en debida forma. Aon en el su- 
puesto en que se admitiera que el simple ^conocimiento de la 
autenticidad de las firmas que suscriben tales documentos ve- 
rificados, por cuanto el citado cónsul, se concre. informar á 
foja 32, que las firma* que están al pié de dichos documentos 
le parecen auténticas. Pero se argumenta, además, por la parte 
ejecutada, que la afirmación sobre su calidad de extranjera debe 
tenerse por aceptada por el ejecutante, por no haber 3¡do ne- 
gado tal hecho, y el juez a r/uo así lo resuelve, fundado en la 
disposición del inciso i°, artículo 100 del Código de Procedi- 
mientos. 

En mi opinion no encuentro correcta la aplicación de la men- 
cionada disposición al caso sub-judice. 

Es cierto que el artículo cita le impone al demandado el de- 
ber de confesar ó negar entecó ricamente los hechos establecidos 
en la demanda, ¡mdiendo su silencio ó sus respuestas evasivas, 
estimarse como reconocimiento de la verdad de los hechos áqne 
se refieren, pero esta segunda parte del artículo demuestra de 
una manera evidente, que no todos los hechos que se afirman en 
la demanda serán reconocidos como exactos j ciertos, cuando el 
demandado guarde silencio ó responda sobre ellos evasivamente. 
Pueden sí estimarse como reconocimiento de la verdad, cuando 
los hechos establecidos en la demanda sean de aquellos que el 
demandado no ha podido ignorar, por haberlos ejecutado perso- 
nalmente tí otra causa semejante, pero, cuando, como en el caso 
sub-judice, se afirma por una parte ser extranjero, no puede 
imponerse á la contraria el deber de confiar d negar el hecho 
afirmado; pues no basta juzgar del físico de una persona ni del 
idioma en que se expresa para pode determinar si es extran- 
jero; mucho más si se considera que ésta ha podido serlo y ha- 
berse naturalizado argentino. 
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Puede acontecer también, como en el caso presente, que la 
persona atirma pertenecer ¡í ta nación española ó que el deman- 
dado no conociere personalmente a aquélla, y en estos casos no 
sólo crecería la dificultad para juzgar de la veracidad ó inexac- 
titud del hecho afirmado, si uó que aun en el segundo caso exis- 
tiría la imposibilidad material de hacerlo, salvo que se admi- 
tieran y requirieran informes sobre el particular, de terceras 
personas ó autoridades competentes, lo que la ley está lejos de 
exigir. 

La calidad de extranjera invocada por la ejecutada, ha podido 
ignorar 6 no constarle al ejecutante, y por lo tanto, no ha podido 
y menos debido confesar ó negar un hecho que m> estaba obli- 
gado á conocer. Considero que no es el caso de que ¡meda esti- 
marse su silencio o^ino reconocimiento de la verdad de los he- 
chos expresados. 

Pero aun se me ocurre otra consideración que demuestra la 
falta de prueba de la incompetencia de jurisdicción, opuesta por 
la ejecutada, aun admitiendo que hubiese probado plenamente 
su calidad de extranjero. 

El articulo 2% inciso 2°, de la ley en que funda la envpcion, 
atribuye á la justicia federal el conocimiento de las causas en 
que sean partes un ciudadano argentino y un extranjero. No 
bastaba, pues, afirmar y probar que la ejecutada era extranjera, 
para que prosperara y se admitiera la excepción opuesta; ha 
debido probarse ó por lo menos afirmarse la calidad de ciudada- 
no argentino del ejecutante y tal afirmación no se ha hecho, lo 
que excusaba ¡i la parte contraria de confesar ó negar el hecho 
mencionado, y así se explica que ninguna constancia ni ele- 
mento exista que el ejecutante es ciudadano argentino. 

Por estas breves consideraciones adhiero al voto negativo del 
señor vocal preopinante. 

El señor juez doctor Amadeo votó en el mismo sentido que el 
señor jueí doctor Alsina, por idénticas consideraciones. 
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A U tercera cuestión, el señor juez doctor Alsina, «lijo: No 
habiéndose probado, según el voto precedente, la excepción 
opuesta, procede su rechazo cou costas, di* acuerdo con la ley 8, 
título 3 o , Partida 3", debiendo llevarte la ejecución adelante, 
con arreglo al artículo 498 del Código de Procedimientos, y con- 
tinuarse la sentencia recurrida que así lo resuelve. Voto en este 
sentido. 

Los señores jueces doctores Williams y Amadeo adhirieron al 
voto precedente por análogas razones. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron los señores jue- 
ces doctores Williams, Alsina, Amadeo. Ante mí : Nicanor 
Huiz. 

Ea copia fiel del original que corre de foja 367 á foja 376 del 
décimo lil>r>< de acuerdos y neníenlas en materia civil y co- 
mercial. 

Nicanor Rüiz. 



VISTA DfcL SEÑOR PROCURA >OH GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre :í de ltCHi. 

Suprema Corte : 

Como lo expresa la sentencia de foja 43, confirmada por la de 
foja 68, se trata en est e incidente de una ejecución por cobro de 
honorarios correspondientes al rematador, que verificóla venta 
ordenada, en el juíeio principal. 

Si en ese juicio la señora Paul de Mur, no obstante ser ex- 
tranjera, prefirió ocurrir á la jurisdicción común, renunciando 
el privilegio que le acordaba la ley de jurisdicción nacional, 
en aquella quedó radicado el juicio, por acto propio de la misma 
partí-, Olí sujeción á lo prescripto en el artículo t4de la ley de 
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competencia nacional. Siendo el actual incidente, consecuencia 
necesaria de los actos producidos ante la jurisdicción común, 
incidente que sólo se ha tramitado por cnerda separada, para 
no demorar la prosecución ; debe sustanciarse ante el mismo 
juez de lo principal, con sujeción á los principios generales del 
procedimiento y a la constante jurisprudencia de los tribu- 
nales. 

Por ello, pienso que no procediendo en el caso, el recurso auto- 
rizado por el articulo 14 de la h*y de competencia nacional, ha 
sido bien denegado por el auto de lu Excm;i, Cámara de foja 75 
vuelta el instaúralo para ante V. E*; y pido a V. E. se sirva así 
declararlo. 

> 

Sab miaño Kter. 



rallo de In Suprema lorie 

Bueuos Aires, Octubre 2 de 11O0. 

Autos y vistos: Considerando que por el escrito de foja diez 
y nueve, expediente remitido como informe, la parte ejecutada 
opuso la excepción de incompetencia de los tribunales de la 
provincia de Buenos Aires, invocando la disposición del artículo 
segundo de la ley nacional de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres y su carácter de extranjera. 

Que la sentencia definitiva de foja sesenta y st is ha rechazado 
la citada excepción. 

Que, en consecuencia, el recurso deducido para ante esta Su- 
prema Corte es procedente, de acuerdo con el inciso tercero del 
artículo catorce de la expresada ley sobre jurisdicción de los tri- 
bunales federales. 

Por estose declara mal denegado el recurso. 
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Y considerando en cuanto al fondo del mismo: que admi- 
tiendo que la señora Paul de Mar, hubiese gozado del fuero fe- 
deral por razón de las personas, ella habría prorrogado la juris- 
dicción provincial de acuerdo con el inciso cuatro, artículo doce 
de La mencionada ley, ¡d deducir su demanda ante dicha juris- 
dicción. 

Que prorrogada ésta para lo principal, debe entenderse que 
también lo lia sido para sus incidentes. 

Que la ejecución promovida ¡i foja primera exigiendo el pago de 
los honorarios de tasador, comisión de remate y gastos del mis- 
mo, es un incidente del juicio principal que debe sustanciarse 
j decidirse por el juez dv ó>te, como lo demuestra el señor Pro- 
curador general en su dictamen precedente. 

Por esto se coníirma, con costas, la sentencia de foja sesenta 
y seis en la parte recurrida. Agregúense estas actuaciones al n- 
ferido expedirte y, repuestos los sellos, devuélvanse al Tribu- 
nal de su origen, pudiendo notificarse cun el original. 

HKMAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGK. — JÜAW 

k. TORnEirr. 
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« AUNA ( H L1W1 



El l isco nacional contra don Speramlio Altimpergher, por 

; sobre prescripción ■ 



Sumario. — Por el código vigente ul estado general ó provin- 
cial ha sido igualado con los particulares en lo que se refiere á 
la prescripción, y no puede reivindicar la cosa inmueble poseí- 
da después de su promulgación por 10 y 20 año* con justo 
título y buena fé. 



rallo del Juet Feder»! 

Unenos Aires, Setiembre 2 de 1897. 

Autos y vistos : Los seguidos por el Pisco nacional contra 
don Sperandio Altimpergher, por reivindicación de un terreno; 
de bu estudio, resulta : Que el actor expone : que ejercítala 
acción reivindicatoría de Jos terrenos que ocupa el demandado, 
fundado en que ellos han sido y son de pro piedad pública, por 
cuanto la escritura pública de traspaso de sus derechos de po- 
sesión á los mismos que otorgó don Basilio Moreno Torrecillas 
como conjunta persona de au esposa doña Matilde Alberti á 
favor de doña Josefa Palacios en el año 1804, 

Que según el testimonio de dicha escritura que corre á foja 
12 de los autos caratulados «Fisco Nacional con don Pedro 
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Pipo», según resulta que sólo la posesión de esos terrenos que, 
por otra parte, eran del éjídode la dudad, fué laque se transfi- 
rió al mencionado Palacios por Moreno Torrecillas. 

Que las claras y explícitas cíáusulas y enunciaciones déla 
escritura recordada del año 1801, justifican de una manera con- 
cia vente que ellos se refieren á uu terreno público del éjido, 
que como tal no lia salido del dominio público, y que por ser 
del uso común, no ha podido tampoco salir de él. 

Que, por otra parte la cláusula contenida de que queda de 
cuenta de Palacios el pago de pensiones y contribuciones, 
implica que no se trata de traslación del dominio, sinó de con- 
cesión precaria de la autoridad pública de terrenos de su exclu- 
siva propiedad. 

Que, por tanto, debe condenarse al demandado u la restitu- 
ción tie los te: n-ims q'i<- povía. con nú* lus costas ti el juicio. 

El demandado contestando la demanda, pide se rechaze aque- 
lla, con costas al fí*$Q, fundado eu que no es cierto que éste 
sea el sucesor de Palacios , así como que éste baya muerto sin 
sucesión. 

Que ni Palacios ni el fisco estuvieron nunca en posesión de 
vs*i terreno. 

Que según los títulos que acompaña, sus antecesores en la 
posesión fueron dueños exclusivos de ese terreno desde muchos 
años atrás, por lo que aunando ó reuniendo la posesión de aqué- 
llos a la suya, opone como razón general de defensa la prescrip- 
i- í un de 40, de 30 y aún de diez años. 

Que abierta la causa á prueba se ha rendido por fas ]i a rt- ■> 
la que instruye el certificado del actuario de foja... 

Y considerando : I o Que darlo ios términos en qne ha sido 
contestada la demanda y las alegaciones hechas en el escrito 
de foja... el caso sub-jiutict' debe resolverse con arreglo alas 
disposiciones del Código Civil vigente que le son aplicables. 

2 o Que fundada la demanda eu la circunstancia de ser el te- 
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rrenu de- que se trata del dominio público, por pertenecer al 
ejido de la ciudad, es del caso establecer si entre las prescrip- 
ciones del Código Civil rigente que especilif an los bienes del 
üontinio público del estado general por trata» se de una acción 
en favor del fisco nacional se hallan comprendidos los terre- 
nos de que se trata. 

3° Que en el artículo 2340 del código citado que es ley de 
carácter general para toda la República y que determina taxa- 
tivamente los bienes públicos del estado general, cuyo uso es 
común, según et artículo siguiente del mismo Código, no se 
encuentran comprendidos los terrenos del éjido de las ciu- 
dades. 

4° Que siendo esa misma disposición también para los esta- 
dos particulares, y, por consiguiente, aplicable á esta ciudud 
en su calidad <le antigua capital de la provincia de Buenos 
Aires en el tiempo que precedió á la federal i za^ ion de la misma. 

5 o Que sentado ésto y teniendo en cuenta á los efectos de la 
prescripción opuesta por la defensa, que desde '% promulgación 
del Código rigente que derogó las leyes anteriores basta la fe- 
cha de la demanda han transcurrido 23 años, estoes, IM a ñus 
más de los requeridos par.i la prescripción ordinaria de 10 años, 
por tratarse de presentes (artículo 3999). 

6 n Que uniendo el actual poseedor á su posesión la de sus 
antecesores (artículo 4005) con arreglo á lo que resulta de los 
testimonios de escrituras que corren de foja,., á foja,.., resulta 
que el demandudo Altímpetigher, segnn el artículo citado y t i 
4003, ha poseído el terreno que se pretende reivindicar, durante 
el término de 32 años. 

7° Que la buena fé y el justo título exigidos por el artículo 
3999, resultan del mismo título aducido por Altimpengber con- 
tra el cual no se ha alegado otra cosa que tener su origen en un 
acto que se d ice sólo transmitió la posesión; lo que no constituye 
un vicio, en lo que á la prescripción opuesta se refiere, desde que 
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la posesión que se invoca desde 1872, se funda en títulos tras* 
latiros de la piopiedad, como son los que constan en los docu- 
mentos antes citados, 

Por estos fundamentos, otros que se omiten y los concordan- 
tes úp los escritos de foja. . . y foja..., defiuitivanitnte juzgando, 
lullo : que debo absolver como en efecto absuelvo i don Speran- 
dío Altimpergher de la demanda en su contra intepuesta por 
el tisco nacional, por reivindicación del terreno de la referen- 
cia; todo sin especial condenación eo rostas, por no encontrar 
mérito [tara imponerla. 

Repuestos que sean los sellos, notifíquese original y archí- 
vese este expediente, caso de no ser recurrida esta sentencia. 
Así lo resuelvo en Bueno» Aires, Capital de República Argen- 
tina, á los dos días del mes de Setiembre de 1897. 



Vistos y considerando : Que la dinamia se ha dirigido con- 
tra poseedor con título justo á los electos de la prescripción, 
de conformidad cou el artículo cuatro mil diez del Código Civil, 
admitiendo en hipótesis que no fuera trasl ativo de la propie- 
dad por sí mismo. 

Que la posesión <n las condiciones apresadas en el conside- 
rando anterior, ha durado por mucho más de veinte años, unién- 
dose la de los sucesores particulares y la de sus autores respec- 
tivos, en virtud de lo dispuesto en la última parte del artículo 
cuatro mil cinco del citado código, puesto que todas las pose- 
siones comprobadas deben reputarse igualmente legales, en 



í\ Qlaechea y Mcorta. 




Hílenos Aires, Octubre I de líXK), 




OH JUSTICIA NACIONAL 



cuanto se i poyan en título traslativo y en cuanto debe presu- 
mirse la buena fé en los poseedores (artículo cuatro mil ocho). 
Que con la posesión de die* y veinte años con título jus- 
to y buena fé, <e prescribe la propiedad de la cosa así poseída, 
9"güri qne el verdadero propietario habite en la provincia donde 
el inmueble esté situado ó esté domiciliado fuera de ella (artícu- 
lo tres mil nocientes noventa y noeve, Código Civil), regla 
qne por analogía debe aplicara*' á los inmuebles situados en la 
Capital. 

Que el tiempo de la prescripción se ha cumplido durante la vi- 
gencia del código, que ba igualado á ese respecto al estado gene- 
ral ó provincial cotí los particulares, s>gun su artículo tres mil 
nove cientos cincuenta y uno, correspondiendo, en consecuencia, 
aplicar sus disposiciones al cas* presente (artículo cuatro mil 
cincuenta y uno del Código Civil). 

Por esto, y fundamentos concordante», se confirma, con cos- 
tos, la sentencia apelada de foja ciento cuarenta y ocho, Noti- 
fíquese original y, reapuesto los sellos, devuélvanse. 

ntNJAMIM PA1. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BUHCE, — JUAN K. TO- 
FltlENT. 
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4 A US. 4 CUXIXIII 



¡ion José Mario l'ezzi, vice-cómut del Paraguay en La Muja 
por recamo de timbeas corpust; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde á la justicia federal conocer de las 
i ansas gue versen sobre negocios particulares de los cónsules 6 
Tice-cónsules extranjeros, ya se trate de asuntos civiles ó cri- 
minales. 

BECVKSO 

Señor Juez de Sección : 

José María Pezzi, español, Tice-cónsul de la República del 
Paraguay, dando por domicilio el Departamento General de 
Policía, ante T. S. presentado expongo : 

I o Me encuen'ro detenido en la Policía de esta ciudad inde- 
bidamente y fundar lome en disposiciones legales deduzco ante 
V. S. el recurso de /tabeas cor pus, en la forma siguiente : l*Me 
encuentro detenido y nrÍTadu de mi libertad personal; 2 o La 
orden ha sido impartida por el señor juez de 1" instancia en lo 
criminal doctor Maximino de la Fuente y debe haber sido expe- 
dida á petición del señor [irocurudor liscal don Marcial Catalán ; 
3 o No estoy detenido por sentencia condenatoria ni pena impuesta; 
1" Ignoro la causa de mi detención por cnanto no se me ha dado 
conocimiento de nada al respecto y no puedo hacer suposiciones; 
5" La detennon se verificó el día de hoy á las 7 a. m. por órden 
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i scrita del mencionado juez cuya copia autorizada acompaño. 

2 o Establecidos los requisitos primordiales de la petición 
puso á manifestar á V. tí. en qué consiste la ilegalidad de mi 
detención, 

3 o El artículo "20 de U ley de jurisdicción y competencia de 
Kk tribunales federales decluraque V. S. como juez de aeccion 
es el único competente para conocer en las causas que por cual- 
quier motivo se promuevan en contra de tas persona-; que revis- 
tan el carácter que he invocado, 

-4* Ku efecto, A artículo^ d.- la ley citada, en su inciso 3% es- 
tablece imperativamente la condición de que loa jueces de 
sección conocerán en |- instancia de . « las cansía que versan 
sobre negocios particulares de un cónsul o vice-eónsul extran- 
jero». 

5 o La detención ordenada sin competencia por el señor juez 
del' instancia de la provincia no puede derivarse sino de los 
hechos en los cuales haya interveuido como particular y por 
negocios propios, siendo por lo tanto, del todo aplicable el inciso 
3° del artículo de la referencia. 

6' Sentado el principio que invoco y en mi carácter de vire- 
cónsul de la República del Paraguay entablo el recurso inencio- 
nado, pidiendo que V. S, previa luhihtaeimi de días y horas 
exhorte al juez de i" instancia de la provincia á los efectos del 
título 4°, artículo 205 y siguientes del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal, á fin de quedeeline so jurisdicción, mandando 
asimismo se me ponga inmediatamente en libertad, por hallarse 
restringida ésta por mandato de autoridad incompetente dado 
el carácter que invoqué y para comprobarlo acompaño ad 
e/fe tum vúlcmli, el diploma respectivo. 

T De acuerdo con el artículo 622. inciso 6°, código citado, 
juro ser cierto lo que alirmo y por el cual ocurro ante V, S. 
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I 

Vl&TA Ü ÜL SESOU PIIDCUHADOR IISC4L 

Riojo, Aposto 8 de 1800 

Señor Juez Nacional : 

He estudiado con el detenimiento que reclama este impor- 
tante asunto, formándola convic< ion deque este recurso inter- 
puesto ánte V. S. es completamente improcedente, y para de- 
mostrarlo, no creo necesario abundaren confideraciones y mu- 
cho menos remontarme hasta el derecho internacional, pues 
basta, según mi humilde criterio, !■> siguiente : El artículo 2°, 
inciso 3\ de !u ley de jurisdicción y competencia de los tri- 
bunales nacionales de Hile Setiembre de 1863, en que funda 
su pretensión el solicitante dispone de una manera elarfl y pre- 
cisa y por cierto sin dejar lugar á dudas y mucho menos 4 in- 
t-Tpretaeiones» lo siguiente: * Los jueces nacionales, etc., etc.. 
inciso 3 o , las que versen sobre negocios particulares de un cón- 
sul é vice-cóusiil extranjeros 

Ahora bien, yo pregunto, señor juez : ¿Aciso se trata en este 
caso de un asunto particular del señor Pezzi, Tire-cónsul del 
Paraguay ? ¿ Acaso se encuentra detenido por cansa de ésto? 
En manera alguna, señor juez ; pue< que según informes 6 da- 
tos fidedignos que ni" han sido suministrados, se trata de nn 
hecho delictuoso, ó mejor dicho de un -ielito previsto y penado 
piirel Código Penal que no creo del caso manifestarlo y opino 
que el solicitante no se encuentra comprendido en los términos 
del artículo é inciso ya citado, ó mejor dicho en manera alguna 
le es aplicable por cuanto esto no es más ^séame permitida la 
palahra ó frase) que una franquicia que la ley le* da para que 
en sus asuntos particulares opten por la jurisdicción nacional ó 
proviueial. 
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Por consiguiente» pido á su rectitud se sirva desestimar por 
completo el recurso interpuesto y asimismo ordenar» que pre- 
via reposición del sellado se dé al archivo. 

Salvo al mejor criterio de V, S. 



Autos y victos : Kl recurso de habaos corpm interpuesto ante 
este Juzgólo por el -eüor don JW. II. Pezzi, en su carácter de 
vice-cónsul de la República del Paraguay, si gun instruye la pa- 
tente espedida por el gobierno de dieh.i nación con fecha I o de 
Diciembre d 1887, conteniendo el pase' ó exequátur del gobier- 
no argentino cou fecha 13 de Enero de 1898, en virtud de la 
indebida detención en que se encuentra constituido desde el 
ilía7 del corriente en el Departamento General de Policía por 
órden del juez en lo criminal de la provincia, como lo acredita 
la que en copia acompañado foja 1, de loque resulta: 

I o Que el recurrente funda el recurso H 6 en que igno- 
ra la causa di' su detención por cuanto no se le ha dado conoci- 
miento «le nada ¡il respecto ; tí' en que la detención se ha veri- 
ficado en su persona en cumplimiento ¡íe la orden escrita que 
en copia legalizada se acompaña ; y 3° en que su detención es 
ilegal, eu mérito de la disposición del artículo 2 o de la ley sobre 
jurisdicción y competenciade los tribunales nacionales uor la cual 
se declara que sólo éstos son competentes para conocer en las 
causas que por cualquier motivo se promuevan en contra de 
sus personas, que revisten el carácter que invoca, como iguul- 
m. .ite lo dispone el inciso 3° del artículo 2* de la misma ley de 




titile del Juei federal 



Kiojn, Ají oslo 9 de 1900. 
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14 de Setiembre de Í863, que dice «Los jueces nacionales de 
.sección conocerán en primera instancia de las causas siguien- 
tes». 3 o las que versen sobre negocios particulares de un cón- 
sul ó vice-cúnsul extranjero.» 

2° Que el Juzgado lia habilitado los días y horas necesarias 
para la tramitación del presente recurso de conformidad al ar- 
tículo 3 e del reglamento iuterno de loa juzgados de sección, ha- 
bíéndo> solicitado a la vez por ei recurrente, su inmediata li- 
bertad, en cumplimiento de Jas disposiciones legales citadas, que 
á su juicio, las considera infringidas por no proceder la deten- 
ción en que se encuentra de autoridad competente para ello. 

(Se isi de ra nd o : I* Que la detención de que se queja el recu- 
rrente en atención al carácter que invoca, cual es ( de ser vice- 
cónsul de la República del Paraguay, éste acreditado por la 
patente en debida forma expedida que reviste Jos requisitos ne- 
cesarios para desempeñar l :i s funcione, de tal, en esta Ki pública 
orno igualmente aquélla por l;i orden expedida por el juez en 
lo criminal.de laprovinei», cuino lo demuestra su cumplimiento 
por el .lef- de Policía, por la copia con que s- 1 instruye de foja 1. 

2" Que para resolver en el presente recurso hay que saber, 
ante todo, hasta dóude. alcanzan á cubrir la persona de un vice- 
cónsul extranjero las prerrogativas que s<> invocan para conside- 
rarse amparado por el fuero federal ante los tribunales de a 
nación en que reside. 

Los cónsules están sujetos á una doble jurisdicción, la origina- 
ria de la Corte Suprema cuando obran en.su * carácter público» 
y la apelada de los tribunales inferiores de sección cuando se 
trata de sus c negocios particulares ». Kilos no representan á 
los Estados a que pertenecen y por tanto lio gozan de los privi- 
legios diplomáticos sinó cuando son comisionados especialmente 
en alguna de los cargos de esa jerarquía {Manual de ta Consti- 
tución Xaci onal del dMÜÜ Joaquín V. González, número 364, 
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Los agentes consulares como ios Tice-cónsules y cónsules go- 
7.¡in del fuero federal en causas civiles porque las funciones de 
aquéllos son las mismas que las del cónsul, salvo algunas excep- 
ciones según opinión de los tratadistas de derecho internacio- 
nal (Fallos de La Suprema Corte, tomo 34, página 249). 

La creación del fuero federal por razón de las perdonas res- 
ponde álos mis altos propósitos (U paz pública, «vitando recla- 
maciones y conflictos internacionales, al mismo tiempo que 
afianza el crédito público y privado en las relaciones de comer- 
cia con las potencias extranjeras y sns habitantes, no puede des- 
aparecer sino en los casos de excepción expresamente estable- 
cidos en la Constitución Nacional y leyes de la materia Fallos 
citados, tomo 28, página 78). 

3° Que Rtignn lo establecido en el considerando anterior se ven 
claramente deslindadas las prerrogativas de que gozan dichos 
funcionarios en el derecho público argentino de conformidad á 
las disposiciones legales consignadas en loa artículos 1», inciso 
4*, y 2 o , inciso 3° de la ley sobro jurisdicción y competencia de 
los tribunales nacionales de fecha 14 de Setiembre de 1863. 

Ahora, por lo que respecta al inciso 3 o , del artículo 2 o de dicha 
ley: t las causas que se intenten contrato» cónsules y vicecón- 
sules extranjeros, deben ser conocidas eo I a iiisiancia por los 
jueces nacionales de sección »; * aunque sean criminales, dice la 
Suprema Corte nacional en sus fallos, trnno 19, pagina 187, con 
arregle al inciso 3 o del artículo 2* de la ley de jurisdicción, en 
cuyos términos generales y sin distinciones deben entenderse 
comprendidos tanto los asunloa crimínales corn^ los civiles». 

4" Que por los principios legales de nuestro derecho pú- 
blico, tal como quedan determinados, surge evidente la ju- 
risdicción exclusiva y la competencia de este Juzgado pa- 
ra entender yiítnocer en la presente cansa, no obstante el 
dictamen del Procurador fiscal á quien se ha dado vista en 
este recurso; por cuanto si la justicia nacionales incom- 
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pétente para juzgar de la validez de las leyes provin- 
ciales y de los procedimientos de los funcionarios encargados de 
su cumplimiento, se exceptúa el caso, sin embargo, en que una 
disposición constitucional autorice expresamente el conocimien- 
to ó se trate de una violación de los preceptos (te la Constitu- 
ción Nacional v segun ei artículo 100, Constitución citada, la 
jurisdicción federal be extiende a todas «las cosas regidas por las 
leyes del congreso» , abrazando en esta generalidad, tanto la ju- 
risdicción civil cuando se ejerce directamente como la criminal) 
de las leyes y tratados sancionado* por el Congreso (Fallos f ita- 
dos, tomo 7 o , página 373), artículo 21, ley de jurisdicción y 
competencia). 

Por estas consideraciones, y no obstante, el dictamen fiscal 
precedente, sin resolver en lo' principal, fallo y declaro: 

1° Que el juez infrascripto es competente para conocer y 
resolver en virtud de su jurisdicción exclusiva, en el caso sub- 
judice, en el presente recurso. 

2" Que si- hallan eom probados los extremos del artículo 622 
del Código de Procedimientos en lo Criminal para la proceden- 
cia del presente recurso. 

3'' Que, en su consecuencia, se dirijaeiborto al juez de i" ins- 
tancia en lo criminal, de la provincia, doctor don Maximino de 
la Fílente, con inserción de este auto, á tín de que se sirva in- 
formar sobre los motivos que fundan la detención del señor 
vice-cunsui de U República del Paraguay don José M, Pezzi, 
en que se encuentra actualmente constituido en el Departamen- 
to general de Policía, á los efectos del artículo 634 código cita- 
do, lijándose para ello el término de 4 horas que se bará cons- 
tar por diligencia . 

Hágase saber é insértese en el libro de resoluciones. 



ihis)mri\\ (iomez. 
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OFICIO DEL JUEZ OE PR1HEKA INSTANCIA 

Uioja, A((oslf> U ile hXXí. 

Ál salar .fuer. Federa! de esta sección, doctor Gaspar A. Gó- 
mez , S. th 

Este Juzgado ha reeib ido cotí extráñela la parte final del ex- 
hurto de V. 8. tie fecha de hoy, en la cual emplazaal ínfrascrip- 
tu para que en el término de cuatro huras evacúe, el informe 
sobre lo palillo en el mismo, para llegar A lo cual Y. S. ha ne- 
cesitado mas de 24 horas. 

Xo conozco disposición alguna que autorice al Juzgado ile 
V. S. á ponerla mano sobre los derecho» y la majestad augusta 
del tribunal que represento, y mientras V. S. no cite disposi- 
ción legal que lo autorice para emplazar a este juzgado, vería 
con profundo agrado se sirva no transmitirme resulnri* n alguna 
que menoscabe ó mee siquiera los derechos y prerrogativas acor- 
dadas per las lejvsdf Procedimientos, al que suscribe, en su 
carácter de juez, reconocidos y amparados por el Honorable Con- 
greso Nacional y por la carta fundamental del país. 

De una manera explícita, pues, y mientras Y. S. no baga va- 
ler disposición suprema de la ley, desee noceré y tendré por m» 
hecha la diligencia, fundada en ¡a resolución de V. s. de em- 
plazamiento. 

Dios guarde á V. y. 

\f. de la Fuente. 

Jambo Corso, 
Secretorio. 
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Auto del Juez l edernt 

Rioja, Agosto íí de 1900, 

Por recibí io; agrégnos»- a sus antecedentes, debiendo conix- 
tarse al señor juez exhortado que el emp laxa miento ¡i que se 
leliere, señalado para expedirse sobre los bembos que motilan 
la detenciou de la persona de que se trata, que lia mirado con 
eitraruza considerándolo deprimente á la majestad y fueros de 
ja autoridad que inviste, nada hay ante los ojos de la ley poder 
más alt» que la majestad misma de dieba ley, cuando se trata 
de su cumplimiento, >iendo para ello ia autoriuad pública un 
medio y el cumplimiento de la ley un fin, de ahí que el infras- 
cripto, teniendo i-n vista la naturaleza de la cansa de que se 
trata no lia mirado otra cosa sinóelque la ley en el caso svb- 
judiee, para no ser defraudada en su mente y espíritu, requiere 
que la tramitación en estos casos sea ajustada estrictamente á 
sus términos; y, en efeelo, los artículo* 629 y 631 del título A°, 
Código de Procedimientos en lo criminal, que determina el mo- 
lió de preceder en bis casi>s de detención, arresto ó prisión ile- 
gal de personas dicen así concordantes entre ellos (artículo 629), 
t Si el funcionario ó corporación autor de la orden de detención 
fuese de aquellos que tienen por razón de su i ai g*. Ocultad 
para expedir talt s órdenes, el juez competente pan conocer el 
recurso, se limitara á pedir inmediatamente el informe del caso 
ven su vista proceder ;í resolver el recurso» {ar 1 *™ 10 ASI) : 
«Si el funcionario á quien ha sido dirigido y notificado debida- 
mente un autnde liabens au'i>us rehusare ó descuidare cumplirla 
presentando l.i persona nombrada en el, é informando plena y 
explícitamente al devolverlo, sobre todt.s los puntos á que tal 
informe debe contraerse según lo dispuesto en este título, den- 
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tro del tiempo requerido, etc. » ; como so verá por el señor juei 
exhortado, este artículo autoriza al infrascripto expresamente 
para fijar el tiempo dentro del cual el informe debe ser expedido 
de manera que sea la autoridad que fuese cuando se solicita 
informe, la ley tiene en cuenta solamente las altas garantías 
constitucionales que se relieren ó la persona del detenido para 
garantirlo en ellas, y es por esto que hace necesaria la fijación 
de plazos breves y perentorios i las autoridades que intervienen 
en su tramitación para ser solucionadas uon la mayor premura 
de tiempo posible. En su consecuencia , no encontrando atendi- 
ble el agravio manifestado por las consideraciones expuestas, y 
usando el juez informante de facultades que la l«-y le acuerda, 
se resuelve: 

Diríjase nuevamente olicio a) señor juez exhortado, para que 
en cumplimiento por su parte de las disposioíones legales cita- 
das, se sirva darles cumplimiento en lo principal de esta causa, 
que ha motivado el «xhorto anterior; á su* efectos, transcrí- 
base en contentación, 

íiomez, 

Auto del Juei. Frdcral 

Mioja, Agosto 11 de 1HOO. 

Autos y vistos; Para resolver en ei recurso de hateas cor- 
pus interpuesto por el señor vice-cónsul del Paraguay don 
José M. Pezzi, y en cuya virtud, y por los fundamentos de he- 
una y de d«rerho consignados en el auto de fojas 6 vuelta á 9, 
de fecha 9 del corriente mes, este Juzgado se ha declarado con 
jurisdicción competente para conocer y resolver é¡ mismo, ha- 
biéndose, en su consecuencia, dirigido exhorto con inserción de 
dicho auto, al juez del crimen de la provincia doctor don Maxi- 
mino de la Fuente, como consta dicha diligencia sentada por 
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el secretario á foja 9, pidiéndole se sirva informar sobre loa 
hechos deque se queja el recurrente y que hayan motivado el 
auto por el cual haya sido constituirlo en detención. 

Considerando: 1* Que «1 señor juez del crimen, habiéndosela 
designado él tú mpo suficiente á juicio de cstn juzgúelo para in- 
formar en el auto notificado de habeos Corpus en caso de la fa- 
cultad conferida para ello, el artículo 631 riel Código «le Proce- 
dimientos en lo criminal di> ta justicia federal, que se omitió 
citar por ser disposi- iones tan conocidas en el funcionamiento 
de los tribunales entre sí, sin rechazar en el fondo el auto de 
fial/m* corpus referido, se pronunció en loe textuales siguientes 
término-s : * De una manera explícita, pues, y mientras V. S. 
no haga valer disposiciones supremas de la ley, desconoceré y 
tendré por no hecha la diligencia fundada en U resolución de 
V. S. "Je emplazamiento » ; cuma se ve, estos conceptos están 
po;o enmadrados dentro déla más rigurosa y exquisita cortesía 
exigida en las relacione- de lus funcionarios entre sí que t ienen 
el encurto de velar por el cumplimiento augusto de la majestad 
de la ley, siempre que se trate de hacerla respetar. 

2 n Que satisfaciendo debidamente á lo protesta consignada 
tu (erminia en el consiilerandn anterior, se reiteró al s. ñor juez 
exhortado, el auto inserto de fojas H a 12 vuelta, de igual fe- 
< ha al anterior, que consta de Indiligencia del secretariode Toja 
12 vuelta en él que se cuan las dispo iciones legales requeridas 
del caso, é i ns ¡atiéndete pnr parte de est-- Juzgado para que se 
cumplimente. VA señor juez exhortado antes de recibir el exhor- 
to de la referencia *e dignó remitir el informe solicitado si así 
puede llamarse el cornéete a foja 14 fechado en el mismo día 9 
del corriente en que se recibió .1 olicio protesta cuyo contenido 
es el siguiente en su parte mas sustancial: < Paita la urgencia 
que V. tiene pura resolver el recurso de hahcaa-rorpus inter- 
puesto pnr t i señor J.isé M. Fezzi uu- apresuro á manifestar á 
V. S, que el delito por el cual se sumaria al expresado señor 
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Pezzi es el de coparticipación en la defraudación de intereses 
de la quiebra Echezarreta, juicio radicado en este Juzgado... 

(Cuando hubiese terminad» la tramitación que corresponde por 
las leyes que rigeiv A este Juzgado, comunicaré AV. S. á la ma- 
yor brevedad, la resolución que recaiga*. 

Como dicho informe do se expide clara v explícitamente al 
s' j r devuelto, como io requiere el artículo 031 del Código de Pro- 
cedimiento en lo criminal de la justicia federal, concordante 
con el artículo (fc29 del mismo « sobre tnttos los ¡muios ú que el 
informe rfehe éQfttraeise » y habiéndose, por otra parí**, devuelto 
con a nt er i ii r i dad al de este Juagado en que se pedía nuevamente 
lo espidiese en los términos de la ley citada, consignándose el 
decreto en éste de * que se tuviera por recibido si ti perjuicio de 
[o mandudo por el auto de esta fecha», mediante cuyo decreto 
il" feclia í) d>*' mente, se lia esperado sin fruí o el informe rei- 
terad», por leona] y no siendo lícito retardar la resolución de 
este recurso, en atención ¡i que no hay más causao'sque las ex- 
puestas por el señor juez exhortado en su informe referido que 
motiven la detención de) recurrente, e;*te Juzgado debe tenerlo 
rumo único y exclusivo antecedente en el < - a>o suO-jtulice. 

3" Qut estando, pues, á los'antecedfntcs mencionados en el 
considerando anterior, el hecho de Ja privación de la libertad de 
que se queja ante este Juzgado e! detenido don José M. Pezzi, 
vice-emi.-ul de la República del Paraguay, no resulta tan claro 
y ev i ilen te á los ojos de la ley (artículos 1542 y i 545 del Código 
de Cumercio consignados en el título XII que trata: € De las 
medidas relativas al fallido en cas» de culpa ó fraude»). 

K ii tos términos del artículo 1545 leí t'ódignde Oon.ercio, es 
prévia una resolución del juez de la quiebra o concurso para 
que una persona culpable por atribuírsele delincuencia ó code- 
lincuencia en un hecho fraudulento, pueda ser sometida al en- 
juiciamiento y castigo por el juez del crimen competente, lo que 
no ocurre en el presente caso, pues que el mismo señor juez 



«-xbortadu mauitíesta en su informe que se prosiguen diligencias 
tendientes á comprobar dichos hechos delictuosos; luego lu cau- 
sa no existe y está en preparación. 

4° Que pura proceder al enjuiciamiento en estos casos, hay 
que sujt/tarse á lo establecido por ios artículos 1511 y siguien- 
tes del Código de Comercio, ú fin de que ta autoridad judicial del 
erímen, competente, tome la participación que le corresponde, 
como asimismo los acreedores, dice el artículo 1552 de! códigj 
Citado, se entiende, una vez que el juez competente se haya 
avocado el conocimiento de la causa, en mérito de l»s anteceden- 
tes que le hayan sido remitidos, después que el juez del con- 
curso haya declarado los hechos delictuosos. 

5 o Que por lo expuesto en los considerandos anteriores, resul- 
ta qip* el detenido don José M. Pezzi ha comp: íbadolos extre- 
mos del artículo (522 del Código de Procedimientos en U cri- 
minal de los tribunales nacionales, para solicitar la libertad; 
cuales son, de no resultar justilicada la detención ó prisión y el 
hallarse detenido ¡i disposición de una autoridad incompetente 
(auto declarativo <le jurisdicción y competencia del Juzgado, 
de fecha 9 del corriente, notificado al señor juez exhortado). 

Por «stos fundamentos, x no obstante lo pedida pur el Pro- 
curador íiscal a fojas 5 vuelta y 6, se declara ilegal la detención 
i-jecutadaen Ja persona del señor vi ce-Consol del Paraguay, rimi 
José M. Pezzi, ou A Departamento General de Policía. Eu.su 
consecuencia y de conformidad al artículo (>34 del Código de 
Procedimientos eu lo crimina] ya citad", líbrese oflcío al señor 
jtieí del crimen de la Provincia, do lor don Maximino de la 
Puente, con itwrciuu de este auto para que se sirva ordenar su 
libertad inmediata, llágase saber en el uriginal, insértese en el 
libro de sentencias y archívese oportunamente, prévia dcvlu- 
cion (Je la patente de foja 2, que acredita al interesado eu el ca- 
rácter de v ice-cónsul. 

Gaspar \. Homez. 
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Atit*» lid Jut/ l>drr«l 

Rioja, Agn- 1 n ]5de l&i" 

Auto* y vistos: El oficio del señor juez del ríiin-u lie la Pro- 
vi ci. » que procede, en *d que si* niega A dar euinplítniento al 
auto de /tabeas cor pus, por el cual se ordena sea puesto en 
libertad inmediata la persona que lo constituye, don Jusé M. 
Pezzi, vice-eónsul del Paraguay, en virtud de haberse declarado 
por este Juzgado encontrarse ¡legalmente, detenido en el Depar- 
ta mentó General de Policía de esta Capital, por ius futí (lamentos 
y consideraciones legales que en aquél se aducen, expedido con 
fecha 11 del «'orriente, de fojas 1 5 á 18, de lo* autos en lo 
principal del recurso, finid índole para ello dicha negativa: 
1" en que ha declarado su competencia en el raso que lo 
motiva con arreglo á b> dispuesto por la ley nacional de fecha 
3 de Setiembre de 1878, artículo 2% concordante con el artículo 
100 de la Constitución Nacional y conforme á las leyes de fondo 
y de forma de la Provincia, de cuyas disposiciones surge no 
sólo su juristlicrioii en el cuso sub-judtce t stttú también , como 
en consitfUÍenfe t la autoridad necesann sobre la libertad de 
la persona; 2 o en que el recurso de bobeas corpas debe ser 
interpuesto tO conformidad á las leyes de la Provincia ante 
el señor juez exhortado ó ante la Kxcina. Cámara de Justi- 
cia, de acuerdo con la vista fiscal de la fecha, en lo principal 
de este asunto; 3" en que por auto de fecha 1 1 del corriente, 
debidamente eomunicadu en el tiempo más breve de la tra- 
mitación legal, se 'e ha hecho -^aber á e>t>* Juzgado L causa 
por la cual no se tramitaría orden respecto ti la libertad ñ pri- 
vación de ella del señor Pezzi, que es la de habérsete descv 
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nocido competencia en razón de corresponder n su Jugado ta 
facultad^ el juez infrascripto se atribuye. 

Considerando: I" Qut- . | fundamento primero .le hi negativa 
del señor juez exhortado pura dar eumpl ¡miento al auto de ba- 
bea* corpus ordenando la libertad inmediata «leí detenido, como 
los subsiguientes segundo y Eetuero, se destruje» muy fácilmente 
[■ tes'o que ■ i ií r - . prueban, qu- u.id.i prueban, ' ti < on¡ ra ile lo- 
fundamentos del auto referido de^te Juzgado, cuva efectividad 
se pide. 

2" Que en efecto, en cuanto al fundamento primero de la 
negativa áque se reti-re el considerando anterior, falla por su 
base, en primer lugar, porque la ley nacional citada porel señor 
Juez del crimen de la provincia, de fecha S de Setiembre de 
1878, al hablar déla competencia que lo* jueces de las respec- 
tiva* provincias Uenen para Conocer, dice de los juicios univer- 
sales de concurso de acreedores y de sucesión no se bace extensiva 
la competencia; agrega el articulo 3" de la misma, á las causas 
ifue furrespondan d distintas jurisdicciones y que nn obstante 
eso se atrogasen eti su conocimiento <-n contravención de lo 
ordenado en el artículo secundo anterior en que el .iMiur juez 
se funda, en virtud dé lo cual, haciendo claro el concepto en 
cuanto A su alcance, dice expresamente como ejemplo: todo veci- 
no de extraña provincia >fiie sea parte legítima en dicha causa, 
v< decir, cuando no >e *ign ante el juez qu* ¡iene jurisdicción en 
materiadeca«eursoáeac/'ee£Íoresya al tiempo de la declaración 
dequiebra par not-mer el fallido al'í su principal establecimien- 
to ó al tiempo de abrirse la <¡uce&ion, por no ser el del fallecimien- 
to i-I último domicilio del difunto, según las disposiciones del 
Código Civil, podra decünar sti jurisdicción por los trámites 
establecidos en el título Ü" de la ley sobre procedimientos de los 
tribunales nacionales, lo que, como seve. deslinda perfectamente 
los casos di jarfsdlwfen cuando es ordinario ó común y de 
excepción, de cuyos deslindes nacen los fueros especiales que se 
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dejan á salvn por corresponder para que se bagan valer attte la 
autoridad cutí jurisdicción competente, y si esta distinción de 
fueros, U 1* y citada ante cuya autoridad se inclina el señor 
juez del crimen, im quien 1 que se confundan y se desconozca 
tratándose de ?ecinos de distintas provincias, con mayor razón 
las disposiciones de ta ley principal subí" jnrisriiceiou y com- 
petencia del 14 le Setiembre de 1863, de la . . la anterior- 
mente citada es la < adicional >, cuando dispone que los jueces 
nacionales de sección conocerán en primeva instancia: de las 
causa* (fue versen solide uceónos particulares de un cónsul ó 
vice-ahtsul extranjero (inciso 3 o del artículo 2"). En segundo 
lu^ar la disposición del articulo 100 de ía Constitución nacio- 
nal, dice textualmente: «Corresponde ¡i la ('orle Suprema y á 
lo» tribunales inferiores de la nación el cono' i miento y decisión 
de todas las causas t/ue versen sobre puntas rey utos ¡tur la 
Constitución \j por tas le ¡/es de ta nación y especifica aquellas 
causas: 1"...12"... 3"... y delasconcernientesácúnsules extran- 
jeros»- Kn estos casos ¡a Suprem i Cort«». dice el artículo 101 
di* l.i misma, ejerrt'rd jurisdi'riun por ujidarnm, es decir, 
después que hayan conocido en primera instancia los jueces de 
sección, según las reglas y excepciones , a^re^a, (¡ue prescriba el 
Congreso; pero en todos lo» asuntos concernientes á embajado- 
res, ministros y cónsules extranjeros, etc. De manera que se- 
gún estas disposiciones constitucionales, el Congreso nacional 
al sancionar esta ley sobre jurisdicción y competencia de los tri- 
bunales nacionales defecba \A de Setiembre de 1 863, hablan- 
do de las causas en que versen los privilegios y exenciones de los 
cónsules y viee-cóusules extranjeros, en que la Corte Suprema 
coimce originariamente y en primera instancia (inc. i" del 
art. 1"), no haet distinción alguna en cuanto A sus funciones en 
su carácter público de tales; luego, lo que quiere decir la mis- 
ma i. y sí no bay distinción que hacer en cuanto á la jurisdic- 
ción ti .ire los jueces de sección y la Corte Suprema, más la de 
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que á ésta compete el conocimiento de laa causas sobre 
privilegios y exenciones y los primeros (jueces de sección), laa 
de que habla el a* fculo 2 o , inciso 3% es evidente y fuera de 
duda que por lo que respecta d funciones pública» son iguales, 
salvo alguna* excepciones que el derecho internacional público 
establece. 

Establec idos los principios que rigen la presente cuestión 
bajo la faz de las funciones públicas de los cónsules y vice-oin- 
sules que ante la Constitución nacional y la ley que la regla- 
menta interpretando su mente y alcance, que es por demás 
substancial eu el presente caso, surge, pues la consecuencia 
lógic* é ineludible, cual es l;i autoridad judicial con jurisdic- 
ción competente y exclusiva de toda otra que deba conocer y de- 
cidir, como dice el artículo 100 de la Constitución Nacional al no 
establecer distinción alguna, disponiendo terminantemente que 
corresponde á la Corte Suprema y á los tribunales inferiores de 
la nación conocer de todas las causas <¡ue versen sobre puntos re- 
(julos por ta Constitución tj por lasletjes de la nación estando como 
está en el presente caso, claramente determinado que tratándose 
de asuntos que versen sobre negocios particulares de un cónsul, 
vicü-cónsul extranjero sns prerrogativa-i é inmunidades Ies dan 
derecho para ser juzgados por los tribunales nacionales, sin que 
puedan bajo pretexto alguno ser arrastrados á otros distintos que 
los de la Constitucinu y leyes de la nación, Esta, ciertamente, 
no es concebible ni eubeen lo medianamente racional interpre- 
tar y alterar de una manera tan poco correcta, disposiciones 
tan explícitas y expresivas. Ahora, la reserva de que habla el 
artícelo 100 de la Constitución nacional estableciendo en prin- 
cipio que caen bajo la jurisdicción de los tribunales nacionales 
el conocimiento y decisión de todas las causas aue versen 
sobre /muios regidos por la Constitución y por las leyes de ta 
nación es tanto más evidente todavía la jurisdicion exelustvu 
de este Juzgado cuando se tien«* en cuenta la disposición cons- 
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titucionul á que el mismo artículo se refiere al expresarse así : 
t con la reaerva hecha en el inciso ii del artículo 67, cual es : 
Dictar los códigos, etc., correspondiendo su aplicación á los 
tribunales federales Ó provinciales, según que las cosas ó las 
personas cayesen óajosus respectivas jurisdicciones ». 

De ahí la consecuencia entóneos iie que torio* loa asunto* que 
emanen de los negocios particulares, japorque sean c i tí lea ó 
criminales que se Lavan originado ron motivo de su interven- 
ción particular en ellos, han fie ser juzgados en todos estos casos 
ante la autoridad judicial con autoridad competente y no ante 
ningunas otras, ¿porqué? porque bus personas, por la Consti- 
tución j p*»r las leyes de la nación, g. zau de la especialidad de 
estos fueros para no aplicarse por otros jueces las leyes civiles, 
criminales, etc., en tales asuntos que lúa jueces creados y esta- 
blecidos por esa misma Constitución y leyes. 

Que el juicio tmíversiil de concurso en que i onr^e y entiende 
el señor juez del crimen exhortado, según aparece, aea un argu- 
menta aólidi. pura atraer hacia sí también el conocimiento de 
los hechos criminosos que de él llegaren á resultar durante el 
curso de la quiebra, tanto vale t¡ue nada vale, por euauto no 
conoce en el delito de coparticipación fraudalenta en dichos 
bienes que se atribuye al señor I'ezzi "un motko del juicio de 
concurso que sigue, sinó por revestir, me imagino, en el momen- 
to actual las dobles funciones de juez en to civil y comercial, 
tomo en lo criminal, porque estas dobles funciones son un ac- 
cidente y no el principio legal mUnm que establece <udo lo con- 
trario, pues que, si hubiese un juez del crimen distinto ante 
ese funcionario de la ley, tendría que remitir el señor juez 
exhortado los antecedentes que arrojen los hechos imputados á 
la persona de que se trata, de conformidad á loa artículos 1541 
y 1545 del Código de Comercio. Luego sus funciones para en- 
tender ó conocer en K \ hecho criminoso imputado que se invoca 
nusorge de su jurisdicción como juez del concurso, sinó por ra- 
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ton de las dobles funciones de que essá mrargado de 
ñar y en tercer lugar, porque el señor juez exhortado al mani- 
festarse apresurarlo á dar el informe correspondiente con res- 
pecto a la causa legal que motiló la detención del señor P&Si, 
se expide asi en su oficio de 9 del corriente mesa foja U: «Dada la 
urgencia que V. S. tiene para resolver el recursude habrás corpas 
interpuesto por el -M-nor Pezzi, José M., me apresuro ¡i nía ni Testar 
é V. S, que el detito por el cual se sumaría al expresado señor 
l'ezzi es el de coparticipación en la defraudación de ios intereses 
de la quiebra Ecfmzarreta r jnliñú radicado en este Juzgado ». 

Como se ve, por esta declaración explí -ita del señor ¡nr?. del cri- 
men, se ha reconocido por ella implícitamente sin jurisdicción 
paraéonócer en el recurso interpuesto de la referencia ; corrobo- 
rando di-dio re -ono'úmieuto en cuya virtud declinaba de su pro- 
pia jurisdicción que crtffa tenerla al hacer al final d" su precitado 
otirio, i stu otra declaración no ya implícita sino explícita: -Cuan- 
do hubiere terminado la tramitación que orresponda por la> le- 
yes que rigen á éste Juzgado comunicaré á V. a la mayor bre- 
vedad, !a resolución que reeaiga i.Por<-sta segunda declaración, 
el siíñor ju.z ilel crimen se reconoce sin jurisdicción y compe- 
tenria para entender cu el asunto principal de Ja cans í que 
ii-otiva el auto de habeas corpas y con competencia solamente 
para tos efectos de la instrucción del suman o, lo que es filtra - 
dictorio ó inadmisible, porque si no se reconoce con jurisdicción 
bastante en lo principal por razón de lo> fueros de la persona dete- 
nida ríe que se trata, que laeicluye la ley de jurisdicción y cons- 
pei encía d>- 1 i ríe Setiembre de 1863 le los tribunales nacionales 
y la Constitución de la nación, a la vez, como ha quedado demos- 
trad oant.es hasta la evidencia, menos ha podido tener ni la tiene 
para instruir el sumario a que alude, porque, ciertamente, no 
existe ley alguna en que se pueda fundar semejante distinción 
de jurisdiccinn competente qu<- no pasa de ser otra cosa que 
tiim simple aberración jurídica. 
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En vista, pues, de no tener este Juzgado otro antecedente 
que el sniinciado antes por el cual He constata la causa de la de- 
tención del señor vice-Ci'uisul del Paraguay, don José 11. Pezzi, 
cuya causal expresada por el señor juez del crimen, se reduce á 
aseverarla, pero no á probarla coa loa antecedentes del sumario 
que la jnstiliqnen, como lo prescribe el artículo 1511 del Código 
de Coroer-io, cuando ha rebultado del informe presentado por el 
síndico de la quiebra alguna culpabilidad fraudulenta por parte, 
del fallido, hiendo la misma regla que ae sigue ú observa para 
con toda otra persona culpable, eoino los cómplice*, etc, ; no le 
quedaba al juc? infranscripto, después de esperar por más 
de un día que le fueran enviados aquellos antecedentes < en 
oou el informe solicitado, como consta, de la diligencia de fecha 
í) del corriente á foja 1) puesta por el secretario que da la re- 
solución que correspopilía, c¡u»o era la de mandar poner en liber- 
tad al detenido, cual es la de fecha 11 del corriente mes, de fo- 
jas 15 vuelia :i 18 . 

'á° Que en rar.on de sostener nuevamente el señor juez exhor- 
tado la jurisdicción qm , como se ha dicho antes, ha reconocido 
implícita v t'Nplíett luiente no tenerla, viene con una otra pre- 
tensión original, como es la de creer que el recurso de ¡tabeas 
cor pus materia de eat* 1 interiljcto, debe ser entablado ante su 
autoridad 6 la Exorna. Cámara, porque sí y nada más, sin fon- 
da rs.- en disposición legal alguna en qué apoyar tal preten- 
sión. 

Pero de tmlas maneras, examínenlos u>ta ¡segunda faz del raso 
sufi-jiníice, para ver si está en ta verdad legal el señor juez 
exhórtalo. 

El artículo 595 del Código de Procedimientos en lo criminal 
de la Provincia poniéndose en el casoeu que hay derecho á soli- 
citar t-1 habrás corpus, dice: <■ incisos I o ... 2 o : Kn todos los casos 
en que la prisión ó restricción fuere impuesta sin autorización 
tk faj ¡mitiva por autoridad incompetente ó que fuere eompe- 
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tente sin llenar las formalidades establecidas por la Consti loción 
ó por la [|f >. 

En el primero de los casos de este inciso, prisión ó restricción 
sin autorización de la ley respectiva, está probado que eliste 
evidente por el hecho mismo de sacar de su jurisdicción y 
competencia la ley nacional sobre la materia, de 14 de Setiembre 
de Í863, en su artículo 2 o , inciso 3«, por la investidura misma 
de que gozan los cónsules y vice-consules extranjeros que regla 
los artículos 100 y 101 de la Constitución nacional. En el segun- 
do caso ú que fuere competente, sin llenar las formas estableci- 
das fiarla Constitución ó por la ley, está también demostrado, 
porque por esta causa se ordenó la libertad del detenido al no 
haber sido conbtituíde en ella mediante auto fundado en los 
antecedentes justificativas del raso, como lo preceptúa el artícu- 
lo 1541 del Código de Comercio, que ordena: * Si de dicho 
informe (refiriéndose al de que habla el artículo Utópara la 
presentación por el BÍndioo del concurso de un estado del activo 
y pasivo de la nma) resulten indicios de culpa ó fraude , man- 
dará remitir un testimonio de ta parte pertinente de aquel 
informe y de los demos anteredmtes ¡j justificativos del caso al 
juez competente». En este registróle la ley que es prévio al 
juicio criminal subsiguiente, no ba sido llenado (véase olicio 
fiel 9 del corriente mes, á foja Í4de ios autos principales del 
recurso) de donde resulta mauíliesta, entonces, ln ilegalidad de 
la "ietL cion, como se lia dicbu anteriormente. 

No hay derecho para interponer el recurso de f tabeas corpm 
ni el Tribunal ó jueces tienen el deber dr expedirlo, dice el 
artículo 596del código citado; incisos I o ... 3 ft ,. t 4 o «Siem- 
pre que ia prisión, arresto ó restricción hubiere sido ordenada 
por actos ú omisiones sometidas eiclusivamente á la jurisdic- 
ción nacional *, debiendo entenderse en nuestro caso los del in- 
ciso 3 o del artículo 2" de la ley sobr" jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales de 14 de Setiembre de 1863. 
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Hay que observar romo un hecho substancial, que en tatas 
actuaciones no hay trabada contienda alguna de competencia 
con el señor juez del crimen por lo dicho ya anteriormente, 
esto es, que no se ha negado en acceder á la reclamación de este 
Juzgado, avocándose el .íonocimiento del recarao de habeos 
corpus cuando ae le solicitó informase sobre la causa legal de 
lu detención, demostrándolo así el oficio de foja 10 de fecha 
9 de Agosto corriente, en el que se limitó A observar el exhorto 
de foja^ 6 vuelta á 9 de fecha 9 del corriente en su parte final 
diciendo : f De una manera explícita, pues, y mientras V. S. no 
haga valer disposición suprema d*» la ley, desconoceré y tendré 
pur no hecha la diligencia fundada en la resolución de V. S, de 
emplazamiento *, 

En virtud de todos estos antecedente», la facultad invocada 
por el Beñor juez exhortado de que ante su autoridad corres- 
ponde abora se interponga el recurso de habeas corpus por el 
detenido, es completamente infundada y desnuda de toda razón 
jurídica ó ley especial que la autorice en el caso presente. 

Quedando así, como queda, en definitiva, completamente des- 
truido el segundo fundamento de su negativa al cumplimiento 
del auto de habeax corpus; además de que padece de error muy 
lamentable al interpretar la ley en el capítulo VII del Código 
de Procedimientos en lo criminal, de la Provincia, al considerar- 
se también competente para que ante su autoridad deba de 
haber interpuesto ó solicitado dicho recurso, lo que es comple- 
tamente, inexacto si estamos á la tetra, mente ó espíritu del 
artículo 592 de dicho Código que dice : « Toda persona que se 
halle detenida, presa ó restringida eu su libertad, no siendo 
por algunas de las cansas exceptuadas en este capítulo, nuede 
ocurrir por sí Ó por medio de sus deudos, amigos J otras perdo- 
nas al Superior Tribunal ó Juez letrado más inmediato, solici- 
tando la expedición en su favor de un auto de habeas corpus*. 

Por esta disposición se ve claramente que lo que quiere la ley 
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es que dicho recurso debe interponerse en el asiento del Supe- 
rior Tribunal, donde exista á la reí juez del crimen, ante el 
primero y no ante el segundo, ue otra manera no tendría apli- 
cación la disposición citada al decir: «ó juez letrado mas 
inmediato *, lo que se entiende en el caso de haber dos 6 más 
secciones judiciales en la provincia servida por jueces letrados, 
qoe el que lo pida io haga ante el mas inmediato de su residencia 
jurisdiccional, de no interpretarse así sería completamente 
inconciliable tal disposición; y, por tanto, sin objeto la prefe- 
rencia que establece ante el Superior Tribunal ante todo. 

Por consiguiente, carece de jurisdicción originaria el señor 
juez del crimen para invocar la facultad que se atribuye muy 
desacertadamente, tanto más, cuanto el artículo 36 que ¡iti ibu- 
ye jurisdicción criminal de tu ley orgánica vigente de la provin- 
cia nada establece sobre el particular. 

4 o Que en cuanto al tercer fundamento de la negativa del 
señor juez exhortado, como queda comprendido por su natura- 
leza, '-nal es la competencia aleyaúa. está ya discutida y 
rebatida victoriosamente en los considerandos segundo y tercero, 
en aleación A lo cual es de todo punto innecesario volver sobre 
lo mismo. Mondo por consecuencia excusado ocuparse nueva- 
mente de ellos. 

Por estos fundamentos ven uso d>- la facultu'l conferida por 
el artículo 034 en su inciso 3" del Código de Procedimientos en 
pateriacrimin.il de la justicia federal que diré: 

* En ios casos del articulo 629, el juez requir irá en términos 
respetuosos al funcionario respectivo para que ponga en liber- 
tad en el acto al detenido, i/ si fuese desobedecido, dará cuenta 
inmediatamente ¡ti poder publico ante el cual por la Constitu- 
ción o por la ley, dicho fuu> io:.ario sea justiciable por actos de 
inconducta ó faltas en *-l cumplimiento de sus deberes, para que 
proceda segiíti corresponda elévense originales estos autos para 
Bnfe la Excroa. Cámara de justicia de tu provincia, para su me' 
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jor y más cumplido conocimiento, con el carácter de adeffertum 
videndi, en atención á requerirlo así la premura del tiempo y la 
naturaleza del caso de que se trata, con el oficio de atención co- 
rrespondiente; pidiéndole se sirva resolver |n que corresponda 
sobre el otício denegatorio en dar cumplimiento al auto de ha- 
beos eorpus que requiere ¡il seño" juez del crimen para que sea 
puesto en libertad el señor fice-cónsul de la República del Pa- 
raguay, don J«sé M. Pezzi, contituido en restricción de su liber- 
tad en el Departamento General de Policía de esta Capital, a 
que se reñere el auto de fijas 15 vuelta á 18, jfl los autos de di- 
cho recurso, dictado con fecha II del corriente mes. Hágase 
saber é insértese en el libro de sentencias. 

Gaspar ¡y. Gómez. 



Auto 4*1 Juh Federal 

Rioja, Agosto 31 de I9<*0. 

Y vistos : Considerando sin autoridad bastante la Kicniu. Cá- 
mara de Justicia de la provincia por lo expuesto en el oficio pre- 
cedente, para ordenar al juez del crimen de la misma, el cum- 
plimiento del auto de habeos Corpus de fojas 15 vuelta si 18, de 
fecha 11 del corriente, por suponerse existir trabada cuestión de 
competencia, no obstante los fu nd amen tus del auto de fojas 24 
á 35, d*- fecha 15 del presente mes, por los cuales se demuestra 
no existir tal cuestión de competencia, en virtud de no haberse 
negado el juez del crimen de la provincia á cumplimentar el 
informe pedido por el juez infrascripto, al haberse declarado 
COD jurisdicción y competencia exclusivas por el auto de fojas 6 
vuelta á 9, de fecha 9 del referido mes, todo lo cual se constata 
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por el oficio de foja 14 de aquel funcionario: en consecuencia é 
importando en el fondo del caso sub-jutlice una cuestión que 
versa sobre la inteligencia del alíenlo 100 de la Constitución 
nacional, concordante con el artículo 2*, inciso 3% de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales de 14 
de Setiembre de 1863, por tratarse de hacer valer por el recu- 
rrente los fueros de que goza en su carácter de vice-cónsul de 
la República de! Paraguay, caso que se halla encuadrad» den- 
tro de los términos del artículo 14, incisos 2" y 8 o de la citada 
ley sobre jurisdicción y competencia, elévense estos autos ori- 
ginales á la Suprema Corte nacional para su conociiuienti y de- 
cisión, por correo y en paquete certificado á costa del recurrente, 
citándose!- y emplazándosele para .-star á derecho en el término 
lie 10 días : hágase saber. 

Gaspa r A\ Gómez. 



VISTA UEI. SKfioil PnuCUHADtltl GENERAL 

Buenos Aires, Spliemhre 1-í de 1900. 

Suprema Curte: 

Don José María Pean, se encuentra procesado ante el Juzga- 
do da la provincia de La Rioja, según el informe de foja 14, por 
««participación en la defraudación de los intereses de la quie- 
bra Echeiarretu, juicio radicado ante aquel juez. 

La acción de habeos cor/tus no resulta por ello procedente en 
el caso, ^n que se trata de un delito del fuero común, sometido 
al conocimiento de los jueces de es? fuero. 

Estos antecedentes no son discutidos ; pero el señor juez fe- 
deral ante quien se llevó el recurso de habeos corpusde foja 1, 
se ha creído y declarado competente par;i conocer y resolver 
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respecto de la causa criminal por ejercer el encausado el vice- 
copulado del Paraguay y cor responderle en tal caso el fuero fe- 
deral, según la^ prescripciones de los artículos 100 y 101 de la 
Constitución nacional, y 2°, inciso 3«,de la ley de jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales. 

Desconocida la competencia del juez federal por el juez de la 
causa de ía provincia de La Rioja, la gestión de habeas corpits 
ha producido una competencia de jurisdicción entre ambos jue- 
ces que sostienen respetivamente la suya en los autos de fojas 
6 vuelta, 15 vuelta y 22. Y la resolución rtVesu competencia co- 
rresponda á V. E. con sujeción á lo dispuesto en el artículo 3° 
-le la ley de 3 de Setiembre de 1878. 

Entrando al examen de los considerandos de la competencia 
judicial, encuentro justos los que fundan la del juez de sección 
en sus autos de fojas 15 vuelta y 24. 

Aun cuando las causas de concurso se hayan atribuido á los 
jueces de las respectivas provincias, según aquella ley, esto no 
contraria el ejercicio déla jurisdicción federal para conocer en 
el delito que por razón de actos delictuosos en ocasión de un 
concurso, se imputan y dan origen al enjuiciamiento de un vice- 
cónsul extranjero. 

Este por razón de su cargo público, con prescindeneia de la 
naturaleza del dt lito, tienn derecL á la jurisdicción federal 
como lo ha establecido el auto de foja 24. 

En su mérito opino: que correspondería se sirviera V. E. así 
declararlo, disponiendo que el juez del concurso pase originales 
ó en testimonio los antecedentes que fundan la criminalidad 
imputada al recurrente Pezzi, para que el señor juez federal en 
ejercicio de su jurisdicción, proceda á conocer y resolver como 
corresponda, con arreglo a derecho. 

Sübiniano Kier. 
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Falto de la Suprema Certe 

Buenos Aires, Octubre 1 de 1900. 

Vistos y cunsi»' erando: Qm; )a generalidad de los tírininos 
en que se halla concebido el inciso tercero, artículo segundo de 
la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales naciona- 
les, sirve á demostrar que en el propósito de esa ley lia entrado 
atribuir a la justicia federal ei conocimiento de las causas que 
versan sobre negocios particulares de un cónsul 6 vi ce-cónsul, 
ja se trato de asuntos civiles ya de criminales, 

Que en >u virtud el caso presente es de la competencia de la 
justicia federal, puesta que en él se trata de un procer contra 
un viee-cónsul extranjero. 

Que el artículo segundo de la ley de tres de Setiembre de mil 
ochocientos setenta y ocho no es de tomarse en consideración en 
el presente caso por no tratarse del jun io civil de concurso da 
acreedores ó sucesión, sinó de un delito que sp 'lice cometido 
por el viee-cónsul. 

Por c>l<i y de acuerdo con e! artículo diez y siete de la ley de 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales y artí- 
culo . uarenta y tres, inciso tercero, del Código de Procedimien- 
tos en lo i nuiinal; con la jurisprudencia de esta Suprema Uorte 
en caso análogo (fallos, tomo diecinueve, j'á t i na ciento ocbentii 
y siete) y de conformidad, en lo concordante, con lo expuesto y 
pedido por el $efior Procundor general, se declara que el cono- 
cimiento do esta causa corresponda á la justicia federal. Há- 
gase saber y d e vuélvanse. 

BtMJAMlK l»AZ. — ABEL BAZAfl — 
OCTAVIO nUNCE. — JUAN E, TO- 

nitErir. 
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Ifon Julio Hatean contra don Cartón tlrtiz y don David llo rera 
sobre interdicto de despojo 

Sumario. — La acción de despajo puede intentarse por quien 
baja tenido la posesión ó (encurta de ta cosa con el objeto de 
que se restablezca el estado de las cosas anterior ¡i ios hechos 
que ta i nf orinan . 



I' aso. — Lo explica el 



I'hII« drl Jurs »>d<r*l 

Mendou, Febrero 12 de 1900. 

Y fistos* los promovidos por don Julio Wateui contra don 
Carlos Orliz y don David Herrera, sobre interdicto de recobrar 
la pos* sion de una fracción de terreno ubicado a el departa- 
mento Maipú de esta provincia, ene! lugar denominado La Cié- 
naga, de 4946 hetáreas, más ó menos, bajo los siguientes lin- 
deros: norte, terrenos ocupados por Balsanufio Gumcz (hoy Tra- 
tan Moyano) ; sor, terreno ocupado por Toribio Barrionuevo y 
Ramón Mi raso Argumero ; este, arroyo di' Leyes; y oeste, arro- 
jo del Sauce y desagüe general. 

El demandante manifiesta que el terreno en cuestión, y desde 
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varios anos atrás t fué poseído por su dueño dou Ricardo Blanco. 

Que por arrendamiento del mismo entró á ocuparlo don Juan 
L'naci'» García, i'u Agostn de 1897. 

Que García eedió sus derechos á Watteau, y entró éste á 
ocupar el terreno de la referencia, en 18 de Noviembre de 
1898. 

Que estando en pacíÜca posesión de la cosa, por intermedio 
de su administrador Arístiiies Spont, el 25 de Noriembte de 
1898» se presentaron los demandados, acompañados de un ofi- 
cial de justicia y otros más, é invocando un mandato judicial 
pretendieron ocupar el terreno cuestionado, á lo que su dicho 
administrador se opus,., no dejándolos posesionarse', de lo que 
quedó en el acta labrada al efecto la respectiva constancia. 

Que sin embargo de lo anterior, al día siguiente, como á las 
once de la noche volvieron los demandados y de propia autori- 
dad penetraron al lerreuo, se apoderaron de un rancho que él 
(el demandante) hizo construir, é impidieron la entrada de su 
cuidador Mamado Bartolomé Obrador y Roy 

Los demandados exponen que d-bía rechazarse el interdicto 
con las condenaciones de ley, fu. .dados en que ambos hubieron 
la posesión por mandato judicial, agregando Ortiz, que como él 
había transmitido la propiedad por ventad un tercero, en 24 de 
Marzo de debí a declarársele desligado del juicio. De su 

partí-. Herrera agrega, que Watteau no podía deducir el inter- 
dicto, p(.r ser cesionario >le un arrendatario. 

Que él (Herrera) no era tampoco el dueño y poseedor real del 
fundo reclamado, sinó su esposa. 

Que los títulos invocados por el actor fon respecto á la mer- 
ced real, de la cual forma parte e^te terreno, no eran legales, 
como lo demostraban las diversas escrituras que existen en el 
archivo y que probaban que nunca tuvo "la posesión del inmue- 
ble. 

Que ambas partes hau convenido en que tos límites del terre- 



no a. bre que versa el litigio, son los que da el demandante, uon 
"I i ¿rito de la prueba piodiicida y de lo alegado é su respecto. 

Y considerando: Que la acción entablada por el actor, no es 
otra que la regida por el artículo 2490 y siguientes del Código 
Civil , que eade órden meramente policial, tendiente á evitarlas 
vías de hecho y procede siempre que resulte haberse aquellas 
llevado á cabo para excluir arbitrariamente al ocupante de la 
tenencia en que se bailaba, todo fundado en la regla que consa- 
gra el artículo 2469 del Código Civil (Fallos de la Suprema 
Corte Federal, volumen 41, página 384, y volumen 61, pagi- 
na 388), 

Que el despojo curao ilícito compromete siempre la responsa- 
bilidad det ejecutor, aunque pretenda haber obrado en nombre 
de otro, pudiendo la demanda entablarse y seguirse contra el 
autor de los hachos que la motivan, pues esta es la verdadera 
doctrina que surge del articulo 2490 ya citado (Fallos déla 
Suprema Corte, volumen 3 o , página 435; volumen 37, página 
81 ; y volumen 54, pígina 519; Zacharíe, ts^cialmente 
citado por el codilicador; nota i», de sus anotad ores Massé 
y Vergé al párrafo 290, tomo 2», página 99; Aubry y Rau, 
párrafo 184, página Í46, tomo 2 o , cuarta edición; Savig- 
ni, Tratado de ta posesión, traducción de Rukiorff, p:igi~ 
na 202). 

Que esto así, los demandados, autores personales del despojo* 
no pueden ser exonerados de Us responsabilidades del juicio, 
aun cuando tino de c*lo> haya traspuesto la propiedad á nombre 
de U'i tercero, y el otro se escude con que la dueña del terreno 
sea su esposa. 

Que á fojas 304 y 305, del expediente 3528, caratulado «San- 
tiago J. Terry, matra Julio A, Montagut, su cobro <ií*pr.Mis» 
y al que ambas partea se refieren en sus respectivas exposicio- 
nes, consta plemimente demostrado que el ¡icto de la posesión 
judicial, no se llevó á cabo por haberlo interrumpido el ocupan- 
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te Spont, ún que en dichos autos exista otro ac o del que cons- 
te haberse puesto i los demandados en poae&ia)? judicial, estando 
t.tni i establecidos fujai 282, 283 y 286 del mismo expe- 
diente que Ortiz y Herrera tuvieron oportunamente conoci- 
miento lie que la tinca de la cuestión, tenía un contrato de arren- 
damiento en favor del causante de Watteau y que sobre dicha 
propiedad existía un juicio reivindicatorío. 

Que según lo dispone e. ya recordado artículo 2190 del Có- 
digo Civil, la acción de despojo se cor r»ede al despojado, aun- 
que su posesión sea viciosa, sin necesidad de producir título 
alguno contra el despojante, sus herederos y cómplices, aunque 
tifa fl dueño del inmueble , siendo entonces evidente que Wat- 
teau tiene derecho al ejercicio de la acción que ha instaurado- 

Que la.^ tachas deducidas contra los testigos del demandante, 
Detienen razón de ser, pues el contenido de la ■ arta misma de 
foja 92, aparte de que nada prueba contra Juan y Pedro Mateo, 
dicha carta llegó á poder de Herrera, segun propia confesión,, 
en el sen» de la contianza, en carácter de mu< ha reserva, esto 
es, .se hace uso de *dla ilícitamente, debiendo decirse otro tan- 
to con referencia ¡i tu escritura de foja 121, qu- nada prueba 
contra la sinceridad del testimonio de Tambury. 

Que no sucede lo mismo con el testigo Saez de los demanda- 
dos, pues está comprobado en el expediente traído á la vista 
sobre excarcelación de Herrera, que éste está excarcelado en 
causa criminal bajo la fianza de aquél, circunstancia que lúgi- 
aimenU hace, suponer que no sea desapasionada ó desinteresada 
aquella declaración. 

Que á conceder que exista sinceridad en las declaraciones de 
lus dos únicos testigos de bu demandadlos, el hecho á que ellos 
se refieren de hallarse vacío el terreno de la cuestión, en el 
momento en que Ortiz y Herrera tomaron la posesión, queda 
plenamente desvirtuado, por las declaraciones precisas, claras 
y concordantes délos testigos de la demanda de fojas 53 vuelta, 
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83 vuelta y 88, que afirman 4 mí primero H lauco, en seguida 
íííoa y luego Arístides Spont por su encargado Obrarlor y Roy, 
arabos en representación d e Wattman, estuvieron y estaban en 
posesión del turren-., en el que el último hizo construir una 
pieza. 

Que no se ha comprobado por los demandantes la existencia 
del mandato ríe misión en posesión, en la íecuadel 28 de No- 
viembre de 1 808, ni él se explicaría, teniendo en cuenta que 
la justicia no procede entre las sombras, sinó & la luz del dta, 
t ranca y rectamente, 

Que atento té que prescribe el artíc ulo 2472 de] Código Civil, 
es inútil la prueba en .-I naso mb-judice del dereehe de poseer 
por parte del demandante ó demandado. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con el artículo 2494 
del Código Civil, fililí»: haciendo lugar á la demanda, debiendo 
los demandados restituir el inmueble reclamado con todos sus 
accesorios en -I término de 10 días perentorios, con indemni- 
zación al poseedor do todas tas pérdidas ó intereses y las costas 
del juicio Insta el total cumplimiento de la presente, llágase 
saber con el original, y repóngase. d-hii-n-lo devolverse á los 
juzgados de su procedencia los expedientes traídos ñ la vista. 

Saturnino Satvá. 



F*Ho de la Nupr*m» forte 

Buenos Aires, Octubre G de 1900, 

Victos y considerando: (¿ue don Juan Ignacio Garda arrendó 
el terreno á que se refiere la acción deducida ■ n este juicio, en 
virtud de contrato celebrado el nueve de Agosto de mil ocho- 

7. tXXIVItl ü 
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cientos noventa y siet^ con su propietario don Ricardo E. Bla- 
co, según se comprueba en la escritura publica de foja primera. 

Que el arrendatario García cedió á don Julio Watteau los de- 
rechos y acciones que le correspondían por efecto del menciona- 
do contrato de tocación (escritura de foja neis del diedoho de 
Noviembre de mil ochocientos noventa y ocho). 

Que aunque García y su «ucesor Watteftn ocupaban el te- 
rreno por razón de derechos derivados de los mencionados con- 
tratos, lo que hace que la posesión de la cosa en el sentido legal 
radicase en el locador, porque, « el que tiene efectivamente una 
cosa, pero reconociendo en otro la propiedad, es simple tenedor 
y representante de la posesión del propietario, aunque la ocupa- 
ción de la cosa repose sobrtun derecho » (articulo dos mil cua- 
trocientos cincuenta) dos del Código Civil), de modo qne en el 
caso, Blanco y sus sucesores han conservado su posesión por me- 
dio de los locatarios, es de derecho que los demandados no han 
podido ejecutar los actos de despojo qm- sirven de antecede nte á 
esta causa, privando di- propia autoridad al locatario de Inocu- 
pación convenida sitbre el terreno. 

Que la acción de despoja puede intentarse por quien haya te- 
nido la posesionó tenencia de la cosa demandada (artículo tres- 
ciento* veintiocho de la ley de procedimientos) con el objeto de 
que se retdablezca el estado de las co-as anterior á los hechos 
que informan aquella acción. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la seUeneia ape- 
lada de foja ciento cuarenta y ocho, se confirma ésta, con costas. 

Notifícese original, y, repuesto el papel, devuélvase. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA*. 
— OCTAVIO BUNCE. — JUAN E. 

ToiiREyr. 
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Doña Filomena G* de Pacini contra don Alberto £ Mebel 

sobre cobro de alquileres 

Sumario. — Probada la existencia del contrato de tocación 
debe mandarse pagar lo adeudado por razón de alquileres. 

Caso, — Lo explica el 



Fallo «leí Juft federal 

Buenos Aire*, Julio 11 de 1900. 

Vistos estos autos de los que n-sulta: Que don Luis María 
Gomia, en representación do doña FiIoraenaG.de Pacini, se 
presenta entablando demanda contra don Alberto P, Mebul 
por la sama de 440 pesos moneda nacional, que éste adeuda en 
concepto de alquileres por la casa que ocupaba tn la calle Sau 
Juan, número ll48.de propiedad de la demandante. 

Que corrido traslado de la demanda don Alberto P. Mebel, 
no ba hecho uso de éste por io que el actor solicitó y obtuvo se 
diera por decaído el derecho que el demandado ha dejado de 
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Que abierta esta causa a prueba sólo se ha producido ésta 
por parte de! actor y que corre agregada de foja 35 á foja 44 y 
cual consiste en el expediente traído ad effectivn videtltti, en el 
pliego deposiciones de foja 42 y en la carta del demandado de 
foja 39. 

Que citado el mandado Hebel ú objeto de absolver posi- 
ciones este no ha comparecido, por loque el Juzgado las dió 
por absmdtas en su rebeldí », 

I considerando : Que la deuda que se reclama se encuen- 
tra plenamente {nsti'tittftá por la exposición del demandado de 
foja 3, del expediente traído ad effectum videndi ; y *n enya 
exposición manifiéstase conforme < ou el desalojo é hizo entrega 
de las lUtíe-i de la casa. 

Que como j .ene ver*e -n la carta que acompaña el deman- 
dante A foja 39, el demandado lie bel reconoce también el 
, rédito que *e le reclama, proponiendo en ese mismo documento 
un arreta que no pudo llevarse ;í cabo euateneion a la> exiguas 
proposiciones del demandado, 

Qtte el pliego de posiciones de foja42yque se dió poi absuel- 
to al demandado en su rebeldía, complementan de una manera 
clara y terminante la prueba producida por el actor para n- 
clamar el e«ibro de los alquileres que Mebel adeuda y qoe ascien- 
den á la suma de 410 petos moneda nacional. 

Que el artículo 434 del Código de Procedimientos en lo Civil, 
establee que el actor obtendrá lu que pidiere, si fuere justo. 

Que el silencio opuesto a la demanda y demás trámites del 
juicio, importa confesar los hechos alegados por el actor. 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de foja 
50, fallo: que debo condenar, como condeno, ádon Alberto P. 
M.-bid, al pago de la suma de 440 pesoa moneda nacional, con más 
sus intereses desde el día de la demanda, y costas de este juicio, 
deutr.. del término de cinco días. 

DefinítiTamente juzgando, así lo pronuncio en Buenos Aires 
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á los 11 dios riel mes de Julio uño 1900. Repónganse las 
finjas.., 

G. Ferrer. 



rallo de I» Muprema Corte 

Buerm> \tn-s Octubre Ü de 1900. 

Vistos y considerando: Que del espediente agregado, ofre- 
cido como prueba por la parte adora, resulta que el deman- 
dado era locatario de una nasa de propiedad de la deman- 
dante. 

Qiid, además, id demandado no ka contestado la demanda, y 
citado en debida forma para absolver posiciones, no h;t compa- 
recido, debiendo en tal caso 9. r tenido por confeso, de acuerdo 
con ¡o dispuesto en el articulo ciento quince de la ley de Pro- 
cedimientos. 

Que por igual ratón la deuda por alquileres, á que se retiere 
este juicio, resulta debidamente jii*titicad,i. 

Por esto, con arreglo á lo preseripto por el artículo mil qui- 
nientos cincuenta y seis del Código Civil y por los fundamentos 
concordantes de la sentencia apelada de foja cincuenta y ana, se 
confirmo ést¡i, con costas. 

Notifíquese original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BKNJ AII1ÜV PA7., — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUIfGE. — JUAN £, TO- 
itHENT. 



KA LIOS II tí l.A SUI'HEMA CllKTK 



ÍJüíj Francisco Molina Salas contra el Hunco Nacional 
en liquidación; sobre reivindicación y recurso de nulidad 

Sumario. - I o No es nula la sentencia que, haciendo valer 
los fundamentos de hecho filtro de los alegados por las partas 
y las disposiciones legales que el en t t rio del juez conceptúa 
pertinentes y decisiva;;, desecha la arción de manera expresa, 
positiva y precisa, absolviendo en el rodo ¡i la paite deman- 
dada. 

2 o La convención, en virtud de la que id Banco Nacional en- 
trega u iia suma determinada, y acepta en pago de ella un in- 
mueble con obli;;ac.i(tii de su dueño de recuperar iliclio inmueble 
dentro de un plazo, abonando ni Banco lo que adeuue, importa 
un contrata de venta muí pacto di- reventa. 

3 o Cualquiera que sea la interpretación del artículo 10 de la 
ley de creación del Banco Nacional sobre adquisición de bbnes 
raí* s, el con l rato mencionado no puede ser impugnado per el 

■ 

ven ledot y sus sucesores. 

rallo del Juri Federal 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1898. 

Y vistos estes autos cíe los que resulta: Que con fei ha 22 
de Agosto «le 18ÍH don Francisco Molina Salas, invocando su 
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carácter de hijo y heredero de doña Ana Salas de Molina, esposa 
de don Francisco Molina.se presentó judicialmente instauran- 
do demanda ordinaria contra el Banco Nacional, boy en liqui- 
dación, sobre reivindicación de un campo perteneciente n esa 
sucesión situado en la provincia de Entre Ríos, departamento 
deLi Paz, distrito Feliciano, compuesto de 3574 hectáreas y 
una fraccitm, lindando: por el norte con el arroyo Guavquiraró, 
por el sur con VíMarruel, p.-r el este con el arrojo Pereira y 
por el oeste con el arroyo Tapí, campo que posee el tí anco en 
virtud de un acto simulado y nulo otorgado por su señor padre 
y pasado ante el escribano José. Novato en 26 de Febrero de 
1880. 

Que encontrándose insumido)] Francisco Molina y pertene- 
ciendo el referido campo á la sociedad conyugal disuelta por 
muerte de su señora madre Ana Salas de Molina, acudió al 
Banco en uso de su derecho propio en procura de un arreglo sin 
alcanzar resultado favorable, á causa de las exageradas exigen- 
cias de los administradores de ese establecimiento, po¡ ayo mo- 
tivo promueve esta gestión. 

Que los antecedentes del asunto con, tan de la escritura refe- 
rida en la que se expresa que Molina da en pago de una letra 
que en ese acto firma en valoi di 25.000 pesus moneda nacional 
decurso legal el campo que reivindica, cuya propiedad Molina 
queda obligado ¡í recuperar dentro del término de un año pa- 
gando al efecto lo que adeudare al Raneo, lo que acusa su siinu- 



Que esa clausula está muy lejos de ser una venta con parto de 
re troven ta porque no sólo el Banc« no podía especular con la 
compra-venta de inmuebles por prohibírselo sus estatutos sinó 
que clara y terminantemente se exprés* que Molina queda obli- 
gado .i recuperar su propiedad, prévio pago de lo adeudado al 
Banco, siendo desde luego evidente que esa escritura es simulada 
i una venta con pacte retroventa sino un contrato 
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innominado, el cual no da al Banco la propiedad del inmueble, 
por lo que no habiéndose transmitido la propiedad del inmue- 
ble da máítren á su reivindicación. 

Que la acción la funda en el título di- propiedad otorgado á 
favor de don Francisco Molina por el gobierno de Entre Ríos 
en 14 de Enero d- 1885, propiedad adquirida durante la vida de 
su esposa y que habiendo fallecido ésta antes deier sxigible su 
cumplimiento es á su sucesmu á quien deba exigirse m ejecu- 
ción. Que, además, ta sanción del no ciimplinn-utn de i-aa ->bli- 
pación, no e> la pérdida d-- la propiedad siuóque con arreglo al 
artículo 120 del Código de ('mnercio ta .alta oV cumplimiento 
de una * '■ligación sólo da derecho ;í la otra parte ¡i pedirse h- 
compela á cumplirla. 

gue apovado en los artículos '2158 ? H97, 1108 y 955 del ci- 
tado códtgH, pide se n-suelva el asunto condenando al Itanco á 
entregar la posesión del . amp" Vendido cení tuüus sus fruto- \ 
costas del juicio. 

Que evacuando la parte del Banco el traslado conferido, lo 
hace a foja 30 pidiendo el rechazo de la nccion.con cosías. Nlte- 
ga td actor «-n absoluto lorio título para demandar desde que 
cuando Molina contrató tenía perfecta capacidad para hai . rio y 
realizar la operación que motiva el juicio; y aun citando el in- 
mueble filen ganantúiil, él no administrador de la sociedad con- 
yuga] pudo obligarlo (articulo 1276 del misino código); tanto 
más que no ha comprobado su carácter de heredero de su señora 
nuilre. 

Sostiene igualmente que si los estatuto» de Banco prohiben 
especular sobre bienes, inninebies lo ha sirio para evitar la inmo- 
viliza -ion 'le su capital y porque sería contrario al ohjeto de sil 
institución que necesiia tener sitmpre su capital disponible 
para atender á las operucioaes que celebra, pero que esa prohi - 
bición era exclusivamente establecida en beneficio del estabb'- 
ciunenU, pero nunca podrí" desprenderse de ello el derecho del 
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vendedor para solicitar la nulidad de la venta porque ¡sería ir 
contra el espíritu .le la ley que es fie protección para el Banco, 
siendo tan súl o responsables personalmente sus administradores 
por t:U infracción, 

Que tu escritura de la ref< reacia favor. ee al Banco y dead,j 
que ella impon., al vendedor | a obligación de puder recuperar el 
iiunnel.le mi j"T o lo ,1a fu, no Imbu-adul.. henh,., su .1. recho 
quedó irrevocablemente adquirí, lo (artículos 1381, 1182, y 
13ÍH del citado eódig.); rechazando n la ve/ La pretendida simu- 
lación invocada desde que el Banco compró á Molina p.r el pre- 
ciu d*- ^25.000 pe.*., itii>n.-d i nacional el bien en cuestión, como 
lo atestigua Ja misma escritura. 

Finalmente, pide el rechazo de la acción fundado en que id 
demandante jamás ha tenido la posesión ni el dominio del bíen 
que etende reivindicar y ni siquiera menciona ta) tosa ni pre- 
tende haber sM u despojado de esa posesión y dominio y loqu- 
es mas, purqu, .•! Baun, no está ya en posesión de dieho bien por 
habí rio vendido á don Enrique I. Munike en ejercicio de la tV 
cullad acordada par el artículo 7 o de la ley de liquidación actual, 
artículo que importa una ratificación ul acto de adquisición de 
ese bien. 

Quen-cibida la causa á prueba por auto ele foja 38 vuela, se 
produjo la que expresa el eerttlicado de foja 107, habiéndose 
a-re-ado los respetivos alegatos de las parles y llamándose 
autos para sentencia, 

Y considerando: Que siendo el fundamento de la acción de- 
ducida el instrumento público de foja 55, de he ésta ser el punto 
de partida, la base que sirva al Juzgado para poder conocer el 
grado fie precedencia de dicha acción, por ser las convenciones 
que ella contiene la expresión genuina de la voluntad de la* 
partes contratantes, equiparadas en mis efectos ;í los de la ley 
misma: teyem contraerían credit {artículos WWl y 1198 del 
Código Civil); rnimiue si se tiene en cuenta que el demandado 
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ha reconocido la existencia de aquélla, y en lo fundamental, la 
exposición de hechos que contiene la demanda, discrepando tan 
sólo en cuanto ú. la inteligencia y alcance de esa escritura y 
obligaciones que ella impone á los mismos. 

Que el título habilitante del actor, el carácter hereditario in- 
vocado como hijo legítimo de do fui Ana Salas de Molina, ha sido 
evidentemente justificado por el testimonio de declaratoria de 
herederos de foja 16, el cual, con arreglo á derecho, merecí' fé 
plena (artículos 979 y 993 del código citado). Pito no obstante 
la comprobación de psc extremo ¿es procedente la acción reivin- 
dicatoria deducida? Desdi* luego el hecho de no tener el Banco 
la posesión del bien que se pretende reivindicar no es un obstá- 
culo para la procedencia de la acción pues el Bailen tenía esa po- 
sesión en el mo inmuto de iniciarse la acción y al abandonarla, 
enajenando el bien, sabía yo que la acción reivindicutoria había 
sido deducida, por cuya razón no puede ambararse en el hecho de 
de que actualmente no es poseedor (artículo 2785 del Código 
Civil), 

Pero, por otra parle, es evidente que don Francisco Molina a) 
celebrar cou el Banco Nacional el contrata que ha originado es- 
tos ñutos lo ha hecho en su carácter propio y además como re- 
presentante legal déla sociedad conyugal en cuyos condiciones 
ha podido válidamente proceder á la venta del bien que se dice 
pertenecer en común á Molina y su señora esposa. Por tanto, el 
contrato de Toja 55 es válido y constituye la ley de las partes 
(artículos 1276 y 1277 del Código Civin. 

No es suficiente para invalidar dicho acto la disposición del 
artículo 10 de la ley sobre creación del Banco Nacional, según 
el cual el Uanco no puede adquirir bienes raíces sinó para uso 
propio ó en pago de deudas contraídas en favor suyo. En efecto, 
la operación realizada entre el Banco y Molina no constituye 
propiamente una operación de especulación sobre inmuebles que 
es lo que la ley ha entendido prohibir en defensa, precisamente, 
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de los intereses del Banco, ainú un procedimiento indirecto para 
garantizar el cumplimiento de una obligación celebrada por el 
Banco en uso de las facultades qne le son propiaw, pues atenién- 
dose & la intención que debieron tener las p?rtes al celebrar el 
contrato y también i la letra del mismo, el bien enajenada sólo 
quedaba adquirido por el Banco definitivamente en el cuso que 
Molina no cumpliera las obligaciones contraídas, readquiriendo 
éste su propiedad «*i cumplía con ella»; de esto surge el carácter 
del contrato y la intención de las partes al celebrarlo, no siendo 
uno y otra sinó asegurar el pago de un préstamo del Banco, acto» 
perfectamente encuadrado dentro del artículo 10 de la ley de 
creación del Banco, en cuanto autoriza á éste á adquirir bienes 
raíces en pago de deudas; y en to lo caso si alguna nulidad exis- 
tiera, ella no podría ser invocada por la parte de Molina 6 sus 
herederos de acuerdo con los artículos 1047 y 1049 del código 
citado. 

Agrégase en corroboración de lo antes expuesto, que la dispo- 
sición del artículo 10 de la ley de creación del Banco ha sido 
dictada por el legislador teniendo en vista asegurar los intere- 
ses del Banco, y dado ese espíritu de la ley , no sería lógico atri- 
buirle un efecto contrario al que ha tenido f*n vista, cual sería 
en este caso la anulación del contrato celebrado, mucho más 
cuando la parte demandante al pedir esa anulación, no ofrece de 
au lado, cumplir con la obligación de devolver el préstamo reci- 
bido por su causante, y siendo además un principio general en 
materia de interpretación, que en caso de duda debe estarse al 
sentido que favorezca la validez de los contratos y no al que 
conduzca á su anulación por suponerse qne al celebrarlo las par- 
tes han procedido con intención seria y meditada. 

Memas, aun Suponiendo que hubiera cualquiera irregulari- 
dad ó deficiencia en el contratoque ha originado estos autos, ella 
ha sido cubierta por actos posteriores del actual demandante 
don Francisco Molina Salas. 
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En efecto, consta de autos que éste oportunamente tuvo roño* 
oimiento que el Banco, en ejecución de loa derechos que le acor- 
daba el contrato, debía proceder á la venta en remate público de 
la propiedad act ualmonte en litigio, y en esta emergencia pre- 
sentó el escrito de foja 149, pidiendo una prórroga que le per- 
mitiera abonai la cantidad adeudada y recobrar de esta manera 
la propiedad T prórroga qu«> le fué acordada p'»r el directorio itel 
Banco, según se ve al pié del mencionado escrito y que venció 
como han vencido los términos anteriores, sin que los solicitan- 
tes abonaran el importe de la deuda cuyos actos importan acep- 
tar implícitamente y ratificar por lua herederos ahora deman- 
dantes las obligaciones contraídas por su antecesor al señor Mo- 
lina. 

Considerando además: qoe la causal invocada por el deman- 
dante de nulidad del contrato de foja 55, fundada en que el fir- 
mante don Francisco Molina no estalla en e! pleno uso de sus 
facultades al tiempo de Urinaria no ha sido comprobado. Kn efec- 
to, el contrato fué firmado á principios de! año 1889 y loa (loa 
testigos presentados por ul demandante han declarado, uno de 
ellos el doctor Peña, que lo vió :í linea del mismo año, y el otro, 
el doctot Señorada, que prestó j u atención pmlV>i<>nal en el año 
90, cuyas declaraciones en manera alguna justiüeauel hecha de 
que td aerVr Molina no gozara del pleno uso de sn< facultades al 
principio d>d aun 1889, aparte de que la ley dispone, artículos 
140 dgl Código citado, que ninguna persona será habida por de- 
mente sin que la demencia sea préviamente verificada y decla- 
rada [>or juez competente, extremo é>te que tampoco aparece 
justificado. 

Finalmente, que cualquiera que sea la denotninneiou que las 
partes den al contrato celebrado entre Molina v e| [lauco Na- 
cional, sea la de retroben ta ó de reventa es evidente que la ac- 
ción instaurada aun '-uñado pudiera prospernr estaría prescripta 
con arreglo al precepto de los artículos 1381, 1382 y 1391 del 
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mismo cód igi», deade que habiéndose celebrado el contrato en 
['Hueñi de 188Í). La demanda f im ; recién iniciada en Agosto de 
t8D4 esto es T después (V- vencido el plazo máximo de 3 años allí 
fijado. 

Por estos fundamentos y demás concordantes aducidos en los 
escritos de foja 30 y foja 1 10, fallo: no haciendo logar á la de- 
manda ent ibiada por don Francisco Molina Sillas contra el Ban- 
co Nacional, con declaración de que las costas causadas son á 
cargo del demandante. Notifiques© original y repónganse las 
fojas. 

Agustín Uní inar rain. 



falla» de l* Suprema Corte 

Hilaos Aires. Agosto 21 de 1000. 

Vistos y e.iiiftiderandoí Respecto del recurso de nulidad, que 
la aceíou deducida es la de reivindica -ton. t¿ue la sentencia ha- 
ciendo valer los fundamentos de becho dentm de los alegados 
por las partes y las disposiciones legales que el criterio del juez 
iia conceptuado pertinentes y decisivas para \¡i resolución de la 
causa, ba desechado de manera expresa, positiva y precisa di- 
cha acción, absolviendo en el todo a la parte demandada. 

Que, [ior tanto, la citada sentencia llénalas condiciones de 
forma y solemnidad requeridas por el artículo trece de la ley de 
procedimientos, no siendo así impugnable por vicio de nulidad 
con arreglo al artículo doscientos treinta y tres de la misma 
ley. Por ésto, no se hace lugar al mencionado recurso. 

Y e.onsiderundo en cuanta al de apelación : Que según se com- 
prueba por la escritura de foja cincuenta y cinco, don Francisco 
Molina recibió del Banco Nacional la suma de pesos veinticinco 
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mil de curso lega), aceptándose por el Banco en pago de esa 
suma el inmueble ;í que se refiere este pleito. 

Que la convención pura la entrega á Molina de los dineros y 
para la transferencia al Bunoo del campo, se ha realizado en i l 
mismo acto, de suerte que la prestación del uno, ba sido la causa 
de la obligación del otro. 

Que de conformidad a los términos textuales de la citada es- 
crituro, Molina, «en ]i;igo de la expresudu suma «le pesos veinti- 
cinco mil nacionales que le ha entregado el Banco Nacional, le 
transfiere en absoluta propiedad *j dominio» el terruño, etc.» . 

Que atento los términos de la escritura y juzgando eJ caso 
según su mérito, es fuera de duda que Molina se obligó á trans- 
ferir la propiedad de la cosa y recibió por ella un precio cierto 
en dinero, reuniendo así el contrato los elementos característi- 
camente constitutivos del contrato de compra-renta (articulo 
mil trescientos veinte y tres, Codito Civil). 

Que obligándose Molina «á recuperar el inmueble vendido 
dentro del plazo de un año, pagando al Banco Nacional lo que 
adeudare, segon expresa estipulación del contrato, romo se ve en 
la escrituni, quedó formalizado entre las partes el pact t de re- 
venta regido por el artículo inil trescientos sesenta y siete del 
Código Civil, porque no otra cosa importad deber del enajenan- 
te de recuperar la cosa dentro del plazo üe un año, 

Que ese plazo se venció sin que el enajenante recuperase, el 
inmueble f sin que el adquirente usase del derecho de requerír- 
selo, habiéndose vencido también e i las mismas condiciones el 
mayor plazo á que puede llegar la duración del pacto de reventa 
según Jos artículos mil trescientos ochenta y uno y mil tres- 
cientas novi-nla y uno del Código Civil que se hacen valeren la 
sentencia recurrida, y que como ésta lo dice, serían igualmente 
decisivos, si el contrato entre Molina y el Banco hubiera de en- 
tenderle en el sentido de que la estipulación tendiente á volver 
la cosa á poder del enajenante, se hubiera convenido á favor de 
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éste confiriéndole el derecho de recuperar el inmueble y no á 
favor del adquirente para desprenderse de la cosa si no le con- 
venía conservarla. 

Que en eu calidad de instrumento público la escritura de foja 
cincuenta y cinco hace plena fé respecto de las convenciones 
que contiene (artículo novecientos noventa y cuatro del código 



Que el demandante no ha probado que haya sido simulado el 
acto comprobado por dicha escritura, quedando así en pié todo el 
valor jurídico que á ésta corresponde, como medio de comproba- 
ción. 

Que doña Ana Salas de Molina esposa de don Francisco Mo- 
lina, falleció ene) mes de Noviembre de mi' ochocientos ochenta 
y nueve, como ae comprueba por la ptirtida de defunción de foja 
sesenta y tres. 

Que, por consiguiente, cuando en la escritura de f»ja cincuen- 
ta y oinco, de fecha veintiséis de febrero de mil ochocientos 
ochenta y nueve, se dice que el enajenante don Francisco Mo- 
lina era de estado casado,|sc afirmaba un hecho cierto, porque 
uuu vivía su esposa la citada doña Ana. 

Que constando así que el contrato entre Molina y el Banco 
Nacional sr celebró durante el matrimonio del demandante, y 
siendo un hecho fuera de cuestión, por reconocerlo las partes y 
estar acreditado además por Jos elementos de prueba, que ei in- 
mueble que MoMnu transfería a favor del Banco fué adquirido 
durante ese mntrimonio, es de toda evidencia que Molina pudo 
enajenarlo válidamente sin concurso alguno de su esposa, se- 
gún lo establece la sentencia recurrida (artículo mil doscientos 
setenta y siete). 

Que cualquiera que aea la interpretación del artículo diez de 
la ley de creación del Banco Nacional , cuando dice que éste * no 
podrá adquirir bienes raíces sinó aquellos que sean absoluta- 
mente necesarios para su propio negocio» y cualesquiera que 
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Bean loa derechos que el establecimiento hubiera podido hacer 
valer contra el acto de adquisición que motiva esta causa y que 
ha confirmado su dirección artual por hechor ulteriores, es tam- 
bién cierto como lo observa el inferir, que Molina, su esposa y 
«us sucesores mu pueden impugnarlo con éxito. 

Que es verdad que el demandante no ha acreditado la insania 
del enajenante don Frane.íscn Molina, alegada por aquél con el 
propósito de anular el contrato. 

Pur est*> y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento sesenta y siete, su confirma ésta, con costas, Nott- 
ffquese original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BLNJAMIK PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNCK, — JUAN E. TO- 
RBJUtT. 



c ausa mxti.vi 



Criminal, por defraudación de dntcros fiscales, contra 
don Juan Mías Itonnenuusun ; sobre competencia 

Sumario.— Corresponde á los tribunales federales de la Ca- 
pital conocer de la defraudación de dineros fiscales que se dice 
cometida en hacer figurar cuino abonadas pur el imputado 
partidas no pagadas por él en la rendición de cuentas presenta- 
da á la Contaduría general de la nación. 



DI JUSTICIA NACIONAL 

el 



La PUU, Abril 6 de 1900. 

ViitOfiLa contienda de competencia por inhibitoria que 
promueve el señor Juan E, Bonnemaisou, diciendo que ante el 
señor juez federal de Santa Fé, » le sigue juicio, por supuesta 
defraudación de caudales públicos, con motivo del cargo que 
tuvo de director de las Obras de dragado en loa puertos del 
río Paraná, imputándosele haber presentado en sus cuentas de 
descargo, cuentas ya pagadas por un señor Wiengreia, miembro 
de la comisión administradora de las Obra* del Puerto de San 
Nicolás de los Arroyos, y que habiéndose producido los hechos 
en nn punto de la jurisdicción de esta provincia, es ¿este Jui- 
gado á quien le compete entender en el asunto. 

T considerando: i» Que tratándose de delitos, el juez compe- 
tente para conocer en la causa que se promueva para su jai- 
gamiento, es el del territorio donde se comete. 

2* Que et delito de defraudación que se atribuye al señor 
Bonuemaison no se podría cometer cuando ae ejecutaron las 
obras que han motivado las cuentas que ,dan Jugar a este jui- 
cio, oí cuando las pagó el señor Wiongrein, sino cuando aquél 
presentó sus cuentas para obtener el descargo de ios dineros 
recibidos de la nación, entre las cuales, se dice, figuran cuen- 
tas ya pagadas por el último. 

3* Qne no habiéndose producido la presentación de dichas 
cuentas en territorio de la provincia de Buenos Aires, jurisdic- 
ción del proveyente, no puede ser competente para entender en 
la defraudaoion que se dice cometida por ese aoto. 
4» Que haciéndose consistir el delito en el hecho de presentar 
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el señor uonnemaison las cuentas como pagadas por él a ta 
Contaduría General en la Capital Federal, en las cuales figuran 
las de fojas 39 á 53, que lo lian sido por loa señores Wiengrein 
y compañía, según li> expreBa el señor Fiscal va su acusación 
transcripta en el olicio de foja 6, 9* evidente que el delito se ha- 
bía cometido, en caso de existir, en la Capital Federal y no on 
jurisdicción del proveyente. 

Por tanto, no se hace lugar a" la competencia por inhibiror ia 
y se declara este Juzgado incompetente, llágase saher al se- 
ñor juez federal del Rosario de Santa Fé, por oficio, ron trans- 
cripción de este auto. Repónganse los sMIos. 

Isaac Godoy. 




VI&TA DEL SBROK PROCURADOR, GENERAL 

Huenos Aires, Hayo 2 de 1900. 

Suprema Corte : 

Ks al juez del lugar en que se ha cometido el delito que co- 
rresponde, la jurisdicción para juzgarlo, Y para determinar su 
competencia, se tendrá en cuenta, prescribe el artículo 34 del 
Código de Procedimientos Penal, no sólo la naturaleza del de- 
lito, siuó también las circunstancias especiales en que se haya 
producido. 

Con su jet ion á aquellas prescripciones legales, corresponde 
ante omnia, investigar la naturaleza y el lugar de la ejecu- 
ción del delito imputado al ingeniero BonnemaUon. 

El procesado expresa ai respecto á foja % que tiempo des- 
pués de renunciado el e.argoy aprobadas sus cuentas por la au- 
toridad nacional de quien dependía, surge la cuestión sub- 
judice, por supuesta defraudación al Fisco con motivo de aque- 
lla rendición de cuentas. 
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T Unto el procurador fiscal como el señor juez de la sección 
del Roaario, reconocen á foja 10, que hay mérito legal para 
considerar al señor Juan Elias Bonnemaison autor del delito de 
apropiación de cándala públicos, previno y penado por el ar- 
tículo 83 de la ley nacional de 14 de Setiembre de 1863. Esa 
ley, en efecto, prescribe, que el qiu- emplee fraudes por apro- 
piarse dineros públicos, ó qut cobre al gobierno cuentas falsas ó 
fraudulentas payará... etc. 

No resulta de los antecedentes relacionados y demás constan- 
cias en autos, que la defraudación proceda de hecho en las obras, 
ni durante las obras del dragado, en los puertos de San Nicolás] 
ó el Icario p arailá . Lo qu(1 constjtüye e| (ldHo ¡npilUdW( goi j 

los techos consumados después de terminada la misión del in- 
geniero inspector con motivo déla rendición de cuentas. Esos 
hechos consisten en la introducción de partidas pagadas por 
otros al rendir la cuenta ante la Contaduría general de la na~ 
cion, se producen aquí en la Capital Federal, donde se enoon- 
traba el procesado y donde tiene su asiento el gobierno federal 
y la olicioi de contabilidad nacional. 

El hecho no consiste en defraudación en las obras, materia- 
les ó medios de ejecución, contra las que no aparece reclamo 
alguno. 

Procede de ia repetición de partidas que se dicen falsas, en 
la cuenta presentada y aceptada aquí en las oficinas nacionales 
de la Capital. Es, pues, la imputación de! delito previsto y pe- 
nado en el artículo 82 de la ley sobre crímenes conrra la nación, 
qneetiüina directamente de la cuenta presentada en la Capital] 
que es el lugar donde se baejecutado y donde debe ser juzgado 
y penado si resulta criminal. Porello, adhiriendo á los fun- 
damentos y conclusiones del auto recorrido de foja 47, pidoá 
T. E. se sirva coiilirmarlo por aus fundamentos. 



Sabiniano AVer. 
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Fallo 4* im Hiprcm €•■*«■ 

Buenos Aires, Octubre 6 de 1900. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador genera) j por tos fundamentos concordantes del 
«oto reourrido de foja cuarenta y siete, se confirma éste, de- 
clarándose que el conocimiento de esta causa corresponde al 
juez federal en lo criminal de esta Capital. Remítansele, en 
consecuencia, los autos, á los efectos que hubiere logar, avisán- 
dose por oficio á los jueces de sección déla provincia de Buenos 
Aires y de la de Santa Fé. 

BENJAMIN PAl. — A URL BATA*. — 
OCTAVIO BVNGE. — JUAH E. TO- 

RMirr. 



«JACHA 1i'IXi\XII 

Criminal contra don Juan Elias lionnematson; sobre e.ttradicion 

* 

Sumario. — No procede la extradición, si se lia declarado que 
el juez requirente no tiene jurisdicción para conocer en la 
causa que motiva el pedido. 

Caso. — X/O expira la 
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Señor Juez : 



VISTA DEL PROCURADOR HSCaL 

Buenoi Aires, Octubre de 1899, 



Creo que V. S. no puede ni debe tomar en atienta ¡a oues- 
tioD sobre jurisdicción que ae levanta por el reclamado, puea ea 
completamente extemporánea» tratándose, como se trata, del 
diligenciamiento de un exhorto, acto que esta bien determina- 
do | caracterizado por la ley. Según consta de autos, los re- 
quisitos y circunstancias á que se refieren los artículos 675 y 
siguientes del Código de Procedimientos Penal, están perfecta- 
mente satisfechos los primeros y justificados los aeguodos, es- 
tando V. S. obligado, en consecuencia, y según el artículo 076, 
á la remisión del reclamado. La cuestión de jurisdicción puede 
y debe ser interpuesta ante el juex del Rosario y ante ?. S., 
no como incidente en el presente caso, sinó únicamente en la 
manera que lo establee** la 'ey cuando se trata de las contien- 
das ó cuestiones de competencia (artículo 43 y siguientes del 
Código Penal), 

Sin embargo, teniendo en cuenta el que suscriba lo expues- 
to por el reclamado sobre la enfermedad que le aqueja, hice la 
manifestación de foja H vuelta, los médico» Acuña y Pacheco 
se expidieron ex presando que la dolencia del requerido no era 
obstáculo ásu remisión y V. S., teniendo presente la nueva 
solicitud, ha ordenado sea nuevamente reconocido, por losdoo- 
tures Pueblas y Alba Carreras; del díotámen de estos faculta- 
tivos depende el conocer de una manera clara si el requerido 
está en condiciones de ser remitido al Rosario inmediatamente 
ó dentro de algún tiempo ; ene) primer caso, V. S. debe or- 
denar la inmediata remisión , de acuerdo con el citado artículo 
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676, y en el segundo, tomar en cuenta lo que resulte del infor- 
me de loa facultativos, para demorar el diligenciaraiento del 
exhorto de qiu- se trata. 

J. fíotct. 



Fallo del Juei Federal 

Buenos Aires, Diciembre i de 1889. 

Y vistos : Por las consideraciones que aduce el señor procu- 
rador lUeul en su vista de foja 24, y atento lu dispuesto en los 
artículos 46 y 46 del Código de Procedimientos en materia cri- 
minal, no ha Jugar á lo solicitado en el escrito de foja 19, y 
habiéndose llenado los requisitos exigidos por el artículo 675 
del código citadn y constatada la identidad de) requirido en la 
forma que determina el artículo 676 del mismo código, acuér- 
dase la «tradición de don Juan Elias Bonnemaison. Kn conse- 
cuencia, devuélvanle estas actuaciones al Juzgado de su proce- 
dencia por intermedio del Ministerio de justicia, á cuya dispo- 
sición »erá puesio el detenido á los afectos consiguientes* 
librándose p) oficio de estilo, 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Febrero U de 1900. 

Suprema Corte : 

La extradición acordada en el auto recurrido de foja 42, re- 
sulta procedente ante las constancias del exhorto de foja \ y 
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las prescripciones de los artículos 675 y 676 del Código de 
Procedimientos en lo criminal . 

La excepción opuesta á foja 19 sobre incompetencia de juris- 
dicción del juez requireute, no es discutible en este incidente, 
atentas las acertadas observaciones de ¡a vista fiscal de foja £4 
que ruego á V, E. se sirva haber por reproducidas para evitar 
repeticiones. 

En su mt' rito, pienso que corresponde la confirmación por 
sus fundamentos, del auto recurrido de foja 42, que solicito 
de V. E. 

Sab i titano Kier. 



rallo de I* Kuprema Corle 

bu»*nos Aires, Octubre ti de 1900. 

Vistos : Habiéndose resuello en la fecha que el conoci- 
miento de la causa á que se refiere este expediente, no corres- 
ponde al juez de la sección de Santa Fé ainó al de la capital 
de la República, se revoca el auto apelado de foja cuarenta y 
dos, declarándose no haber lugar » la extradición pedida por 
el primero de dichos jueces, Hágase saber con el original y de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO DUHCE. — JOAN », TO- 
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< AUNA 4< < 



Don Manuel J. Malimann contra don Benigno Soianilta, por 
cobro de pesos; sobre presentación de un documento adultera- 
do y competencia* 

Sumario. — Corresponde A la justicia nacional el conoci- 
miento del delito de falsedad cometido en la presentación de 
un documento adulterado ante el Jtugadu federal en asunto de 
su competencia. 

Caso. — Habiéndose presentado en el acto de lus declaracio- 
nes de un testigo, un documento pmado con alteraciones ensu 
texto, la ¡jarte Mallmann dijo que habla elementos bastantes para 
instruir uti proceso criminal por delitos de carácter publico 
ante autoridad nacional y, por tanto, de competencia del Jui- 
gado. Solicitó que, sin perjuicio de las acciones que deducirá, 
se instruya el sumario respectivo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez : 

La denuncia hecha por el procurador Ramos á foja 01 , se re- 
fiere á una falta ó delito, si lo hubiera, cuyo juzgamiento no 
corresponde ála justicia federal. 




En la designación que se hace en el artículo 3% inciso 8\ no 
se halla comprendido el delito que se denuncia (ley fie 14 de Se- 
tiembre de 1863) sobre jurisdicción y competencia de loa tribu- 
nales nacionales. 

En consecuencia, este 'ministerio se considera sin persone- 
ría para proceder de oficio. 



Vistos y considerando : I o Que el documento de fojal ha sido 
presentad^ con las t-nmendaturas no sal?ad¡is en el juicio eje- 
cutivo número 3780, seguido por don Manuel J. Mallmaan 
contra don Benigno Solanilla. 

2° Que el motivo de la solicitud de foja 6, pidiendo la forma- 
ción de proceso criminal por defraudaciuo, no es otro qne las re- 
feridas enmendaturas, anteriores é la preseutai-ion de dicho do- 
cumento en calidad de prueba. 

3 o Que esa prueba ha sido declarada inoficiosa en la caus* 
respectiva (sentencia de foja 64, expediente número 3780). 

4 o Que la jurisdicción criminal de los jueces federales debe 
i. terpretarse restrictivamente, y está reducida á los delitos que 
por afectar ;i la nación, se ha atribuido su juzgamiento á los 
tribunales nacionales, ú á los delitos comunes cometidos en los 
lugares en qne el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva 
jurisdicción (artículos 2« y 3 o , ley de 14 de setiembre de 1863 
sobre jurisdicción y competencia y Fallos de la Suprema Corte 
Federal, serie 2*, tomo 18, página 143). 




*Rll« üfl J 



Federal 



Mendoza, Noviembre 11 de 189ü. 
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5 o Que el logar de) delito es la fuente primera (lela jurisdic- 
ción en materia criminal (Füllos citados, serie 2», tomo 15, 
página 460). 

6° Que según el artículo 65 de la ley nocional de 14 de Se- 
tiembre de 1883, designando los crímenes nacionales, se dá este 
carácter á las falsedades cometidas en documento público ú ofi- 
cial ó en el que se hubiese presentado 6 introducido en las ofi- 
cinas de La Nación, ó en letra de cambio ú otra clase de docu- 
mento» mercantiles. Concordando esta disposición con los prin- 
cipios que rigen la competencia de la justicia nacional, debe 
entenderse que si se trata de un delito común, como es la false- 
dad en un documento particular» que en nada interesa á la na- 
ción ó á sus rentas, sólo el lugar de la Comisión del delito esta- 
blecería la competencia del Juzgado, si fuera de aquellos en 
que el gobierno nacional tiene absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción. Cuando la ley habla de las falsedades, designadas en el 
artículo 64, cometidas en documentos publieosú oficiales, letra 
de cambio ú otra clase de documentos mercantiles, presentados 
ó introducidos en las oleínas de la nación, no puede haberse 
referido, sino al caso en que la falsedad se lia producido des- 
pués de su presentación ó introducción en la oficina de la nación. 
No habiendo duda de que la falsedad, si la hubo, fué cometida 
antes de la presentación en juicio, el fuero federal no corres- 
ponde para el jir/g.tmiento del hecho. Aunque se trate de hacer- 
lo valer en juicio, el documento no se ha alterada después de 
su presentación ó introducción, que es lo que establecería el lu- 
gar en que el hecho se realizó, determinando la jurisdicción 
excepcional sólo bajo este concepto, t desde luego que por otras 
razones no correspondería. 

El interesado no sostiene que ul documento de fojal se 
haya alterado después de agregado al expediente ; por el con- 
trario, sábese que se presentó en la forma en que se encuen- 
tra. 
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7° Que sólo sería de la competencia del Juzgado la acción 
de nulidad, por m haberse salvado antea de la fírmalas enmenda- 
turaa del texto del documento (Fallos de la Suprema Corte 
serie 2 a , tomo 8 a , página 7) ; 

8* Que de consiguiente, no siendo el caso de que intervenga 
la justicia nacional por la naturaleia del documento, no Jo es 
tampoco por el lugar en que la infracción se habría cometido, 
en caso de existir (Fallos de ía Suprema Corte, serie \\ tomo 9»! 
pápina 474) ; 

Por tanto, no se hace lugar á la revocatoria de foja 8 res- 
pecto del decreto de foja 7 vuelta, y se concede la apelaron 
subsidiaria en relación y en arabos efectos, elévensfl los autos á 
la Suprema Corte baj.i certificado á costs del apelante y con 

emplazamiento de 20 tilas para mejorar el recurso, Híigase sa- 
ber cotí el original. 

Severo ti. del Campillo. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corle : BueMÍ ^ Didcrabrtí 11 (,e l896 " 

De acuerdo con lo expuesto por el procurador fiscal á foja 7, 
y los considerandos del auto del setlor juez federal de foja i& ; 
pido i V. E, se sirva confirmar el que motivad recurso traído 
ante V. E, corriente á foja 7 vuelta, 

Sabiniano Kier. 
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VmUm úm la Supwm» Carte 

Buenos Aires, Octubre 6 de 1900. 

é 

Vistos'y considerando : Qa« por'el escrito de foja seis se soli- 
cita la formación de un proceso para la averiguación y castigo 
del delito que se dice cometido por la adulteración del docu- 
mento de foja primera. 

Que este documento ha sido presentado ante el Juzgado federal 
de Mendoiu en asunto de su competencia, y aunque fuese cierto 
que la adulteración denunciada se liaya realizado antes de su 
presentación en el juicio, ella no sería entoncesjin delito, desde 
que no afectaba ningún derecho de tercero y no podía por esto 
caer bajo la sanción de ta legislación penal, lo que sólo Tiene á 
suceder, desde el momento que se presenta 6 introduce al juz- 
gado, haciéndola valer delictuosamente. 

Que,eti consecuencia, si hubiere delito, esle debe entenderse 
cometido en las olici .ias del juzgado federal de Mendoza. 

Que con arreglo al articulo tercero, inci so cuarto, de la ley de 
jurisdicción y competencia de los tribunales federales y al artí- 
ouloVeintitres, inciso coarto, del Código de Procedimientos en lo 
criminal. l<is jueces de sección son competentes para conocer de 
loa delitos de toda especieque se cometan en lugares ó estable- 
cimientos donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclu- 
siva jurisdicción, entre los que se halla co mprendido el lugar 
donde ejercen sus funciones los jueces federales. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con la jurisprudencia de 
esta Suprema Corte en casos sinólogos se revoca el auto apela- 
do de foja siete vuelta y se declara que el inferior tiene jurisdic- 
ción para conocer y proceder sobre la denuncia de foja seis, y de- 
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vuélvansele los autos a los efectos que hubiese lagar, debiendo 
ante él reponerse los sellos. Nottffqnese con el origina!. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO SUN GE. — JUAN E . TO- 
MA INT. 



CAIIMA CCCJLXJK XIV 



(Jwen y compañía, contra Carlomayno hermanos, por devolu- 
ción de pesos; sobre condenación en cosías y apelación 




Sumario. — No es apelable la condenación en costaB, ai no lo 
es el anto que la contiene. 

Caso. — Lo explica el siguiente escrito : 

Suprema Corte: Tomás B. Holway, por los señores Owen y 
compañía, en la demanda promovida contra los señores Curio- 
magno hermanos, sobre devolución de pesos, á V. E. digo: 

Que el Juez de Sección me ba denegad o con toda injusticia 
(doctor Ferrer, secretaría de Amara) la apelación que deduje 
de la parte relativa de un auto que condenaba en costas á mi 
mandante,, sin razón legal ni motivo aprecíable. 



'HSHHÜHHHHH^HB^^^HIHHHMi 




toa 
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Sucede que la contrapaite solicitó que mi mandante exhibiera 
el contrato social, y el juez habiendo ordenado esa exhibición, 
yo me opuse á ella por tratarse de uua diligencia de pTueba qne 
yo no debía suministrar y que era innecesaria, puesto que ese 
contrato era mencionado en el poder ú mi furor que obra en autos, 
en cuyo caso podía pedir directamente testimonio si así lo desea- 
ba, ain que yo pudiera impedirlo, y luego, además, porque con 
conocimiento del mandato á mj favor y del contrato á que hace 
mérit", el demandado se entendió conmigo y contrató á ta par, 

VA Juzgado resolvió la oposición ordenando la exhibición del 
contrato, con cortas, y si bien no be podido recurrir ante V. E. 
■le la resolución, por no haber interpuesto conjuntamente con 
lu de reposición que solicité, apelación para ante V. £. no ha po- 
dido negárseme el recurso que deduje y que concreté, en órden 
de la condenación en costas, que es incomprensible, ilegal é 
inmerecida. 

Recurro por con secuencia de hecho para ante V. E. pidiendo 
que se ordene la remisión de los autos, se declare mal denegada 
la apelación y se de je sin efecto tu expresada condenación en 
costas. 

Es justicia, etc. 



Vistas en el acuerdo y considerando: Que según resulta de la 
propia exposición de la parte, el inferior le ha impuesto las 
costas del incidente de revocatoria promovido por la misma, al 
resolver dicho incidente: 




rallo de ka 




Dueños Aires, Octubre fi de 1900. 
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Qoe interpuesta apelación tan sólo por la condenación en 
costas, el inferior le negú dicho recurso, por to que ocurre de 
hecho ante este Tribunal. 

Que no siendo la materia principal del auto que contiene la 
condenación en costas susceptible del recurso de apelación, 
atento lo dispuesto en el artículo doscientos cinco de la ley de 
Procedimientos, como lo reconoce el mismo recurrente, mal 
puede serlo las condonaciones accesorias que ese auto contiene, 
cumo ser la condenación en costas, pues lo accesorio sigue la 
suerte de lo principal. 
Por esto, no ha lugar a] recurso deducido. Notiffqneae origi- 



Doña Efisa /*. de Whitaker ctmtra la empresa Uct Ferrocarril 



Sumario. — No procede la demanda por daños j perjui- 
cios emergentes de cuasidelito, si no se ha probado sn exis- 
tencia real. 




BENJAMIN PAi. — AB£t. BAZAN, — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN fc. TO- 
RRENT. 
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Caio. — Lo explica el 



F»tl» del Juex fr>rf«rnl 

Buenos Aires, Hayo 17 de 1899, 

¥ vistos: para sentencia estos autos, de Jos qae resulta: 
Que el doctor Narciso Sosa, invocando la representación legal 
do doña Elisa Pratt de Whitaker, se presentó á foja 3, manifes- 
tando: que promovía demanda sobre indemnización de daños y 
perjuicios contra la empresa del Ferrocarril del Sud por la muer- 
te del bijo de su mandante Jorge Whitaker, ocurrida en e) par- 
tido de Brandzen, provincia de Buenos Aires, el día 49 de Oc- 
tubre de 4834. 

En la referida fecha, el hijo de su instituyente se inarcha- 
ba de Brandxeu al pueblo de Chascoruús, por el tren de las 8 y 
30 a. ni,; momentos untes de tomarlo, conversaba con un em- 
pleado de dicha estación y varios amigos, significándole de 
pronto el primero, que poco tiempo le quedaba para emprender 
el viaje, é indicóle la conveniencia de que fuera á tomar café, 
mientras él le traía una canasta y una guitarra que le diera á 
guardar j que conservaba en su oficina. Así las cosas, Whita- 
ker fué advertido de pronto, que el convoy que debía partir, 
comenzaba á marchar, por lo cual se decidió ácru2ar la vía para 
irlo a tomar. 

Con la vista lija en el tren, que apenas se movía, sin sentir 
silbato alguno que demostrara la aproximación de otro alguno, 
pufs, ni era lo presumible, ni meuos tu permitido, atravesó la 
linea, siendo en ese instante atropellado por el tren número 7 
que venía en dirección á esta ciudad. 

De este hecho es perfectamente responsable la empresa. La 
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estaciou donde el accidente ocurrió, dispone da vías bastantes 
para que pueda efectuarse el cruce de dos trenes. El conductor 
de la locomotora que arrastraba el convoy con rumbo á cata ciu- 
dad, vió el tren que iba á salir en dirección opuesta á la quo 
traía, j pudo distinguir que él se ponía en movimiento, sabien- 
do desde ese momento que no leerá lícito entrar en la estación 
mientras no hubiera sido el otro despachado totalmente, con 
arreglo á los reglamentos de la empresa, sin aviso previo' des- 
cuidando dar el silbato de anuncio, sin que el otro tren hubiera 
desalojado la estación, y sinq.ie el jefe de ésta hubiera ordena- 
do hacer la señal de entrada, siguió adelante con una velocidad 
de marcha ordinaria, sin reparar siquiera que debía detenerse 
allí. 

Whitaker, que concluía de hablar con el jefe de la estación y 
vanos otros, al apercibirse de la salida de su tren se apresuró 
a tunarlo, jen medio del camino quedo destrozado. 

Jóven, apenas de 23 años, inteligente, activo y emprendedor 
era el sosteu de su señora madr- y de su familia, y en la época 
en que murió, ya disponía de algunos bienes, aunque reducidos 
quedando aquella privada de todo auxilio; por todo lo que re- 
clama una indemnización que estima en 100.000 pesos moneda 
nacional. 

Qaedoji Jesns A. Tenorio, por el Ferroearril del Sud, se pre- 
sentó á foja 36, evacuando al traslado conferido, y exponiendo- 
Que en su oportunidad pide se rechase la demanda, con coatas, á 
mérito de los siguientes fundamentos. 

Que Whitaker, de quien se dice madre la reclamante era em- 
pleado subalterno de la empresa que representa, desempeñando 
las funciones de auxiliar en ta estación Guerrero. Había obte- 
nido hcencia para ir A , La Plata» y mientras volvía á incor- 
porarse de nuevo á su trabajo, sucedió en la estación Brandíen 
el accidente que causó su muerte, y cuyo hecho pasó en los tér- 
minos que dice la demanda, excepción de la falta de silbato del 

T. UUVMI, ^ 
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tren que entraba, y do donde resulta la evidente inculpabilidad 
de la empresa? la temeridad é imprudencia del desgraciado jo- 
ven, ext remos ésto* que resultarán comprobados en su oportuni- 
dad ; limitándose desde, luego ■■ declinar de toda responsabili- 
dad á la compañía, y ncgni.no las demás afirmaciones de la de- 
manda. 

Qut; dadoa esos antecedentes, es de aplicación la disposi- ion 
del artículo 1111 del Código Civil; pero aún suponiendo que esa 
muerte pueda serle imputada $ aquella, dada la humilde posi- 
ción déla víctima, impugna por exagerado el valor de la indem- 
nización, que n:> autoriza á la demandante á enriquecerse coji la 

muerte de su hijo. 

Que recibida la causa á prueba, por decreto de Coja 38 vuelta, 
se ha producido la que expresa el certificado del señor secreta- 
rio, de foja 84, habiéndose agregado los ftlegatosde las partes, y 
llamados.' autos, quedando la cansa en estado de dictarse este 
pronunciamiento. 

í considerando: Que el certilieado de foja 52, expedido en 
virtud de mandato judicial, comprueba evidentemente el carác- 
ter invocado por la actora, de ser madre legítima de Jorge 
Whitafcer, y con ella queda reconocida sn personería legal para 
accionaren juicio; personería que, por otra parte, no puede ofre- 
cer dificultad eu ser reconocida, desde que ha sido expresamente 
aceptada por el demandado en su escrito de alegato de bien 
probüdo. 

Que habiendo el Juxgado reservado paro esta oportunidad, su 
pronunciamiento sobre el grado de procede.m ia de las diligen- 
cias probar-ñas encomendadas á las autoridades <)<> la provincia 
de Buenos Aires, haciéndolo hoy, resuelve, desestimar en abso- 
luto la prueba testimonial agregada á foja 62 y foja «3, por mo- 
tivo de los fundamentos legales aducidos en el escrito de foja 
HH, y en especial, por razón de lo informado á foja 84, por el 
juez de Paz de Brandan, y con cuyo informe se demuestra que 
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la prueba ofrecida no se recibid oportunamente, por omiBion ó 
negligencia imputable ú la parte adora, la que no sólo no com- 
pareció: á la audiencia sertulada, pero ni siquiera presentó los 
interrogatorios para que á su tenor fueran examinados los testi- 
gos citados, y que habían concurrido á los efectos de prestar 
declaración. 

Que la empresa demandada está conteste en reconocer el ae« i- 1 
dente ferroviario que motivo la muerte ríe Jorge Whituker, pe- 
ro declina de toda responsabilidad legal por razón de ella, á 
causa de sostener que el accidente produjo exclusivamente 
por imprudencia d< la propia víctima. 

ijuh planteada la cuestión en ta] forma, y con los anteceden- 
tes que arrojan la demanda y contestación, es indudable que la 
empresa debió justificar su afirmación, desde que, con arreglo al 
¡icifpite 2" del artículo 55 de la lej número Ü873, en caso de ac- 
cidentes, h- imcube á ella probar que el daño resulta de caso 
fortuito o fuerza mayor, justificación que n<> existe, como debió 
serlo | ofreció probarla. 

Y si bien de Jos términos propios del escrito de demanda 
puede desprenderse é inferirse con propiedad que Whituker co- 
metió una verdadera imprudencia al pretender atravesar la vía 
par:i tomar el tren que se ponía en movimiento en dirección al 
lugar de su destino, contraviniendo así el artículo 55 de la ley 
nacional de ferrocarriles, y jos articula 125 y U6 del regla- 
mento pan los mismos, también no es minos «jacto, que la en- 
trada de la máquina número 74 del tren número 26 á la estación 
Bran-lzein y que causó esa muerie, se op< ró en contravención 
llagrunte n los reglamentos d<* 1 1 misma, que no permite que 
en estaciones con una sola vía principal y una vía auxiliar, de 
cruzamiento, se reciba el tren descendente situado en la vía au- 
xiliar, hasta que la vía principal haya recuperado la libertad de 
su perfil máximo d<- tren rodante, — como lo dice el informe de, 
foja 50 expedido por el presidente del Departamento de ipgenie- 
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roa nacionales. Por tanto en tul situación, eu tal conflicto de 
deberes, debe en justicia imperar necesariamente la responsa- 
bilidad del demandado, no sólo por razón de la naturaleza y ex- 
tensión de responsabilidad de ambas infracciones, sinó, y mur 
principalmente, porque ellas no son ni legal mente pueden ser 
compensables, desde que la de la empresa fué" la verdadera 
causa productora? enciente del accidente que causó esa muerte; 
muerte que jamás hubiera podido eiistir, á no haber mediado 
la grave imprudencia de permitir la entrada de eso tren, mando 
la vía ocupada por el otro que partía en dirección opuesta aún 
no había recuperado la libertad de su perfil máximo de tren ro- 
dante, y también, porque cuanto mayor es el deber de obrar 
con prudencia y pleno conocimiento de las rosas mayor será la 
obligación que resulte de las consecuencias posibles de los he- 
chos (artículo 902 del Código Civil) y finalmente, porque como 
lo dice AubryyRau, párrafo 4*6, cuando ha habido falta, tanto 
de parte del autor de un hecho, gomo de partede aquel á quien 
este hecho ha causado un daño, la cuestión de saber si hay lu- 
gar ¡i responsabilidad y La determinación de la partea quien es 
debida la indemnización, quedan librados al criterio judicial. 

Que cualquiera que fuese el mérito que arrojare el sumario 
instruido por las autoridades de Jirandztu, con ocasión de la 
muerte de Whitaker, así como el sobreseimiento pronunciado á 
foja 30 vuelta, ello no puede teñe: influencia alguna en el re- 
saltado definitivo de la actual demanda, desde que en ésta y por 
ios trámites y solemnidades de ley, se ha justificado suficiente- 
mente la culpabilidad legal de la empresa demandada, y por 
consecuencia, su responsabilidad civil Huye lógica y necesaria- 
mente del artículo 9i de la ley numero 2873, y de 'os artículos 
i 109 y 1113del Uódigo Civil, que disponen, que todo el que eje- 
cuta un hecho que por su culpa ó negligencia, ocasiono uu daño 
á otro, está obligado á la reparación del perjuicio, y que ésta 
obligación se extiende á los daños que causaren los que están 
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bajo su dependencia, ú por las cosas de que se sirve, ó que tie- 
nen á su cuidado. 

Que establecida ta responsabilidad del demandado, correspon- 
de fijar el quantum del perjuicio recibido por la demandante con 
ocasión de la muerte de su hijo Jorge, joven de 23 años (par- 
tida de foja 29 del expediente agregado), inteligente, activo y 
trabajador y sosten de su familia (extremos tío desconocidos) ; 
teniendo en cuenta esos antecedentes, así como lo que debió 
gastarse en entierro y luto para au familia, el tribunal, ejerci- 
tando la facultad discrecional acordada por los artículos 1083 y 
1084 de! Código Civil, fija la suma de 12,000 pesos moneda na- 
cional legal por toda imi«mniiacion de perjuicios con ocasión 
de esa muerte. 

Por estos fundamentos y demátj concordantes aducidos en el 
alegato del actor, definitivamente juzgando, fallo: condenan- 
do á la empresa di 1 Ferrocarril del Suri ¡í satisfacer á doga Elisa 
Pratr de Whitaker, dentro de diez días de ejecutoriada ésta re- 
solución, la cantidad de 12.000 pesos moneda nacional legal, i n 
que se fija el perjuicio recibido con motivo de la muerte de su 
hijo Jorge Whitaker, producida por un tren de dicha empresa, 
con costas al vencida. 

Notifíqnese con el original y repónganse los sellos. 

Agustín t'rdmarrain. 



Valí» de I» Suprema Certe 

Buenos AJres, Octubre 9 de 1900. 

Vistos y considerando: Que á consecuencia del accidente 
acaecido el veintinueve de Octubre de mil ochocientos noventa 
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y cuatro, que ocasionó la muerte de Jorge Whitaker, de veinti- 
trés años de edad, doña Elisa P, de Whitaker, madre de éste, 
demanda á la empresa del Ferrocarril del Sud por los daños y 
perjuicios que ese hecho le ha causado, pidiendo se condene A 
dicha empreBa ni pago de aquéllos, con más las costas del juicio. 

Que Ja demandante básala responsabilidad do la empresa de- 
mandada en la culpa ó negligencia que atribuye á los emplea- 
dos de la misma, por haber omitido el tren los silbatos regla- 
mentarios y haber entrado ala estación, aííi que previamente se 
le hubiere hecho la señal de práctica. 

t¿ne en virtud de esos antecedentes, que revelan la naturaleza 
de los hechos que sirven de fundamento á la acción, se trata en 
el caso, ile una demanda por reparación de daños f perjuicios, 
procedente de un cuasidelito, ósea, de un acto ilícito de carác- 
ter civil. 

Que la acción deducida en tal concepto, no puede prosperar 
sinó á condición de que el hecho en que aquella se apoya haya 
nido ó sea generador de un perjuicio susceptible de apreciación 
pecuniaria, causado á la demandante, porque no hay tifio ilí- 
cito punible á los efectos de las sanciones del Código Civil, si no 
hnbier* • daño causado ú otro acto exterior que lo pueda entupí 
y sin que á sus agentes se Ies pueda imputar rioU, culpa ó ne- 
gligencia (artículo mil sesenta y siete, Cüd i go citado) y porque 
hay daño á lus mismos electos siempre que se causare algún otro 
perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria ó directamente 
en las cosas de su dominio ú posesión, Ó indirectamente por el 
mal hecho á su persona ó ¡i sus d. rechos ó facultades (artículo 
mil sesenta y gcIm). 

Que correspondiendo al actor lu prueba de la existencia real 
de daños y perjuicios, cuando es su reparación lo que es el ob- 
jetode la demanda, la señora de Whitaker ha debido probar 
qm- l:i muerte de su Lijo Jorge le ha causado daños susceptibles 
de apreciación pecuniaria. 
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Que, entretanto, no sólo no ha producido prueba alguna á ese- 
respecto, sino que ni iiquiera ha expresado en la demanda en 
qué consisten las ganancias de que lia sido privada ó los perjui- 
cios pecuniarios que ha sufrido á consecuencia del accidente, 
limitándose ¡í hacer valer el hecho de la muerte del hijo, cuan- 
do según ya ttehu hecho constar, e! pleito versa sobre las con- 
secuencias ue un cuasidelito deJ derecha civil y no por un he- 
cho clasificado de delito del derecho criminal á que se aplica >ú 
artículo mil .setenta y ocho del Código Civil, oon arreglo á sus 
términos claros y precisos. 

Que el articulo mil ochenta y cuatro del código citado, que 
en el caso de homicidio impone al responsable de las consecuen- 
cias civiles del hecho, el deber de pagar lo que fuere necesario 
para la subsistencia de la viuda é hijos del muerto, disponiendo 
así, en consonancia con los principios generales ya mencionados 
relativos á la olaaiücacion de lo que debe entenderse por daños 
reparables, demuestra que la señora Wbitaker, que no se halla 
comprendida por sus vínculos de alianza ó parentesco entre las 
personas designadas en este auíoulo, ha estado en el deber de 
acreditar que por ser alimentaria de su hijo Jorge, ó por otro 
motivo, era acreedora a" Jas reparaciones civiles que la ley auto- 
riza Cubrar. 

Que uo es exacto, como lo pretende la parte adora, que la 
demandada haya reconocido su derecho para cobrar perjuicios, 
pues en ei escrito de foja treinta y seis negó todos loa hechos 
cuntenidos a\\ la demanda. 

Que no habiéndose probado la existencia real del daño repa- 
ran. , no hay necesidad de averiguar si la empresa ha incurrido 
en responsabilidad por el hecho de que se trata, ó si éste se ha 
producido por falta imputable á ta víctima, como lo pretende la 
empresa. 

Por estos fundamentas y de conformidad con Jo resuelto por 
esta Suprema Corte en el tomo sesenta y dos, pinina cuatrocien- 
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tas veinticinco de sus fallos, y en las causas de Posse con Lacro- 
ze y Montero con el Ferrocarril Central Norte, se refoca la sen- 
tencia apelada de foja ciento diez, absolviéndose en consecuen- 
cia al demandado de la demanda. Notiflquese original y, repues- 
tos los sellos , devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BaZAH. — 
OCIAVIO BLHCE. — JUAN %. TO- 
RRENT- 



C'AUfilA < * < LXX.WI 

Omarxni hermanos contra duna Hita Groynett/ otros, por daños 
y perjuicios procedentes de interdicto; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde al fuero nacional por razón délas 
personas la causa por danos y perjuicios pedidos á consecuencia 
de nn juicio de interdicto, si éste ha sido fallado entre las mis- 
mas personas por los tribunales federales. 




Rosario, Abril 8 de 1897, 

Vistos : estos autos seguidos contra los herederos Grognet, 
por daños y perjuicios, y considerando : Que no se ha cumplí- 
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do en esta causa con lo dispuesto en el artículo 2 a de la ley de 
enjuiciamiento nacional, demostrando que el presente juitio 
corresponde ni fuero federal por razón de 'a diversa nacionali- 
dad ile las partes, 

Que en el juicio original sobre interdicto de obra nueva, sólo 
se ha comprobado la nacionalidad di* los demandantes y la de 
don Juan B. Ortiz y don ('alisto González, quienes, estos últi- 
mos, no son parte directa en el presente juicio, faltando, ade- 
más, la comprobación <le la nacionalidad ó vecindad de las otras 
partes demandadas. 

Que entablándose la demanda contra los herederos <U> Gmg- 
net, la justicia federal no es competente, porque la acción 
d.-bió dirigirse ante el juzgado de la sucesión, de acuerdo con 
los artículos 3284 del Código Civil y 12 de la ley de jurisdicción 
federal, tanto máa que no consta en autos que se haya verifica- 
do ta división de la herencia entre los herederos nombrados 
en el escrito de demanda. 

Por estas consideraciones, concordantes con lo resuelto p<>r la 
Suprema Corte en los fallos de la serie 2", tomo 21, página 614 ; 
tomo 5 o , página 62; série 3", tomo 10°, página 276; página 
196, tomo 2 o , y série 4% Umofr, página 237, y de confor- 
midad al artículo 3 o de la ley nacional de enjuiciamiento, 
declaro: que la presente causa no es de la competencia de este 
juzgado, porque no se ha demostrado que pertenece a la juris- 
dicción federal. Repóngase. 

Damet f.oytia. 
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VISTA DEL SESOR PROCLRADOli GENERAL 

Burros Aires, Julio 13 Je 18ÍÍ8. 

Suprema Corte: 

« La jurisdicción de los tribunales y juzgados nacionales no 
69 prorrogable sobre personas ó cosas ajenas a pila >, prescribe 
et artículo I a «te la ley ríe Procedimientos civiles y crimínale* 
* y siempre que de la demanda aparezca claramente que la 
causa nn compete á la justicia nacional #, prescribe el 3 D , el 
juez deberá desecharla de plano, sin más actuaciones. En mé- 
rito de tales prescripciones legales, el señor juez federal del 
Rosario podía deoücio declarar la incompetencia de au jurisdic- 
ción, como lo lia hecho por el auto de foja 169. 

¿ Kra procedente esa declaración, ron sujeción á las constan- 
cias do autos ? 

Loa señores Ornar ini he ríñanos deducen mi acción contra 'os 
herederos de don Cárlos Groguet, y son esos herederos quienes 
lu contestan. 

No consta en estos autos cuál sea la nacionalidad de los liti- 
gantes, ni tampoco si los herederos demandados responden per- 
sonalmente ó proíndiviso, en razun de estar divisa ó indivisa la 
testamentaría de que sus derechos derivan. 

No resultando justiticados en esta causa los extremos reque- 
ridos para la procedencia del fuero federal, y a lir mandóse por 
el juzgado, que tampoco lo estaba cumplidamente en el expe- 
diente que le dió origen, pienso que el mandato del auto de 
foja 169, debe mantenerse mientras esa justificación no fuera 
rendida ; y pido á V. K. se sirva Confirmarla en el concepto de 
su última parte, de no haberse demostrado que la causa perte- 
nece ¡í la jurisdicción déla justicia federal. 



Saltiinano Kter. 
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rail* de Im Suprema Corte 

Bueno* Aires, octubre 9 de 1900. 

Vistos y considerando: Que según resulta de lo? aut«»s traí- 
dos, la demanda i n ese juicio se dedujo contra don Juan Or- 
tiz, don Emilio Ortiz y doña Rita Grognet, en la persona de su 
tutor don Emilio Ortiz, imputándoles la ejecueiou de hechos 
perenales que servían de fundamento á la acción posesoria in- 
tentada. 

Que la jurisdicción federal se acreditó no sólo en lo referente 
ú los actores j ú d»n Juan Ortiz (foja veintiocho vuelta y vein- 
tinueve vuelta), sino también en relación á los citados don Emi- 
lio y doña Rita, según se ve ¿foja treinta y siete. 

Que Ja presente causa por daños y perjuicios, que se dicen pro- 
cedentes de los liech os juzgados en la posesoria ya mencionada, 
versa entre tai mismas partes. 

Que estando acreditado el fuero para el conocimiento del 
asunto sobre el interdicto de obra nueva, Ju que debió ser en 
cumplimiento de las disposiciones legales que así lo mandan 
para dar curso á una demanda traída ante la justicia federal 
por razón de las personas, de modo que ¿in el lleno de tal re- 
quisito, losjueses no hubieran podido tramitar esa demanda, 
debe entenderse acreditado para el conocimiento de este litigio, 
ya que ni siquiera se lia alegado que se hubiere modificado la 
calidad de extranjero en los demandantes y la de argentino en 
los demandados . 

Que ni el juicio posesorio ni el actual se han promovido 
contra la sucesión de Grognet, sittó* individualmente contra loa 
demandados, por hecho de que se les dice autores ó responsa- 
ble;., üm siendo así de pertinente aplicación al caso el artículo 
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doce, inciso primero, de la ley de jurisdicción y competencia. 

Por estos fundamentos, se revoira la sentencia apelada defoja 
ciento sesenta y nueve, declarándose qoe el conocimiento de esta 
causa corresponded la justicia fed.ral, y en consecuencia, de- 
vuélvanse los autos al juez de la misma, para que reasumiendo 
la jurisdicción de qne se ha deprendido, proceda con arreglo 
á derecho. Notifiques© original y repóngase el papel, 

BEMAMIN PAZ. — ABEL BAZAPf. — 
OCTAVIO BUHGE. — JUAN E. TO- 



< AINA HrLWVVII 



La s< wiedad anónima * La f'urrunuiían* contra donjuán lí. 
ftigo : sobre restitución de un '-ampo 

• 

Sumario, — El propietario dt- un campo que lo ha entregado 
obligándose á transferir su propiedad bajo ciertas condiciones, 
tiene derecho para demandar su restitución si el acreedor á la 
transferencia no prueba que se han cumplido las condiciones 
ó que su no cumplimiento se debe á hechos ii t gitimos imputa- 
bles al demandante. 



Caso, — Lo explica el 
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La Piala , Mayo 18 de mi. 

Y vistos : l*La soeiedad «Currumalan» demandó á do» Juan 
B. Bigo por la restitución de un campo que éBte posee á virtud 
<le un con Te ni o con aquélla. 

2 D La demanda se funda en que, habiéndose cedido ese cam- 
po, bajo una condición suspensiva, no cumplida la condición, 
el derecho que se había subordinado á ella, ha quedado como 
no existente. 

3» La obligación condicional de la sociedad, proviene : de que 
don Juan B, Bigo debía colonizar el campo que expresa la de- 
manda, y según el documento de foja,., una vez que las tres 
cuartas partes de los colonos que instalara Higo, pagasen la pri- 
mera cuota du los terrenos, se escriturarían á éste las propie- 
dades adjudicadas. 

Esta condición no se ha cumplido ni es posible ya que se 
cumpla porque no existen los pobladores en el campo. Esta es 
la demanda. 

4 o Por tu parte el demandado dice que fué encargado de la 
formación de la colonia «La Tunecina», en el campo que ex- 
presa la demanda, y que la compañía se obligó á escriturarle los 
terrenos que originan este juicio, una vez que hubiera llevado 
é instalado diez familia?! agriculturas ; que esto lo hizo en 
y que la carta con que se instruye la demanda es de fecha 17 
de Febrero de 1887, no siendo sinó una modificación que quedó 
definitiva, del convenio hecho cuando fué ¡í poblar el earupo, 
convenio que le acordaba una área de mayor exti-nsion. 

Agrega que, si «La Currumalan» no cobro a los chonos lúa 
primeras cuotas del precio de los terrenos, aunque por arreada- 
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miento* les cobró mayor suma, á la conducta violenta que ob- 
servó con t-llos, obligándoles á abandonar la Colonia, que no á 
falta del demandado, ni á otra causa, debí- atribuirse, y por lo 
cual entabló coutrademanda por escrituración de los mismos 
terrena. 

Y considerando : l°Que las partes están conforme.-. en que ha 
mediado un convenio para la formación de una colunia en el 
campo de propiedad de la suciedad demandante. 

2" Que según este convenio sostiene el demandado que «La 
Curruuialaii» se hübía obligado ;'i escriturarle los terrenos que 
demanda por la instalación que hizo de 11 familias en la co- 
lonia siendo el e.nvenio su lamen le p->r 10 familias. 

3" Que la sociedad demandante sostiene á su Vez que esta 
Obligación fué condicional en la forma que lo expresa ta carta 
presen t¡i d;i en copia y dirigida por el presidente de la sociedad al 
señor Bigo, la que ha sido aceptada por las partes y sobre la 
cual el demandado, al contestarla demanda, dice que la estipu- 
lación t unti nida en esa caita fui definitiva puesto que se redu- 
cía otra concesión anterior por mayor área á favor de Higo. 

4" Que nu habiéndose probado otro convenio, el documento 
aludido es el que resuelve las relaciones de derecho entre los 
litigantes. 

5 a Kste documento expresa con bastante chindan, ta obliga- 
ción contraída eou el señor Bigo. *Una vez que las 3/4 partes 
de los colono-- hayan panado la primera cuota, se les ext enderán 
los títulos de los terrenos adjudicados ». Ka indudable que en 
estos términos, queda la obligación sujeta á que un aconteci- 
miento futureque sucederá, ó no sucederá, resolviendo la obl¡- 
'_' ación (articule 5i5, Código (¡¡vil). 

(V* Que no habiéndose cumplido la condición y afirmándole 
por la demanda que no es posible que se cumpla ya, sin haber 
sido contradicha, el acreedor debe devolverla cosa objeto de 
ia obligación (artículo 548, Código Civil). 
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7" Que la contrademanda no ha probado como dehín, el t hecho 
esencial alegado por so parte, de que la obligación de ta com- 
punía demandante, no era condicional, sinó simple y enume- 
ratería de los trabajos hechos en favor de la colonia. 

Ni la prueba testimonial, ni la de confesión, nada contiene 
al respecto y en contrario.il documento á« foja 1, y debe ser 
rechazada. 

Ptt tifio, fallo: mandan lo que don Juan IL Btgo, res.ituya 
al demandante el campo referido, dentro de tres meses, sin es - 
pi'Cial condenación en coatas por no encontrarse mérito bas- 
tante. 

Notifíqnese en el original y si »n fuese ¡i pelad a, archives»-. 

Mariano S. tte Aurrrcoeehea. 



WmHm de la guprem» Corte 

llueuos Ai reí. Octubre U de 1900. 

Vistos y considerando: Que no hay cuestión sobre que per- 
tenece á la sociedad aminima «La Currnm-ilan» el dominio de 
los terrenos a que esta eaus;t se reitere, porque, afirmado e) lie- 
elm por aquélla al intentar la demanda, el demandado lo reco- 
noce en la respuesta ; y porque aun siendo cierto que el actor 
se obligó á transmitir la piopiedad de la cosa, lo sería siempre 
que el acreedor á dieh i transferencia no había adquirido dere- 
cho real en virtud di- lo dispuesto en el articulo quinientos se- 
tenta y siete del Código Civil, y que el deudor conservaría el 
dominio, e.-n arreglo al texto expreso del artículo dos mil seis- 
cientos nueve del mismo Código, desde que no >'xiate instru- 
mento públieo de la enajenación. 
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Que el demandado pretende tener derecho á resistir el desa- 
lojo en virtod de contrato que dice haberse celebrado, me- 
diante el que el demandante estaría sometido á la obligación 
de transferirle las cosas del pleito, por cuya ratón deduce con- 
tradenianda, pidiendo l¡i escrituración. 

Que con estos antecedentes, no puede haber duda de que 
corresponde al demandante por reconvención, probar los hechos 
en que se funda, pue* as( lo enseñan los principios generales 
y asilo dispone la ley primera, título catorce, partida tercera, 
bastándole ul actor teuer acreditado su derecho de propiedad, 
yíique el dominio es pt-rpétuo y lleva la facultad de excluir á 
terceros del uso ó goce de lu cosa sobre que ..quél recae {artí- 
culo dos rail quinientos diez y dos mil quinientos diez y seis 
del Coligo Civil), huata tanto el que reclama un derecho sobre 
la misma no acredite bastantemente su pretensión, según lo 
dice el artículo dos mil quinientos veintitrés deJ citado có- 
digo. 

Que el demandadodnn Juan B. Bigo no b.i comprobado que «La 
Currumaláuió don Eduardo Casey se huyan obligado á hacer ¡í 
snfaTor enajenación incondicional de las cosas del pleito, porque 
la prueba de posiciones que hajproducidoá foja noventa y ocho, da 
resultados negativos; y porque la do testigos, aun en el supuesto 
de que hubieran contestado alirmativameute y con conocimien- 
to personal sobre el hecho pertinente délas interrogaciones, no 
sería de tomarse en consideraci-ui en atención á la importancia 
que los interesados mismos atribuyen al contrato (artículo mil 
ciento noventa y tres del Código Civil), sobre el que, en el con- 
cepto de las pretensiones del demandado, no se ha presentado 
instrumento algunu público ó privado que emane del deman- 
dante. 

Que la parte de Bigo no ha justiGcado que lastres cuartas 
partes de los colonos hayan pagado á cLa Currumalán» la pri- 
mera cuota del precio de la tierra que ocupaban, no habiendo 
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juaüficadoque hiciera el pago ni siquiera alguno «le ellos, «i en - 
f1 ° dsl c '«rto q« íe no ha adquirido el derecho á la escrituración 
que, ú condición de tai V to, le reconocía el demandante. 

Que tampoco ha producido prueba bastante para dar por 
alenguado que se deba el no Cumplimiento de la condición a 
hechos ilegítimos imputables á la parte actoro. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ciento treinta y tres se confirma ésta, con costas- 
no hadándose lugar al recurso de nulidad por no haberse lom- 
eado ni existir causal que lo autorice y por haber hecho aban- 
dono de él el recurrente eo su espresiou de agravio*. 

Notifiques* con el original y, repunto* los sellos, devuél- 
vanse 



BR>JAMItf PAl. — ABEL BAZAN ■ 
— OCTAVIO BONCE. — JUAN E. 
TOBRENT. 



CAUSA OMLiXlVIll 



Don Pedro Miguel Urda contra don Concepción Xarauet; 

sobre cobro de pastaje 

Sumario.- El que mantiene, sin derecho, yanado de su pro- 
piedad en campo ajeno, «ti obligado á retirarlo, v abonar una 
mdemmz^um por el uso y goce hecho del campo. 



TALLO* DE LA SDPHBMA CORT* 

Lo eiplica el 



rali* **l Sm* f €Ml«r»l 

Salla, Octubre !• de 189i. 

Y Fistos : lo» autos seguidos por don José Manuel Rivera, 
en represt' ni .ic ion de don Miguel Zerda, contra don Concep- 
ción Márquez, sobre cobro de pastaje de animales vacunos, re- 
sulta : 

Que á consecuencia de haber recibido Zerda de Marque* 
cierto número de ganado vacuno, dice el demandante, al partir 
de ha multiplico*, después de vencido el término estipulado, 
de recontarse el ganado y dividirse entre ambos el producto, 
recibiendo y transportando Márquez lo que le correspondió en 
el año 1886, algunas cabezas de los multiplico* quedaron en la 
estancia, por encontrarle dispersas, pero con la obligación de sa- 
carlas en seguida. 

Que desde entónces ha eligido repetidas veces Zerda á Már- 
quez esos animales, y no habiéndolo obtenido, como el contrato 
terminó con la partición de los productos, mtabla demanda 
contra éste, pidiendo que, en definitiva, se le intima tos retire 
de allí en el termino de 10 días, y se lecondene al pago del 
pastaje que avalúa en 250 peaos, y de las co.Us que causare. 

Que el deumndado, sin propon ct artículo previo, contesta ¡i 
I» demanda, haciendo notar algunas deli-iemias en el modo de 
interponerla, y después du enumerar l is partidas di- ganado 
que entregó á Zerda, que suman 56 cabezas, no 61 como dice, 
cmiüesn haber recibido 50; niega que la soeiedad se hubiese 
Cuidado, y fundado en el artículo 1766 del Código Civil, sos- 
tiene que el resto de ganado quedó en las mismas condiciones ; 
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enconseouencia, deduce reconvención por él y la mitad de les 
a»e haya producido y podido producir desde el ano 
1«80, fecha del contrato, y en ,1 cual entrego la prím(mi par . 



tida. 



la primera par- 
Opone después la incompetencia del juzgado, porque el Có- 
digo Rural sin citar la disposición pertinente, somete, dice, a 
los jueces de partido el cobro de pastaje. 

Que en la réplica, el demandante niega tos hechos en que se 
fúndala reconvención, ..firma que Márquez recibió algún ^a- 
nado m U del ,,ue I, correspondiera por capital y multiplico* y 
sostieoe que es improcedente la excepción de incompetencia 
déade iitte, en la reconven. ion, ,.| demandado somete ai juzgado 
una maten, que es de su omp.teucia, por no estar sometida á 
la junad iccititi de paz. 

Que, reconociendo las partes la existencia de la sociedad se 
sometieron á prueba ios hechos siguientes: t « Que la Sociedad 
se liquidó, dmdiéndose Jos productos ; 2* números de cabeza 
<io ganado entregados por Marqoez á Zerda, y 3° el número 

T é8 ! <? ^ * H ha vendü i que re- 

htíie el certificado de foja 6(i. 

Considerando: respecto á la eicep ion de incompetencia por 
razón de H materia que está contradicha en la misma n con- 
nmm, puesto que Márquez contrade manda por un número de 
ganado, cuyo valor e ice de en mucho á la cantidad fijada ó la 
justicia de paz, en la ley sobre organización y jurisdicción do 
los tribunales de la provincia. 

Que, por ..raparte, el artículo 90 del Código Rural aUual 
su. duda se refiere el demandad,,, no es aplicable á Ja cues- 
tión, porque no modifica In jurisdicción ordinaria de la justicia 
de paz, estableciendo una excepción á la lev ante, citada para 
todos los naso» sobre cobro de pastaje; no, él extiende única- 
unmte la jurisdicción de los jueces departido al caso especial 
de ser perturbado un proletario en ,| libreado sus campos 
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dor un vecino que crin ganados sin tener campo propio ó arren- 
dado al efecto, de manera que cuando por cualquier otra razón 
se demanda el pago de pastoreo y retiro de un ganado, aiempre 
que la cantidad escuda de 200 pesos, como en el presente caso, 
rntra en la competencia de la justicia nacional, según dirha ley 
y él artículo I* de la ley nacional de 29 de Agosto de 1878. 

Considerando en cuanto á lo principal: 1" Que sin em- 
bargo de no tener otro nombre que él di- su objeto, la acción de 
demandante se funda en laclara disposición del artículo 2516 
del Código Civil, y procede lógicamente del derecho que todo 
propietario tiene á impedir que un extraño aproveche su pro- 
piedad, y del principio que á nadie permite beneliciar^e gratui- 
tamente, en perjuicio de otro, sin su consentimiento, 

4 a Que los testigos Zoiiit Ibiris, á foja 54; Félix López, á 
fuja 55, contestes con los testimonios que siguen de Jojas 56 á 
58, declaran haber presenciado en el año 1886 la liquidación 
de la sociedad y la división entre Márquez y Serdi de los mul- 
tiplico* del ganado puesto por el primero, quien recibió 65 cabe 
zas, y las trasladó áTalagnarcho, con lo cual dieron por terminada 
Iasoek'dad,quedandosólol5ói0de las crías, para dividirse lue- 
go que a ; las encontrara. Que después las tomó Zerda, é hizo 
llamar á Márquez, quien dijo volvería con peones á llevar las que 
le correspondían y no volvió más. Declara- iones contestes de 
testigos mayores j libres de excepción, que hacen completa 
prueba, según el conocido precepto de la ley 32, título 16, par- 
tida 3', máxime si, como en el caso presente, en vez de ser con* 
tradichas están confirmadas en algunos hechos, por el testimo- 
nio de los de la contraparte (fojas 34 vuelta y 49 vuelta). 

3 o Que, en consecuencia, por hechos manifiestos, se ha pro- 
bado la extinción de la sociedad, con el lapso de tiempo lijado 
en el contrato de foja 42 y división de los productos del ganado, 
etitre los sucios, sin que pueda presumirse que continuara en 
las crías que quedaron dispersas en la estancia de Zerda, 
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tanto porque éste requirió al d emand ¡i d o p;ira que recibiera 
las que le en respondían, ruantor por que expresamente lo prohi- 
be el articulo 1764 del Coligo Otffi 

A Que en cuanto á lo demás, las mismas declaraciones, con- 
firme con h> confesado por M.irquez á foja 11 vuelta, prueban, 
sin ser contradichos, que ante-* de recibir las 65 cabezas refe- 
ridas sacó 7, que, con hi< H que le correspondían délas 16 que 
quedaron en la estancia, hnc«'n un total de 80, habiendo justi- 
ficado con las posicioni's absueltas á foja 49, que entregó 60 á 
Zerda, resulla que obtuvo 20 cabezas de utilidad. 

5 o Finalmente, que la suma demandada por el pastoreo es 
módica, considerando el tiempo transcurrido y td número que 
por la reproducción di* aquellos animales debe tener hoy ■■! señor 
Márquez en la estancia del demandante. 

Por estas y otras razones, fallo: ordenando que don Concep- 
ción Marques retire de la estancia d-d demandante, ea el térmi- 
no de 15 días, ir»* animales racimo* que allí dejó con las crías 
que, Ajuicio ile peritos, h an podido tener, sin estar bajo el 
cuidado de| dueño, y que pague la cantidad de 250 pesos mo- 
neda nacional por el pastaje demandado, con coatas. 

Repónganse y notifiquen con el original. 

David Zambra no. 



Fallo de i» 



Buenos Aires, Octubre 1 1 de 1900, 

Vistos y considerando : Que la prueba rendida por el de- 
mandante es bastante á acreditar que fué oportunamente di- 
suelta y liquidada la sociedad que eiistióentre las partes para 
la crianza de ganado. 
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Que después ile esos hechos Márquez do podo considerarse 
autorizado para conservaren los campos del actor una parte de 
los animales que le fueron adjudicados, pesando al contrario, 
sobre él, el deber de llevarlos, como llevó, la mayor parte de su 
lote en la división. 

Que es justo, eu consecuencia, que abone al demandante una 
indemniza, i por el uso y goce de los campos de éste, tenido 
contra la voluntad del propietario, por ser la obligación de ha- 
cer ese pago, el correlativo del derecho del dueño de la cosa 
para prohibir que otro se sirva de ella (artículo dos mil quinien- 
tos trece, Código Civil). 

Por estos fundamentos, y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja setenta y siete, se confirma ésta, con costas. 
Notifícese Con original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. ToRRBNT. 



Don José L. Steiner contra el Ferrocarril Oeste Santafecina 
sobre daños y perjuicios causados por incendio 

Sumario, — i° El incendio lleva en sí la presunción de ser 
caso fortuito, mientras no se pruebe lo contrario. 

2? No pueden tomarse en consideración pruebas que han sido 
producidas i-u otro litigio. 
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Caso. — Lo explica el 



rail* «l«l Jue. t>déi «I 

Rosario, Abril 1* de 1897. 

Y vistos estos autos seguidos por dúo José L. Steiuer contra 
«] Ferrocarril Oeste Sautafeoino, sobre daños y perjuicios, de 
los que resulta : 

i" Que el actor fonda su acción en los daños _v perjuicios quu 
le ocasionó la empresa del Ferrocarril Oeste Santafecino con el 
accidente que se produjo en 17 du Diciembre de 4889, por el cual 
un tren de la referida empresa que regresaba de San José de la 
Esquina j á la altura media entre esta estación y la de Arequi- 
to, en que recorría á la» 2 p. m. un paraje desmontado, quedan- 
do el convoy á 4 ó 5 pies de la superficie del snelo; que en eate 
sitio ae había aglomerado en cantidad considerable paja volado- 
ra laque Be incendia y propaga con facilidad ; que al pasar por 
allí el tren mencionado, se produjo un incendio, sieudo su cansa 
alguna chispa de ta locomotora ó ya la inflamación natural pro- 
ducida por el roce ó bien por Ja velocidad que llevaba el convoy 
reavivó el fuego que según el testimonio de varias personas co- 
menzó días anteriores y que todavía no se había extinguido; 
que este hecho dio por resultado La muerte de varios pasajeros 
quedando otros mutilados, que tanto por la confirmación del 
terreno como por el proceder del miquiuista, el que desprendió 
la locomotora buscando auxilios, fueron inútiles todos loa es- 
fuerzos adoptados para impedir Las consecuencias funestas de 
ese accidente ; que en lo que respecta á la responsabilidad de 
la empresa, el Código de Comercio establece en dos de sus artícu- 
los (168 y 16SJ) que ellas deben cargar con los daños que su- 
frí aren los efectos, á menos que provengan da vicio propio, fuerza 
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mayor ó caso fortuito, precepto también aplicable por los que 
sufrieran las personas, correspondiendo la prneba al acarreador 
ó comisionista de transporte y no al cargador ó pasajeros, des- 
de que Irs es imposible demostrar la cnlpa 6 negligencia de 
parte de los empleados, doctrina también consignada en todos 
los códigos europeos; que este mismo principio es el que se es- 
tablece en e) artículo 1109 del Código Civil al tratar de los he- 
chos ilícitos, violándose asimismo los artículos 20, 26 y 31 de 
La ley nacional de ferrocarriles. Que ai se atiende al daño sufrido 
como á loa innumerables perjuicios ocasionados en consideración 
á la pcsicion que ocupaba el señor Steiner como inspector via- 
jero de máquinas de una de las grandes fábricas europeas ; la 
prosperidad que pudiera obtener en ella y, sobre todo, el estado 
de imposibilidad en que quedó Ja indemnización que conceptúa , 
es la de 200.000 pesos moneda nacional legal y pide que en de- 
finitiva se resuelva: condenando a la empresa del Ferrocarril 
Onste San ta Cecino til pag<> de la suma ya mencionada, con más 
los gastos de curación, alojamiento y tas costas del juicio. 

2 o Que corrido traslado de la demanda, el demandado con- 
testa á fttja 33 pidiendo sea rechazad ¡i con expresa condenación 
en costas, la acción contra él deducida; que niega en general 
los hechos relatados por el actor; que en loque se refiere al si- 
niestro, tuvo lugar de la manera siguiente. Que el día 17 de 
Diciembre el tren que menciona la demanda, al llegar al kiló- 
metro 80 y 87, se produjo un inci ndio en los coches de pasaje- 
Tos, el que fué imposible extinguir, inmediatamente, pereciendo 
dos pasajeros, la señorita Felisa Huí finan y el señor LuisBella- 
vista y vanos heridos de mnsó menos gravedad. Que la distri- 
bución y el número de empleados era suficiente y aún excesivo 
para el tren que corría. Que á dos kilómetros de la estación 
Arequito el jefe del tren se apercibió del incendio y trató de to- 
mar todas las medidas precaucionaos posibles en tales circuns- 
tancias. Que una vez parado el tren se desengancharon los co- 
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ches que ardían, recogiendo á ios heridos y demás pasajeros, los 
que fueron conducidos í la estación de Villa Casilda, donde se 
les prestó las primeras atenciones; que niega las causas del in- 
cendio atribuidas por el actor; que si hubiera habido algún in- 
dicio deque el campo adyacente á la ría estaba incendiado, él 
se hubiera apercibido perfectamente & la distancia y el fuego no 
los habría sorprendido, ni al maquinista ni á los viajóos; que 
e! desmonte del terreno de lu ría en que el siniestro se produjo 
es de I metro y 75 centímetros. Que e n ta hipótesis de que la 
máquina hubiese comunicado el ftiogo á la paja votadora se ten- 
dría esta conclusión: Que por la velocidad que el convoy lle- 
vaba el incendio producido por clin no alcanzaría á tocar e] tren 
y dejaría tras de sí al incendio, desde que ta paja voladora no 
ardió instantáneamente, p xime si se tiene en consideración 
que cuando se produjo el hecho había precedido íi este una lio- 
v'a tormentosa que humedeció la p ija. Que tampoco es cansa 
sii6ciente para ocasionar e] incendio el hecho de estar incendia- 
da la paja con anterioridad, según el a« tor t desde que eseomun 
que trenes que pasan por campos incendiados no sufren sino un 
anmenio de temperatura en el interior de los coehes y solo re- 
cien prolongándose algunos kilómetros daría rigen á desgra- 
cias en los viajeros, como ser la usfirn. Que la causa verdadera 
del inceodio fué un rayo qué hizo explotar las lámparas de ke~ 
rosene que se desparramó Ardiendo en los coches é impregnó las 
maderas -le estos del líquido esencialmente combustible, siendo 
muy sabido que caen rayos en días que no son de tormenta, 
Que la muerte in¡»taiitánea de la señorita lio liman demuestra 
que la causa del incendio ha sido un rayo. Que si el incendio 
hubiera sido producido por la naja voladora habría comenzado 
por la porte exterior y entonces los pasajeros no habrían trepa- 
do sobre tos wagones donde no había fuego. Que en cnanto á 
la responsabilidad civilde laempresa sostiene deBde que noexis- 
te culpa ó negligencia de parte de ésta, no puede hacérsela res- 
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ponsable de ningún daño ó perjuicio ; que las disposiciones le- 
gdles en qae funda esa responsabilidad In parte actnra son apli- 
cables sólo cuando esa culpa ó negligencia existiese. Que el 
artículo 1784 del código francés que invoca, es aplicable tan 
sólo al transporte de mercaderías y no al de las personas, por 
la distinta naturaleza del caso. Que la manifestación de qne á 
la empresa correspondí; probar el hecho que alega. Que aderas- 
en el trauspute de mercaderías podrá admitirse la presunción 
de culpa por parte de la empresa, por cuanto las mercaderías 
son entregadas al empresario, constituyéndose en iepositario iU> 
ellas, pero que en ni transporte de personas es muy distinto, 
puesto que no hay depósito de personas. Que la jurisprudencia 
de que hace mérito el actor no tiene relación alguna con el caso 
sub-judice; que por estas razones pide se absuelva de la de- 
manda a la empresa. 

3 o Que abierta la causa á prueba e-I actor produce á foja 95 
el informe solicitado por el juzgado al Departamento de obra* 
públicas de la nación. 

Que i foja 200, declara don Angel Oarlago que el día del si- 
niestro viajaba en el tren, que había Tiento norte y no existían in- 
dicias de tormenta, porque el cielo estaba sereno; que también 
viú esi> día «n la vía paja voladora y que ésta se cría en ios cam- 
pos vírgenes, laque en los días ventosos se deposita eu cantida- 
des en los zanjones. Que no viú el campo incendiado á ta dis- 
tancia de un kilómetro, sino que cuando se encontraba dentro 
de 61 y sólo tuvo tiempo para escapar) que la paja se incendia 
con la facilidad de la yesca y la causa del siniestro no fué un 
rayo linó el fuego producido por la misma paja. Que en medio 
del incendio la maquina dejó á tres coches de pasajeros por 
no poderlo^ salvar, volviendo después á recoger los hendos. 
Que entre los heridos no pudo reconocer A Steiner, porque todos 
estaban con las raras desfiguradas». Que lo que declaraba era 
público y notorio. 
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Que repreguntado por la parle demandada contestó: Que la 
aglomeración de la paja voladora en esos sitios en cnanto ni 
tiempo y la cantidad depende de muchas circunstancias y crse 
que la que se reunió en el lugar del aooidente pudo haberse reu- 
nido en menos dt; 24 horas y hasta aún en 12 ; que el tren paró 
sin desprender la máquina» bajándose algunos de los pasajeros 
y quedando otros dentro de ¡os wagones y notando que el f uego 
tomaba camino, el maquinista desenganchó la locomotora de 
loa treseoches de pasajeros; la que después de haber andado 
unos 50 metros regresó para auxiliar á los heridos. 

Que de foja %\1 A22I corren las declaraciones de los testigos 
Pablo Ctbral y Cipriano Oanú manifestando ei primero que el 
día del siniestro fué de fuerte viento y sin tormenta y no vió el 
incendio causante de este juicio ; que la vísper a de ese dia yen- 
do a la estanon Arequito, pudo cerciorar** de que oo sólo en el 
zanjón existía paja voladora sino umbien en los coches que el 
tren llevaba; que la paja voladora se incendia oto mocha faci- 
lidad al extremo qoe puede producirse el fuego por el solo con- 
tacto de ella con los ejes caldeados de las ruedas del tren, ex- 
perú neia que presenció en varias ocasionas hechas por los mis- 
mos em pUados del ferrocarril. Que la paja no fué incendiada 
por ningún rayo porque ese dia no hubo tormenta ; que oyó de- 
cir que la locomotora desenganchó v siguió su camino dejando 
abandonados los demás vagones; 

Que el segando contestó que en los días anieriores al sinies- 
tro vio fuego en la paja voladora que había en varios puntos y 
ú los mismos guarda-freno» encenderla con fósforos, encontrán- 
dose por estaoansa algunas veces en 3érios peligros; que la 
causa del siniestro la suponía al haber los empleados tirado fós- 
foros en la vía ó estopa inflamada, causa que fundaba en hechos 
análogos que había presen iado. 

Que á foja declara Juan Dryadale <¡ue el señor Steiuer 
ha sido ingeniero mecánico viajero de la fábrica Walter A. 



132 



FALLOS DE LA 3UFRMIA COATE 



Wood ; que á consecuencia del inet odio producido y de las que- 
maduras que recibió no puede hacer nada sin el auxilio de otra 
persona. Que todo lo que declara le consta por haber visto al 
señar Steiner. 

Qur á foja 105 vuelta declara el doctor J. H. Frend, que asis- 
tió ■ orno médico al señor Steioer, por las quemaduras sufridas 
en el incendio objeto de e te juicio, sin recordar fijamente la fo- 
cha. Que en mu opinión eí señor Steiner se encuentra á conse- 
cuencia de las lesiones sufridu- incapacitado para seguir con sus 
ocupaciones habituales ó cualqmer otro ira bajo que necesita el 
empleo de sus manos. 

Que de foja 1 1 *> á foja 118 curre la declaración del t^stigu 
don Juan ü. Aptof el que expuso : Que en efecto sabe por cofa- 
probantes (que tiene en su poder) y por el secretario de la fá- 
brica norteamericana de Walter A. Woori que el actor percibía 
••orno ingeniero mecánico viajero, ,-i sueldo de 3900 pesos oro 
sellado. Que los meses .le Noviembre, Diciembre y Enero los 
pasaba en Suri América y el resto del año en Rusia, Austria, 
Alemania y listados Unidos. Qu» á causa del incendio no pudo 
desempeñar el empleo que ocupaba, quedando imposibilitado 
con BUS tnsinos aún para romer y sin aptitud pura ningún tra- 
bajo, .segon pudo cercioraros cuando lo inmediatamente del 
incendio lu^ta diez días despees. Que el actor era el único sosten 
riela madre y una hermana y al terminar éste el contrato sería 
ascendido en su empleo, lo que le «-onsta por manifestación del 
secretario de la Compañía por earta >le la nÜMiia madre «le Stei- 
ner que recibió td declarante y que la referida compañía manda- 
ba pnr intermedio riel declarante el dinero á la madre y her- 
mana de St eiuer. Que riesdeel accidente que sufrió conserva un 
sirviente que lo atiende en sua necesidades; que siempre des- 
empañó con competencia su puesto. 

Que a fojas 189 y 189 bis corren los certilicados mé licos de 
los doctores E, Leund y A. de Negri y á foja 191 la ratílieacion 
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del primero de todo lo manifestado, corriendo á foja 194 ratita 
ta del segundo: 

Que A foja 192 se consigna la declaración del testigo don 
Pedro Jbiesa, el que expuso : que el señor Steinerera ingeniero 
mecánico viajero de la fábrica Walte» A.Wood, lo que le consta 
por haber servido aquél como intermedian o en las negociacio- 
nes que tuvieron lugar entre la referida fábrica y la casa de 
que forma parte el declarante ; que el actor por el accidente su- 
frido en |7 de Diciembre de 1888 en et Ferrocarril Oeste San ta- 
feeiuo estaba imposibilitado para atender á su vida de relación 
y que tenía que valerse de otra persona que lo auxiliara. 

Que de foja 208á foja 299 está el certificado médico del doc- 
tor Boretioi y la ratificación de su contenido. 

Que de fojas 255 i 459 esta el informe médico legal de los 
doctores Sempé, Capdevilu j Aldao, 

4° Que el demandado á su vei produce cuino prueba de foja 
93 á foja 96 el informe del Departamento de Obras Públicas de 
ta Nación. 

Que de fojas 179 á 181 se acompaña un testimonio autorizado 
de las declaraciones de loa testigos don Carlos Gianne y don 
Luis Cnattrile y don Cárlo¿ Olivé prestadas en el juicio seguido 
por el señor don Jorge Weinzel Bobre indemnización de daños y 
perjuicios contra la empresa demandada. 

Y considerando : |« Que la empresa demandada en la contes- 
tación á la demanda y en el alegato de bien probado ha reco 
norido explícitamente ser exacto que tuvo lugar el accidente 
del incendio de los coche» del Ferrocarril Oeste Santaftciuu en 
el día y lugar que menciona ei actor y también reconoce implí- 
citamente (equivalente á la confesión categórica del hecho se- 
gún el artículo H5de la ley nacional de enjuiciamiento) que el 
señor Steiuer sufrió lesiones por el incendio. 

2* Que el demandante atribuye el hecho á culpabilidad de la 
empresa, demostrando con dt-claraeionesde testigos que el soce- 
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so se produjo porque el tren pasó con rapidez por un corte ó 
desmonte del terreno en que había acumulada gran cantidad de 
paja voladora. Et demandado mismo confiesa que había paja 
voladora depositada en el corte y que él tren pasó por ella con 
velocidad de 30 kilómetros por hora, circunstancias que acusan 
efectivamente imprudencia en el maquinista del tren al no dis- 
minuir la velocidad del movimiento al tener por delante un 
obstáculo como la paja voladora que por sí sola ofrecía peligro 
de ser incendiada poruña chispa del fuego de la máquina ó por 
otra causa y también porqueta prudencia aconsejaba despejar 
la vía con la máquina sola ó de cualquier otra manera marchar 
despacio por si la paja ocultara u:i tropiezo que pro lujera des- 
carrilamiento, 

3° Que los maquinistas conductores del tren estañen et deber 
de obrar con mayor prudencia en el ejercicio do sus f uncí míos 
y están p^r consecuencia obligados á proveer y evitar los acci- 
dentes que, como un incendio acostumbra á suceder en el curso 
n ilural y ordinario de los hechos, cuando seatravi -a con fuego 
pormediode un extenso montón de paja. Las consecuencias in- 
mediatas y mediatas de este hecho culpable son imputables al 
maquinista que ha procedido con tanta incuria (artículos 901 , 
902, 903, 90iy 1109 del Código Civil). 

•4° Que no existiendo en la legislad ún positiva base segura ni 
regla general para apreciar el grado de culpabilidad dei maqui- 
nista del tren, queda á la prudente apreciación del juez so de- 
termina ion, tomando en cuenta las circunstancias del hecho. 

uando t*n "1 caso presente se demuestra negligencia evidente, 
desidia, atropello imperdonable sobre el obsta tilo que el ham- 
bre menos previsor podría reparar en <;1 peligro posible casi 
segimi que su arrojo ocasionaría; cuando resulta el accidente 
■I 1 u ¡ ti ■ lio que t-nlo ■•! mundo comprendería las eonsecU' neias, 
lo-, principios del derecho roniauo y la jurisprudencia patria 
aconsejan se declare que el agente ha procedido con culpa ó im- 
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prudencia. ( Lata culpa esl nimia negligentia, id est, no inte- 
Uiyere yuod omnes itdelligunt. Magna neglv/mtia culpa esl.) 

5* Que aparte de qoe la culpa está demostrada por el hecho 
mismo de atravesar mu zona de pajfi voladora M«n maquinn en- 
cendida correspondía á la empresa del ferrocarril probar que el 
accidente se ha producido [tur fuerza mayor ó sacudió por culp;i 
de la víctima ó de un tercero por quien la empresa no sea civil- 
mente responsable. Ksta disposición del artículo 184 del Códi- 
go ¡le Comercio vigente es aplicable al caso presente de acuerdo 
con los artículos 4044 y 4045 del Código Civil ; porque el citado 
Código de Comercio lia combinado á regir desde el i* de Majo 
de 1890 cuando el término de prueba en esta causa relien habla 
comenzado á correr, porque se suspendió con el incidente produ- 
cidn á foja 112 segmi escrito le foja 174 presentado por la 
parte del ferrocirril, continuando alternativamente suspenso el 
término probatorio hasta que se pronunció su clausura en Mayo 
18 de 1805, á foja 345. Durante este lapso pudo y debió 
probar la empresa demandada que el accidente fué por fuerza 
mayor para exonerarse de la responsabilidad que se le impata 
ministerio legis. 

En autos no existe la prueba ofrecida al ountestar la deman- 
da, que fué un rayo el que ocasionó el incendio del kerosene de 
las lámparas de lis cuches, ni ha producido otra prueba s„bre 
otros hechos d- fuerza mayor causantes del incendio. 

Lns fallos déla Suprenu Corte -lístente* en la serie 2\ to- 
mo 14, pagina 50; serie 4% tonio3\ página ^95, y tomo 8*. pá- 
gina 438, continúan latesis¡dt- imputación de culpa qne se esta- 
blecen en los precedentes considerandos, 

6» Que tanto pur la prescripción del articulo 184 del Código 
de Comercio cuanto p..r los artículos 1 1 Oí» y H 13 del Código 
Civil, la empresa del Ferracarril Oeste Santafeeino est.i obligada 
á la reparación del daño causadi) por el maquinista empleado 
subalterno del ferrocarril y la acción ha .sido legalmente dirigi- 



da o.ntralaemprni, misini, en virtud del articulo 1122 del 
citad u código. 

7 o Que 1 1 lesión sufrida por t'l señor Steitier por causa del 
incu.id 10 está probada, cundiendo en quemaduras grabes en 
los manos ha, ta quedar milules para el trabajo. 

Estos efectos ¿el accidente sufridos por el actor están recono- 
cí k por el de mandado á foja 390 del 'alegato de bien probado. 

H° Que está igualmente probado y reconocido por el repre- 
sentante de la empresa que, el señor Steiner era mecánico y esta- 
bu emplea-Jo en la casa de máquinas de Walter A. Wood. Para 
eMes«mpeñodesu.s Tun iones de mecánico las manos constitu- 
yen e¡ auxiliar indispensable de su profesión ; es el instrumento 
de los instrumentos, del que su ingenio tiene que servirse para 
el trabajo d.* mecánica apli^la^s^ncialmente físí.-o, la inutili- 
Mcion de lili manos en el caso .-onereto puede prudentemente 
reputarse estar pmadn de la tercera parte de la rapacidad eco- 
nómica pata producir y adquirir riqueza. 

«*Que los artículos 1069, H09, 1084 y 1080 del Coligo 
Civil disponen que la apreciación de los perjuicios sufridos co- 
mo también de las ganancias de que ha sido privado el artor 
por lis lesione, sufridas en su pegona á causa del ¡n-endjo, 
queda librada .-sa apreciación y H modo de satisfacerla al pru- 
dente enterio del juez, iauto más, que no está .nucientemente 
probado en autos que el ^ ñor Steiner ganara la cantidad que 
expresa su representante. 

Por estas consideraciones, fallo delictivamente en esta Sala 
de audiencias : condenando á la empresa del Ferrocarril Üestr 
Santafecno á pagar al señor José L. Sterner, dentro del término 
de diez días después de ejecutoriada esta sentencia, la cantidad 
de 30.000 pesos moneda nacional de curso legal por toda indem- 
nizuu.oa por Jas lesiones sufridas. Notifíquese con el original, y 
repónganse con los sellos correspondientes. 

Daniel (hylía. 
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Buenos Aires. Octubre 11 de 1900. 

Visto : , considerando . I'nmn : Que eegun reinita de la. 
obstancias de autos, uo se ha averignado „ it „ ^ 

í, ' ¡> '* * <U oc « sio "» «I <• les roches 
el tren WlnMtnl Oeste SMtaf.siao ,| „ de Dil:i , müre 
flettri ochoaento, «tanta, ouh ■ < |„ tl , tt Í8 ,, ^ 

Sc^'n/u .• Que el demandante supone que el fuego podo , r »l 
duc,,.e por U mtñw, siendo reavivado al pasar el tren. que 
resultase de alguna ,-hisp. de I» locomotora „„, incendiar, 
la l«ja . .., e fuese ocasionado por el h,,ho de envolverse la 
paja en los ejes caldeados. 

Tercero ■ y„e „] testigo Angel Onrlago ,„ e iba en el tren in- 
cendiado declara que habla mucha paja voladera en el t a„jon • 
queesla paja ae incendia muy fácilmente como 3 ¡ tase ves a' 

doceliin'* hab " S " " ' 1> '"""" lr<> »<>'*' 7 hasta en 

mucha paja voladora en el zanjón y .„ | 03 vago,,,,, qM , „ s4 (j , 
e incen ,a con m „ ha facilidad, pudiendo producirse e, ij n . 
dio por el contacto c.„ los ejes caldcados de las ruedas y que 
en algunas ocasiones balda visto q „ e ,„ mhmoa ¡J* 
l« trenes la .ncendiaban al llegar á las estaciones 

al El 'ti"""; ' IÍCe<,Ue M **« ant8ri ° r « 
iccsk. e de ü.cembre v.o ,„ego en I, ,, aja voladora 

vanos potos de I. vía, y á | M guardafrenos incendiarla con 
fósforos, y que suponía q„ t . ,.| lMmiti , diecUi(¡l(! >(< . „ 

br-d,b,., producirse por haber tirado fósforos o estopa cncen- 
dida los empleados del ferrooaril. 

T^2r si '* wi " M !,tl "'" to,, ' , c °" tanu «*• i» 

10 
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asegura Garlago, la empresa no ha podido prever ni evitar que 
se hallase en gran cantidad sobre la vía en el momento de pa- 
sar el tren. 

Séptimo: Que los testigos Cabral y Cañé no se refieren al 
incendio de diesisiete de Diciembre cuando dicen que habían 
visto que los empleados del ferrocarril inceudiuban la paja en 
otras ocasiones, y por consiguiente, su dicho no prueba que l<*s 
empleados de la empresa hubiesen causado el incendio que ha 
dado lugar á este litigio. 

Octavo i Que la suposición de Cañé de que el incendio debió 
habeTse producido por haber tirado fosfuros ó estopa encen- 
dida los empleados del ferrocarril, no es prueba suficiente de 
ese hecho, ni lo sería aun cuando él lo hubiera prebendado 
realmente, por la singularidad del dicho. 

ftoveiw ; Que no consta que los conductores deliren hubiesen 
visto la paja voladora amontonada sobre la vía. 

Décimo : Qu*' no se ha demostrado que por el solo hecho de 
pasar la máquina y il t'-en s hre la paja voladora se había de 
incendiar é*ta forzosamente , io que no declarau los testigos ni 
se expresan en el informe del Departamento de Obras Públicas 
de foja noventa y cinco. 

Décimo primero: Que en el informe mencionado se expone que 
el Deparlamento no tiene conocimiento deque se haya produci- 
do i 11 d' ndio de trenes al atravesar campos incendiados, y sí sola- 
mente por llevar materias inflamables en vehículos abiertos ó 
malcerrados y que el roce del tren en los casos que expresa, pue- 
de incendiar la paja voladora. 

Décimo segundo: Que las declaraciones que corren en testi- 
monio di- foja ciento setenta y nueve adelante ¡.restado, en 
un juicio seguido por don Jorge WeutXel contra el ferrocarril, 
no deben ser tomadas en consideración porque es prueba que se 
ha producido en otro litigio distinto del que ha seguido don José 
L. Steiner. 
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Décimo tercero : Que el incendio H P va en sf la presunción 
de ser caso fortaito, mientras no se demuestre lo contrario de 
conformidad con la doctrina del artículo mil quinientos setenta 
J dos del Código Civil, ley tres, título doscientos veinte y tres- 
título cinco, y ocho, partida qninti, j ta jurisprudencia q ae etta 

Suprema Corte apreciando el hecho det incendio, tiene estable- 
cida, 

cuarto : Que de todo lo expuesto resulta : que la em- 
I Ferrocarril Oeste Sanhtfesino no es responsable délo 
daños que hubiese producido al demandante el incendio de las 
paja volad.-ra que el viento había amontonado sobre la vía y 
cuyo origen ignora. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja cuatrocientas treinta y seis, y se absuelve al ferrocarril de 
la demanda interpuesta, debiendo s,r satisfechas las costas en 
el orden en que se hubiesen causado. Notifíquese original, y ( 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN f'AZ- - OCTAVIO BUNGK. 
JUAN E. TORRENT. 




tt'AtJMA < «l Y« 

non Felipe fíecalde y oíros contra la Provincia de 

sobre rofmt tle pesos 

Sumario, — 1° El endoso b.cr... en forma privada entra en 
los documentos privados aunque sea público el documento que 
se endosa. 



140 FALLOS DE LA SUPREMA, COHTK 

2 o Si el hecho que sirve a darle fecha cierta « l s posterior al 
vencimiento de las letras, el endoso debe considerarse como una 
t-esioii del derecho civil. 

3* El deudor puede oponer al cesioaarío las excepciones que 
üene contra el Sedente; y en el caso del endoso posterior al ven- 
cimiento, puede negarse á pagar á los endosatarios, si por 
estipulaciones concluidas con el endosante no estaba obligad" á 
pagar 4 este. 

Caso. — Lu explica el siguiente 



Buenos Aires Octubre 1 1 de 1U()Q. 

Vistos estos autos promovido» por don .Rudolfo Molina Salas 
en representae ion de don Felipe Reealde, don Agustín Ombrtno, 
don Atilio Kafaelli. don Leandro Murnell y doña Adalzínda C. 
de Sala y don Luis Sala contra lu provincia de Buenos Aires, 
por cobro de pesos, de los que resulta : 

Que los demandantes exponen que son acreedores de la expre- 
sada provincia por la cantidad de veinticinco mil dos pesos con 
dieciseis centavo* Utoneda nacional, según consta de las letras 
de tesorería número dos mil doscientas cincuenta y dos, dos mil 
ochocientos sesenta y seis, mil trecientos treinta y siete, dos 
uiil quinientos doce y dos mil trescientos treinta y seis que 
acompañaban con la demauda. 

Que ordiuarizado el juicio en virtud del auto de foja treinta 
y tres y del escrito de foja treinta y seis, el actor pide que la 
Provin- ia sea condenada al pago de la suma expresada, con más 
sus intereses y las costas del juicio. 
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Que contestando á la demanda, el demandado dice: Que las 
letras en que se funda aquélla fueron dadas A don José M. 
Segovia como paite del precio de t ib obras «ie superstructura 
(lelos gal p mes fiscales d»d puerto de la ciudad iJe La Pinta, en 
virtud ilc un contrato que él tenía celebrado con la Provincia ; 
que no se pagaron á su vencimiento, lo que tampoco se hizo con 
varias otra^ á favor del mismo Segovia de igual procedencia, 
porque se descubrieron pagos indebidos, motivando las dife- 
rencia- em n- los interesados una liqui-lai i^m lina) practicada en 
ejecución <le un arreglo'prevm á que arribaron, recunociendo en 
él sus dereehoa respectivo-; que por efecto de ese arreglo, Se- 
govia debía entregar á la Provincia la* letras de Tesorería que 
se le habían otorgado, entrega que comprendía la- que se han 
presentado en este juicio ■ que el endoso de esas letras no se ha 
Hecho antes de su vencimiento, debiendo juzgarse como papeles 
no endosantes, regidos, en lo que toca :í -u trausmi-ion, por 
las regla- de la cesión y no por las del endoso que traspasa 
la propiedad de la letra de cambio en lo- términos del artículo 
seiscientos veinticuatro de] Código de Comercio ; que Segovia 
no hubiera p'idido hacer valer las referidas letras para deman- 
dar coi. ellai á la Provincia, porque estaba sometida al deber 
de devolvérsela-, y que, por tan!'», no pueden hacerlo los cesio- 
nai i"-, ¡ " 1 1' estar atn rizado ■ i 'i- mari-i a m a opon»*! les lu>ias las 
• xrepciniies v medios de defensa que podría oponer al eedente ; 
que abundando en variaseon-ideraciones alrededor de los hechos 
relacionados, termina pidiendo i l rechazo de la demanda con 
especial condenación en costas y se declare deben devolverse á 
la Provincia tas letras acompañadas como base di- este juicio, 
declarándose procedente la compensación de deudas hasta la 
cantidad concurrente. 

Que corrido traslado á la parte demandante, expone i foja 
sesenta que se le lia conferido indebidamente ese traslado, 
porque el demandado no ha opuesto excepción alguna que deba 
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tramitarse como artículo previo; que la compensación alegada 
no entra en Ja clase de las excepciones dilatorias j que tampoco 
se ha deducido en calidad de una contrademanda por dener ser 
expresa la reconvención. 

Que do se puede hacer discusión sobre la fecha de los ins- 
trumentos que cobra, porque las tetras de tesorería son instru- 
mentos públicos; que no le interesa saber si el endosante es ó 
no deudor para con la Propicia, ni cuáles fuesen las relación,* 
existentes entre dios; que cualesquiera que fuesen éstas, el ac- 
tor tendría el d,recho de .obrar el importe de Jas letras 'adqui- 
ridas de buena fó, sin que hubiera sido necesaria la diligencia 
del endoso y termina insistiendo en el pedido retenido en lu 
demanda. 

Recibirla la causa á pruébala sido ella sustanciada hasta 
ponerse en estado de sentencia, habiéndose llamado los autos 
para definitiva I Teja ciento treinta y tres vuelta, y dispues- 
tos que se traiga» ad effeetum videndi los autos del juicio 
seguido por don José M. Segoi ia contra la Provincia de Buenos 
Aires por el auto de foja ciento cincuenta y cinco dictado con 
la calidad de para mejor prureer, 

Y considerando: Que las cinco letras con que el demandante 
ba instruido lu demanda, han sido otorgadas á la órden de don 
JoséM. Se&ovia. 

Que esas letras que llevan los números mil trescientos trein- 
ta y siete, dos mil doscientos cincuenta y dos, dos mil doscien- 
tos treinta y seis, dos mil quinientos doce y dos mil ochocientos 
sesenta y seis, por íulur de pesos cinro mil ochocientos ocho 
cincuenta y un centavos, pesos cinco mil ochocientos cinco 
setenta y nueve centavos, pnsos dieí mil y pesos tres mil tres- 
cientos ocbentay siete ochenta y seis centavos respectivamente 
y que vencían también respectivamente el frece de Junio de mil 
ochocientos noventa y tres, quince de Abril, veinte de Mayo, 
ocho de Junio y .-i neo de Octubre de mil ochocientos noventa y 
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cuatro, fueron endosadas en blanco por Segovia á favor de los 
actores, no habiendo ellas sido protestadas, ni á su vencimiento 
ni aun posteriormente. 

Que la demanda ha sido entablada el diecinueve ¡le Octu- 
bre de mil ochocientos noventa y siete ontra la provincia do 
Buenos Aires, según consta á foja veinticinco. 

Que el endoso bechn en forma privada entra en los documentos 
privados, aunque sea público el instrumento que se endosa, por- 
que carece de lm elementos que sirven á dar autenticidad al acto. 

Que los endosos en blanco que se contienen en las letras en 
cuestión, ni llevan en sí la indicación del día, mes y año en que 
se eitendieron, ni puede pretenderse, en tal virtud, que hayan 
de tener otra fecha que la del fallecimiento de Segovia que los 
firmó, acaecido antes de la demanda, según se desprende del 
escrito de foja cuarenta y dos, de conformidad con el inciso 
cuarto, artículo mil treinta y cinco del Código Civil, ya que 
antes de ese hecho no ae lia producido ningún otro que sirva á 
darles fecha cierta y ya que es de pertinente aplicación la dispo- 
sición citada del Código Civil, de acuerdo con lo prevenido en 
el artículo primero, título preliminar del Código de Comercio. 

Que por tanto, y constando del expediente traído mí eff&c- 
tuvi videndi, que don José M. Segovia estaba vivo hasta fines de 
mil ochocientos uuventayseis y dala la fecha del vencimiento 
respectivo de las letras cuyo importe se cobra, no puede sinó 
concluirse que ellas fueron endosadas mucho después de 
vencimiento, siéndole» así aplicable el artículo seiscientos 
treinta y cinco del citado Código do Comercio, según el que, las 
letras de cambio vencidas no son endosables, y su propiedad se 
trasmite en la forma establecida en el Código Civil para la 
cesión de créditos no endosables. 

Que el deudor cedido puede oponer al cesionario las excep- 
ciones y defensas que podía oponer contra el cedente, según 
expresamente lo estatuye el artículo mil cuatrocientos sesenta 
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y nueve del Código Civil, y puede hacerlo en el caso, aun sin 
ta limitaci-m que i ese derecho se huce en el artículo mil cua- 
trocientos setenta y cuatro del mUmo Código, porque Ja cesión 
ni siquiera había sido notificada á li provincia demandada. 

Que corresponde en conseceiick, examinar si, como lo 
pretende el demao¿ado\ hay ¡i fafor de énte excepciones v 
defensa* que hubiera podido oporffer con éxito contra Sego¥¿ 
Que según consta de la escritura publica que corrí á foja 
noventa y siete del jnicio promovido por Seguvia rontra la 
provincia de Buenos Aires, por cobre ejecutivo de dos ¡etras, 
valor (Je pesos cuarenta y dos mil trescientos cincuenta y siete 
con sesenta y ochu centavos la una, y pesos cuarentay dos mil 
tres cientos cincuenta y siete con sesenta y nueve centavos la 
otra, que se tiene á la vista en mérito del auto de foja c¡ent„ 
cincuenta y cinco, dictad- con la calidad de mejor proveer, 
la citada pruvincia se obligó á pagar de contado y payó á Sego- 
via, la suma de pesos veini. mil y se comprometió además á 
abonar el <aldu que resultare de la liquidación, que también se 
convenía ; oh!i-áu.io>e Segovia, por su parte, ¡i entregar á la 
Provincia las varias tetras que Ma le L* nU otorgadas y que en 
detalle se designan en la misma escritura á foja noventa y siete 
vuelta y noventa y ocho, figurando en ellas los números mil 
trescientos treinta y siete, por pesos eineo mil ; dos mil dos- 
tos cincuenta y dos, por pesos ochocientos ocho con cincuenta y 
un centavos ; dos mil doscientos treinta y seis, por pesos cinco 
mil ochocientos cinco con setenta y nueve centavos; dos mil 
quinientos doce, por pesos diez mil, y dos mil ochocientos 
sesenta y seis, j.or tres mil trescientos ..che uta y siete pesos con 
ochenta y seis centavos, ó sean las que se demandan en esta 
causa. 

Que la convención eipresada fué declarada válida por la 
sentencia firme de esta Suprema Corte que se registra á foja 
ciento veintiséis, pronunciada resolviendo ta < -o n tro vertía que 



UE JUSTICIA NACIONAL 145 

promovió al respecto la parte de Segovia, rie modo que aquélla 
está destinada á reglar las relaciones entre Segovia y la Provin- 
cia con toda l.i fuerza que comportan los contratos concluidos. 

Que contraída por Segovia lu obligaron de entregar á la 
Provincia ías letras en cuestión, es por demás claro que él no 
hubiera podido hacerlo valer |>ara cobrar su importe, habiendo 
quedado limitado su derecho, en mérito del contrato menciona, 
do, á exigir el pago del sabio que \- A liquidación de cuentas 
arrojare y que arr.ijú en efecto, ■ umplieiido por su parte su 
obligación correlativa referente á dicha entrega; y puesto que 
el deudor cedido puede oponer ai cesionario las excepciones y 
d-fensa que podía oponer ni ceden te, m menos claro, que. los 
actores no están autorizados ¡.ara demandar un pago que no 
podía demandar Segovia. 

Qui' el demandado, oponiendo su^ excepriones v defensus, 
ha pedido que se declare que deben serle entregadas las letras 
que cobran los actores, lo que ha motivada el traslado de foja 
cincuenta vuelta, qu- no reñía por objeto tramitar una excep- 
ción dilatoria, que no se había deducido y que tampoco hubiera 
sido pertinente dada la contestación á la demanda, sino el de 
oir al demandante, en la oportunidad legal, sobre el contra* 
pedido de fnudo contenido en esa contestación. 

Que tanto por razón de los cesionarios, sfigun se r.»m prueba 
por la información de foja veintisiete vuelia, veintiocho, y 
trelnti y dos, como por razón de] cidente, según se acredita por 
el mérito de los autos traídos, el presente c;i so es de jurisdic- 
ción f.deral, correspondiendo su ejercido originario a esta 
Sn|ir.-m ;l Corte, por ser una Provincia la parte demandada 
(artículociento uno de la Constitución, y artículo primero, inci- 
so primero, y artículo ocho déla ley de jurisdicción y compe- 



Que s i bien la Provincia lia podido hacer Taler contra los 
demandantes las excepciones y defensa que ha podido oponer 
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¿ Segovia, no está autorizada para intentar contrademanda, 
exigiendo el cumplimiento de las obligaciones del expresado 
Segovin, que los citados demandantes no han tomado á su 
cargo. 

Por estos fundamentos, no se nace logar ií la demanda inter- 
puesta, absol Tiéndese, en consecuencia, de ella á la Provincia 
de Buenos Aires, sin especial condenación en costas. Notifíque- 
se original y, repuestos los sellos, archívese. 

BENJAMIN PAZ. - ABEL BAZAH. 
— OCTAVIO BUPiGE.— JUAH E. 
TOBBEMT, 



«AINA CCC\(| 



Doña Josefa Plaza Montero de Velaznuez contra don Luis Mie.it 
por desatojo; sobre competencia 

Sumario. — No puede invocar p| fuero federal por distinta 
nacinnaliilad de las partes, el extranjero demandado ante los 
tribunales locales que contesta la demanda, sin oponer excep- 
ción de incompetencia. 



Caso. - Lo explica el 



• ■ • • 
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Buenos Aires, Setiembre 2 Je 1900. 

Autos y vistos y considerando: 1" Que del expediente remi- 
tido por el juzgado de paz de la .eceióu 6* resulta que, 
promovida la demanda de desaloju por doña Josefa Plaza 
Montero de Velazques contra don Luis Miel i , éste compareció á 
la audiencia señalada y contestándola expuso : 

Que es inquilino de la autora y no presenta los recibos por 
que los tieneen su easa, ignorando si adeuda ú no alquiler, 
fisto lo cuál el juzgado le acordó id te r mi n o de diez días para 
que verificase el desalojo de la propiedad . 

2° Quede lo expuesto se desprende que el demandado renun- 
ció implícitamente al privilegio que le acuerdan las leyes sobre 
justicia nacional. 

3" Que de acuerdo con lo dispuostoen el artículo 12, inciso 4 o , 
di: ta ley de jurisdicción y competencia di' los tribunales fede- 
rales, cuando un extranjero es demandada ante un juez ó 
tribunal de provincia y contesta la demanda, sin oponer la 
excepción de declinatoria, se entenderá que la jurisdicción ba 
sido prorrogada, y no podrá ser traída á la jurisdicción nacio- 
nal por recurso alguno (título 10, página 494 de los fallus de 
la Corte), 

Por estos f undamentos y de acuerdo con la jurisprudencia 
estable- ida por aquel alto tribunal se declara que el presente 
juicio no corresponde á la justicia federal. 

Comuniqúese esta resolución al juez de paz de la sección r>, á 
quien se devolverá igualmente el espediente ;í que se ba hecho 
referencia; fecho, archívese prévia reposición de sellos. 
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VISTA DEL SESOB l'ItCHÜiiA KH< CfcflfcNAl. 

Bunio* Aires Hriubre 5 do 1900. 

Suprema forte: 

La ley -Je 3 «I- Setiembre de 1878 excluyó [ tl jurisdicción 
federal aquellas cansas de menor cuantía y jurisdicción con- 
currente, cuyo val«.r no exceda de 500 pes-. 

La que motiva los recursos de foja 10 no sólo está compren- 
didaeoaquetartículo de la ley citada, sinóque habría dejad» 
áü jteftéaeottr al fuero federal, en cualquier caso, inmérito de 
loa fundamentos d- 1 auto recurrid.»le fu] i 8, cuya r.oufirioaOLon 
solicito de V. E. 

Sabtniano Kter. 



Fulln d« I» NuprfBH t'tirtr 

Ku.-ri.is Aires, Octulire 13 Je 1900. 

YUtosy considerando : Que lifileipediente agregad., resulta 
ser inexacto que .-I recurrente li t ,i|.-g.iilo la incompetencia lie 
Jurisdicción fundido en ? u 'lirersu iiiu-innaUdad cmi ta deman- 
dante, apareciendo por el contr.irio >[iu Ija contestado la de- 
manda sin alegar ta! -acepción y que, sentenciada la causa, ba 
interpuesto recursos sin d^conocer también la competencia del 
juez de pa¿. 

Por oto, de acuerdo con lo pedido pur el señor Procurador 
general y por sus fundamentos se con tirina , con jostas, el auto 
apelado de foja ocho, no bajándose lugar al recurro <!e nulidad 
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por qo haber mérito p.ira ello. Xotií'iquese con el original y, 
repuesto los st llos ilevuékans-. 

Mt.NJAMl> PAZ. — ABEL BAZAS . — 
JUAN K. TORIIEST 



CAUSA tdlCIl 

Don íicntantn Stlvrrio contra el Ferrocarril del Sud ; sobre 
indemnización de danos >/ perjuicios 

Sumario, — i D Probada la existencia dH daño, y la respon- 
sabilidad del demándalo por milpa de sus empleados en el acci- 
dente, procede la indemnización «le daño-i y perjuicios. 

2" La condenación en costas entra en la categoría do los da- 
ños, si el demandado ha negado en absoluto el dereclio del 
ilamnit'K'.ulo para reclamarlos. 



Caso. — Lo eipiicu el 

Fallo del Jucx ledrml 

Buenos Aires, Marzo 22 de 189tf. 

Autos y vistos : Los seguidos entre don Bernardo Silverio y 
la empresa del Ferrocarril del Su«l t por iiiileninizaciou de daños 
y perjuicios, de su estudio resultan los siguientes hechos. 
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Que el actor atirma en su demanda que el I o de Enero de 
18°8 estando en el kilómetro 5 de la línea del Ferrocarril del 
Sud apisonando la vía, como peón de la cuadrilla á las órdenes 
delcapatuz Francisco Forrero, fué atropellado por el tren que 
venía de La Plata ú las 8 y minutos de i a mañana, producién- 
dolé heridas graves, de las que resultó con tres costillas rotas, 
y el brazo derecho coraplitam»nte fracturado y perdido para 
toda la vida, quedando inutilizado para cualquier clase de 
trabajo. 

Que el accidente fué debido ala imprudencia culpable del 
maquinista, pues nu toró pito ni disminuyo la velocidad que 
traía > I tren, no obstante haber divisado la gente que traba- 
jaba en ese paraje. 

Que tan responsable se consideró la empresa del accidente 
ocurrid», que en el primer momento lo ocultó, y recien el ¿4 de 
Mityo tuvo conocimiento la comisarla de Karracas al Sud del 
beeho, y levantó un sumario. 

Que, en consecuencia, demandaba á la empresa del Ferro- 
carril del Sud p»r indemnización de daños y perjuicios prove- 
nientes del accidente, los cuales estima en 30.000 ¡ esos mone- 
da nacional con más tos intereses y costas procesales. Que 
fundaba su acción en los artículos 1068, 1074. 1083, 1108, 
1109. 1113, 1123, del Código Civil, y en la jurisprudencia ya 
establecida. 

Que la empresa demandada, contestando la demanda, pidió 
el rechazo de é^ta con condenación en las eiMas i r cuanto el 
accidente fué originado por la culpa ó imprudencia del actor. 

Que -iendo exacto el accidente, sellan omitido maliciosa- 
mente deialles que lo explican, pues el demandante que for- 
maba parte de la referida cuadrilla, se retiró por breves mo- 
mentos para dar paso á un tren de carga que se dirigía para 
afuera, y al volver no se cuidó en lo más mínimo si veuía al- 
gún oír» tren, y siendo i se paraje de verdadero peligro por las 
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¡□numerables vías qoe lo crasau, la grun cantidad de figones 
que hay en ellas, y el incesante silbato, todo lo cual obligaba 
la mayor diligencia del actor. 

Que e I tren que ocasionó el accidente venía de La Plata, 
en su* condiciones normales y había silvado á la proximidad de 
los pasos á nivel y de la cuadrilla, pero sus conductores no po- 
dían suponer que loa operarios de la fia fueran tan temerarios 
que permaneciese en ella. 

Que la empresa no lia omitido ninguna prescripción di- la ley 
de Ferrocarriles de Noviembre 24 de 1891, ni del reglamento 
10 de Septiembre de 1894, rigiéndose el caso sub-judtee por el 
artículo 902 y 11 11 del Código Civil. 

Que el pedido de 30.000 pesos ts otra prueba de la mala fé 
del demandante, pues aun aeeptiodo el absurdo de la responsa- 
bilidad de la empresa, las lesiones sufridas no leautorizan pre- 
tensiones de esta naturaleza, debiéndose limitar á los perjui- 
cios y daños que realmente haya sufrido y que haya demos- 
trado en forma legal. 

Que negada así la culpabilidad de la empresa, y negados los 
hechas de la demanda, que no se ajustan á la contestación, 
pide el rechazo de la present" cansa. 

l-'l juicio fué ¡ibícrto á prueba, produciéndose la que instru- 
ye el certificado del actuario á foja... 

1* teniendo en cuent* bis siguientes consideraciones de dere- 
eho : Constatado cerno queda la producción del accidente en el 
que resultó herido don Bernardo Sikerio, corresponde para so- 
Iticionjr l.i cuestión, plantearla en la siguiente forma. 

¿ Quién es responsable del hecho de la referencia, la empre- 
sa demandada ó el mismo actor ? 

Estudiando las presentes actuaciones, y entrando al fondo 
del asunto, llégase fácilmente á la consecuencia de que la em- 
presa del Ferroc arril del Sud, es la responsable del accidente 
que origina este juicio, por cuanto, dada la forma en que quedó 
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trabada la litis-contcstaüo, la cuestión principal ú resolver 
es la de >í el maquinista tocó el silbato reglamentario, cud 
motivo lie encontrarse La referida cuadrilla trabajando en la 
vía. 

V >onNÍderaiitlo : Que, por las aclaración es de los testigos 
Katalini y Ferreroú fojas 18 viudta y 21 respectivamente, re- 
sulta que el ninqu i nista pudo ver á la distancia á Jos referidos 
¡tpiionadores de la vf -i r debiendo dar, por consiguiente las, se- 
ñalt'S reglar»- -o tu via- que anunciasen la proximidad del tren. 

Que el testigo Olidio Nitaimi declara á foja 18 vuelta, qui- 
nóse tocó pito ni se hizo señal alguna que avisara la proximi- 
dad del tn-n, concordando con la de Severino Taniborini que á 
lo ja 55 declara que uo sintió pilo, ¡tero si el grito de Herminio 
Sjlvrio. 

Que estas declaraciones no batí sido contradichas u: por el 
capataz de la cuadrilla Perrero, que se limita a decir á foja 20 
vuelta que nu oyó tonar pito porque se encontraba á 250 me- 
tros de distancia, ni por la del testigi. Juan Fopji, que á fuju 
til vuelta declara que no lo sabe» ni por la de Eliseo Musuti 
que á foja 22 dice que cree que no se tocó el pito de La má- 
quina . 

Que la empresa del Ferrocarril del Sud, por su parte, nu 
ha tratado de probar, lo que afirmó en U cuntes" ¡iciou ; i t .*,ta 
demanda á foja 9 t al decir que la máquina había sikado al 
llegar á la pioximi Jad de la cuadrilla, resultando de todo esto, 
claramente comprobada que la empresa if ha cumplido con lo 
dispuesto por la ley «le Ferrocarriles del 24 de Noviembre 
de tSííl. 

Que, otras de las cuestiones á resolver, era la de si el acci- 
dente «e produjo á causa de la - ulpa é imprudencia del actor, 
según lo alionaba la empresa del Ferrocarril del Sud en el es- 
crito de contestación á la demanda, no Iludiendo por su pane 
producido prueba alguna ten Jeme á demostrar que efectiva- 
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mente el a- cid en te fuera de T ido á la culpa 6 imprudencia de 
Sílverio, resaltando por hI contrario en estos autos por las de- 
claraciones de cuatro testigos á foja ! 8 vu-lta, 19 vuelta, 20 
vuelta, y 55, que Bernardo Silverio trabajaba en la cuadrilla 
que apisonaba el terraplén, á las órdenes del capataz Perrero, 
cuando fué herido por el tren que tenia de La IMata, 

Que la etupr-s,i del Ferrocarril del Su l, nu h i hecho observa- 
cion alguna al cargo que so le formula en la demanda, como que 
ocultó á la respectiva comisaría el accidente acaecido él I o de 
Enero de 1898, que origina este juicio; reconociendo en esta 
forma tácita su culpabilidad en el referido suceso, resultafido 
berilio Remanid Silverio . 

Que, por estas consideraciones, queda comprobada la culpa- 
bilidad de la empresa del ferrocarril del Sud t siendo nphcable 
aleaso $üb-judice las disposiciones del Código Civil contenidas 
en los artículos 1100 y 111 . í ; y considerando á efecto de deter- 
minar el quantum de la indemnización que | a referida empresa 
deberá pagar á H-rnardo Silvano, 

Que .egun e uista por declaración -xpre.a del actor á foja m 
vuelta» la empresa del Ferrocarril del oud le pagaba un jemal 
diario de pesos 180 moneda nacional, concordando esto con las 
declaraciones prestadas por los testigos Natalmi, á foja 18 
vuelta, r'oppi, á foja 19 vuelta Xassuti, á foja 22 g y Tarabor- 
mir«, á foja 55. 

Que la parte actora, al riera in lar * la ( »mpresa del Ferro- 
carril del Sur por una i a lemnizacion de 30.001) pesos, no ha 
comprobado en -stos autos qutj fuera capaz de alcanzar esa po- 
sición holgada que le asegurase un porvenir cómodo y feliz. 

Que del informe mélico que corre á foja 33, resulta que las 
lesiones sufridas por el actor han sido mal curadas, dejándole 
< \ brazo derecho inutilizado parad trabajo y sujeto á persis- 
tentes dolores, constando á foja 60 vuelta, por declaración ei- 
presa del actor, que todos los gastos ocasionados durante su 

T. LXXlvr.lt. j, 



permanencia en el hospital, fueron abonados por la empresa 
del Ferrocarril delSod. 

Por eatos fundamentos, 7 otros que no se mencionan. fallo: 
condenando á la empresa del Ferrocarril del Sml, como en efec- 
to ta condeno, al pago de la cantidad de 5000 pesos moneda 
nacional, atenta la posición social del actor que deberá pagar 
en el término de diez días, siendo la referida empresa pasible de 
todas las costa» causadas en el presente juicio. 

Así lo resuelvo, en la ciudad de Buenos Aires, capital de la 
República, á Los 22 días del mes de' Marzo d- 1899. 

/'. (ilaecheu >j A lau ta. 



rallo de tm Suprema €ori* 

lluriiuá Vin -, i irtulin.' I'i -le LílOü. 

Vistos j considerando: Que está reconocido por las partes 
el hecho del accidente que. con sus efectos en lo nue se reüere 
á tas lesiones sufridas por el actor, ha motivado esta cansa. 

Que las constancias de autos, como apreciándolas en detalle 
lo hace notar la sentencia apelada, demuestran suficientemente 
la responsabilidad de la empresa demandada por los hechos de 
-misión imputables á las conductores del tren que ocasionó el 
accidente y que ponen á i-argo de la rilada empresa la indem- 
nización por los daños 7 perjuicios resultantes, con arreglo á 
los artículos mil ciento nueve 7 mil ciento trece del Código 
Civil. 

Que habiéndose contestado por la empresa, en absoluto, el 
derecho del actor para reclamar danos y perjuicios, la.'oodena- 
raon en costas entra en la categoría de éstos, como lo tiene re- 
soelto la jurispru isncia de esta Suprema Corte. 
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Por esto y fundamentos concordan tea déla sentencia ape- 
lada de f,,ja setenta y cinco, se confirma ésta, con . ostia. No- 
tifique con el original y, repuesto los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — - ABEL BA2AN. 

— IV AH K. TOHMiNT. 



«MUÑA < 4 4 \< ni 



ñi Fisco nacional contra don Ern-sto t'mt/gio ; sobre 
indemnización de ¡ter juicios 

Si mano. — Las acciones proceden tea dé contratos de üeta- 
mento se prescriben por unaiio. 



Cu.su. — Lo explica el 



r»i io d«» j U e s federal 

Bueno* Aires, Noviembre ?2de 1897. 

Y vistos estos autos seguida por el Fisco nacional contra 
don Krnesto Piaggiu, sobre indemnización, resulta : 

i° Que á foja 10 vuelta el Procurador fiscal, en representa- 
ción del Fisco, demanda á Piagio al pago del valor de 400 capo- 
nes, que al ser conducidos por cuenta det gobierno á bordo del 
vapor Alba, de propiedad del demandado, con destino i las Pre- 
fecturas de la Tierra de) Fu^o é UU de loa Estados murie- 



15f) FALU.S |)K U SUÍ'HEWA CHUTE 

ron por falta de espacio, al i tue (ilación y agua, fundándose en 
el artículo 102 del Código de Comercio, qu>" establece la respon- 
sabilidad di- Piaggio por esa pérdida. 

2° Que corrido traslado» Piaggio contesta qoe es cierto que 
murieron los cuatrocientos capones embarcados en el vapor 
Alba Üet.tdo por el gobiernu con el destino «presado, pero que 
de esa pérdida no tiene responsabilidad, por cuanto, en lo que 
respecta a! acondicionamiento, si no hubiera habido espacio 
pal» embarcar esos animales, de ello .-ran responsables los se- 
ñe res gobernadores de la Tierra del Fueyo é Isla de los Estados 
que iban á bordo, por cu va orden se hizo el embarque, quie- 
nes debieron vr si era ó n-* posible el trasporte, y por loque 
pretiere al agua y á la alimentación, el lletante sólo está obli- 
gado á proporcionar la primera, debiendo ser administrada á 
lus animales por las personas encargadas de su cuidado por el 
fletador que debe igualmente proporcionar ta alimentación, y 
<\ faltó el agua en esa ocasión fué debido á que se congeló por 
la baja temperatura de esa re- ion. Por I,. en al pide ai juzgad-. 
„ L , s i s va eondenar al gobierno ai pago del líele debido con sus 
intereses, oponiendo á la aeciou entablada la excepción de 
prescripción, dado el tiempo transcurrido desde el embarque de 
los eapoo.es. 

3» Que abierta la causa á prueba, se ha producido laque ex- 
presa el oertiiicndn del anuario corriente á foja 41 . 

V consid. rando: !• Que «puesta por el demandado la excep- 
ción de prescripciun y hallándose ésta cumplida, según se des- 
prende de los documentos di- fojas % y 3, se hace innecesario 
entrar á juzgar del fondo del asunto. En efecto, el articulo 85H 
del Código de Comercio establece que las acciones que se deri- 
van del contrato de He t ame uto se prescriben por ei transcurso 
de un año, contado desde la terminación del naje, y el artículo 
855, inciso %\ del mismo código, que las acciones contra el 
conductor de mercaderías, que se derivan del contrato de tra*- 
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port- marítimo, se prescriben por un año, , t , ly SP contará 
en caso de pérdida tota], desde f-L .|f 4 que debió entrarse el 
«íar g;i mentó. 

Ahora bien, «te los documentos fie fojas 2 y 3 f se desprende 
<iue el contrato , e celebró en el año 1888. en niva fecha tam- 
debiera haber sido entregados los capones, j ta demanda 
fué iniciada el año 1891 ; por conséjente ha transcurrido más 
^ BU ¡ino, aun desdé ¡a fecha de la promulgación del actual (V,- 
digo de Comercio : Uctubre ríe f8ií!í. 

2 o Que la contra -de manda promovida por Piaggio contra el 
Kiscolo ha sido sin el recaudo necesario del permiso del Con- 
greso, exigido en el caso *ub-judice % de ¿cuerdo con la jnri . 
dicción de la Suprema Corte. 

P^r e8tai-onsíderactone N delinitivani.-nte juzgando, fallo- ab- 
solviendo de la demanda á don Brnuto <\agg¡o, v declarando 
improcedente la eontra-demauda de éste contra el Fisco, sin 
especial condenación en costas, por no haber mérito para 'ello. 

Hágase saber original, v, repuesta tos sellos, archívese el 
expediente si no fuere apelada esta sentencia. 

Así lo pronuncio y mando, en Buenos Aires, capital de la Re- 
pública Argentina, fecha tdsupra. 

Oíaechea y i teoría. 



VISTA DEi. SEÍÍUH PKMCriUOOh ctneiiAt 

Suprema Carie: ****** Aím ' *** U * 

Ka sentencia recurrida por el Procurador liscal a foja 68 
declara prescripta la acción instentada contra don Ernesto 
Piag-io, agente del vapor nacional Alfm, por indemnización de 
perjuicios. 
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La excepción de presoripcion aunque de una manera vaga, 
fué oportunamente opuesta por el demandado ú foja 14 vuelta 
de su escrito de contestación á la demanda. 

La prescripción resulta haberse operado en efecto, unte et 
lapso del tiempo transcurrido. 

Lo* perjuicios que mutiv¡in ta acción, se han producido en el 
año 88, según las póliza* de fojas 2 y 3, y la acción se entabla 
Tecíen en 1891 según las constancias de foja 10. 

Han corrido tres años desde vi contrato de fletamentu y pér- 
dida de la materia objeto del eoutraio, basta la fecha de la de- 
manda. Tlus artículos 853 y 855 del Código de Comercio, li- 
mitan el término para las acciones que se derivan del Contrato 
de üVtuuieuto, al término d- sólo un año. 

Considero justas las conclusiones de la sentencia de foja 65, 
y no creyendo por ello deber sustentar el recurso interpuesto a 
foja 68, pido á V. E, se sirva eouürmarlu por ?<us fundamentos. 

Sabútiana Kier. 



rniio de I» fcuprem» Corte 

Buenos Aires, Orlubre 13 de 1900. 

Vistos y considerando; Que M-jiendo desde el primero de 
Mayo de mil ochocientos noventa, las reformas al Código de 
Comercio, según la ley uúmero.dus mil seiscientas treinta y sie- 
te, es exacto que durante la vigencia de esas reformas se ha 
cumplido el tiempo requerido para la prescripción de la acción 
deducida en esta causa, siéndolo igualmente qne laprescripeion 
se ba operado a piteando también el citado código antes de su 
reforma (artículo mil .-seis ineis» tres). 
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Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se confirma la sentencia de foja sesenta y 
cinco en ta parte recurrida, 

Hóga^ Haber con el original, y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . — 
Jl'AN E. TORENT 



« AUNA <<4 \4IY 



thm Luis ,\L Saavedra, contra el Ferrocarril Central Argentino 

sobre daños </ perjuicios 

Sumario, — No corresponde el pago de costas, cuando el 
obligado á reparar el daño no niega el daño y su obligación, 
siaó sólo el quantum nu* se pide, y éste resulta ser menos del 
pedido por t'l actor. 



Caso. — Lo explica el 



mili» del Jut-i P«der»l 

Autos y vistos : Los segui.tos entro don Luis María Saa- 
vedra y v\ Ferrocarril Cotral Argentino, por cobro déla suma 
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de 3000 pesos nacionales de ley, (Je su estudio resultan los si- 
guientes hechos : 

Que en la ñocha del A al 14 de Marzo do 1897, H treu de 
esa empresa, al pasar pr la estación Saaverira dio muerte é 
inutilizó ¡i seis animales vacunos de propiedad de ríun Luis M. 
Saavedra, quien, en virtud de ese hecho y con sujeción á las 
disposiciones de los artículos 1109 y 1113 del Código Civil, de- 
mauda á la empresa del referido ferrocarril, cobrándole lu suma 
de 3000 peSus nacionales de ley, por los seis animales, á razón 
de 500 pe-o^ cada uno, por ser de raza pura Herefoid 3 pidiendo 
además, se condene en las cestas á la empresa. 

Esta, contestando la demanda, reconoce ser responsable del 
hecho de tu muerte y perdida de los animales vacunos del señor 
Saavedra, pero no está conforme en la suma que por ellos» se le 
cobra, la que expresa >o lije equitativamente por el tribunal. 

La causa se abrió á prueba, y la paste aitora ha rendido 
la de que instruye el certilicado del ¡letuario de foja..., con más 
lo alegado por ambas partes. 

Y teniendo en ein nf.i las siguientes consideraciones de lU- 
recho : 

Que reconocida por la empresa del ferrocarril demandado, 
la responsabilidad que le compete por el lincho que ha ocasiona- 
do este juicio, son d«' aplicación al caso sutt-jitdice, las dispo- 
siciones de los artículos 11 '9 y II 13 del Códi^<i Civil. 

l¿ue el único punt" sobre el que hay disidencia, y sobre el 
cual debe el juzgado pronunciarse es, sobre la apreciación equi- 
tativa del valor de los animales perdidos \~>t el señor Saavedra. 

Este ofrece las dei la raciones de testigos que corren de 
foja... sí foja,,, por los cuales conceptúa acreditada la justicia 
del precio que pide por sus ¡miníales vacunos. 

Que la empresa observa esas declaraciones, considerándolas 
desprovistas del valor positivo ante las sanas reglas de !a crí- 
tica, con arreglo á las cuales debe pesárseles y apreciárseles. 
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Que atentaseis observaciones, paréceu..s más equitativo el 
precio de 300 nacionales por cada animal vacuno dt Jos perdidos 
el que lija nos, procediendo de ex e( { ue ettmno. 

Además, debe tenerse en vista la declaración d* la dirección de 
ferrocarriles que correá foja... y alegato de bien ¡.robado de 
foja,., duGnitivainenle juzgando, fallo: que debo condenar, como 
efertivamenie condeno ú lu empresa del Ferrncarril Centru) 
ArL'.-nth .. ;i ¡llenar a¡ •••ñ..r Luis M Kaavedra^ dentro del ter- 
mino de diez días de ejecutoriada esta sentencia, la suma de 
un mil ¡/ochocientos pesa* nacionales de /**>/, como importe de 
l-s s.'is animales vacuno» perdidos ¡mi culpa déla empresa? 
dentare que las costas son á cargo de la empresa. Notifiques* 
original y archívese este expedieute, caso de no ser recurrida 
esta sentencia. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, capital de lu República Ar- 
gentina, á los doce días del mes de Octubre de 1808. 

(tfacc/tnt tf Alcor ta. 



Fallo ilf I* Hit ¡irruía C 'orlr 

Buenos Aires, Octubre 13 dé 19()0. 

Vistos y considerando : Qup la empresa no ha puesto en cues- 
tión su obligación de pagar, habiendo, por el contrario, recono- 
cido!;!. 

Que el litigio ha versado así, únicamente, sobre el valor de 
los animales muertos por el tr.'n, que la demanda aprecia en 
quinientos pesos cada uno. 

Que de la prueba producida por el ¡ictor resulta que los ani- 
males muertos han sido, en su totalid.nl vacas y vaquillonas, 



constando que pastaban sueltas en el campo cuando ocurrid el 
accidente. 

Que el demandante no bu acicditadu cual sea el valor de las 
Tacas y vaquillonas de su propiedad, muertas por el tren, justo 
óaproximadu, porque los testigos que ha presentado no lo esta- 
blecen ai >et especialmente preguntados al dedo, llagándose 
en motivos atendibles. 

Que ante la deficiencia de la prueba no es justo ni lijar el 
precio de quinientos pesos por cada animal, pretendido por el 
actor, ni siquiera el de trescientos que manda pagar la semen- 
cia apelada. 

Que para hacer la estimación atri huida al juez por el artí- 
culo mil ochenta y tres del Cólico Civil, aplicable al caso en 
virtud del artículo mil ciento nueve del mismo cóligo, debe te- 
ner presente además que i!-» ha habido toro entre los animales 
muertos. 

Que litigado sólo el quantum, y reduciéndose pur el fallo en 
proporción considerable el monto "le lo reclamado, no es proce- 
dente la condenación >m co.-tas á cargo del di -mandado. 

Por estos fundamentos, se reforma la sentencia apelada de 
foja sesenta y tres, en cumio á la indemnización que determi- 
na, la que se lija en novecientos pesos moneda nacional ; y se la 
revoca en cuanto a las cosían que impone á la empresa deman- 
dada, declarándose ;i ese respecta que todas las del juicio se pa- 
garán en el orden Confiado, Notil íqoese con el original, y, re- 
puestos los sellos, devuélvanle. 

BENJAMIN !'V¿. — ABEL BAZA*. — 
JUAN K . TOIIHENT. 
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Don l't'lidano Hernández contra dun Marran Hit/los : sobre 

reivindicación 

Sumario, — I a La acción reivindicatoría no procede si el 
actor y sos causantes notan sido alguna vez propietarios del 
inmueble que se reivindica. 

2" El derecho de propiedad se pierde, toando en virtud de la 
prescripción la ley ntribuve á uno ta propiedad de una cosa per- 
tenecí en Le á otro. 



Casa. — Lo eiplica el 



tallo del Juez Federal 

Ln Pliiu, diciembre i üe 1898. 

Y vistos : los seguidos por don Feliciano A. Hernández; otros 
contra don Alarais Riglos sobn- reivindicación y demás en ellos 
dedneidos -esnltando: 

I o Que en 7 de Setiembre de 1897 (v. foja 29) se pre- 
sentó ante este Juzgado don Feliciano A. Hernández por sí 
y en representación de los señores don Camilo Pérez é Higinio 
Hernández deduciendo contra el señor liiglos la presente de- 
manda de reivindicación. 



FALLOS lít LA SUMI KM A «XXVIL 



2* Que seyun lo exponen Jos aclurrx, los cónyuges don Ense- 
bio Pérez y doña Valeriana V.dazi-o adquirieron un c&inpu en 
enfilen?!* en el uño de 1837 ubicado en el partido de 25 de 
Mayo por compra uV derechos qrit- hicieron á don Carlos Sa- 
rracan. 

3 o Que el dicho campo ¡i su vez lo hubo el señor Sarracín 
en compra de don Carlos Wrigth coya extensión f linderos 
constan de U escritura que con fecha 27 de Enero d« 1801 Otor- 
gó el supremo gubji rno do la provne .a i dmi rVrmin Justo 
Pereda. 

4» Qué habiendo fallecido doña Valeriana \'.jr*o en el 
iño de 1851, su esposo 'Ion Kusebío Peres continuó con la suce- 
sión de aquella en cuyo estado y p.-udieut» la liquidación tes* 
(¡amentaría se presentó al superior gobierno en 1858 pidiendo 
se le eunoedipr.» el terreno en arrendamiento a mérito de habér- 
sele extraviado el documento que le otorgó Sarracín: pedid., al 
que se accedió por decreto de fecha 19 de Abril del mismo año. 

5" Que por la chiu-ula 3 a del mencionado decreto *e obligaba 
al señor K. Per z i pairar el eanoti atrasado que adeudaba per 
la i toi-iiun en qu - había estado. 

6' 1 Que liquidada es;i deuda había ascendido á ll.GÍÍ'2 pesos 
Con 5 reales de la moneda antigua por <•] eaiion d. 20 años y 110 
■ lias, y tiO.-iiO pi^os y | iv;il l;i unsm-t m oicia por arn-u - 
datnientos devengados á razón de ÍÜÜD pesos papel antiguo 
por legua, cuyas cantidades abonó el señor Pérez el «lía 6 de 
Diciembre -le 18ti2. 

7" Que habiéndose presentado algunos interesados propo- 
niendo al gobierno la compra de este campo, el señor K, Pero» 
por Ínterin- lio de su apoderado don Fermín Justo Pereda 
manifestó estar dispuesto á usar del den ho de preferencia 
que la ley le acordaba y que el gobierno le reeouoeió en efecto. 

8 o Que en esle estado se presentó un escrito lirmado por el 
ya mencionado don K. Pérez y don Kermin Justo lVred.i, sulícU 
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tando aquél autor i/,a<-iioi para transferir á éste el campo que se 
i< ! había concedido en v- uta, pem resultando do haber el 
señor Pereda aatUfeoho aún el precio del campólo se hito lugar 
á la tran-ferencia. 

9" Que oblado el pr.-ciu á loados o tres días después </e ífl 
'"■'/(reíoíi, se presentó Pereda inauiíesfauduque había desapare- 
cido «1 inconveniente queob^tóá la transferencia á mérito de lo 
>|iie el gobierne! aceptó ésta, previa ratificación que debía veri- 
ficar Pérez y que m-sele. syli.-íiú, extendiéndose las escrito- 
raí di! propiedad n Perfila en v 27 de Knoro de 1864. 

10' Que como el campo de que ve trata era ganancial del ma- 
trimonio Pérez- Velazco, por haber sido comprado con dinero 
que pertenecía a la sucesión de la es-p' sa premuerta, lo» herede* 
r«»s demandaron ¿ don Fermín Justo Pen<d¡ipnr esta causa. 

II" Que, posteriormente, el ya mencionado Pereda Tendió el 
campo sí don Marcos líiglos en 10 de Mayo de 187Í», ¡«ero que esa 
r- nta era nula por s.-r nul.i |,l escritura que el goiueino otorgó 
«Pereda, en vez de- Pérez que era el verdadero compraJor, 

(¿ue aunque es eirrto que antes de presentarse don E. 
Pérez al gobierno solicitando autorización para transferir sus 
derechos á Pereda ya se los bahía cedida por escritura celebra- 
¡i i uiiti; el escribano don José Boado, dicha escritura en tam- 
bién nula según resulta de sus propios términos. 

18" Que fundan las Utilidades apuntadas en las siguientes 
cantalea : a) que .ion h\ J. Pereda eynio apoderado de don E. 
Pérez no puso en conocimiento de éste el habérmele concedido 
en venta el campo; h\ que Pereda no pagó A Pérez el precio de 
compra del campo, lo que encubre verdad eras i inul ación; que 
Pérez no se ratili^ó cu la cesión; d) que Pérez uo podía ven- 
der por sí y ante *t bienes que pertenecían en condominio á la 
sucesión de dona Valeriana Velazeo; e) que Pereda fue apode- 
rado u "erez en las gestiones para la compra del campo, ter- 
minando la petición en mérito de lo expuesto y de estar el cara- 
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po en poder Je don Marcos Riglos, lo demanda por acción de 
reivindicación, solicitando, además, condenación en frutos y 
costas. 

14* Que el de mndado contestando laaceión instaurada en 20 
de Octubre (v. foja 75) asegura hace más de 21 ¡tños que 
posee pacífica y tranquilamente el campo reclamado, el mismo 
que adquirió de uue.na fé, habiéndolo, á su vez, adquirido del 
gobierno su vendedor Pereda, hace mas de;13 años, 

15' Que si don t\ J. Pereda podía invocar la posesión trein- 
tenariapara repeler la acción intentada, con mayor razón puede 
hacerlo él por ser suc sor singular de buena fé y con justo 
título, 

16° Que aunque don L' . J. Pareda fué demandado por los 
herederos de doña Valeriana Velazco entre los que si» encon- 
traban i"* actores, esa demanda toé desestimada por sentencia 
ejecutoriada, con lo que se tiene por no interrumpida la pres- 
cripeiun, según el artículo 3987 del Cu Jigo Civil. 

17° <¿ue, en su consecuencia, opone la excepción de prescrip- 
ción de 30 a líos y la de 10 y 20 años, 

18° Queá mérito de la sentencia rebordada dednee también 
excepción de cosa juzgada pues si don F, I, Pereda no podía 
set demandado, tampoen puede serlo su sucesor singular. 

19° Que, por ntr.i parte, ¡araque procedala acción de reivin- 
dicación es preciso ser propietario y haber perdido la posesión 
después de serlo, circunstancias no comprobadas, 

20° '¿ne los dos extremos apuntados jamás se comprobarán, 
pues losactote- ni Umpoeodon Kusebio Pérez y su esposa doña 
Valeriana Velazco jamás tuvieron el dominio del '-ampo ni la 
posesión de. mismo á tí tolo de dueños, 

21" Que en cuanto á las causales de nulidad alegada .; por el 
actor, son todas inadmisibles, por inciertas y por estar proscrip- 
tas las acciones que sobre ellas podrían fundarse, y todo, por 
las razones que in extenso expone. 
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22° Que finalmente la acción intentada extinguió «leadle el 
momento que los demandante s a<*eptari»>i y se dividieron labe- 
rencia de don Kusebio Pérez, pues romo sucesores de éste debían 
devolver al demandado lo que recibieron ' oni" herederos de doña 
Valeriana Velazco y termina por tod" lo expuesto solicitando se 
deseclie la demand-i, con especial eomlenacion en costas 

"23 a Que Mirido nuevo traslado al actor, su abrió la causa i 
prueba, y producida la que expresa el certilicado del actuario 
(v. foja 251 vuelta) si> presentaron los alegatos sobre su 
mérito (v. foja 258 á foja 288 y foja 289 á foja 30t); lla- 
mándose en seguida autos (v. foja ífjl vuelta), 

Y considerando: 1" Que. dado* los mismos antecedentes su- 
ministrados por los actores y relacionados, no procede la acetan 
reivindicatoría; porque naciendo ella del dominio y no habien- 
do aquéllos ni sus causantes sido jara is propietarios, no hay tér- 
minos hábiles para por este medio legal, recuperare! terreno de 
que ee trata (v. artículo 2758 del Código Civil). 

2" Que, evidentemente, está operada la prescripción treinte- 
naría, porque don Francisco Justo Pereda fué escriturado el 27 
de Enero de 1864 (v. resultando 9") y estr> demanda fué invo- 
cada el 7 de Setiembre de 1897 (v. resultando pudiendo el 
actual poseedor unir su posesión ¡i la de su antecesor (art ículos 
4005,'4015,y 4016 del Código Civil), 

3 o Que aunque don Fermín Justo Pereda fué demandado 
por los herederos de don Valeriano Veluz o, éstos fueron ven- 
cidos por sentencia firmada, pasuda en nut- ridad de cosa juzga- 
da, por cuya razón la prescripción no se reputa interrumpida, 
según lo dispuesto en el artículo 3987 del Código Civil (v. fo- 
jas 20i, 176 y 180). 

4 o Que es igualmente procedente la excepción de 10 años 
opuesta, pues habiéndoos/o títuíoy (turna fé, el adquirente no 
puede ser molestado después de ese término. Riglos adquirió 
por compra el campo ubicado en el partido de 25 de Mayo, el 
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10 de Mayo de 1870 (y. resultando 11') sin que exista prueba 
de que procediese de maltt fe. Se ha aperado, [mes, la 
oion de una manera completa é irrevocable (v. artículos 
4006, iOOS y 4010 del Código Civil}, 

5° Que entrando á eonsidnrar los motivos de nulidad ¡llega- 
dos por los actores, y el Juzgado ba réla«ioaado prolijamente, 
serán estudiados uno á uno y en el orden planteados en el 
resultando 13" (v. foja 222). 

6" Que en cuanto á la cuestión a), se resuelve negativamente, 
porqne COtistu de iiutos y la demanda lo confiesa como relacio- 
nado en el resultando 8', que don Kusebio Pérez solicitó auto- 
rización para transí lm ir ¡i iluu Fermín Justo Pereda, el campo 
qu- ee le había concedido en renta (v resultando 7° , lo que 
prueba que tenía conocimiento dediclia concesión. 

7" Que uno suponiendo que hubiera habido dolo por parte 
de don V. J. Pereda, haciendo ñ su míiud iute la ocultación iu- 
dicada — Ue. habérsete concedido en renta el cañifla ~ ello no 
pudría viciar la a Jquisici.n posterior de d»n Marcos (ligios, por 
no >erle á é\te i tu potables los hechos ajenos y pot estar además: 
proscripta— coum él lo -lice — la acción de nulidad fundada en 
tal cansa (v, artículo 4030 del Código Civil . 

8'> Qii" tocante ¡i la cuestión A), si- resuelve también, como la 
anterior, negativamente, porque de la escritura corriente á foja 
187 aparece que don V. Pereda abonó el precio <v. resultan- 
do del canino, En todo caso si hubiese simulación el derecho 
para amparar en ella la nulidad, estaría proscripto (v. artículo 
tO:(0 del Códtgo Civil). 

9* Que estudiando la cuestión c) debe irremediablemente 
resolverse nefjativatncnte; porque la venta por escritura pública 
hacía innecesaria ta ratificación ante el (jobiemo, con el agre- 
gado de que con posterioridad ha reeonocidodon Kusebio Pérez 
en su testamento la efectividad de la venta hecha á don F. J. 
Pereda (v. foja 152). 
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10° Que en cuanU 4 la cuestión d), ha de resolverse negativa- 
mmk, porque según la misma relación de lo* actores no existió 
condominio riel campo con la sucesión de doña Valeriana V*daa- 
co.pues ,„.. h ibienio esta fallecido eu 1851, gestionó don 
Ensebio Pérez el arrendamiento f>. resultando*») cujo arren- 
damiento fué et antecedente j,or el <¡ue el yatñerno concedió el 
derecho de compra. 

i i 9 «iup/fi nal mente. la cuestio-ie lia de resolverse newttwa* 
mente, porque la prohibición legal es para que el mandatario 
cómprelo que se le ha encaraado[eender, no parante ét direc- 
tamente pueda contratar ron su mandante. 

12° Quesu poniendo cupiere alguna duda respecto de la forma 
del mandato y no se encontrase «Jaramente puntualizada la 
constitución de las relaciones entre mandante y mandatario (R, 
Perol y F. J, Pereda) ello surge preciso de las constancias de 
autos, á parte de que don Eusebia Pem.hnbiere encomendado Á 
don Fermín J. Pereda /a oenta del campo en cuestión. 

13" Que, por otra parte, una demanda igual en su fondo á la 
presente^,, intentó anteriormente por les actores contra el dicho 
don F.J. P-re ia, siendo rechaza la por sentencia ejecutoriada 
(t. resultando t&) razón por la cual procede Ja excepción de cosa 
juzgada interpuesta por el demandado, señor Marco» Riglos. 

14' Que, habiéndose probad o que los actores don Feliciano A. 
Hernández, don Camilo Pérez y don Higimo Hernández acepta- 
ron la herencia de .Ion Ensebio P-rez (v. foja 218 y 123, care- 
cen hmj de la acción intentada e n arreglo á lo predispuesto en 
la ley 11, título 1;í, Partida 5", 

Por estas consideraciones y concordantes de Jos escritos de fojas 
53 y 258, fallo: desechando la acción interpuesta de reivindica- 
ción contra don Marcos Iiiglos, v todo, con especial condenación 
en costas. Xotiffquese original y regístrese en ellihro de senten- 
cias y repónganse ¡as fojas. 

Mariano S. de Áurreeoechea. 

T. LXXXVIII. 
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Buenos Aires, Octubre 13 de 1900. 



Vistos y considerando: Que es un hecho plenamente compro- 
bado eu tus autos, que don Kusebio Pérez y doña Valeriana Ve- 
luzco da quienes los autores pretenden derivar loa derechos que 
invocan, nunca fui-ron propietarios dvl inmueble á que se refiere 
la acción reivindiootoria deducida, quedando así fuera de cues- 
tión la improcedencia de esa acción informada en el dominio de 
la cosa que se reivindica, con arregi >al texto espreso rielartículo 
dos mil setecientos cincuenta y ocho del Código Civil. 

<¿ue aun en ía hipótesis de que a' gima vez los actores ú sus 
causantes hubiesen tenido el dominio alegado, no es aterios in- 
dudable qne lo hubieran perdido, porque el derecho de propie- 
dad se pierde cuaudo la ley atribuye á una persona en virtud 
de la prescripción la propiedad de una cosa perteneciente áotra 
(artículo dos mil seiscientos seis, código citado). 

Que, en efecto, la prescripción opuesta por el demanda- 
do lia herlio que éste adquiera el dominio del terreno en 
cuestión en lus términos del inciso sétimo, artículo dos 
mil quinientos veinticuatro del mencionado código, porque 
hay, en el sentido -le haberse operado esa prescripción la 
buena fe que se presume (articulo cuatro mil ocho); el justo 
título, es decir, título que tiene por objeto transmitir un den- 
rho de propiedad, revestido de las furnias legales por «star re- 
.laclada en instrumento público artículo cuatro mil diez) y po- 
smsí-u continuada p.»r más de veinte años á motar desde la ena- 
jenación hecha por Pereda á Rigió* en mil ochocientos setenta y 
seis {artículo cuatro mil tres), y porque con tales elementos el 



r adquiere la píopiédad con sujeción á lo dispuesto en 
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el arricio tres mil ooveci, I „ noventa y nueve. f a qnt , por 
otra parte, ni siquiera se ha a, . g . do , llie hübieríl hab * idosus ' 
31on <Ie U P"«np«¡oncon apli acioa á la posesión di Biglo, 

¿n, ante la importancia dec ¡fa «le | ils consideraciones pre- 
cedente, es «autil apreciar i as , m 4s cuestione, traída» at de- 
7** P ° r los ^PWftWK porque caa^ra q üe fu , se ]a ^ 
non que corresponda respecto d, esa, cuestiones aqu.dias coa- 
servarían roda su eficacia. 

Por ■«ta. .fundamentos y lo, concordantes de la sentencia 
apelada de foja trescientos diecseis, se confirma ésta con cas- 
tas, no haciéndose lugar al recurso de nulidad en mérito de lo 
expuesto en el último considerando de esta resoluto. Notifi- 
queso con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN. — 
;»IAN E. TOItUENT. 



m Ferrocarril Cemral A retino contra la sttemon 
de Juan Sfnnetto; 



Sumario. -Debe eonünnars, la fijación de precio é indem- 
nizacmn que se considere equitativa. 



— Lo explica el 
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Buenos Aires. Muyo 36 de 18ÍÍ9, 

Auto* y vistos: Para resolver sobre la expropiación de un 
terreno de propiedad de don Juan Spinetto que ocupa el Itfto- 
caril Central Argentino, de su estudio resulta : Que la empresa 
deleitado Ferrocarril ocupa desde 1889, una zona de terreno 
de la sucesión de don Juan Spinetto y que, iniciando el respec- 
tivo juicio sumario de expropiación, el expropiante ofrece pa- 
gar á razón de 500 pesos moneda nacional hectárea, con sus 
intereses desde la í.cha de la ocupación, con más 500 pesos mo- 
neda nacional por indemnización (Jas los daños y perjuicios. 

La parte expropiada pidióse le pagara á razón de un peso 
moneda nacional el mHro cuadrado del terreno ocupado, 
incluyeudn en ese precio los interese* y los danos y perjui- 
cios. 

No pudiMudo ponerse de acuerdo sobre el precio á abonara, 
las putea nombraron sus respectivos peritos tasadores; el 
ferrocarril al ingeniero don Ignacio Oyuela y la sucesión de Spi- 
netto al ingeniero don Carlos Teodoro Criada quienes se han 
expedido en desacuerdo en sus dictámenes que corren á foja.., 
v foja... respectivamente; el primero, acotejando se pagara 
el terreno a razón de 4 Vi centavos el metro cuadrado del mis- 
mo v los internes respectivos desdo la ocupación; y el segun- 
da, sosteniendo que debe pagarse a razón de 26 t centavos el me- 
tro cuadrado, con más un 10 poroieiit- por indemnización, to- 
mado sobre el precio de) terreno. 

Considerando : Que en materia de expropiación, la ley vi- 
gente en el 6. den nacional, es la de Í3 de Setiembre de 1866, la, 
que en su artículo 15 establece la suma con arreglo á la cual, 
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•J ebt* el juez fijar el precio del terreno, disponiendo que debe 
asignársele el que habría tenido antes de la ejecución de la 
ubra que ocasionó lu expropiación, y aun antes de la autotiia- 
ció» de la ejecución de la obra, por cuanto, como fácilmente se 
comprende, tiene una verdadera y poderla influencia sobre la 
apreciación del terreno, la autorización y ejecución de tuda TÍa 
férrea que, trayendo aparejada la facilidad y •■eleridad y bara- 
tura d*' loa transportes y de la población redundí eu positivo 
beneficio de los terrenos que atraviesa y no sería justo que, á 
más de fsoa beneficios que experimentan los propietarios por el 
súlo hecho del cruce de un ferrocarril, pretendan que éste les 
abone el precio de sus terrenos, con la inflexión que eu propia 
acción les produce. 

Ka p'»r eso que la ley de la referencia, teniendo en cuenta esa-* 
circunstancias, ha dispuesto previsoramentc qm- el |>re<*in qnr> 
se atribuye á los terrenos, debe ser ñjadoeon presciudeucia de 
au alia apreciaron subsiguiente A ta ejecución de las obras 
que motivan la expropiación, 

Hl ingeniero Oyuela, estudiando los antecedentes existentes 
sobn- ventas A- los terrenos adyacentes al de Spinetto, llega á 
la conclusión de que debe abonársele el á expropiarse á razón 
de A \> , centavos el metro cuadrado fiel que se trata, y el inge- 
niero (rlade opina, citando también antecedentes sobre venias 
de terrenos contiguos, que debe pagarse el terrena ríe la refe- 
rencia, árazi;n de 26 centavas el metro cuadrado. 

Pensamos que el ingeniero Oyueia se aproxima más á la ver- 
dad, atentos los términos del articulo Í5ja citado de la ley de 
Ja materia, y por que, dadoB h*s precios que antes ^ehan pagado 
por terrenos contiguos, pensamos más equitativo ese tempera- 
mento. 

Teniendo, pues, en cuenta, los antecedentes invocados por el 
ingeniero Qyuela eu su dictamen pericial de foja... ; y proce- 
diendo <ve «v/uo f.t bono como sucede enunterias de expropiación , 
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definitivamente juzgando, de acuerdo cotí las conclusiones del 
dicttímen de] perito Otuela, fijamos en 5 centavos moneda na- 
cional el precio unitario del metro cuadrado del terreno ocu- 
pado por el Ferrocarril Central Argentino á la sucesión de don 
Juan Spiuetio. Además ge pagarán Los intereses desde la fecha 
de la ocupación hasta la de! efectivo pago, y, por vía de indem- 
nización, id 10 por ciento del valor del terreno expropiado so- 
bre la base del precio unitario arriba lijado. 

Ejecutoriada que <*eu esta sentencia y dentro del término 
de diez días de su ejecución, la empresa referida pagará á la 
sucesión de don Juan Spinetto, la suma que exulte líquida, 
según las bases que quedan prefijadas. Las castas deberán abo- 
narse en el orden causado. Así 1*> resuelvo en Buenos Aires, 
Capital de la República Argentina, fecha üt-supra. 

!\ Ohtecfwag i teoría. 



ría lio d« I» *U|jrt»uiw Corte 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1900, 

Vistos: Atento td mérito de autos y considerando equital: ,o 
el precio del terreno é indem&lsacion que se manda pagar por 
la sentencia apelada d t foja cuarenta y dos, se cinlima ésta, 
ron rostas. Notifíquese original y, repuesto el papel, devuél- 
vanse. 

BfcNJAHIN L»AZ. ~- AÜtt BAZAS. — 
JUAN K. TOKflEST. 



t AUNA € < « X< VII 



Ikmn ¡tila Aconta ron Ira la rittftresa *H Ferrocarril Central 
Córdoba; sobre daños ¡f perjuicios 

Sumario. — Cuando e) liedlo causada o por falta imputable 
á la persona quu lo suln*, no procede la ac-ion oV indemniza- 
ción. 



0(.<N, — L- rX¡¡llr,L el 



tallo del Jur« Federal 

Córdoba. Agosto *20 do 1898. 

Autos y vi s tos : Los saludos p<ir don Nicanor Montenegro en 
representación do rtoña Pata Acosta contra la empresa del Fe- 
Mcarril Central Uúrdoba, por indemniza- ion de danos y perjui- 
cios; resulta: 

Que el primero con fecha 21 M Mayo del año 1896 se pre- 
senta exponiendo: Que el 3 de Agos'o del ano anterior la se- 
ñora Murta Monserratde Acosta transitaba por la calle pública 
de la Villa de Jesús María, departamento Colon, que atraviesa 
la línea del Ferrocarril Central Córdoba, situada á inmediacio- 
nes de donde se encuentra la bomba, con que proveen de agua á 
las máquinas, cuando en ese mámenlo el tren di pasajeros que 
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Ta de esta ciudad á Tucuman, hacía la parada que ea de regla- 
mento y costumbre en ta estación, al dársele ta aeñal de mar* 
cha, la emprendió acto continuo, el que al aproximarse al punto 
donde atravesaba la linea la señora Marta Monserrut de Acos- 
tad maquinista tocó el pito, sin detener ni disminuir la mar- 
iba del tnu. Que Ja señora de Acosta i, mudablemente no ovó 
id silvato (era pesada de i>(do) ó si lo oyó, no tuvo tiempo sufi- 
ciente para salvar el peligro, porque cuando apenas había dado 
un puso en la vía, fué alcanzada por el miriñaque del tren y 
arrojada A gran distancia, produciéndole una muerte casi in»- 
tautinea; que el punto donde sucedió este hecho dista más de 
do> cuadras de la estación, donde estuvo parado el tren J que 
la calle pública qje atraviesa )a línea eu el punto dicho, ni te- 
nía paso á andarivel ti i ei guarda que ordena la ley sea colocado 
donde quiera que uu camina ó calle públicos atraviesen una lí- 
nea férrea (artículos 3 t inciso 5, y 8, 20, 26, inciso 3, ley número 
531 de 18 de Setiembre del 72). Que la responsabilidad civil 
de la empresa por el accidente referido está claramente determi- 
nada por los artículo 1 368, 1069, 1072, 1084, 1 Í09, 1 115, 1 123 y 
902 del Código Civil y 53 de la ley citada y fallos de la Suprema 
Corte, série 4, tomo 6 t página 428 á 454; que en mérito de lo 
expuesto demanda á la empresa del Ferrocarril Central Córdoba 
por indemnización déla muerte duda á la señora Marta Monse- 
rrat de Aconta, pidiéndose la condene á pagar la suma en que el 
Juzgado estime conveniente avaluarlos, los que él estima en lu 
suma de 6000 pesos moneda nacional, en atención á que la ex- 
tinta eia una señora andanu, con especial condenación en cos- 
tas. Corrido traslado de lu demanda lo evacúa el doctor Félix 
T. Garzón, como apoderado de la empresa demandada, pidiendo 
el rechazo de la demanda, con costas y negando en absoluto la 
verdad de los hechos aseverados en la demanda. Abierto á prue- 
ba el juicio se produjo por ambas partes la que corre de fojas i 1 
á 88 de que en oportunidad se liará mérito. Vueltos los autos á 
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la oficina alegaron ambas partes sobre el mérito de U prueba. 
Llamados los autos para definitiva, faeron éstos puestos a) des- 
pacho el 3 de Agosto del corriente año. 

Considerando: 1° Que en el accidente de que se trata La 
habido culpa ó negligencia por ambas partes. Por parte de la 
víctima andando por éntrelos rieles como medí» cuadra (testi- 
gos de fojas 83 y 83 vuelta), y en punto que no era pasaje- for- 
zado (testigos Indalecio Cerdeyio, fnja 35, y Félix Pevot, foja 36 
vuelta) lo que es imprudente y temerario y ademas está prohi- 
bido por la le j (artículo li li, Código Civil, 55, ley de Procedi- 
mientos Nacionales). La empresa, puroira parte, es responsable 
de la culpa de su maquinista de no haber parado el tren, no obs- 
tante haber visto á ta víctima ; que la víó, está probado, por 
cuanto tocó el pito varias veces (testigos Timoteo Arriego, foja 
33, y llamón Arriego, foja 33 vuelta). Además, el punto del acci- 
dente es muy transitado y está dentro de un pueblo o villa bas- 
tante poblado, lo que haee responsable á la i mpresa por no es- 
tar cerrada la vía en esa parte. 

2 o Que conforme con la jurisprudencia y la equidad cuan- 
do ha habido ful ta imputa ble á ambas partea, el Juzgado 
debe decidir si ha lugar a indemnización y su monto. (Segovia, 
notad al artículo 1112; Aubry y Han, § 4i6; Corte de Bour- 
ges, 22 de Agosto 1832, citada Suprema Corte, serie 2", tomo 
7", página 258). 

3 o Que la empresa estaba obligada á oponer en la con- 
testación de la demanda todas sus excepciones, inclusive la de 
personería de l.i demandante, loque no se ha hecho y no puede 
tomarse en cuenta la excepción alegada en el alegato de bien 
probado. 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo: condenando á 
la empresa & pagar a título de daños y perjuicios la suma que 
la demandante fije por juramento dentro de la cantidad de mil 
pesos moneda nacional, sin especial condenación en costas por 
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no haber mérito para imponerlas. Hágase saber y archívese ai 
no fuese apelada, 

C. Mot/ano Gacitua. 



tullo de tu Miiprrma « ort<* 

II uenos .Vires, Octulirt* 18 de 1900, 

Vistos y considerando : que según resulta déla prueba pro- 
ducida el accidente que lesionó á doña Marta lluuserrut de 
Acota, causando luego su fallecimiento, tuvo lug.ir en circuns- 
tancias fine la citada doña Muirla caminaba pur ¿obre la vía, á 
La que eila se introdujo, recorriéndola en extensión un tanto con- 
siderable hasta alcanzarla la máquina del ferrocarril deman- 
dado. 

Que es ti también acreditado, que si hicieron con ¡a máquina 
repetidos silbato-, anunciando su marcha y aproximación; des- 
prendiéndose igualmente délas (Aclaraciones de los testigos del 
actor y demandado, que ios conductores del (Ten trataron de 
detener la marcha de é-te cu. nido observaron 1 1 inutilidad de 
los expresados silbatos, en cnanto no se bahía logrado p^r ellos 
que ia vía quedare libre con la salida de la occisa. 

Que esos hechos iemueátran que doña Marta bahía, por su 
parte, violado el artículo cincuenta y cinco de la ley de ferro- 
carriles que prohibe á toda persona extraña al servicio del ca- 
mino introducirse ó estacionara en íl. mientras que los conduc- 
tor e* del tren cumplían, por la suya, con la oMigacíou impuesta 
en el articulo ochenta y siete del reglamento general de ferro- 
carriles, haciendo, con los silbatos de la locomotora ¡as señales 
prevenidas cuando se vean personas sobre la vía, 

Que los conductores del tren no han podido prever que los 
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silbatos iw fueran sulicientes para advertir & la persona que in- 
debidamente recorría el camino M peligro que para ella entra- 
ñaba la proximidad del espresado treu, explicándoseos/ que. no 
hubieran tratado de detenerlo, sitió miando ya se hallaba á corta 
distanciado la víctima. 

Que, en su virtud, no puede decirse que el accidente se duba 
á ac$a voluntario ó siquiera culpable ó imprudente de paite de 
ios conductores del tren, los que, aparece, han heelio lo que de 
ellos dependía 6 pudieron hacer para evitarlo. 

Que la culpa ¿imprudencia de la víctima está fuera de cues- 
tión, porque resulta de la infracción de la ley en que incurrió 
en daño de la empresa y del milico y porque obró con una im- 
previsión mar; i (¡esta, penetrando y manteniéndose en la vía sin 
tomar ti i ug un género di* precauciones, las que le eran aún más 
nece.Mtriaa desde que padecía de sordera. 

Que con arreglo al artículo mil ciento once del Código Civil, 
el hecho que no cause daño á la persona que lo sufre, sínó por 
una falta imjnitabl" i ella, no impune responsabilidad alguna. 

Que, por otra parte, por confesión del demandante, contestan- 
do á foja veinticuatro vuelta á la primera de las posiciones de 
foja veinticuatro y por la prueba testimonial producida por am- 
bos interesados, está acreditado que doña Marta era una ancia- 
na de mas de ochenta arlos, pubre hasta la mendicidad, viviendo 
de la caridad de los vecinos y transeúntes; es decir, de la cari- 
dad pública. 

Que esa circunstancia sirve para no dejar duda que la citada 
doña Marta uo atendía á" la subsistencia de la aotura, lo que 
basta para que ésta carezca de derecho pura reclamarla indem- 
niiaeion que en easn de homi -irfio acuerda la última parte del 
artículo mil ochenta y cuatro del Código Civil. 

Que la demanda no afirma que la adora haya hecbo gastos en 
la asistencia de doña Marta y en su funeral, ni expresa en con- 
secuencia, cuál fuese el monte de esos gastos, habiendo al res- 
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pecto falta absoluta de prueba que ni siquiera se hit intentado 
producir. 

Que no habiendo tenido lugar el accidente en el cruce de l¡i 
tía por.un camino 6 calle, ni mientras pasase doña Marta por 
ese cruce, quedando el más inmediato á algunos metros de dis- 
tancia, según la declaración de foja treinta y seis vueltu del 
testigo don Félix Revol, presentado por el demandante y en mi- 
rito de la de don Indalecio Cerdeirode foja treinta y cinco vuel- 
ta, testigo también del ¡ictor, no hay necesidad Se estudiar, 
en el casu.si la empresa demandada ha dado ó no cumplimiento 
al deber de que habla el inciso ocho, ¡irtfculo ciueo, de la ley ge- 
neral de ferrocarriles. 

Por ésto, se revoca ta sentencia apeladade foja sesenta y tre.f. 
absoWiéiulu-ie, en consecuencia, á la empresa demandada, de la 
demanda. Nolifíquese vriginal y, repuesto el papel, devuél- 
vanse. 



1iK>JAMlN PAZ. — AREL BAZAR. 
— JUAN B. TOWHEMT. 
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Don Ricardo Achával can 
t, /jor nulidad 




Sumario. — líl vecino de una provincia, a quien el jueit ordi- 
nario manda embargar bienes en virtud de un auto del juez 
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ordinario de otra provincia, expedido en pleito entre vecinos de 
ésta última, tiene derecho, — acreditando la distinta vecindad 
de las partes, — dé ocurrir al jaez federal de su domicilio, para 
que avoque A si bis diligencias del embargo, y conozca sobre 
la nulidad de tas miomas. 

Caso, — Lo explica la siguiente 



VIST* DEL SEfiOU PHOCGRADOR FISCAL 



-inulto^, Agosto 11 (Jt; 1ÍXX), 

Sentir Jut'z: Pe los hechos relacionados y cuna ¡deraciones 
legales adneidas por el doctor Ricardo Achával en el escrito 
precedente, se desprende: Que los señoras Domingo Retundo y 
Víctor NVgri, vecinos de la provincia úv Turuman, se presenta- 
ron ante el juez do 1" instancia en lo civil d<> esa localidad 
ludiendo se trabara embargo sobre las maceras existentes en 
la estancia t Poleo Pozo *. por creerlas pertenecientes á un señor 
Segundo Oaroía. La demanda fué admitida por dicho magis- 
trado, pues de acuerdo con lo solicitado libró exhorto al de 
igual ciase de esta provincia á tin de que comisione al juez de 
l'oz respectivo para que lleve i efecto las diligencias mandadas 
en. su auto. 

Como se ve, pues, la acción instaurada por los señores Retan- 
do y Negri, fué ante el juez de I a instancia de la vecina provin- 
cia y es allí, en mi concepto, í donde el doctor AchAval debe 
recurrir en salvnguarda de los derechos que considera ofendi- 
dos. 

P^r otra parte, si el doctor Achával cree que su causa perte- 

i 
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nece al fuero federal por razón de la distinta vecindad de las 
partes, el único juez llamado á dilucidar ese incidente, serla el 
de sección de la provincia mencionada. 

J-Ntaa son ias razones que priman en el infrascripto para 
pensar que S. S. es incompetente para conocer en la presente 
demanda. 

/(. ( omet tastana. 



Fallo del Jum fr>drr H l 



Sflnlfago del Estero, Agosto 11 do 190Q. 

Y vistos: por las consideraciones a lucidas por el señor Pro- 
curador fiscal en su precedente vista, y teniéndose en - tienta 
además, que el presente caso no se llalla comprendido en lo 
dispuesto .-n el artículo 2* de la ley d'j 14 de Setiembre de 
1863, sobre jurisdicción de lo, tribunales nacionales, se decla- 
ra que este Juzgado no es competente para conocer del presente 
asunto. Repónganse los sellos. 

V. tf. Vera. 



vista nti. neSoii puoí.uhadok genehai. 

Hílenos Aire*, Setiembre 3H de 1*100. 

Suprema lorie : 

La sentencia de V. E. cuy-i testimonio se ha acompañado á 
foju i,no se relaciona i on los hechos que han motivado los 
recursos del señor Acharolen este incidente. En él no se trata 
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de la propiedad ó posesión de la estancia * Pulen p^o » r a ¡ nü 
■simplemente del embargo de unas maderas en el concepto de 
pertenecer ú un señor Segundo García. 

Si alguna acción corresponde al señor doctor Achával por 
razou de esas murieras mandadas embargar cerno pertenecien- 
tes á un tercero, ha debido deducir la tercería de dominio ú 
otra que le correspondiera, y en su mérito provocar la resolu- 
ción de competencia de la jurisdicción nacional si creyere haber 
lugar a ello. Pero mientras aquellos procedimientos no se 
inicien, y declarando el doctor Achával en la segunda conclu- 
sión de foja 12, tftte no deduce aquella tercería, el fuero federal 
restringido y de excepción como lo declara la ley de competencia 
nacional y la jurisprudencia establecida en tantos fallos de 
V. E. no procede en el caso, como lo ha establecido el auto do 
foja 15, que corresponde, á mi juicio, confirmar por sus fun- 
damentos, 

Sabiniano hier. 



rallo de I* Suprema Corte 

Buenos Aire*. Octubre 18 do 1900. 

Vistos, resulta: Que el doctor Ricardo Achara! se presentó 
ante el Juez de Sección de la provincia d« Santiago del Estero 
y expuso: Que en juicio con el gobierno de esa provincia la 
Suprema Corte de Justicia falló \& L MU-¡a en Junio del año plisa- 
do, reconociendo .a posesión inmemorial tic su parte A la suerte 
de estancia de c Poleo Pozo» y á la del c Añil », como lo acredi- 
ta la sentencia que en testimunt<> acompañaba. 

Que le parecía natural que, después de esa sentencia, uo se 
intentaría por nadie interrumpirlo en la posesión de. las meneio- 



184 KALLOü liK LA MI'KKMa í:«HTÍ 

nadas .suertes de estancia; pero que no sucedía así, y tal era el 
motivo que ocasionaba a ti presentación ante el Juzgado. 

Que en tranquila pusesiou después del f ilio mencionado de 
parte de la suerte de estancia de «Polco Pozo», estableció 
cortes de madera en sus bosques, ya por medio de campamentos 
que corrím y corren de so propia cuenta, ya por medio de 
arrendatarios entre, ellos el señor Hoque Balsas, domiciliado 
en la estación < Tacanas * del Ferrocarril Buenos Aires y Ro- 
sario, de la jurisdicción de Tncumnn, de donde le había escrito 
la carta que también acompañaba, avisándole que un Juez do 
Paz de La provincia de Santiago, saliéndose de bu jurisdicción 
lo había visitado y uotificádole el embargo de mis obrajes y de 
los bosques. 

Qui* como en esa nota se le dijere que tales diligencias sur- 
gían de un exhorto, trató de inquirir la verdad y de sus averi- 
guaciones resultó que un señor Domingo Retundo ó Víctor Negri, 
siendo acreedores de un Segundo Garría, que se 1c ha dicho 
viven en Tucuman, han denunciado como de posesión de García 
la estancia de € Poleo Pozo • y m tal virtud han pedido al juez 
de aquella localidad el embargo y la cesación de los trabajos 
establecidos en dicha estancia. 

Que el exhorto fué remitido por el juez d*> primera instancia 
de Tucuman al de igual clase de Santiago, quien le dió curso 
librando el olioio respectivo al juez de paz departamental á 
los efectos de su cumplimiento, que por cierto no se llevó á 

t'SiiO, 

Agrega que se le ha informado que se liaren diligencias para 
embargarle durmientes que tiene arrimados á la vía del Ferro- 
carril Buenos Aires y Rosario para entregar á dicha empresa, 
por considerarlos como extraídos de c Poleo Pozo» y que don 
Domingo Retando se preparaba á establecer grandes cortes de 
madera en Los bosques de la referida estancia. 

Que amparado en la sentencia de la Suprema Corte se ha 
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"puesto á la» diligencias practicadas y qm Sfl ü|)0Iie ¿ lli3 ^ 
practicarse. 

Impugna el embarco mandado trabar como contrario á las 
reglas de procedimiento y á la jurisprudencia establecida en 
varios fallo» de la Cámara de apelaciones en lo civil de ta capi- 
tal de la nación, sosteniendo, de acuerdo con ellos, que el 
■rnbargo para ser procedente debe trabarse en bienea duque 
esté en posesión el deudor, y que si se embargan bienes que 
posee un tercero, que como el exponentc nada debe Á los acree- 
dores de aquél, ni es parte en el juicio que le siguen, no necesita 
el poseedor de lucir tercería pava oponerse al embargo y pedir 
que se levante, según se ha establecido en los fallos que invoca. 

Que, en consecuencia de los hechos expuestos, consideracio- 
nes legales y fallos aducidos, solicita que, acreditado el fuero 
federal para entender en estas gestiones, se sirva el Juzgado 
proveer £ los siguientes pedidos : 

/'rimero : Que se libre a] señor Juez de primera instancia 
en lo civil y comernai de ta ciudad de Santiago para que á 
la brevedad posible remita informe de todos los antecedentes 
relativos a diligencian de embargo de la estancia de «Poleo 
Tozo » ú obrajes establecidos en la misma sobre cortes de ma- 
dera. 

Segundo : Que sin deducir tercería se h> tenga por opuesto á 
esos informes ó diligencias de embargo y en tal virtud se decla- 
ren nulos ó sin efecto alguno, condenando al pago de todas las 
costas, daños y perjuicios á quien ó quienes los haya ocasiona- 
do. 

Tercero-. Finalmente, que declaradas improcedentes ó nulas 
dichas diligencias de embargo, se haga saber por oficio á quien 
ó á quienes corresponda, interponiendo desde luego recusación 
cu contra del aetual J uez de paz de Gir enez Primero, para toda 
diligencia judicial en que tenga que intervenir en este asunto. 
Por otrosí dice; Que el Juzgado es competente para entender en 



T. LX XX VIH. 



186 CALLOS DÉ LA SLPKtM4 CORTE 

estas gestiones, con arreglo á lo dispuesto en los artículos cien 
y ciento uno de la Constituí ion de la Nación, y pide sean 
citadas las personas que indica para que declaren sobre la resi- 
dencia habitual de su parte y en su mérito se declare compe- 
tente. 

Que habiendo corrido vista por el decreto de foja trece al 
Procurador Fiscal para que dictamino sobre la competencia del 
Juzgado para conocer en la presente gestión, aquél se eipide 
ú foja catorce, diciendo: que los hechos relacionadas y conside- 
ración^ legales aducidas por el doctor AcbAval, se desprende 
que es t en su concepto, ante el juez de primera Instancia de 
Tncuman adunde el doctor ¿chaval debe ocurrir en salvaguar- 
dia de los derechos que considera ofeiididos,por ser ante ese juez 
que se ha instaurado por Retondo ó Negri, ace.ion contra Se- 
gundo García y el qu» ha librado el exhorto para el embargo de 
que reclama; y que sijel doctor Achával cree que su causa per- 
tenece al fuero personal por razón de ta distinta vecindad de 
las partes, el único juez llamado á dilucidar ese incidente sería 
el de sección de la provincia mencionada. 

Que después de esta vista se ha dictado el auto apelado de 
foja quince, declarándose el Juzgado incompetente por los fun- 
damentos de la expresada vista p.ira conocer de este asunto, 

t considerando: Que conforme ú la disposición del artículo 
cieu de la Constitución Nacional y á la del artículo dos, incido 
d is, de la ley de jurisdicción y competencia de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres, la jusljiia federal es 
competente para conocer de las causas ¡viles que se susciten 
entre vecinos de diferentes provincias. 

Que en tal virtud y acreditada que >m la distinta vecindad 
de las partes n<> puede ponerse en duda la competencia del ju^z 
Federal de Provincia para conocer de la causa que ante él so pro- 
mueva por vecino ó vecinos de una provincia contra vecino ó 
vecinos de otra, siempre que en dicha causa se ventilen derechos 



DE JL Sil CIA NACIONAL 187 

que estén por la ley bajo la salvaguarda de m oficio y se de- 
duxca eu forma la correspondiente demanda. 

Que en el caso subíndice se tratu de una causa civil en que 
aparecen afectados derechos del recurrente sobre un inmueble 
situado en la jurisdicción del juez a quo t ouya competencia es 
por lo mismo indiscutible para resolver en ella lo que sea de de- 
recho una vei que se acredite la distinta «ciudad de las partea 
y siempre que no se demostrase que la causa ae hubiese radi- 
cado ante la jurisdicción provincial. 

Qne la circunstancia de que, en la causa de que se trata, se \ 
cuestione la procedencia de no embargo decretado por un juez 
de provincia, como el de la ciudad de Tucuroan, no puede anu- 
lar la jurisdicción del juez Federal de la Provincia de Santiago 
para « onocer de una causa que es de su fuero, en la hipótesis 
antes eipuesta, ni para privar á la parte del juez a quien le co- 
rresponde resolver eu ella en virtud de la Constitución y de ta 
ley. 

Por estos fundamentos, se revocad autoapelado de foja quin- 
ce, declarándose que el inferior es ^uiupeteute para conocer en 
la gestión promovida, previa justificación de que e¡ caso está 
comprendido en el artículo dos, meisodos, déla ¡ey de jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Nacionales; y devoélva - 
se a sus eíectos. JMifíqu. se c«m el original y repóngase el 
papel. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAN. — 
JUAN I. TOHRBNT. 
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El ¡tanca Nacional contra don Hawon F. Affiiero, en la ejecu- 
ción con don fám fleynOJú ;/ don t'edr» Lucero ; sobre 
oblación de ¡n ecio. 

Sumario, — En La Tonta del inmueble herba en juici» *je- 
cutiro, el comprador contrae la obligación de consignar el pre- 
cio lina vez que el remate se haya aprobado. 

Caso. — En el juicio ejecutivo del Banco Nacional contra los 
señores Luis Reynoso y Pedro Lucero, el comprador del inmue- 
ble mandado vender en remate, don Ramón F. Agüero, pidió 
revocatoria y apeló trt subtidium del auto en que se le mandó 
oblar el precio de la compra, fundándose en que antes tonta que 
examinar loa títulos, é invocando el artículo de la ley de 
procedimientos y el artículo 1424 del Código Civil. 



tullo delJues Federal 

Sao! iago del Hilero, Agosio 6 de 1898. 

Vistos y considerando : Que el acto de que da cuenta el acta 
de foja 39? vuelta, impone al comprador la obligación \ révia 
de consignar el precio conforme al artículo 292 de la ley nacio- 
nal de Procedimientos de H de Setiembre de 1863. 
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Que la necesidad di 1 la escrituración por instrumento públi- 
co á que se relien* la lev de forma que se ha recordado, ba 
nidoá quedar sin efecto por lo ilispuesto en ni articulo HStdel 
Código Civil, que es ley de fondo. 

Que uparte de e^to la Suprema Corte tieni' resuelto en el fallo 
de la sección 2\ tomo 8°, página 3Í5 t que tel acto de un re- 
mate es en sí misino un contrato perfecto de rompra-venU, que 
tratándole de bienes inmuebles no necesita para su legali- 
dad y validez ser extendido en «ser i tura pública*. 

'í ue todavía tratándose de la compra-venta entre particula- 
res, único caso en que podría el comprador suspender el pago 
del precio sería cuando tuviese motivos fundados de ~er moles- 
tado por reivindicación de la cosa. 

Que tales motivos no han sido ni siquiera insinuados por el 
comprador, aparte de que su alegación no procedería en ta su- 
basta pública. 

Que aún á pesar deque ocurrieran los temores á que la ley 
alude, el comprador tendría forzosamente que pagar el precio, 
siempre que se le afianzase su restitución, fianza que implícita- 
mente queda establecida con el hecho de no hacerse entrega 
al vendedor del precio consignado mientras no se llenen las for- 
malidades de ley. 

Por tanto» no se lince lugar á la revocatoria pedida por el doc- 
tor Agüero, dejándosi- subsistente el auto en la parte recorrida, 
con costas, y se con- ede en relación la apelación subsidiaria- 
mente interpuesta por ser el recurrente un tercero (serie 3\ 
tomo 5 o . página 399). Remítanse loa autos ú la Suprema Corte 
y repónganse. 

S. Saivá. 
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r H ||« de la SuprcMü t .r*e 

Buenos Aires, Octubre 18 de 1900, 

Vistos J considerando : Queoomu lo hace notar el inferior, en 
lamenta del inmueble heciu en juicio ejecutivo, el comprador 
contrae la obligación de consignar el precio una vez que el re- 
mate se naja aprobado (segunda parte del articulo doscientos 
noventa y dos de la iey de Procedimientos). 

Por ésto y sus fundamentos concordantes, se continua, con 
custas el auto de foja trescientas veinticinco en la parte apelada. 
Nittiffqueseokigiaaly, repuesto el papel, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABUL HAZA». — 
JUAPi h. I OKJt E\T . 
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bono Francisca Manco de ttodri/ptez contra don Puticarpo 
Coitiin, por cobro de pesos: sobre prueba 

Sumario. — I o Cuando ha habido negligencia en activar la 
prueba, no puede admitirse su producción fuera del término. 
2 o Hay negligeucia, si designado día parala deolaraciou de 
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testigos, se pide la designación de nuevo día después de más de 
un mes dula designación anterior. 

Caso. — Lo e* plica el 



Hueuo> Aires, Mayo ¿8 Je 1900. 

Autos y Tistes : Por lo que resulta del precedente certificado 
del señor secretario, del que consta que las declaraciones de 
sus testigos no fueron recibidas por falta que pudiera -icrle im- 
putable al demandado, no ha lugar ú lo pedido ene! escrito de 
foja 37 del cuaderno de prueba de la ucinra, y, en su consecuen- 
cia, desígnase la audiencia del 7 dt-1 mes de junio á las 2 
p. m. para la recepción de as»os testigos lí. póngase la foja. 

i, Urdinarrain, 



Mli mm I* Suprema Mi 

Buenos Aires, iVlubre 18 do 1900. 

Vistos y considerando: Que con feclia veinticuatro de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y nueve se hizo la última no- 
tificación del auto por el que se recibió esta cansa á prueba por 
todo el de la ley, ó sea por el de treinta días {foja dieciocho). 

Que el veintides de Diciembre, el demandado ofreció la prue- 
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ba testimonial á qoe se refiere el escrito de foja ochenta y ocho; 
prueba que, después de haberse entregado en secretaría la lista 
de los testigos, lu que se efectuó el veintisiete del mismo, se 
mandó recibir por el auto de foja veinte, que dispone la citación 
de los testigos j señala la audiencia del veinte de Febrero para 
las declaraciones de los cuatro primeros de la lista, disponien- 
do i la vez que se libraren los oficios que la misma parte pidiú, 
con el objeto de la producción ile otro género de prueba. 

Que ése auto quedó sin cumplirse, resultando de la diligen- 
cia de foja veinte vuelta que recién el veintiuno de Febrero se 
dejaron los sellos necesarios y se libraron los oficios á que se 
ha hecho referencia. 

Que el veintiséis de Marzo, según el cargn puesto al escrito 
ile f ja veinticinco, el demandado pide que se fije nuevo día para 
la declaración de sus testigos, habiendo transcurrido así más 
de un mes desde el día primitivamente designado al objeto de 
esas declaraciones hasta la fecha en que la parte instaba para la 
producción dt- esa prueba. 

Que ese antecedente es bastante pañi demostrar negligencia 
imputable al demandado en el sentido de no haber obrado, como 
debía hacerlo, activando la producción de la prueba, la que en 
general tmsólo debe ofrecerse sinó producirse dentro del térmi- 
no, de suerte que, la que no se ha rendido ep esaB condiciones, 
no puede rendirse después sinó cuando, no obstante la diligen- 
cia de la p.irle, no ha sido posible hacerlo en oportunidad en 
tratándole d*' medios pmbatonos á hacerse valer dentro del tér- 
mino de prueba. 

Que estas conclusiones sim pertinentes aunque fuera exacto 
que en el escrito de foja veintinueve? auto de foja veintinueve 
vuelta, i»e hiciese también referencia á los testigos ofrecidos por 
el demandado, loque, porotra parte, no resulta de ese escrito y 
auto, apareciendo al contrario, que ellos no se relacionan sinó 
á las posiciones presentadas por el actor que debían absolverse 
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el ocho de Febrero y á los testigos ofrecidos por ol mi y rao que de- 
bían declarar ol día diez de ese mes. 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja nitri- 
to una, Xotifíquese origina! y, repuesto el papel» devuélvase. 

bktSJAHIM PAfc. — ABEL iAEAH.— 
JUAW E. TGRnEUT. 



CACHA I DI 

El llanto Racional en liquidar i un contra don Eduardo Campeiin , 
por cobro rjevuhxo de prso\ , >■ W inhabilidad de titulo 
^ prescripción. 

Sumario, — i" Ks ejecutivo el crédito de cantidad líquida de 
moneda comprobado por un instrumento público. 

2 o En las obligaciones á plazo, el término para la preaerip- 
cion no corre sinó después del veucimu uto del plazo. 

Caso.— Lo explica el 

fr »tl« del j«n Federal 

Santiago, Octubre 10 de 1897. 

Y vistos; Siendo el presente caso análogo al seguido por el 
mismo Buceo contra Felipe Celeste y Valentín Camponovo sobre 
cobro de pesos, en el cual so han deducido idénticas excepción?* 
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y el qué ka sido resuelto en esta propia fecha, téngase por reso- 
lución del presente juicio la sentencia recaída en los referido» 
autos de Celeste y Camponofü, debiendo la secretaría agregar 
testimonio autorizado de ella, y ténguaecoiuo liase del cómputo 
para la prescripción no operada, la fecha de la le j 3037 de 18 
de Noviembre de 1893, y la del pedido de foja 17. de I o di* 
Setiembre de 1886. Notifiquen con el original y repónganlo. 

Saturnino Salvá . 

Santiago, (h-hibrc VA de mi. 

Y Fistos: los seguidos por el Banco Nacional en liquidación 
contra don Felipe Celeste y Valentín Campo n ovo, sobre cobro 
ejecutivo de la .-nulidad de 7000 pesas moneda nacional sus in- 
tereses y costos. 

Kl defensor délos ejecutados opone como excepciones : 1 * 
inliabilídaddel título con que se ejecuta, por nobaber sido pro- 
testada en forma ; 2* nulidad del protesto que aparece al dorso 
del documento de fija 1 ; 3" que el reconocimiento Iteeho en la 
eserit tira hipotecaria no es bastante á suplir el protesto : 4" que 
la ley 2841 lia introdu ido mudilicucñuses á la obligación priu- 
eipal que importan novación y quita, espera ó remisión ; y 5* la 
prescripción total del crédito. 

Con Lo expuesto eu contestación por ei Uaoco, foja 24, y consi- 
derando: Que las partes tienen confesado expresamente que el 
pagaré de foja i que contiene obligación de pagar suma cierta 
á persona determinada y á plnzo lijo, y el cual ademas, está 
concebido á la órden, lia sido reconocido en la es -riura pública 
de foja 2. 

Que, de consiguiente, puede correctamente decirse, que la 
deuda que se ejecuta consta de instrumento público y estando 
en las condiciones que se expresa en el considerando que prece- 
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de, trae aparejad* ejecución, en virtud del inciso 3 o leí artículo 
249 dt' la ley nacional de procedimientos, de 14 de Setiembre 
de 1863, sin que, puraque se produzca este efecto, sea necesario 
un otru documento público ti sea el protesto. Nadie puede poner 
en duda que un pagaré no protestado en persona, dejo de traer 
aparejada ejecución, si el firmante lo recorioreanteel juez com- 
petente, p^to es, si reconoce la firma anm¡ue xe nietfite su con- 
tenido (artículo 251, ley citada), luego si el deudor ha recono- 
cido eu escritura pública su deuda (algo más que ka firma) cae 
de su propio peso la procedencia de la vía ejecutiva, 

Qun mientras do baya endoso del pag;iré no eiiste una dele- 
gación de pago (asignación), de lo que resulta que el pagaré no 
requiere presentación ni aceptación, tampoco requiera protesto 
por fulla de pago aunque pueda >er útil á los efectos déla 
vía ejecutiva (Segovia, nota 2483 al artículo 741 del Códi- 
go de Comercio). 

Que el prute-vto di 1 pagaré para que produzca la vía ejecutiva 
y ¡i que alude el referido doctor Segovia, debe entenderse cuan- 
do dicho pagaré conste de documento pirado y no de instrumen- 
to público, como queda sentado. 

Que por otra parte, estando equiparada la obligación de foja 
1 á las letras de cambio (artículos 740 y 741 de Código de Comer- 
cio) la excepción de inhabilidades improcedente, de acuerdo 
con el articulo 776 de igual código, y ella no obsta por tanto al 
progreso del juicio ejecutivo. 

t¿ue la prescripción alegada, si bien no interrumpida, fué 
suspendida por 90 días en razón de la ley 2781 , promulgada en 
20 de Julio de 1891. 

Que con posterioridad a esta ley, se ba sancionado La 2841 , 
de 16 de Octubre de 1891, la que también por el artículo 42 
que modifico de raíz las relaciones entre el Banco y sus; deudo- 
res en el sentido de que ese establecimiento, si bien podía exi- 
gir de sus deudores ul afianzamiento de sus crédito, no podía 
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empero compelerlos á su pago con amortizaciones mayores 
que las que allí se determinan, quedando ampliada el plazo á 
seis años, derogándose mtre tanto las disposiciones que se opu- 
sieran á esa tetj (artículo 51 ). 

Que l,i mista;) lev ha sufrido una nueva modiÜcacion por la 
3037 de 18 de Noviembre de 1893, por la que (art. 11) sólo 
se podía cobrar á \>*< deudore* del Banco el 3 por ciento de in- 
terés anual en dinero efectivo, y el 7 p »r ciento de amor- 
tización anual en diñen ó en títulos de depósito, en cheques de 
la Tesorería nacional ¡i la par; los intereses y amortizaciones, 
serán pa^ad-s trímetramente, con loque él plazo del venci- 
miento se extiende á 15 años. 

Que n» es racional mi poner que prohibiéndosele al Banco el 
cobro de sus créditos por >u mas mayores que las fijadas en las 
leyes que se lian recordado, puedan los deudores valerse de e-¿a 
circunstancia para ampararle en una prescripción que sería 
necesariamente arbitraria por contraria á todo espíritu de equi- 
dad y que destruye el principio de los juicios por el cu il se es- 
ableceque los litigantes sean juzgados bajo un pié de perfecta 
igualdad. 

Queá propósito del precedente considerando, el jugado por 
encontrar exactos hace suyos y reproduct' lo> siguientes con- 
ceptos vertidos por id defensor de Claudio xVrredondn en el jui- 
cio que contraezte siguió el Banco Nacional por eobro do una 
letra. La oitada K y (dice re ü riéndose a la ¿Sil, aplicable por 
analogía á la 3037) establead una Legislación especial que viene 
á regir las relaciones del Banco Nacional con sus acreedores y 
deudores respectivamente, derogando toda* las disposiciones 
de derecho común A personal que se opongan á e]|¡i. 

Esta disposición (aludiendo al articulo 42) de carácter impe- 
rativo, obliga al Banco á suspender la ejecución íntegra de sus 
documentos de cartera y hacer su eobro por partes, acordando 
siempre al deudor la espera de los 6 años (15 por la ley última) 
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para la chancelación en pagos parciales. Luí, proposito» de esta 
ley jiü escapan á nadie : resuelta la liquidación del Banco Na- 
cional, que tiei:e comprometido en la cartera el crédito y riqueza 
de toda la nación, se trata de i-vitar e) desastre que traería al 
comercio y a Las industrias una rápida liquidación en circuns- 
tancias tan precarias conw las que >i; atravesaban. 

Desde lin go, no puede eludirse por el Banco el cumplimiento 
de una ley de fines tan plausibles. 

Que esa opinión es del todo concordante con los fallos de la 
Suprema Corte Federal que se registran en la serie 4*, tomo 1% 
página 221 ; tomo 5 o . página 159. y tomo 11*, página 5fl. 

Que el carácter de leyes de orden público que revisten las le- 
yes precitadas, y contra las cuales nadie puede tener derechos 
irrevocables (artículo 5' del Código Civil) fluye del considerando 
10" del fallo de la Corte, contenido en la série 2», tomo I o , pá- 
gina 437, y está encarnado además en el fallo confirmado por 
sus fundamentos de la serie 4% tomo 5% página i 59. 

Que el Han t» afirma sin contradicción, y surge del nuevo 
htcUo de la presentación del escriiode toja 5, que di spues de 
promulgada la ley 3037, él ú los demandados, no ocurrieron 
:i acogerse á ella y es preciso entónces concluir en que éstos 
empelaron á prescribir la totali iad del crédito desde la fecha 
de aquella, 6 sea desde el 18 de Noviembre de 1893, porque 
desde entónces estuvo apto el Banco para demandar el todo de 
la deuda conforme al artículo 19 de la referida ley, debiendo 
tenerse presente que la citada demanda de foja 5 equivale á 
luís que el protesto. 

Que desde la fecha antes indicada hasta el día del auto de fo- 
ja 7 vuelta (tí de Setiembre de 1894), no han trauseurrrido los 
tres años que exige el inciso 2 o del artí mlo 848 del Código de 
Comercio, para r-ue pueda reputarse como operada la pres- 
cripción. 

Por tanto, fallo: no haciendo lugar á ninguna de las eicep- 
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ciones deducidas debiendo, en consecuencia, llevarse la ejecu- 
ción adelante por capital, intereses y costas. Hiigase saber con 
el original, y oportunamente repónganse los sellos adeudados. 

Saturnino Saint. 

* 

Vmlim d+ I* Huprtu» 4'ortr 

Humos Vire-, Urtiil)^ 18 ir 1900. 

Vistos y cnisiderawlo : Qu. ul orétlito cuyo pago demanda el 
Banco N T acion¡il es por cantidad de moneda líquida, y se Italia 
comprobado por el instrumento púbIi<ode foja dos. 

Que con esos antecedentes no puede haber duda respecto á la 
procedencia de la acción ejecutiva intentada con arreglo á lo dis- 
puesto en los artísnlos doscientos cuarenta y ocho y doscientos 
cuarenta y nueve, inciso tercero, de la ley de Procedimientos. 

Que en Virtud de la ley número dos mil setecientos ochenta y 
una que porrogó por nov- ntadías las obligaciones comerciales 
por sumas do dinero á la vista ó á plazo vencido ó por vencerse, 
quedo en suspendo durante ese nuevo plazo el término para la 
prescripción de la acción del Banco contra >*a deudor, de suer- 
te que el transcurrido desde el diez de Julio de rail ochocientos 
noventa, fecha del vencimiento del documento de foja primera, 
hasta el diereis de Octubre de mil ochocientos noventa y uno, 
en que se dispuso la liquidación de! Banco Nacional, sólo al- 
canza alrededor de un año, porque en las obligaciones ¡í plazo, 
el término no corre sinó después "leí vencimiento del plazo 
(artíetilo tres mil novecientos cincuenta y hieledel Código Civil). 

Que con sujeción al artículo cuarenta y dos de la ley de liqui- 
dación del BiinOO Nacional, éste no podía eligir el pago de su 
crédito con amortizaciones mayores que las que se expresan en 
el tni>nio artículo. 
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Que no puliendo, cu 911 mentó, cobrar ■■! Banco sinó los inte- 
reses d« sus créditos durante el primer ,tño y tos intereses 
y amortizaciones de un diez por ciento durante el segun- 
do, y otro tanto en el tercero, el término para la prescripción 
bu debidoesttr suspendido hasta tanto tem ieran los plazos aoor- 
dados por la ley a los -leu lores y cesase la imposibilidad en que 
el establecimiento se bailaba de ejercitar arciones para el pago de 
la deuda, porque, i-omo ya se lia establecido en las obligaciones 
a plaío, la prescripción no empieza á correr sino desde el Tenel- 
ín iertto del plazo, no corriendo en las condicionales sino desde 
él cumplimiento dé ta condición (artículo tres mil íioivcumtes 
eincuenta y siete del Código Civil) y porque impedido el acree- 
dor por la ley paruuicer valer su den cho, 110 pueden redundar 
en so perjuiet. los efectos da es;i imposibilidad (argumento del 
artículo ttvs mil novecientos ochenta, Código Civil). 

Que el Banco recuperó el ejen icio de sus acciones contra el 
ejecutado, de conformidad con el espíritu del artículo dieci- 
nueve de la ley número tres mil treinta y siete, de Noviembre 
dieciocho de mil ochocientos noventa y ti es, sobre liquidación de 
aquel establecimiento, pudiendo desde l.tfecba de esa ley cobrar 
el importe total de la deuda. 

Queestejuieio se ha iniciado el cuatro de Julio do mil ochoci-'n- 
tos noventa y cual ro, según consta en el cargo pnestoal emérito de 
fojacuatro, en que se hace un primer pedido contra el deudor, 
siendo las demás actuaciones una continuación de esé pedido. 

Que habiendo transcurrido desde la fechu de la citada ley mi- 
m-ro tres mil treinta y siete, alrededor de seis meses, resulta 
que uniendo este ti-mipo con el corrido con anterioridad & la 
ley número dos mil ochocientos cuarenta y una, ya recordada, 
ó sea la primera que dispuso la liquidación del Banco nacional, 
ha transcurrido solo año y medio aproximadamente de tiempo 
qu»' puede invocarse para fandar la prescripción, por haber pre- 
cedido ese tiempo á la iniciación del juich. 
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Que por el lapso de tri*s años se prescriben las acciones pro- 
cedentes de documentos de la clase de foja primera (artículo 
ochocientos cuarenta y ocho del Có Jigo de Comercio), 

Por esto y fundamenLos conc rdantes, se confiirma, con cos- 
tas, la sentencia apelada de frja cuarenta y cuatro, no haciendo 
lugar al recursu de nulidad por no existir motivo» que lo funden 
ni haber*' hecho valer en concreto por el recurrente. Notifí- 
qneae original, y, repuesto el papel, devuélvase. 

BENJAHtN PAL — ABEL BAZA*. — 
JUAN K. TORRENT. 
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El doctor don Tomas Cometíanos, cesionario de los herederos 
Jttvf/ues, rontra itt provincia de Santiago; sobre cumplimien- 
to de donación remuneratoria. 

Sumario, — Si se reconoce que en eun ! ¡mienta Je una du- 
naciou remuneratoria, la provincia donante entregó terreno 
ajeno, no es necesario que el donatario sea vencido en juicio 
respecto del terreno donado, para que él. ó sus herederos, por 
Bti parte proporcional, pidan se les entregue el equivalente de la 
donación, sea en terreno ó en diaero. 



Ca^o, — Lo explica el siguiente : 
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Buenoi Mm.OcmbtelSde 1900. 

Vistos estos autos seguidos por .-I d,.etor Tomás Castellanos, 
argentino y vecino de esta capital, contra la producía de San- 
tiago del Estero, de los que resulta : Que el actor ocurrió ante 
esta Suprema Corte promoviendo demanda cont ra la expresada 
provincia ¡í fin de que se la declare obligada á darle una suerte 
de Uerras igual en valor ála que se concedió á don Amadeo Jac~ 
ques, de i'iiy.is dereclios es sucesor, en el puntu que el gobierno 
determine ó su valor equivalente en dinero, con cortas. 

Fundando Ja demanda, expuso: Que en mil ochocientos em- 
cuentay cinco el Poder Ejecutivo de dicha provincia hizo do- 
nación remuneratoria de tierras de propiedad pública sobre la 
costa del rio Salado á don Amadeo Jueques.qui formó parte de la 
expedición llevada á cabo en el citado ano, donación que fué 
aprobada posteriormente por sanción legislativa (testimonio de 
foja siete); que en mil och icientos cincuenta y siete Jacques so- 
licitó se le concediera un terreno cuya situación indicó, de dos 
leguas de frente y tres de fondo, en cambio del que le correspon- 
dería en el paraje designado para la mencionada donación ; que 
practicadas las diligencias del caso, se acogió á dicha solicitud, 
segnn consta del instrumento que en testimonio acompaña y 
que corre de fojas una á seis. 

Q-e en mil ochocientos ochenta y uno doña Francisca Jac- 
ques por sf, y sus hermanos José y Meólas, ocurrió ai gobierno 
de la provincia manifestando que el terreno concedido ú su pa- 
dre había sido vendido por aquél al señor Palacio, en cuya vir- 
tud pedía se le acordase un nuevo lote de tierras ú otra remu- 
neración equivalente. Que el Poder Ejecutivo, previos los trá- 
mites que estimó necesarios, por decreto de diecisiete ie Octu- 
T. Lxximii. u 
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bre de mil ochocientos ochenta y un", accerfi^ i la petición refe- 
rida, reconociendo á doña Francisca Jicqucsy á sos coherederos 
el derecho de denuncia de un terreno de propiedad fiscal equiva- 
lente en precio al donado anteriormente (testimonio de foja 
once). 

Que doña Francisca, don José y don Nicolás Jaques 1c tras- 
mitieron, por escritora pública (testimonio de fojas catorce y 
dieciocho) los derechos y acciones que tenían como herederos de 
don Amadeo Jacques al terreno que le fué concedido en virtud 
de los antecedentes recordados. Que en mérito de esa cesión, se 
presentó al Poder Ejecutivo denunciando tierra de propiedad 
pública á fin de que se le diera una extensión i-quivalote al te- 
rreno donado á don Amadeo Jacques y reconoció después á sus 
herederos. 

Que por resolución de fecha dieciseis de Jnnio de mil ocho- 
cientos no T e ota (testimonio de foja veintiuna) el gobierno se 
negó a dar curso á la denuncia citada y desconociéndose por 
ella los derechos legítima uente adquiridos, deduce demanda 
contra la provincia a los fines expresadog al principio, expo- 
niendo diversas consideraciones en apoyo de su acción. 

Acreditado el fuero federal por razón de los cedentes José y 
Nicolás Jacqu. s, vecinos delacapital de la República, el actor, 
en su escrito de foja sesenta y cuatro, reduce la petición de su 
demanda á los derechos que le corresponden como sucesor sin- 
gular de aquéllos y solicita, en consecuencia, que li provincia 
sea condenadas darle una suerte de tierras igual en valor al de 
las dos terceras partes de laque se concedió á don Amadeo Jac- 
hes, ó el valor en dinero equivalente á dichas dos terceras 
partes. 

Corrido traslado de la demanda, el doctor Justino Obligado, 
con poder de la provinciade Santiago del Estero, sin contestarlo, 
opuso la -icepcion dilatoria de falta de personería en el de- 
mandante, diciendo: que el doctor Castellanos ejercitaba dere- 
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ehos de los que s« decía b-redero de don Amadeo Jacques, si ti 
acompañar La prueba úe que aquéllos er¡m tales herederos ni la 
del fallecimiento de dun Amarino; que el gobierno no había 
reconocido ese carácter, admitido pur el actor <m la escritura de 
compra de derecho?, sin justificativo alguno; que siu la demos- 
tración previa de la calidad de herederos en los cedentes, no 
puede entrar al juicio. Sustanciada la articulación, fué Mía re- 
chazada por el auto 'le foja noventa y cinchen cuya virtud el 
representante de la provincia contestóla demanda insistiendo 
en la necesidad de h prueba del carácter hereditario de los ca- 
dentes y de su calidad de únicos y universales herederos; y agre- 
gando: quede los mismos antecedentes suministrados por el 
actor, resulta que el gobierno dio á Jacques el titulo y la pose- 
sión oVI campo donado y que si éste fue vendida por el tnismu 
gobierno al señor Palacio, ia cuestión debe sur^r entre los dos 
adquirentes, sosteniendo cada nnu su título y posesión, en cuyo 
caso nnu ú otro citaría de eviccion á la provincia, á euya citación 
no tendrían 'lere.-ho los Jacques, por haber perdido el dominio 
en méritu de no haberlo hecho oportunamente; que, sin un liti- 
gio en tales condiciones, entre los adquirentes, no es procedente 
U interveutiou de la provincia. Sostiene también el represen- 
tante de esta provincia, la improcedencia de la acción y ade- 
más, la legalidad del decreto gubernativo que no hizo lugar | la 
solicitud del doctor Castellanos, por loque pide sea aquélla de- 
sechada cou coytas. 

A foja ciento dieciocho corre el (testimonio déla declarato- 
ria de únicos y universales heredaros de don Amadea Jacques a 
favor de sus hijos José, Nicolás y Francisca, presentada por ei 
demandante d^pites de la Contestación á la demanda. Oído á 
foja Cíenlo treinta y ' inco el apoderado del demandado sobre 
dicho documento, se reprodujo á foja ciento treinta y seis vuelta 
la providencia de autos, dictada a foja ciento veintiocho. 

Y f-onsid erando: Que segas consta de los instrumentos que 
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corren de foja una a fr^ja nueve, la provincia de Santiago donó 
á favor de don Amadeo Jacques, en remuneración de servicios 
por éV,e prestados, un íerreiio situado sobre la margen del río 
Salado, que medía dos légn&s de frente sobTe ese río por tres de 
fundo. 

Que no obstante haberse medido et terreno para Jacqnes sin 
tyP apareciera ú s • pr-w niara contradictor alguno, se desmbriA 
me* tarde que el terren» expresado había ftido anterior mentí' 
ajenado p ,r Ul P™TÍncÍa á tercera persona, como se aürma 
H , la solicitud de foja once, hecha por doña.Francisca .lasques á 
su nombre, v al de sus humanos don Nicolás y don José Jacques 
anteei gobiern-de la misma provincia y se reconoce en el dórelo 
de foja doce, reeaílo en esa solicitud, y en ti de foja veintiuna. 

Que está así probado que hay acuerdo entre la sucesión de 
Jacqnes y el gobierno di la provincia de Santiago, en cuanto el 
hecho de" Haberse dado á Jacques en remuneración de sus ser- 
íelos una cosa que había déjalo de pertenecer al Estado pro- 
vincial por acto de enajenación emanado de sus autoridades. 

Que con tal antecedente, no puede haber duda que la pro- 
vincia de Santiago n<» h.ibfa dad., á Jacqnes el terreno con si- 
tuación determinada de que ^ ha herho mención, <inó en vir- 
tud de un értot de li ■ ho en que cayeron tanto el enajenan*- 
romo el adquirente. Que afectando ese error no á la obligación 
misma -uñó al modo de su cumplimiento aquélla ha conservado 
toda su fuerza. 

Que, en su virtud, el gobierno de la provincia obró en equidad 
y justicia cuandu, defiriendo al pedido de dona Francisca Jar-- 
ques, declaró á favor de los herederos de don Amadeo Jacqucs 
,.l derecho de denunciar tierra pública de valor equivalente al de 
las seis leguas cuadradas de ajena pertenencia, que se entrega- 
ron al referido Jacques, al objeto de cumplir de esa manera con 
ta obligación contraída ele dar a éste en propiedad y a titulg de 
remuneración, tierra del dominio privado del Estado. 
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Qué la expresada resolución del gobierno de Santiago, dic- 
tada i*l diecisiete Octubre de mil ochocientos ochenta j uno, 
ha quedado bajo el amparo de la ley provincial di- veinte de Di- 
ciembre de mil ochocientos ochenta y nueve, acompañada á la 
demanda, pirque, según loa términos expresos contenidos en el 
artículo cincuenta de » sa ley c lus obligaciones que correspondan 
jí la provincia... reconocidas por el Poder Kjecutivo en virtud 
de justo título y que tengan "rigen en enajenaciones di- tierras, 
anteriores á la presente ley, se harán efectivas entrujando en 
pago tierras de propiedad pública ó el producido de su venta ». 

Que corresponde aplicar al caso esa disposición legal, tanto 
porque según los documentos de qne ya se ha hecho referencia 
la donación á favor de don Amadeo J seques se hacía con el ca- 
rador de remuneratoria, como en consideración ¡i los términos 
generales en que se halla concebida aquella disposición. . 

Que para llegar á las soluciones de que se ba hecho mérito 
no ha sido necesario que el donatario sea vencido en juicio res* 
pecto á la cosa donada, pues que el donante ha admitido la inu- 
liltdad ó ineurreccionde ese juicio, reconociendo que ante* de la 
entrega de la casa á Jacques, ella había dejado de estar en el 
dominio de la provincia (ai gum utu del articulo dos mil ciento 
unce del Código Civil). 

Que en virtud d" las precedentes consideraciones ul deman- 
dante, doctor Castellanos, ha podido adquirir y ha adquirido 
legítimamente los derechos de ion José y don Nicolás Jaoques 
sucesores de don Amadeo Jaeq es á ser pagado en tierras del 
dominio privado déla provincia en valores equivalentes el del 
terreno, que se entregó al citado señor Jscquei y cuya propie- 
dad no adquirió por pertenecer ¡i un tercero. 

Que el derecho hereditario de don José y don Nicolás está 
plenamente acreditado, en la proporción de una tercera parte 
para cada uno, porque, según el instrumento de foja ciento 
dieciocho, ellos y doña Francisca Jacques han sido declarados 
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únicos y universales herederos de don Amadeo Jacques, en 
calidad de hijos legítimos <Íe¡ causante. 

Que cuii ti comprobación di» ese hecho acreditado en forma 
fehaciente, y cun la constancia en las condiciones expuestas en 
esta resolución, de haberse dado á Jacques una cosa ya enaje- 
nada á un tercero por la provincia y la declaración del gobierno 
de ésta, reconoeienUe el título legítimo de los sucesores del 
donatario, no hay h^ehus contradicha cuya prueba sea necesa- 
ria para el fallo de esta causa. 

Por estos fundamentos, se hace lugar á la demanda y se n 1 - 
sindre, enewuseriu-ncia, que el ductor Castellanos tiene .lere- 
rh>> a que la provincia demandada le dé tierras de propiedad 
tiscal equivalente á las donadas Adp Amadeo Jocques, en la 
proporción de las dos terceras partes que Corresponden al de- 
mandante como sucesor de don José y don Nicolás Jacques, ó 
en su defecto i i pago de su valor. La* costas se abonarán en el 
orden causado. Notifiques*! con el original, y, repuestos los se- 
llos, archívese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BaZaN.— 
JUAi* E. TüRllENT. 
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thña Méreedtx St>*a rotttru fa empresa del Ferrmaml tiran 
t hale Artjentinn, por indemnización de ¿a>n>s y prrj ti icios ; 
sobre competencia. 

Sumario. —La acción de daños y perjuicios causados por 
hecho ilíi ito puede deducirse ante el juez del lugar donde se 
ver ¡Jicó el hecho. 
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Caso. — \hm Juan T. Zavala, p.ir doña Mercedes Sosa, de- 
mandó ant»' el Juzgado Federal de San Luis á la empresa del 
Ferrocarril Grao Oeste Argentino, por indemnización de per- 
juicios, fundado en que lo> trenes <le aquélla habían muerto 
varios* animales de propiedad de su inamlaute. 

Dijo que la empresa no había cumplido las disposiciones de 
la ley de ferrocarriles relativos ¡i la conservamos d« la vía, y 
citó en apoyo de la acción artículos 1045, 1068, 1069, y con- 
cordantes del Código Civil. 

Sin contestar la demanda, la empresa puso excepción da 
incompetencia, diciendo : que tratan ¡os» de una acción perso- 
na! debía ser demandado en Mendoza, donde tiene au domi- 
cilio. 

ral In del Jim z redoritl 

Shu Luis. Marzo 8 de 1899 

Vista la excepción di l.i loria do incompetencia de jurisdicción 
opuesta por el representante do la empresa del Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino, en el juicio sobre daños y porjuioio* promo- 
vido por don Juan T. Zabala en nombre doña Mercedes Sosa, 

Y considerando : Que la eicepuiou se funda en que la empresa 
no tiene su dirección ó administración en esta provincia, par 
lo que, y no tratándose de asunto sobre transporte, corres- 
ponde iniciar el juicio ante el juez del lugar de la administra- 
ción. 

Que en el caso siih-judia* , es de aplicación el artículo !)0, in- 
ciso 4\del Código Civil, por tratarse de compañía que tiene mu- 
chos establecimientos, ó sucursales, y de obligación contraída 
por empleados de la t-mpresa en ésta, en cuyo caso la ley crea 
un domicilio especial (fallo de la Suprema Corte, tomo 46, pá- 
gina 22). 
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Que además, la competencia de la justicia federal surge en 
este cago, por tratarse de infracciones a la ley nacional de fe- 
rrocarriles, infracciones 'le que debe conocer el juez federal de) 
lugar en que se cometen, va sea para su a efectos criminales ó 
civiles (artículo 67, inciso 3", ley fíe ferrocarriles de! 72; Fallos 
de la Suprema Corte, tomo 41, página 260)- 

Por estos fundamento?, fallo: rechazando l¡i excepción de 
incompetencia, con costas ; mando se conteste, derecha mente la 
demanda dentro del playo legal. Hágase saber, reponiéndose loa 
sellos que faltaren. 

Valentín Luco. 

VISTA DEL SbSon MlOCURADOK GENERAL 

limóos Aires, Agosto 21 de 1899, 

Suprema Corte : 

Los fundamentos de la r. solución recurrida, corriente á foja 
22 vuelta, justilican, de acuerdo con la di*posie.iim del artícu- 
lo 90, inciso 4°, del Código CítíI y la jurisprudencia invocada, 
la procedencia de la jurisdicción federal territorial, que es en 
el caso sub-jttífire la del señor juez de sección de San Luis, 
Pido A y. E. se sirva así declararlo. 

Sübinianc AVer. 

rallo de I* Su ¡irruía Corle 

Rúenos Aires, Octubre 20 de 1900. 

Vistos y cousiderando : Que el actor demándala enmienda 
del dañn que afirma haberse causado por hecho ilícito producido 
en la provincia de Sais Luis, haciendo recaer las responsabili- 
dades legales sobre el demandado. 
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tjue en tul raso, »\ actor ha podido deducir su acción ante el 
juez con jurisdicción en el lugar donde se verificó el hecho, c«m 
arreglo a la ley tres, título quine*', Partida séptima. 

Que asilo tiene resuello estt Suprema i'orte en diversos 
casos análogos, estableciendo jurisprudencia 

Por estos fumiunentos y concordantes de la vista del señor 
Piocurador general y del auto recurrido de foja veintidós vuel- 
ta, se confirma éste, con costa*. Notifíquese con .-l original, v, 
repues-tos l<>s sellas, devuélvanse. 

RKNJAMIIV I'AZ. — ABKL RAZAN, — 
JUAN E. lOHUENT. 



I AUNA i 1MV 



thut l'rderuo ilarriijm contra don Antonio 




daño* 1/ perju Icios ; sobre costas 

Sumaria. — No pvoff.l" la eondenací>»n i-n costas al urtor, *i 
el faevho que funda la demanda lia sido Jum nica lo, y ios que 
fu ida d la contestación no puede afirmarse que hayan impor- 
tado, pot parte del demandad", id ejercicio de un derecho. 



Cam — Lo explica el siguiente 

Wmtím del Ju» Peder»! 

Hílenos Airea, Junio 13 de 1899. 

Y vistos estos satos para sentencia, de lo¡¿que resulta : 

I o Que don Federico Garrígós instauró demanda ordinaria 
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por cobro de pesos, procedentes de ¡la ñus j perjuicios, contra 
don Antonio Montpellier, fundado en lo» siguientes antece- 
dentes : 

Que en su carácter 'le propietario de l a finca de Incalí? de 
Cuyo número 1031 al 1043, la alquiló tí doña Mercedes Peña de 
Un,?, linsualdo, y ¡<ur no haber esta señora cumplido con su 
contrata, instauró juiciu di- desalojo; que todos los sublocata- 
rios de la expresada propiedad acataron i» orden de desalojo con 
excepción de don Antonio Moutpeilier, que ocurrió ri la .instieia 
federal ínter puniendo el recurso de inhibitoria, alegando la 
injusticia del lanzamiento dirigido con | ra él, ni haber sido 
parte en el juicio, y qo*.' después Je vanas tramitaciones, el 
Juzgado desestimó las pretensiones del recórvente. 

2 Ü Que Con inutim d-d prime: - auto de U.iZamiento. que fué 
dado por id juez doctor García con fechi 4 de Julin de 189K . 
quedó habilitado para locar ese bien, por lo que id 8*1 .Julio de 
esi> mismo año celebró *ou d-m Antonio Urlundini un contrato 
de arrendamiento por 6 años, pos el alquiler mensual de 1100 
pesos moneda nacional, pero la oposición del demandado retardó 
la entrega de la casa hasta el 10 de Agotto del mismo aií», 
pues que antes dee»a fecha Orlandini un quiso recibirle de t i 
casa ¡i" n <» estar tola'm nte h sal" -jada, como *e había con ve - 
nido, 

3 o Que Montp< llier lia tenido conocimiento «le todas las dili- 
cu Hades que le ha ^puesto la i jiquilii¡a p¡ iucipai señora de Fe ifl 
Or'iz líaMialdo, y >ul" p"r temeridad pudo perjudicarlo. 

Que los perjuicios que reclama son concretos, y c onsisten 
en un mes y 8 días de alquiler, de! 8de Julio al 16de Agosio 
que desalojó, á razón de 1100 pesos moneda nacional mensual, 
que impartan 1393 pesos con 28 centavos moneda nacional; 
período que ha tenido mi casa sin producir renta ; á lo que debe 
agred irse e¡ lenorarn» que ha tenido que pagar al letrado que 
ocupó para hacer respetar sus derechos. 
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4 o Que corrido trasloo de la demanda, fué evacuada por 
MoutpL'llirr á foja 31 , quien pidió el rechazo de la acción ion 
costas, negando ser deudor det señor Garrigós, y por tanto ser 
responsable de los daños y perjuicio!» que ¿e le reclaman. 

Que al resistir al lanzamiento y pedir se le acordara id tér- 
mino de tres meses que el artículo 1610 det Cdigo Civil aeuer- 
d.i para desocupar una propiedad establecida eon un neg'iio 6 
industria, como el que él tenia, lo hizo en uso de su derecho 
propio, por el que no puede ser responsable, con arreglo á la 
ley siftl. 

5 n Que abierta la i ansa apruébale pro. lujo la que expnsa el 
certificado del señor s cereta rio de faja 78, habiéndote agrega du 
los alegatos de las partes y llamad ose autos pura definitiva, 
con todo loque esta cansa ha quedad" en estudu de ese proniíll- 
uiamiento. 

Y considerando: l fl Que habiendo sido reconocido por el de- 
mandado señor Honinellier, la verdad del hecho fundamental 
del pleito, «sea, >u presentación ante iu justicia federal instau- 
rando el recurso de inhibitoria contra el aula de lanzamiento 
dictado por el señor juez doctor (Jarcia, extremo que se com- 
prueba igualmente pnr las constancias del expedidle respectivo 
agregado ciuo prueba, oorrespnude resolver acerca de la impor- 
tancia ó valor jurídico que dieliu he-ho pueda tenereu la reso- 
lucion de este juicio. 

2° Que es un principio legal reconocido por el artdulo 1071 
del Cúdigo Civil y por ana jurisprudencia uniforme y constante, 
que el ejercicio de un derecho propio no puede constituir como 
ilícito ningún act<\ ni mi autor puede s< r responsable del perjui- 
cio que ese acto irroge á terceros (tomos 23 y 36, páginas 285 
y 425 respectivamente, tallos de la Suprema Corte de Justicia). 

El rerursiintei puesto por Moutpellier ante el juez federal 
por razón de su carárter de extranjero, siendo aigei.tioo su 
demandante, encuadra en estas condiciones; y sin entrar á 
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apreciar la justicia de su reclamo, su lereeho nace del contrito 
de Jocacinn celahrado COO la señora Mercedes Peña do Ortiz 
Basu ald't, en su carácter d<- inqtiüinade O irrigas, carácter que 
ha iido reconocido en Ui demanda, f desde luego CSC hecho no 
omstitujp it n arto ilfeitr, n ue son accione- ú omisiones prohibi- 
das p >r la <y, tanto masque fu mala fé que se alirmt conque pro- 
Cedió Moni pellier al promover so recurso, no ha sido justificarla. 

3 o Que independientemente 'Je 1<> que precede, y en el su • 
puesto de que los procederes del demandado pudieran haber 
dado motivo para la recinuiacaon de perjuicio, corresponde re- 
solver <i <*s responsable de lo-; que se invocan en la demanda y 
sise ha justificado su monto, p-ir ser también principio de de- 
recho y de jurisprudencia, de qne al actor tucumh" la prueba de 
mis afirmaciones enjuicio (leyes 1" y 2", título ti, partida 3"). 

4" Que si bien el contrato de foja 1" celebrado entre el 
señor OarrigÓS y Grlundini establece en su artículo primero, 
que el término ite la locación de la propalad de aquél empe- 
zará á contarse dcsd* 1 el día en que !■* sei «mí regada la finca, y 
según los término- de la demanda, el locatario no se había re- 
eibido di-ellaantes del día 10 de Agosto, por no estar totalmente 
de-ocupada, tal afirmación no ha stdo justificada, y eso que era 
de forzosa prueba cmiio extremo de la acción. 

Q.U6 tampoco ha sido comprobado que Montpellier fuera el 
único snbloe;itarioque desobe leciendo la órderi del juez doctor 
García U0 desocupara la ñuca, eomt expresamente se afirmó en 
ul eacrito de demanda, ylejosdeello.de la prueba rendida por 
el demandado consta precisamente todo lo contrario, pues que 
los testigos Enrique León*. Kmilio Misuvielle, Domingo T. 
Felippn y Juan D" ñas. declaran de conformidad á la secunda 
pregunta del interrogatorio de foja 65. eslo es, que después 
de recibida ta orden de desalojo nada por e1 juez doctor García 
los inquilinos que ocupábanlos diversos departamentos de la 
cala calle de Cu jo número | í*31 al 1043 continuaron ocupán- 
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d -la ; aOrmjcioxies que destruyen ei fúndame!] tu de la ación, 
ó sea ta causa generadora motifo de los daños y perjuicios re- 
clamados. 

5 o Que tampoco el demandante ha justi Grado los perjuicios 
que dice ha sufrirlo, y eso que en demanda (Je ese género, debe 
comprobarse, no sólo el derecho á reclamarlos, sinó su monto, á 
Un, de poder judicialmente determinarlo que debe mandársele 
abonar por tal concepto, coi» arreglo a tos artículos Í067 y 
1068 d<<l Código Civil y á la resolución de la Suprema Corte de 
Justicia que se registra al folio 406 del tomo 07 He sus fallos. 

Por e-tos fundamentos, de .tcuerdo roo la ley i", titulo 
I i, Partida 3», definitivamente juzgando, tallo: de— stimando 
la acción de perjuicios instaurada por don Federico Gurrigus 
contra dim Antonio Jtentpellier, ii qui-n absuelvo desús conse- 
cuencias, con imposición al actor de perpetuo silencio y conas 
procesa les. 

Molifiqúese con el original y repónganse os sellos. 

Agustín üfdinárrainé 

■•Hilo «le im Muijreniw * orl> 

lluctios Aire*, Ootulire ¿Ude 190ü. 

Vistos y considerando : Que >egun constado los documentos 
que en testimonio corren de foja cinco á ocho, así como b»s 
autos traídos por vía de prueba, y aun del asentimiento de 
ambas partes, el desalojo ordenado en el juicio seguido ante 
la justicia de la capital por el señor Garrig.'.s contra doña Mer- 
cedes Peña de Ortia Baaualdo, sufrió retarda en lo que se refie- 
re á la casa calle Cuyo mil treinta y uno, á consecuencia de las 
gestiones de don Antonio Montpclticr ante la justicia federal, 
en demanda de que ésta se declarase competente y formulase 
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la contienda por inhibitoria, siendo ese retardo, que alcanzó ¡i 
un 111 " ü y '-i [as, i*1 que se íiace valer i'omo fundamento de los 
danos y perjuicios que ÍTt»"igós pifie contra Montpellier en esta 
CAUSA, 

Que ante la resolución d>' foja quin e vuelta, «te los autes 
¡icora panados y ante et desistimiento que Mnntpellier lazo á 
foja veintiséis fie la upeUeiou que interpuso contra ese auto, 
no puede afirmarse que el citado Montpellier obró en salvaguardia 
de un derecho cuand" requirió el amparo de la justicia federal. 

Que tampuoo puede darse por averiguado que la tenga al 
pretender que en su «-alidad de siibloc.itarto, goza para el desa- 
lojo pedido por el propietario y ordenado por el juez en juicio 
con el locatario originario, de términos ó plazos de que no deba 
gozar el citado locatario (.artículo mil quinientos noventa y uno, 
y mil seiscientos uno, inciso primero, Código Civil}. 

Qne no hay, en consecuencia, méritn par¡i atribuir temeridad 
á Garrigós al promover este juicio, basándose en que los actos 
de Montpellier, de que se ha hecho mención, importaban sólo el 
ejercicio de un derecho. 

Que es bajo esa 4 az que el pleito se ha trabado en la de- 
manda y la respuesta; á que se agrega, que si los hechos pt-nales 
do Mont, ollier, resistiendo el desalojo, entrañaran responsabili- 
dades ¡í su cargo, ellas, existirían, aunque otros su \¡ locatarios lo 
hubieran también resistido, lo que no aparece, además, en la 
prueba instrumental rendida. 

Por ésto, revoca la sentencia de foja noventa y una en 
la parte apelada, ósea en cuanto condena en lascostasnl actor 
Federico GaiTigós. Notifiques.- original y. repuestos los sellos, 
devuélvase. 

BKNIAHIN V A'¿. -AREL BAÍAÜ.— 
JI 4N E. TOUH ENT, 
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«ALNA « n\ 

Don Jortlún Alvares contra don Domint/o Fontana ; softn> 
escrituración // reposición de «elfos 

Sumario. — 1* Kn la compra-venta de un terreoo, los hechos 
de haber el comprador verificad" p.igoa ;í «'lienta del precio, des- 
pués de haber tomado posesiou de él y di- haberlo hecho medir 
privadamente, sin observación respeto de la ei tensión entre- 
gada por el vendedor, demuestra que en la intención de las 
partes lo vendido ha sido esa exien>ion, \ no una extensión 
mayor. 

2° Kn los documentos extendidos en lugar no sometido á la 
jurisdict-ion nacional, ni sujetos ¡i i t' i por r.xzm del acto, la ley 
de selloB queda cumplida con la .orrespondienie reposición. 

Caso. — Lo explica el siguiente 

»'ntl«d«l J..p/ I fdrrrtl 

Qirdobn, Itit-iemhre li) .le lNMK. 

Autos y vistos: Los seguidos por don Jordán Alvarez con! ra 
don llomin-o Fontana, por cumplimiento de no contrato, resalta: 

( Que el actor funda su acción en <[iie en Junio del año 
próiiiuo pasado convino verbalinenti- con don Domingo Fontana 
en ituiderle una suerte de tierra qo.- posee cu la pedauía Villa 
de! Rosario, departamento de Río Segundo, situada en la banda 
del rio. lindero al norte cou Meüton Argañaraz; ni este conLu- 
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ciana Argañaraz y María Burgo»; al sur con el Río Segundo y al 
oeste oh herederos de 'Ion Gregorio Alvarez.y cuyo terreno mide 
391) metros 15 een tí metros de frente por 5*202 metros de fondo, 
teniendo en la extremidad sudeste un martillo á favor que mide 
65 metros i>5 centímetros de frente al río Segundo por un fondo 
indeterminado, siendo el valor de la venta la suma de 1)000 posos 
que debían pagarse por cuotas, obligándose á extender la escri- 
tura una re* pagada la segunda cuota y á entibármele el terreno 
ai pagarse la primera, habiéndose negado el señor Fontana á 
pagaría tercera cuotu y ti recibir la escritura, por lo cual pídese 

condene á éste ¿otorgar la escritura pública de vmtu riel ion - 

ble referido ó en su cas., a] pago de pérdidas é intenses, con 
costas. 

2 fl Que corrido traslado de la demanda, la evacúa manifes- 
tando: que es falso que Laya comprado únicamente la extensión 
de terreno determinada en la demanda, como asimismo que el 
Convenio haya sido verbal, pnes qm* »>\ >>l reoibo q ti i> el ¡n'tur 
le otorgó por la suma di- ¿000 pesos, se estipula las Aligaciones 
á i|ue quedan sujetos amitos contratantes, se determina la fosa 
vendida, su precio, condiriunes <le pago y tiempo en qui' debe 
<it->rgaise la escritura, siendo la cosa wiidida la estancia que 
fu i padre "leí actor don José Ignacio Airare», debiendo, en 
eoiise u cia, extenderse I.l escritura por toda la estancia y nu 
por la parte que le ha entregado, pidiendo el rechazo de la 
demanda y que se condene al sefvr Jordán Alvarez á otorgar 
escritura de venta de la estancia que fué de su padre el señor 
José Ignaeio Alvares, baju pena de resolverse la obligación en 
ilaños y perjuicios con costas, 

3 o Que abierta esta causa ;í prueba, se produjo por ambas 
partes la de que da cuenta el certificado de foja 16, habiendo 
ambas parte- informado sobre el mérito de la misma. 

Y con&iderandu : I o Que las partes están conformes en la exis- 
tencia de un contrato privad odfl compra y venta, precio y condi- 
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clones del misum j discrepan sólo en la extensión que el cumpo 
tiene ; pretende don Jordán que lo andido es el campo que él 
posée y que compró á Loque en fecha 19 de Agosto de 1803 
más una fracción del sud unida á éste por el la4o naciente, que 
compró a Pérez en fecba 20 de Setiembre de 1894. Pretende 
Fontana que la extensión de -se i ampo es toda j, t estancia que 
fué del causante de don Jordán, don José Ignacio Almirez, Se 
funda el demandado al sostener que es toda la estancia, en un 
recibo que figura A foja 13, en el qae s,- expresa qiio ha recibido 
una suma i cuenta del terreno comprado por él y que ese terreno 
es la , estancia que fué de mi padre don Jo>é Ignacio Alvaret». 

» Que los contratos y obligaciones en general, deben in- 
pretarsu según fué la intención . vidente de tas partes at 
realizarlas, y ésta no pudo ser otra que el de que !a renta 
comprendiese lo único que á bu tiempo era de propiedad del 
vendedor o sea Ja fracción antes indicada. Nunca pudo ser el 
total de la -staucia, porque el demandante no fué dueño de ella 
en ningún tiempo, pues a! lado oeste quedaba el terreno de 
dona Zetmni Atvarez de Airare*, .le media cuadra de frente 
por todo el fondo y al lado este y á Ja parte norte el terreno 
le don Luciano Argañaraz, que compró el esposo de doña 
Felisa Alvares (artículo* 635 y 1197, Código Civil), 

3* Que la intención de las partes puede ser deducida y com- 
probada por los medios establecidos en derecho, y en este caso 
lo ha sido además de las circunstancias indicadas porque am- 
bos sabían que esas otras fracciones de terreno eran ajenas y 
estaban pos. (das por sus dueños; porque después al hacer 
medir el demandadoun terreno adyacente á la referida estancia, 
respetó esas posesiones ajenas, según ^ vé por su propia d,cla- 
racion en el juicio, y las del agrimensor Indarte y iestigos 
(fojas 37, 48 vuelta, 49, 58) y por fin, porque después pagó tu 
segunda cuota sin hacer ninguna observación ni protesta sobre 
la extensión del terreno (artículos 896. 914, 918). 

LIXIVIO. r 
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4° Que la expresión del recibo indica el propósito de precisar 
el inmueble comprado, pero no la extensión del mismo; al decir 
la c estancia » pudo querer designar una fitension menor ó 
mayor de la que tuvo primitivamente y no se dejaría de llamar 
la c estancia de don José Ignacio Alvarez » por el hecho de que 
á ésta le faltaban algunas fracciones de terreno. Si dado los 
antecedentes indicados por esa expresión, se hubiera querido 
indicar el primitivo perímetro de la estancia, se habría ésto 
expresado con claridad. 

5 o Que de consiguiente, el inmueble Tendido y por el cual 
debe harerae la escrituración, es la estancia de don José 
Ignacio Alvarez, con la extensión en que el Tendedor la poseía 
en propiedad á la fecba de la venta, ó sea la primitiva, menos 
media cuadra de frente por todo el fondo en el lado oeste, que 
corresponde á otro, y menos también del lado este y ti la parte 
norte, el terreno que pertenece á don Luciano Argañaraí, por 
compra al esposo de doña Felisa Alvarez, de media cuadra de 
frente por el fondo que indica la escritura de foja 27. 

En su mérito, y definitivamente juzgando, fallo : condenando 
a don Domingo Fontana á recibir y firmar la escritura devenU 
del referido terreno, dentro del término de diez día< 6 á pagar, 
en caso .-ontrario, los daños é intereses que sean procedentes. 
Sin especial condenación en costas. 

Hágase *aber original, transcríbase, y ,en su caso, al ¡iTchivo. 

C. Moyana Gacitúa. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADO U GENERAL 

Unenos Aires, Marzo 10 de 1899. 

Suprema Corte : 

Losn-cibos de fojas 39 t 40y^,yel defoja 134, que< ontiemn 
además la* condiciones de un compromiso de venta, han debido 



extenderse en sellos de la provincia de Córdoba por cuanto fue- 
ron otorgado, en U Villa del Bowrío de aquella jurisdiecion . 

La ley nacional de sellos para 1897, sólo rige los actos y 
contratos sobre asuntos sujetos ú la jurisdicción nación;»!, sola- 
mente por razón del lugar ó naturaleza del acto. 

Su artículo 51 prescribe que ios documentóos que se presen- 
ten ante los tribunales federales serán aceptados y tramitados 
sin eligirse reposición si estuviesen extendidos en los sellos 
provinciales correspondientes; y el mismo ¡míenlo, en su segun- 
da parte, agrega, que en caso contrario se exigirá la correspon- 
diente reposición. 

De estos antecedentes legislativos deduzco: que ..o estantío 
sellados en la provincia de Córdoba toe recibos agregados É estos 
autos debe imponérseles la reposición con la estampilla de cinco 
centavos á que se reliere el artículo 24 de dicha ley, sin tomarse 
en cuenta las enunciaciones det dt foja f 34. por referirse á 
escritura que ha de otorgarse en el plazo designado, circunstan- 
ciaque implica el uso en oportunidad del sello correspondiente 
al contrato de venta. 

Saft imano Kier, 



Aulo de la 



Uaenos Aires, Marzo ¿I de 1899. 

Xo resultando que los documentos de la referencia hayan 
debido otoñarse en papel sellado nacional ó cou estampilla, por 
cuanto no han sido extendidos m lugar sometido ú lu junadlo 
non nacional, ai e*tar sujetos A ella por razón de la naturales» 
del acto y habiéndose por otra parte acompañado la ¡eposicina 
correspondiente ordenad» por auto de foja ciento cuatro, segó» 
resulta del certificado del actuario a foja ciento cuatro vuelta, 
se declara que en dichos documentas no se ha iufriugido lu 
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referida ley, y corran loa autos según sa estado. Repóngase la 
foja, 

LUIS V. VARELA. —ABEL BAZAH. — 
OCTAVIO RUNCE — JUAW E. TO- 
RHENT. 



frailo de I» Suprem» 

Dueños Aire*. Octubre 20 de 1<JQ0. 

Visto* y considerando : Que está probado que el demandante 
ha hecho pago? S cuenta del precio estipulado, cuando en virtud 
áv babel tomado posesión de la cosa y de haberla hecho medir 
privadamente, tenía conocimiento de que él inmueble cuya 
compra había convenido m comprendía la totalidad de la 
estancia que fué de don Josc Ignacio Alvarei, por pertener dos 
pequeñas fracciones de esa estancia á otras sucesores del mismo 
don José Ignacio. 

Que Lea expresados pagos facdios en las condiciones mencio- 
nadas, sirven para hacer conocer la intención de las partes al 
celebrar el contrato y relacionada con éste. 

Por esto, y por sus fundamenta, se confirma la sentencia 
apelada de foja ciento dieciocho, no haciéndose lugar á la con- 
denación encestas pedida por el actor y que motiva la apelación 
deducida por su parte, por no encontrar mérito para imponerlas. 

Notifíqu'se original, y, repuesto el papel, devuélvase. 

BEfíJAMIN PAZ. — ABEL RA2AH. — 
JUAK E. TORUENT. 
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€ AI S * « mi 



Juana Larrvze é fajo contra don Tomás A. Duggan ; sobre 



Sumario. — La indemnización en Las expropiaciones deba 
fijarse según el mérito de los autos y los precedentes estable- 
cidos en casos análogos. 



Caso. — Lo explica el 



tall* del Jue. Febril 

Bueno* Aires, Julio 59 de 1Ü99. 

Y vistos esios autos promovido* por los señores Federico 
Lacrnce é hijo, contra don Tomás A. Duggan, sobre expropia- 
non, lie los cuales resulta : 

Los expropiantes acompañan no plano de la nuera traza 
de la línea del tranvía Rural, aprobada por el Departamento 
de ingenieros de la provincia de Buenos Aires, que cruza un 
terreno de propiedad de don Tomás A. Duggan, ubicado en 
dicta provincia en el partido del Salto, siendo su extensión de 
2370 metros de largo, por 15 de ancho, lo que da ana super- 
ficie de 35,450 metros coadrados, entre los kilómetros 173 ki- 
lómetros, 745 metros 9 centímetros, á 176 kilómetros, 115 
metros 90 centímetros. 

Manifiestan los dt-mandantes no haber podido entrar con el 
propietario en ninguna .-lase de arreglos extrajndieiales, por 
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lo que ocurre al Juagado entablando el correspondiente juicio 
<le expropiación, de acuerdo con las formalidades que esta- 
blece la ley de la proyocia de Buenos Aires de SI de Ortubre 
de 1681, ampliada por la de Julio de 1895 y que según la ju- 
risprudencia sentada por la Suprema Corte de la Nación, son 
las leyes que deben aplicarse siempre que existan controversias 
entre los propietarios y las empresas constructoras, cuando, 
como en este la caso, la propiedad se encuentra niñeada en la 
provincia de Buenos Aires. 

Acompañan igualmente los recurrentes, un recibo de depó- 
sito verificado en el Banco de la Nación, r que representa el 
valor atribuido á la cosa expropiada, para el pago de ta con- 
tribución directa, con nu esceso de 25 por ciento, sobre dicho 
valor, á lin de no dar lugar á dudas respecto de la justicia y 
equidad del pedido, sin perjuicio tic que las partes queden obli- 
gadas á las resultas del juicio. 

Convocadas las partes a juicio verbal, \ efecto de la designa- 
ción de peritos tasadores, se practicó ésta recayendo por parte 
del señor Duggan en la persona del agrimensor don Wenceslao 
Castellanos, y por la de los señores Lacrois é hijo, en la de 
don José Cbapeaurouge, quienes babiendo aceptado el cargo en 
forma, procedieron a llenar su cometido presentando al efecto 
los informes corriente* á foja 38 y foja 42; el primero del se- 
ñor Castellanos, que, después de enumerar las consideraciones 
en que funda su dictámen, termina fijando en 20,473 pesos mo- 
neda nacional con Cl centavos, la suma que debe pagarse al se- 
ñor Duggan como precio de la expropiación é indemnización de 
daños y perjuicios ; y el segundo, del señor Cbapeaurouge, 
que estima ambas cosas en la suma de 568 pesos con 80 renta- 
ros moneda nacional. 

Que citadas las partes á un nuevo comparendo, de acuerdo 
con lo dispui-sto en el articulo 12 de la ley de expropiación de la 
provicia de Bnenos Aires, fecha Julio de 1895, concurrieron á 



DE JUSTICIA IUCIOIUL 243 

efecto de dar las explicaciones que resultan riel acta de foja 59, 
después de lo cual y de lo que eipresa en el ama de foja 93, 
quedó el presente juicio en estado de pronunciar sentencia. 

I considerando : I o Que tos interesados han reconocido cate- 
góricamente la extensión que el plano presentado por Jos ex- 
propiantes asigna al terreno expropiado, como también á la frac- 
ción donde ge encuentran todos ios edificios de el Harás, situado 
en la vía y el camino general al Salto. 

2 a Que desde luego, el Juzgado está llamado á pronunciarse 
sobre las siguientes cu stiones : !• ¿Cuál es el valor del terreno 
expropiado? 2- ¿ Cuál es el de los perjuicios por causa del frac- 
cionamiento? 3 a ¿Qmén debe pagar los gastos del juicio? 

La primera cuestión hay que resolverla con prescindencia da 
los respectivos informes do los peritos, porque de ellos resultauna 
notable diferencia en la aprecia ion del valor,y como para esto úl- 
timo hay que tener en cuenta lasdispoilciones contenidas en los 
artículos 14 y 18 de la ley de expropiación déla provincia de 
Buenos Aires, el Juzgado debí- inspirarse en Jas fuentes de in- 
formación independientes y las conclusiones que se desprenden 
del informe del actuario, para lijar equitativamente el valor del 
terreno expropiado. 

Debe á ía vez tener en cuenta, dada ta disparidad absoluta 
que ae observa en el valor que los peritos asignan al terreno á 
expropiarse, el principio de jurisprudencia, de que en caso de 
duda sobre el particular, debe estarse á lo que sea más favora- 
ble al expropiado, y que el valor que se lije, debe á la vez ser- 
vir de justa y equitativa compensación al sacrificio que la ley 
impone al propietario en beneficio del público. 

3 o Respecto de la segunda cuestión, es fuera de duda que la 
fracción no expropiada, situada sobre el camino general al 
Salto, donde se encuentran las instalaciones de el Harás, por 
au estrecho limite tiene quo soportar la depreciación consiguien- 
te en su valor á causa del fraccionamiento, pero en cambio la 



FALLOS DE LA SUPHKMA CORTE 



otra fracción, es decir, la más extensa, gana en valor á causa 
de las obras verificadas en la parte expropiado, puesto que á B*a 
altara el establecimiento de la vía férrea ha cambiarlo completa- 
mente el destino que antes tenían los campos por allí, abriendo 
una arteria importante a" la agricultura, con todas las facilida- 
des que se necesitan pura el transporte de los productos. T si 
bien una cosa do compensa suficientemente á la otra, la indem- 
nización no podría nunca, consultando la mayor equidad y jus- 
ticia, elevarse á la exagerada suma que le asigna el expro- 
piado. 

4 o Que en cuanto á la forma en que deben ser satisfechos los 
gastos de este juicio, ello resulta de la propia convención de 
|as partes, quienes al labrar el ;icta de foja 16 sometieron esta 
cuestión á los procedimientos establecidos en la ley de expro- 
piación de la provincia de Buenos Aires, estando desde laego 
regido el caso por el articulo 13 de dicha tey. 

Por estos fundamentos, falto: declarando que la empresa del 
tranvía Rural, cuyos propietarios son los señores Federico La- 
cróse ébijo t délo n abonar á don Tomás A. Duggan por toda 
indemnización la suma de 4500 pesos moneda nacional legal, 
en que se estima el valor de tos 35.450 metros cuadrados del 
terreno expropiado y perjuicios sufridos por causa del frae- 
cionamiento y demás que sean una consecuencia forzosa ó di- 
recta de la expropiación, siendo á earg^de los expropiantes to- 
das las costas y gastos cansados, 

Notifíquese con el original, y apóngase las fojas. 
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talle de I» Suprema l.rU» 

Riónos Aires. Octubre 20 de 1000. 

Vistos : Atento el mérito de autos y Uniendo en considera- 
ción los precedentes establecidos <n casos aiisílugos, se fija eu 
la cantidad de dos mil pesos moneda nacional el prec io del 
terreno expropiado, en laque quinla comprendida la indemniza- 
ción por perjuicios, modificándose en esa parte la sentencia 
apelada de foja ciento nueve, la que se confirma en cuanto de- 
clara las costas á cargo del expropiante. Notifíqnese con el 
original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BtlUAMlH PASE, - ABEi BAZAN. — 
JUAN E. TORRENT. 



CACHA 4 JDV1I 

El doctor itou Manuel ¡i. Arias muirá ta empresa del Ferro- 
carril tiran Oeste Argentina, por catiro de ¡tesos; 
cion de [alta 



Sumario. — La excepción de falta de personería en el deman- 
dado, opuestai en el concepto de no estar obligado al pago que 
se demanda, afecta el fondo, y no es dilatoria del juicio. 



Caso. — El doctor Manuel 13 . Arias demandó á la empresa 
del Ferrocarrü Gran Oeste Argentino por el pago de honorarios 
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procedentes de servicias médicos prestados á un empleado de 
aquella, a petición de la misma. 

La empresa, sin contestar ta demanda, opuso la excepción 
dilatoria de falta de personería en el demando, diciendo que el 
doctor Artas prestó sus servicios por llamado de la sociedad de 
socorro* mutuos de l.i compañía, y no por ést¡\ en cuya virtud 
ella no era lu obligada. 

El inferior resuelve ; 

Fallo o>i Jun Federal 

San Luis, Abril S ie liXJO, 

Vistos y considerando : (Jne la excepción opuesta es lu de 
falta de personería en el demandado, de forma dilatoria. 

Que esta excepeion es inadmisible, atento lo dispuesto en la 
ley de procedimientos nacionales (artieulúe 73 y 74, y jurispru- 
dencia de la Suprema Corte, que así lo lia declarado en repeti- 
dos fallos). 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lu^ar á la excep- 
ción opuesta, con costas, y mando se conteste derechamente 
la demanda en el término legal. Repónganse los sellos, 

Valentín Luco. 

Fallo de la HMprmtw Corle 

Dueños Aires, Octubre 30 de 1900. 

Vistos y considerando : Que la excepción expresada en el es- 
crito de foja trece, ha sido opuesta en el concepto de no ser 
obligado el demandado á abonar los servicios cuyo pago se 
reclama en la demanda. 
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Que en tal caso dicha excepción afecta al fondo del derecho y 
no fs dilatoria del juicio. 

Por esto y fundamento* concordantes de la sentencia recu- 
rrida de foja diecisiete, se confirma ¿sta con costas. 

Notifiquen original, y. repuestos los sellos, devuélvanse. 

BKKJAMIN PAZ — ABEL ti A/A K. — 
JTJAW K. TOHRENT. 



CAUSA 4 11% III 

¿7 Hunco Aacvwil en tufttidaeWR, contra don Okaario Sosa ; 
sobre rubro ejecutivo de pesos 

Sumario, — Debr llevarse adelante la ejecución contra la 
que no se opone excepción alguna de las que determina la ley 
de la materia. 

Cá$Q. — Citad «¡ dt* remate H deudor, ao presentó manifestan- 
do : que sin desconocer la deuda, ni oponer ©jeep-iones, j con 
el propósito do abonar éste, ofrecía en paijo uní propiedad que 
determinó, pura que, préviu tasación se mandara vender, y con 
su producto se auont'al Banco, y $t ella fuere insuficiente, am- 
pliaría la propuesta con otros bienes; propuesta que formula 
usando del derecho que le acuerda la ley de liquidación de) 
Banco, para pagar con propiedades, 

F»llo del Jufi *>d«ral 

Knn Luis, Octubre 10 de 1897. 

I vistos, considerando: Que el señor Sosa manifiesta no ve- 
nir á excepcionarse sinóá proponer pagar su deuda con propie- 
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dad es raíces, lo cual es insuficiente para enervar el juicio eje- 
eutifo, pues súlo puede conseguirse ello oponiendo excepción 
legítima (artículo 288 y siguientes, ley de procedimientos na- 
cionales). 

Que no niega haberle privado 1 1 Banco de pagar coa propie- 
dades, rehusándose 4dai cursi* ú solicitudes en e.-c sentido; de 
donde resulta,, qu** no se le lia negado el derecho que le acuerda 
el articulo 14 de la ley de liquidación del Banco, esto es, de. 
dar propiedades en pago, por el importe de la tasación liecba 
por los consejos locales ó por peritos nombrados por la comisión 
liquidadora. 

Que, por otra parte, según elartícub<19 f ley citada, todo deu- 
dor que se dejase protestar sus letras no gozará de los benefi- 
cios de dicha lev, a no ser que garantiese suíicientemente su 
deuda, y el señor Sosa >e ha dejado protestar su letra y no ba 
garantido ladeada, por lo que queda privado de los beneficios 
de la ley. 

Por los fundamentos expuestos, y concordantes del escrito 
de foja -46, se resuelve : llevar adelante la ejecución hasta ha- 
cer íntegro pago al acreedor des» capital, intereses y costas. 

Valentín Luco. 



Fallo *e la 3upr*n*a < orlr 

Buenos Aires. Omitiru de 19(K>. 

Vistos y uonaid erando : Que el Banco ha demandado el pago 
de una deuda por cantidad de moneda líquida, acreditado por 
instrumento que trae aparejada ejecución, *-n capo caso la vía 
ejecutiva es ajustada á lo dispuesto por los artículos doscientos 
cuarenta y ocho y doscientos cuarenta y nueve de la ley de 
procedimientos. 
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Que no habiendo el ejecutado opuesto excepción al gnu a con- 
tra la ejecución en los términos prevenidos por el artículo dos- 
cientos selentade la citada ley, aquélla ha debido llevarse ade- 
lante. 

Por e^to, se con Gi ma con costas el auto apelado do foja cincuen- 
ta vuelta. Notifiquen con id original, y, repuesta los sellos de- 
vuélvanse, debiendo el inferior disponer que se agreguen lis 
estampillas de abogado y procurador ''orrespondientt'S á los es- 
critos d.< fojas una, nueve, treinta y siete, treinta y ocho, treinta 
y nueve, cuarenta y seis, ciñen-uta y dos, cincuenta y cuatro, 
etncuenta y seis,ciucuenta y odio, cincuenta y nueve, y la de 
el procurador currespodienie álos escritos de fojas once, dieci- 
nueve, veintiuna, veintiocho y treinta y uuevi-. 

BhNlAÜIN PAÍ. - ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TOKRENT. 



< AINA 4-niX 

¡hit Sih'erio fhz muirá don tlahhtmrro Pudro , pm desalojo ; 

sobre, rottifit'ie.icta 

Suntartu. — No procede la cuestión de competencia federal 
por inhibitoria en demandas de menor cuantía seguidas ante 
el Juez de Vaz, después de haber usado de la declinatoria, 
consentido la n-soluoion final, y terminado id juicio. 



Caso. — Lo explica el 
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t ullo dc-l Jhm Federal 

Buenos Aires, Setiembre M Je 1900. 

Autus y vistos : So habiéndose justificado oportuna mente, 
ante el señor Juez dePai, la distinta nacionalidad del actor y 
demandado, entiéndase prorrogada su jurisdkeion^ y en su mé- 
rito, devuélvanse eatos autos al inferior, para que corran las 
actuaciones según su estad >, Repóngase el papel, sin má* trá- 
mite. 

(¡. Ferrer. 



VISTA DEL SESOK PROCURAUOR GENERAL 

Buenos Aires Setiembre 29 dé líH». 

Suprema Corle. 

El recurrente no ha jusuheado ni querido justiticar, su ca- 
lidad de extranjero. Aun cuando lo hiciera, La demanda de me- 
nor cuantía, por desalojo, sin mediar contrato i-scrito, está fue- 
ra de la jurisdti cion federal, según lu disponen loa artículos 1° 
de la ley de 3 de Setiembr e de t87H, y lo, inciso 3 U , de la ley du 
justicia de paz de la capital, numero 28ü0. Kn su mérito, co 
rrespode la confirmación, con co- tus, del auto recurrid» de foja 
3 vuelta. 

Salí tutano Klt'r, 

filis dr I» «iiprriit* forte 

Bunios Aires, «Mu bre :>0 di> 19a). 

Vistos y considerando : Que según resulta del expediente 
agregado, el demandado ha interpuesto contra la resolución de 
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foja dieciseis del mismo, recurso de apelación que le fué dene* 
gado por el auto de foja veinticinco. 

Que contra esas decisiones no se tía deducido el recurso que 
autoriza el artículo catorce de (a iéj de jurisdicción y el artículo 
veintiséis de la ley de justicia de paz, habiendo, por el contra- 
rio, el demandado, continuado en la causa, haciendo valer los 
derechos que creía asistirles ha* ta la solución tinal dada por el 
auto de foja cuarenta vuelta del citado expediente. 

Que eu tales condiciones no ea procedente la mestíou de com- 
petencia por inhibitoria, promovida á fu ja una de esto* autos, 
tanto por haber usado el recurrente de la deeSin¡itoria y consen- 
tido la resolucian final de ella, citante, por haber propuesto la 
inhibitoria después de terminad» el juicio. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la vista del señor 
Procurador general y del auto apelado de foja tres vuelta, se 
conítrma éste, con costas. Noiiffquese original, y, repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. - ABBL BAZAN. — 
JUAN E. TOH üt YJ 



4A1JN4 

El FiS<eoi\aeio» > i contra Horzone y cttmpañia ; sobre infracción 
do h ley de impuestas internos 

Sumario. — la omisión del boleto de eootrol en tas opera- 
ciones sobre alcohol, en que el decreto reglamentario de la ley 
de impuestos internos ordena mí empleo, importa una inírae- 
cion, sujeta á la pena establecida en el articulo 31 de dicha 
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lev. En la aplicación de esa pena debe tenerse cuenta de las 
circunstancias agravantes y atenientes. 

Cuso. - Lo explica la 



VIS"*' 4 DEL htrSOK l'Kof:iJitAD(>H FISCAL 

U-ietms Aire*, Noviembre 1 do ltfí?8. 

Señor Juez Federal : 

Kl Procurador Fiscal, evacuando la vista conferida en la ape- 
1 anión interpuesta por Borzone y compañía (expedienta 74 B) 
de una resolución de la administración de impuestos interno*, 
á V, S. como mejor proceda, digo : 

Que tanto en el escrito apelado d-U-'fho, como en el que pre- 
cede, no se halla ni una sola razón ni argumento serio que pue- 
da inlluir para mortificar la resolución d<' que se recurre. 

La infracción qm d iú lugar Ala multa impuesta, se halla pro- 
hada por documentos fehacientes y la propia confesión de la casa 
infractora. Ahí esta el acta de foja 1" del expediente agregado 
1\ B, que no asimile dudas ni tergiversaciones. 

Halladas las damajuana* de bebidas aleohólicas en la casa 
de Boraone y compañía, sin las boletas de control respectivas, 
esto* pretendieron eludir la responsabilidad, afirmando que el 
alcohol no les pertenecía, pues ta habían recibido en garantía 
<ie una deuda <!•- /¡molino y compañía. 

So justificaron e:4a afirmación; (>or el cuntraría, SSanulin» 
declaró que ese alcohol lo dio en pago ; pero de todos modos, 
este primer medio de defensa del infractor salía fallido, pues, 
eumo lo dice muy bien el administrador de impuestos internos 
en la resolución de referencia, poco importa en qué calidad se 
hallase allí id alcohol, bastando la comprobación del hecho 
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de reciW esos envases sin la* boletas -le control que marca la 
ley y decreto reglamentario . 

El segundoy último purito «le La defensa ea aun mis nuuiu 
é iacoasístente . Se reduce á pretender que el Poder Ejecutivo 
no puede imponer pe nal id .id es de acuerdo con las leyes de la ma- 
teria al dictar los decretos reglamentándolas. 

Es elemental que los decretos eutran en ios detallea sobre 
cumplimiento de la disposición pena! de la ley, y que sus tér- 
minos' no son idénticos a los de ésta, pues entonces sería una 
simple transcripción que no tendría objeto alguno, 

Ea insostenible, pues, que sólo puede ú debe imponerse pena- 
lidad mando con toda precisión la lije la ley. lis peritamente 
justa ta que establezca un decr-'to reglamentario de una ley que 
le dá la esencia y la autoridad necesaria, cuino sucede «m este 
easo. 

Por lo expuesto, V. S. se servirá coniirmar la resolución ape- 
lada, con expresa condenación en costa». 

J, lioíel. 

Fallo del Juey, federal 

«Ufliios Aires, Julio 18 Je WB. 

Y vistos : estos autos venidos por apelación de una resolu- 
ción del Administra lor de impuestos internos. 

Y considerando: 1" Que se encuentra comprobado por la 
proph confesión de los recurrentes y demás constancias de au- 
tos, que las damajuanas de bebidas alcohólicas, encontradas en 
su poder, no conteníanlas bol-tas de control correspondientes. 

2 Ú Que el hecho enunciado m el anterior considerando cons- 
tituye ii tía iní: acción que provee J castiga ei artículo 27 del de- 
creto reglamentario de la ley número 3681. 

9* Quelaescusa alegada por los s-.-ñores Borzoue y coinpa- 

T. Lisxvilt, 1G 
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nía, lie que la bebida la tenían eu depósito y en garantía de una 
cuenta ¿ue adeudaban los señores Zauolino r compañía, admi- 
tiendoque esa circunstancia hubiere sido demostrad a , lo que no 
su ha hecho, no los eiim- 1 de responsabilidad, desde que la men- 
cionada disposición reglamentaria pena al poseedor de envases 
de alcohol, etc., que no tupieren aplicadas las boletas do con- 
trol correspondientes. 

4 o Q .e babirndo autorizado el legislador al Poder Ejecutivo 
para reglamentar la ejecución de la ley ú que se bace referencia, 
oreó el artículo 27 d*d decreto reglamentario cuya primera par- 
te eu nada contraría sus disposiciones, y por el contrario, tien- 
de á sn mejor ejecución, careciendo de fundamento las obser- 
vaciones que se hacen eu su contra. 

5 o Que en un error de los recurrentes sostener que la dispo- 
sición del artículo que se menciona anteriormente, inporta la 
creación de un impuesto que no autoriza la ley, porque L 'sa dis- 
posición sñlo ha sido creada con el propósito claro de evitar los 
fraudes, obligimlo ni comerciante que obtuvo el alcohol del 
fabricante ¿conservar en sus envases el boleto de control que 
indica el pago del impuesto. En el presente caso, la administra- 
ción castiga la infracción á ota deposición, pero no cr^a nn 
nuevo impuesto. 

6" Que. cu cuanto á la segunda parte del mencionado artí- 
culo 27, que establécela penalidad, este juzgado encuentra 
atendibles las observaciones de los apelantes, cuando sostiene 
que el Poder Ejecutivo lia i-reado una |iena que no establece la 
ley. En efecto, habiendo establecido la multa de 200 pesos por 
cada t nvase qm 1 no tuviese el boleto de control, en este ca*o 
llegaría á exceder en mucho .i la que pn-scribi- la ley en el ar- 
tículo 32; pero es de advertir que este error ha sido salvado pul- 
id administrador, limitándose ¡í aplicar la pena legal. 

7 o Que respecto á la graduación de la pena que hace el ad- 
ministrador de impuestos internos en su r-snlucion de foja 6, 
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el infrascripto do la considera justa, porque tratándose, de una 
misma infracción no se vé la razón de que se imponga el ruAxi- 
mimde la multa tí Us recurrentes, y el mínimo u á tos reñores 
Zanolino y compañía, sin que éstas hayan alegado causa alguna 
que autorice su atenuación, ni se hava demostrad ninguna 
agravante qur determine la aplicación del ináiimun do la pena 
á los señorea Borzoue y rompañía, porque el infrascripto consi- 
dera que deben ser penados bajo lamas perfecta igualdad. 

Porestus fundamentos, fallo: reformando la resolución recu- 
rrida de foja ti, imponiendo a los señores Rorzone y ronipañía 
la multa de 500 pesos moneda n¡t"ional que deberán depositar 
en el Banco déla Nación Argentina dentro del término de 10 
días. Hágase saber con el original, y, prévia reposición de se- 
llos, devuúhanse en oportunidad al señor administrador de im- 
puestos internos. 

Germano F, Granel. 



VISTA DEL SESOR PnOCUKAOOK GfcNEUAL 

Buenos Aires, Agoslo -2:1 .]<- itm. 

Suprema Corte : 

La infracción á la ley de impuestos internos denunciada en 
esta causa, esta plenamente demostrada y declarada en las 
sentencias. 

Se alega por la partí recurrente que la infracción declarnla 
no es pon i ble, según la ley 3801, oque ta punición es excesiva, 
según la parte interesada, ó exigua, según el dictamen del Pro- 
curador bscal. 

Limitándome á expresar agravios re.s|)ecto al punto apelado 
por el Pro'urador fiscal, creo efectivamente que la multa de 
500 pesos impuesta en la semencia recurrida, no se relaciona 
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con la gravedad del hecho, ni observa la prescripción al res- 
pecto del artículo 31 de la citada ley. 

Prescindiendo de lo establecido en el artículo 27 del decreto 
reglamentario de 26 de Febrero de 1898, que hace pasible de 
una inulta de 200 pesos al poseedor, por cada enrase de alcohol 
que do tenga aplicado el boleto de control correspondiente, es 
inequívoca la expresión del artículo 31 de la ley 3681 , que es- 
tablece para el raso una multa de 500 á 2000 pesos moneda na- 
cional y de 200 ¡i 500 pesos, si se tratase de infracciones leves. 

Cuando la infracción de la ley se reüere á 35 damajuanas de 
bebidas alcohólicas, no puede clasificarse de infracción leve ; 
y ba debido aplicarse entonces, ó el máximun de la pena, 6 cuan- 
do menos, laque más se le aproxime. 

Así loba recouocidoy declarado justamente la resohu ton ad- 
ministrativa corriente ¡i foja 6. Y cuando resulta legal su im- 
posición, no escanda legal para su diminución el hecho extraño 
de haberse aplicado, por error ó circunstancias peculiares, pena 
menor á otros que se hallaban en igualdad de condiciones con 
el procesado. Pido por ello á V, E. se sirva reformarla senten- 
cia recurrida de foja 18 vuelta, en cuanto sólo impoue á Üoriu- 
ne y compañía 500 pesos de multa por la infracción de la ley 
de impuestos internos en las 35 damajuanas de bebidas alco- 
hólicas, y coniirmar al respecto, la resoUiciou de foja 6 del ex- 
pediente ¡igrcgado. 

Sntiiniano Kter. 

OTKA \ISTA [JLL SüSOIl IMlOtA IIAOOlt GttSEHAL 

líueuos Aires, Setiembre 29 de 1899 

Suprenu Corte : 

La expresión de agravios de fija 29 sostiene, impugnando la 
sentencia recurrida, que ¡a imposición de pena le multa im- 
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puesta en el caso sub-jmiiee, está en abierta oposición con el 
espíritu y letra de la ley. 

La objeción es manifiestamente injustificada, porque, como lo 
demuestra ia sentencia recurrida en los considerandos 4", 5 o y 
6°, se trata en el caso de una infracción inaniliesta de la ley de 
impuestos, y como esa infracción ha sido penada de diverso 
modo *'n l.i ley y en el decreto reglamentario dictado por el 
Poder Ejecutivo, no se impon*- la pena del decreto, sínóla pena 
de la ley. Desapareciendo con esta evidente declaración el f an- 
damento de la expresión de agravios al respecto, como lo he ex- 
presado en el dictamen de foja 27, pido á V. E. *e sirva resol- 
ver delictivamente esta causa en el sentido allí solicitado; esto 
es, imponiendo al recurrente la pena establecida en el artículo 
32 de la ley ú- impuesto*. 

Sahiniann Kier. 



Buenos Aires, Ortubre *i dn 1900. 

Visto- y considerando ; Que el decreto de veintiséis de Fe- 
brero de mil ochocientos noventa y ocho, reglamentario de la 
ley fie impuestos internos, al crear el boleto de control y d : spo- 
uer su aplicación A los envases de algunos de los artículos gra- 
vados, se ha limitado á adoptar medidas tendentes tan sólo á 
la mejor ejecución de la ley reglam -atadu, destinada á prevt-- 
nír el fraude. 

Que un reglamento en esas condiciones entra en las faculta- 
des que la Constitución acuerda en su artículo ochenta y seis, 
inciso segundo, al Poder Ejecutivo, y que explícitamente re- 
conoce el artículo treinta y uno de la mencionada ley. 

Que la infracción á las prescripciones reglamentarias está 
panada por e! citado artículo treintra y uno di- la ley. 
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Que las operaciones sobre alcoholes realzadas coq la Comi- 
sión d el boleto de control, en los casos en que ese boleto ha de 
bido emplearse, itnoort.i uua infracción punible, deque >on .eos, 
como coautores, tanto el que entrega como el que recibe (artí- 
culo veintiuno, inciso dos, del Código Penal, combinado cu n el 
artículo veintisiete del decreto reglamentario a que se ba hecho 
referencia). 

Que como lo establece la sentencia del inferior, la pena apli- 
cable por r.izon de la ¡níra-cion, deV ser la establecida por la 
lej y rio la prevenida por el decreto reglamentario, p.Tque éste 
no puede alterar la disni-sicion de aquélla (artículo odien ta y 
seis, inciso dos, déla Constitución, ya citado). 

Que habiendo llegado á conocimiento de U administración de 
impuestos ¡otemos, la existencia en poder de B^rzoney com- 
pañía de las damajuanas con que se ha cometido la defrauda- 
ción por aviso del mismo Borzone, al solicitar boleto* de frac- 
cionamiento, tal hecho puede aceptarse como circunstancia ate- 
nuante cu virtud de la doctrina de los incisos quinto y seito, 
artículo ochenta y tr«-s del Código penal. 

Que penando el artículo treinta y uno de la ley de impuestos 
internos, la infracción á bus disposiciones o á los reglamentos 
que en su ejecución dictare el Poder Ejeculivo. con una multa 
de quinientos á dos mil pesos moneda nacional en caBos de la 
importancia del presente, y debiendo tenerse en cuenta para la 
aplicación de las penas divisibles por razón de tiempo «cantidad, 
las circunstancias agravantes ó atenuantes, hay justicia en ha- 
cer valer á favor de Borzone y compañía, la circunstancia ate- 
nuante que se ha expresado. 

Por e*t<\ y f ujulamentos concordantes, se confirma la sentencia 
apelada de fajad iecioclio vuelta. Notífíquese original, y, repuesto 
el papel, devuélvanse. 



BEPUAMift PAZ, — ABEL BAZAS, — 
JUAH E. TOHRENT. 
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i'AUSA 1DX1 (1) 

El Fisco nacional contra Borzone y compañ ia , sobre infracción 
de ia ley de impuestos internos 



< USA 4'DXII 

El Fisco nacional contra don Italo Tañer edi, por infracción 
déla ley de impuestos internos; sobre competencia 

Sumario, — El conocimiento de la -ansa ¿o1>tc infracción de 
la ley de impuestos internos cometida en la provincia de Bue- 
nos Aires, corresponde al juez federal de diclia provincia, y no 
al de ta capital. 

taso. — Lo explica el 

Fallo del Jufi Federal 

Dueños Aires, Juuio 2 de 1900. 

Autos y vistos: Resultando de la acta de foja 1, claramente 
expresado que la fábrica de alcoholes de don Italo Taocredi, en 

(1J En téfi causa, ex.ae.Ui mea le igual i¡ ta anterior, se dictó por la Su- 
prema Corla idéntica resolución. 
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la que se cometió una defraudación, nn el modo y forma que 
dicha acta establece , se encuentra establecida en el pueblo de 
Lanús (provincia de Buenos Aires), donde el juez de sección de 
la expresada provincia tiene exclusiva jurisdicción, de acuerdo 
con lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 23 del Código de 
Procedimientos en lo criminal, el suscrito se declara incoir.pt.» 
tente para conocer en esta cauta. En consecuencia remítase este 
expediente al Juzgado federal de la provincia de Buenos Aires, 
con el oficio de entilo y con noticia de partes. Repóngase • I 
papel. 

Francisco Ü. Asíigueía. 



VISTA DEL SESoH PROCURADOR FISCAL 

ÜHPnns Ain-s, Junio 1 de 19UU. 

Señor Juez: 

Tratándose en el presente cas*> de una apelación de resolu- 
ción, dictada por la administración de impuestos internos con 
asiento en esta capital, sírvase V, S. tener por interpuesto el 
recurso de apelación del auto que antecede £ mandar elevar el 
expediente al superior. 

J. Boiet. 



VISTA DEL SfcflOR PROCURADOR GENERAL 

Rueño* Aires.' Agosto i de 1900. 

Suprema Corte: 

El contenido del acta de foja 1, corroborado por las demás 
conístaucias del sumario, resulta que el delito de defraudación á 
los impuestos fiscales que motiva este procedo ha sido perpe- 
trado en el pueblo de Lanús, de la provincia de Buenos Aires. 
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La jurisdicción es materia de Arden público, y el hecho de que 
la administración ile impuestos interno:» de la capital h ija dic- 
tado resolución administrativa en este sumario, no alcanza á 
modificar tu jurisdicción que corresponde al caso sub-judwe t 
i'ti virtud de la& leyes del Congreso. 

El lugar del delito es la primer» fuent- "le jurisdicción en 
materia criminal, como está declarado en el tomo %\ t pagina 450 
de los Tallos de V. K. 

Habiéndose cometido id hecho delictuoso que motiva este pro- 
■•eso, en el territorio «le la provincia de Buenos Aires, es evi- 
dente rjne en razón 0>1 lugar pucede la competencia ex- 
clusiva del señor juez federalde la mencionada provincia, com- 
petencia establecida, p-.r otra parte, en el inciso 3* del artículo 
23 del Código de Procedimiento <-n lo criminal. 

Por lu expuesto, y mi encontrando mérito b*gal [.ara ^inten- 
tar el recur.su interpuesto por el *eñor ¿gente fiscal, pido á 
V. E. se sirva coulirmar, por sus fundamentos, el auto recurrido 
de foja 158, 

Su (n mano Km: 

Fallo d* I* Suprema € orle 

Unenos Aires, Octubre 2S de 1ÍXX). 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el Procurador 
general, y teniendo, además, en consideración lo dispuesto en 
el artículo veintisiete de la ley número tres mil setecientos se- 
senta y cuatro, se confirma el auto apelado de foja ciento cin- 
cuenta y ocho. Notitíquese coa el originsil y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL HAZAN. — 
JUAN E. TOKHttlT. 
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* AUNA 4 1>\lll 

Criminal contra don Honorio Samanicgo, por infracción d ta 

ley de enrolamiento 

Sumario. — La infracción á la ley de enrolamiento en la 
Guardia Nacional es castiga !a con la pena di- un año de servicio 
en el ejéreiLoperiuaneute. 



Caso. — Lo ex plica «d 

Fallo del Jurz Federal 

La PlaM, Julio «i .]<• UNJO. 

T vistos mtm autos seguidos contra Honorio Samaniego, 
argentino, de IT años de edad, soltero, jornalero, por infract-imi 
á la ley de enrolamiento, de los niales resulta: 

i* Que al ser detenido este procesado por el snbprefecto del 
Tigre, con f-cha 5 de Hay» último, manifestó tener Í9 años, 
y no haber cumplido eon sus. deueres de ciudadano, enrolándose 
en la Guardia Nacional (foja 2 ). 

2° Que en bu declaración indagatoria de foja 4, dice tener 17 
anos de edad y que al efecto de probar ésto, ha solicitado de su 
familia le remitan la fé de bautismo, con el objeto de presen- 
tarla al Juzgado una vez obtenida. 

3 o Que el señor fiscal, á foja o, expone: Que si el procesado 
no justilica la excepción invocada, se le imponga la pena del 
articulo 35 de la ley número 3318, y el defensor, al evncuar el 
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inalado déla acusación, tu ¡mi fes taba que bu defendido no se ha 
enrolado, pur haber cumplido recién 17 anos, sii ndo ademas inú- 
til para el servicio militar. 

i" Que abierta esta causa ¡i pru>-ba y producid* la agregada 
de fojas 8 á15, renunciaron las partes á los demás trámites del 
juicio, por lo cual el Juzgado llamó autos para definitiva. 

Y considerando : I o Que la infracción r -sutta pl amerite 
comprobada por la propia e.onfesion del procesado, y ésta, sien- 
du, por su naturaleza, ealiucada, se^uo los términos del artículo 
317 del Código de Procedimientos en lo criminal, no es en el 
presente caso indivisible puesto (jo a tos motivos alegados para 
atenuar ó excusar su responsabilidad . dados los antecedentes y 
circunstancias del bpebo, harían necesaria su prueba, ante las 
presunciones gravea que resultan en contra del procesado (ar- 
tículo 318 del código citado). 

Y en efecto, tan pronto este procesado manifiesta leuev 19 
unos, como 17 años, ofrece la partida de bautismo, una vez 
pedMa i su familia, no la presenta, sin siquiera alegar id éxito 
de su gestión, y, por último, alega ser inútil para el servicio 
militar, excusa que se encuentra desvirtuada por el informe de 
1 ^ médicos de policía, agregado á foja 11 vuelta, 

2" Que aun este mismo informe, suponiéndolo admisible en 
su carácter de prueba supletoria, respecto á j ti s tincar la edad del 
procesado, sin antes demostrarse la imposibilidad material de 
obtener su partida de nacimiento, en muy poco ó nada ( odría 
favorecerlo, pues dados sus términos extremos, y eligiendo en- 
tre su miirmun á máiimuo, el probable, ó sea, el términu me- 
dio, resultaría no sólo desvirtuada su confesión, sinó también 
vencido el tiempo señalado por la lev para todo ciudadano obli- 
gado, como el presente, á cumplir cuu el deber de enrolarse. 

3" Que según el artículo 17 de la ley número 3318, el enro- 
lamiento de latTiiardia Nacional de la República es obligatorio 
desde la edad de 18 años á iO, siendo casado, y 45 siendo sol- 
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tíio, y el artículo 35 de h misma, <l¿e, que los que estantío, 
con arreglo ála iey mencionada, obliga-tos á enrolarse, no ln 
verificasen, serán (latina ios á servir un año en el ejército per- 
manente, sin pe rjuiciodel enrolamiento en la Guardia Nacional, 
en la categoría que lea corresponda. 

Por tanto, fallo: cond -mando á Honorio Samaniego, como in- 
frartor ;í la ley de enrolamiento, á la nena de un año d-st-rvi- 
cioen el ejército permanente, debiendo descontarse el t iemp » 
de prisión preventiva sufrida, y «i*r puesto á disposición d.d 
señor ministro de la guerra, una vez enrulado, y consentida ó 
ejecutoriad a que sea la presente, pan io nwl se libraran l -s ofi- 
cio- necesarios. 

Notiffqu'se origina!, regístrese, y ar-híveseen oportunidad. 

isauv Gúdoij. 

VISTA OEL SESoll PHO< URAUOIt GENERAL 

Üiicuos Aires, Julio 27 d> 1900. 

Suprema Corte i 

l.u apelación interpuesta p'T el defensor Samanie^- a foja 
19 vuelta, carece de todo fundamento legal, y la sentencia de 
foja \1 se ajusta ¡í constancias fehacientes del proceso y á pres- 
cripciones incontestables déla ley número 8318, sobre enrola- 
miento en la Guardia Nacional ¡ por lo que pido á V. E. se 
sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Sabimana Kwr. 
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Fallo dr I» Mi.preiMR < or»r 

liiionos Airgs, Oclubre Zi de 190ü. 

Vistos y considerando; Que el procesado ao solo do ha josti- 
licarto tenerla edad de diez y sn?te años, invocada en el acta de 
foja -'natro, sinú que resulta Lo iMiitnrio del ioform*- médico do 
foja cuatro vuelta y de la manifiesta moii que liízo aquél ante la 
subjirefectur.i del Tigre y ;i qu- se ha^e referencia en el dlicio 
de foja dos. 

Por esto, de acuerdi» con lo expuesto y pedido par el señor 
Procurador general y fundamentos eoncordantes de la sentencia 
apelada dr foja diecisiete, se continua ésta, fon costas* Noti- 
fíqueae con ei original y devuélvanse. 

BEFUAM1M |»A¿. — aUEI. BaZaN. — 
4UA> E. ToKRENT. 



IAUM t»XIV 

lloit Pritmtivo Fernandez y dona Pitar Homero contra el 
Ferrocarril Ventral A'orfe ; sobre daños tj perjuicios, y 
ras iris. 

Sumar tu. — 1" Kl ferrocarril l-s responsable de Ut$ daños cau- 
sado por incendio, -i hay prueba para atribuirlo áél, y no la 
hay para demostrar que procedió de caso fortuito ó fuerza 
mayor. 
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2" El monto de tas perjuicios debe ser fijado prndenciaU 
menfce por el jnez. 

3 o En los daños y perjuicios debidos por delito ó cuasi de- 
lito, entran las c «sí del juicio, cuando el responsable* lia 
desconocido en absoluto su obligación, y no se ha limitado d 
poner «n cuestión únicamente el quantum. 



rttlio del Jues Federal 

Córdoba. Junio 3 de 1898. 

Y fistos : los seguidos por los señores Fermín Fernandez y 
Pilav Kutnei (i, por indi mnizacion de perjuicios, contra el Ferro- 
carril Central Córdoba, de los. que resulta: 

1° Que los demandantes dicen que el día 3 de Setiembre del 
año 1892, una locomotora del Ferroearil demandado prendió 
fuego ¡i un campo del ductor Angulo, propagándose el i Mi l i > 
hasta unos campos de propiedad de los demandantes, ubicados 
mitre las estaciones General Paz y Jesús María, cuyos per- 
juicios los enumera en la aclaración de la demanda de foja...; 
los que dice debe abonarle la emprésa, conforme á las pres- 
cripciones de los artículos HOÜ y M 1.1 del Código Civil y la 
opini-m de bis tratadistas de la materia; piil« rostas en razón de 
la naturaleza de! juicio. 

2 o Contestando la empresa dice : que no debe hacerse lugar á 
la demanda, pues niega los hechos - - 1 1 quese futida; además diee 
que la empresa había dado cumplimiento á las leyes dando con- 
trafuego A uno y otro iado de la vía;u,in- li« ne las mejores 
■-hispirás para evitar la salida de chispas incendiarias ; que los 
incendios s-'d" s«' producen entre las esta iones de Jesús María 
y General Paz, cuando la vía va hasta Catatuarca, que en esos 
puntos del incendio invocado existe cnntno carretero entre uno 
y otro lado de la vía y por último que en esos puntos «e aeos- 
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tumbra desmontar con fuego, tu mal puede muy Lien haber sido 
la cauaa del incendi... Pide también costaa. 

3' Recibida la cansa á prueba se produ-e la testimonial de 
foja... la pericial de foja... 

Y consideran lo: i* «¿ne non la > leda rae ion de bis testigos 
Maríade Roldan, foj.i 27 ; Lucía de Peralta, foja 30; Hilaria 
Carranza, Toja 3!; estañaros, foja 31: Pío López, foja 32; Be- 
nita Aldecoa, foja 32 vuelta; Juan Guarnan, foja 35 vuelta, y 
Dominga Gómez, foja 40 vtudta, ta parte demandante ha com- 
probado que el día que m> inriii-a en la demanda, inmediatamente 
de pasar nntren de la empresa demandada, se prendió fuego á 
un campo al nacient.' de la ría, de propiedad del doctor Angulo 
j García? que se extendió el fuego hacia el -sur, incendiando los 
campos de los colindante Fernandez v Uomero, que son lo< de- 
mandante. 

Algunos de esos testigos afirman la verdad del he -lio, por ha- 
ber visto en el suelo ! .s tizones que desprendidos y arrojado* 
de la máquina dieron fuego al camp >. 

Y la mayor parte de los testigos asegura que nadie pasó por 
el camino anterior ó posteriormente al j.a.odH tren que pu- 
diera haber sido el causante de ese incendio. 

El caracterizado testigo señor Valentín Agüero declara que 
en ese viaje un tender incendióse, el que. aunque fué apagado en 
la estación General Paz, se incendió de nuevo y asi llegó á Je- 
sús María, lo que probablemente produjo la quemazón de los 
campos. 

Con las declaraciones precedentes hay bastante s pruebas de 
que el referido incendio fué producido por el tren de la empresa 
demandada. 

2° Que probado el incendio producido por una cosa inanima- 
da, perteneciente á la empresa demandada, ó sea ya uor acto ó 
descuido de los em t Vados de la misma, ella es responsable, A 
menos que pruebe que de su parte no tuvo culpa, y esta res pon- 
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sabilid&d comprende los daños é i ntere-; ■ s ocasionados al per- 
judicado (artículos i 109, 1 118 y 1133. Código Civil). 

3* La empresa alega que ella ha tomado todas l is medulas 
di 1 c.iso para evitar estos incendios, dando mntrafuego á ia vía, 
empleando chisparos apropiados; que además el incendio no 
pudo ser verificado, por los empleado* de la empresa, porque mi 
es posible arrojar tizones á más di- 20 metros de un tren en 
marcha; p-trqu- 1 á uno y otro lado de la vía hay caminos públi- 
cos lo que hace probable que algún viajero fuera la causa del 
incendio y uifíci: que lo fuera el tren. 

Veamos la prueba producida : iju" íiabía un nmtrafuego an- 
terior al 25 de Setiembre al menos en parte ; que en partes hay 
caminos á uno y otro lado de ta Tía entre # Jesús María y Gene- 
ral Paz ; que la maquina <>u que viajaban tenía .-nísperos ; qui- 
no se puede arrojar tizones á 20 metros de distancia, dicen unos, 
que no si' los puedi- arrojar con la mano, dicen otros, que sí se 
les puede, dice otro. Declaraciones de los testigos, Rodri^uez de 
la Torre, Funes, í'apdevila. NurVz. Laer.ox, fojas 92, 95, 101. 
111 y 113. 

4 o Que la referida prueba no sim de descargo á la em- 
presa. 

Aunque hubiese dado cmUafnego á la vía no prueba que no 
.-casionaia el incendio : 1" porque i<udo principiar fuera de ella; 
2" purque los cntraTuegos como 3 e hacen de ordinario, no son tan 
completos que no dejen punto que pueda incendiarse y el pasto 
seco en parte qu- lian visto los testigos, puede haber sido el que 
no fué t.*xtiiignido en ese cmitrafuego. 

No está constatado que A ambos lados de la vía hubiera cami- 
nos y aun cuando los hubiera consta que nadie pasó por ellos 
en el momento de pasar A tren, foja... 

No está constatado que la máquina que produjo el in ndio 
tuviera chisperos, ymenos que estos aparatos eviten la salida de 
chispas capaces de incendiar. 
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Y por última no está constatado que *ea imposible arrojar á 
20 metros ta salida J< cbisp.is. 

Véanselas declaraciones de los testigos citados en el ante- 
rior considerando, 

Al contrario, en diversos juicios se ha demostrado por reputa- 
dos peritos técnicos, que es imposible evitar la salida de chis- 
pas capaces de producir incendio de pastos y campos con má- 
quinas alimentadas con lena verde; que es posible arrojar ti- 
zones á más de 20 metros de la vía; que pueden caer chispas 
incendiarias á mucho mayor distancia. (Informa del ingeniero 
Francisco Hoqué en el juicio). 

5° Que no estando probado por la empresa el caso fortuito ó 
fuerza mayor, cua! le correspondería hacerlo por derecho, según 
se ha dicho en otro considerando, ella debe abonar los daños y 
perjnkios causados (artículos 1 109 y 1133 citados). 

6 ft Los dañus comprobados son los siguientes : 

FERNANDEZ 

Cerco de rama. — Los testigos aprecian las extensión de es- 
tos cercos de la manera siguiente : 

l".tj'i,lr.t- 

Gómez 300 

Barreto 100 

Uuarte , 100 

Caña. . 250 

Perito Boderau 90 

VA Juzgado se decide par esta última extensión en razón de 
que es la medida por el perito sobre los vestigios del incendio ; 
porque es posible errar de Apreciación en los testigos que no 
han medido y porque la parte no pide más. Y siguiendo el pa- 
recer del referido perito, corroborado por la apreciación de va- 
rios testigos, á razón de 4 pesos por hectómetro de cerco que- 
mado. 

v. Lxxxvur. 11 
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PastOS. — Se fi j .1 n en la cantidad de 3500 y á razón do 20 
pe^os el riento: la destrucción de pastos está comprobada por 
los testigos Duarte y Bar reto y cor roborada en otras formas 
en los autos, (Informe de Buderau, foja 119). 

í*ilas de lefia 

Según el testigo Üomez se quemaron 200 

Si gun el testigo bárrelo se quemaron 200 

Según el testigo Duartese quemaron 200 

Según el testiyu Caña se quemaron 150 

Según la demanda ... - 250 

Que equivalen á 1000 metros cúbico*, a i metros por pila 
según Boderau, el Juzgado íija éstos eu número de 800 y km 
afora ;i razón de 3 pesos cada pila. 

Monte. — S-. 1 lijan en un total de 50 hectárea completamente 
quemadas oviforme á lo pedido y mucho menos que lo lijado 
por el perito, que >iu duda no ha contado el campo destruido drd 
todo, sin-j todo acj«iel en que lia habido fuego, se aprecia en 5 
pesos la li-ctárea. Para ^ta apreciaron se lu teñid» en cuenta 
los pareceres de varios testigos. 

HOMERO 

Cerco de ramas 

candeal 

Kl testigo i.íomez lo aprecia en. ..... . 10 

VA testigo Bar reto lo aprecia en. .... . 10 

VA te&tigo Duarte lo aprecia en 10 á 16 

El testigo Gaña lo aprecia en 10 á 15 

El perito lo aprecia en. . ♦ H 

Esta es la extensión que acepta el Juzgado y la avalúa en 5 
pesos ti hectómetro. 
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Cerco de alambre. ^V.n esto el juzgado fija la extensión in- 
dicada por los testigos <¡omez y Barreto, sin desconocer la fuer- 
za de credibilidad de la ap ^ctrtci m de los testigos Duarte y 
Caña, conformes entre sí, y con el perito Bodereau; pero aque- 
llos testigos se acercan másá lo pedido por la parte, El Juzga- 
do lija esta extensión en 37 coadras ó sean 48 heetómetros, sn- 
ma redonda, y lo estima en 25 prsos cada tina. 

Monte, — Se lija eQ 60 heetómetros á 5 p-sos rada una. 

Leña y pastos, — A estas partidas no las encuentra el Juaga- 
do bastantemente probadas. 

7" Resulta del anterior considerando, que las mdemniaaoio- 
□es se distribu ven así: 

Fernandez : 

Cerco de ramas : 90 cuadra, ó sea 1 17 heetómetros 

á pesos -4 cada o no, hacen la suma de pesos. .... 468 .00 

Pastas; 3500 á 20 pesas id ciento, total |)m>;os. 70ü.0ü 

Pifas de tala: 201) ó sean 800 metros cuadrados, 

á 3 p«sna pila, pesos 600 00 

Monte : 40 hectáreas á 5 pesos cada una. pesos 100,00 

Total genera!, pesos 1 54(5 . NO 

Romero : 

Cerco de ramas : \ I cuadras ó sean H lactómetros 

á 4 pesos cada uno, total pesos , . . . . sfj.OO 

C'-rco de alambre: 48 lactómetros á 25 pesos cada 

uno * P ( '* os 1200.00 

Mw&i 60 hectáreas á 5 pesos cada una, pesos 300.00 

Total general, pesos 1556.00 

Ambas sumas hacen la cantidad de'íl02 pesos moneda na- 
cional con 80 centavos. 

En su mérito, deu'nitiramentejuzgando, fallo: condenando ¿la 
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empresa del Ferrocarril Central Córdoba ú abonar á los señores 
Fermín Fernandez y Pilar Homero, a) primero la suma de 1516 
pesos coa 8G centavos moneda nacional y al segundo la suma de 
4553 pesos moneda nacional, dentro del término de 10 días y 
además Las coscas del presente juicio. Hágase saber original , 
repongan se los sollos, transcríbase en el libro de resoluciones T, 
no siendo apelada, archívese. 

C. Moyana Gacitúa. 

* lili o il« I» Mupreut» Corte 

Bueno- Aires, Octubre *~ de lí*00. 

Vistos y considerando: Que hay prueba suficiente para atri- 
buir al Ferrocarril A ino"ndio que ha motivado esta causa. 

Que ta responsabilidad de la empresa por los daños y perjui- 
cios causados por ese incendio, resulta de las disposiciones de 
los artículos mil ciento nueve y mil ciento trece del Código Ci- 
vil, desde que el demandado no ha producido prueba bastante 
que s¡r?a á demostrar que el hecho generador del mencionado 
incendio haya procedido de caso fortuito ó fuerza mayor . 

Que el monto á que ascienden los daños y perjuicios que lo*, 
actores demandan, debe ser lijado prudencialment*' por el juez, 
con arreglo á los artículos mil ochenta } tres y mil ciento nueve 
del Código Civil, tomando en consideración las bases conducen- 
tes á ese objeto, que se contienen eu las constancias de autos. 

Que no es exacto que el inferior haya ordenado que los testi- 
gos que el actor presentó para ser examinados en la provincia 
de Córdoba, hubieran de prestar sus declaraciones ante el jm-i 
de la causa, pues que la citada ordi o solo se refino al testigo 
don Valentín Agüero, coinu lo dice expresamente ia parte dia- 
positiva del auto de foja ciento ocho. 

Que es eu conformidad con este auto que continuó la tramita- 
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cion de la causa en primera instancia sin que la parte demanda- 
da hubiese hecho observación alguna al respecto en esa instancia. 

Que con arreglo á la jurisprudencia constante, las costas 
entran en los daños y perjuicios debidos por delito ó cuasi 
delito, cuando el responsable (leesos daños desc.ioce en absoluto 
sa obligadon de satisfacerlos, no limitándose á poner en cues- 
tión únicamente el quantum. 

Por esto, y fundamentos de la sentencia apelada de foja 
ciento ochenta y cuatro, se confirma Ma en cuanto condena á 
la empresa demandada á pagar á los actores daños y perjuicios, 
reformándosela en cuanto al monto de la indemnización, la que 
se fija en lo suma de mil cuatrocientos pesos á favor de don 
Fermín Fernández, y de mil cien pesos á favor de don Pilar Ro- 
mero y m;is las costas que se declaran á cargo del demandado. 

No se hace lugar á la nulidad alegada por el recurrente en 
virtud de lo considerado. Y observándose que se han presenta- 
do en priiíer.i instancia escritos en papel común, llámase sobre 
esehechu la atención del inferior/para que proceda á aplicarlas 

■ 

prescripciones de la ley de sellos. 

Notifíquese original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — MIEL IUZAN. — 
JUAN E. TORBtPíT, 
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fil Club Social de San Luis contra don Pablo Rmknt sobre 
nano de medianería de una pared 



Sumario, — El que hace servir para el edilicio de su propie- 
dad la pared divisoria construida á expensas del vecina, está 



254 



FALLOS I»K LA &UPHEMA M>KTK 



obligado á pagar á éste la mitad del valor Je la pared, y de la 
leí terreno que ésta ocupa. 



Fallo del Jut/ FNeMl 

San Luí-. M.'iiyo ¿(i oV 1« *t, 

Y vistos : el juicio por cobro Ai una medianería seguido por 
■Ion Federico Nievas á nombre del Club Social de esta ciudad, 
contra don Pablo líecolon. en el que resulta: 

l (¿ue el señor Nievas se presentó exponiendo que su man- 
danteera propietario y poseedor del edilicio conocido por •Club 
Teatro» de esta ciudad. Que el so ñor Reculón, colindante pof 
id costado sur, había construido una casa aprovechándose del 
muro del Club, sin obtener previamente la medianería. Por ello 
lo demandaba por el cobro del valor de ¡a mitad d^l muro upr<- 
veohádoy la mitad del terreno sobre del que levanta éste, 
valor que estimaba en ta suma de 850 pesos moneda nacional. 
La demanda la fu roí ú en el artículo 2728 y o n midan tes del 
Código Civil, pidiendo que, en defimttai, se mandara pagar la 
-unía expresada ó la que resultare valer la medianería, según 
justipreciación por perito, y á más las costas del juicio. 

2* Que acreditado el fuero y corrido traslado de la demanda, 
el señor Recoló n la contesta negando en absoluto usar el muro 
mencionado, porque su edificio descansaba sobre murallas pro- 
pias independientes de las del demandante. Sostuvo que para la 
e sis! encía de la medianería era indispensable que la muralla co- 
mún sirviera á los prepietarios contiguos para todos los usos á 
que es destinado segun su naturaleza, lo que no sucedía en el 
caso actual. Pidió, en consecuencia, el recbaxo de la demanda. 

3" Que abierta la causa á prueba se produjo la pericial, co- 
rriente á Tojas 21 y 22, tendente á demostrar ja existencia del 
uso común de la muralla de su referencia. 
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Ninguna prueban produjo sobre el valor de La medianería. 

Y considerando: i" Que el demandado no ha negado que el 
Club haya construido a su costa y en su terreno, él edificio an- 
te* referido, y, |nr lo Unto, la muralla divisoria en su propie- 
dad, ui tampoco alegado haber adquirido la madiauería. Ku 
consecuencia, tratase solo «le saber si efectivamente aquél usa ó 
no de la muralla en forma que lo obligue á pairar el valor de la 
median erfa. 

2'' Que según el informe de loa peritos, los ¡res ron testes, la 
medianería existe, por cuanto si bien líeeolon ha procurado 
disimular el empleo ¿el muro del Club, por medie de otro alle- 
gado á él, es evidente que sin el apoyo «le aquél serta éste insu- 
ficiente para sostener elediliciode que forma parte. 

Lus r ilíones ñique se apoya dieh» dictamen, de las quei-i 
juzgado no encuentra mérito para apartarse, a pesar de las ar- 
gumentaciones del di-mandudo, bastan para acreditar el empleo 
ó aprovechamiento hecho por Recolon de la muralla de su 
vecino. 

3" Que no es necesario, coran sostiene el dem;indud>\ que el 
muro divisorio se ocupe en todo- los usos de que es capaz, según 
su naturaleza, para que se pueda exigir el pago de la mediane- 
ría. Basta, como dice el artículo 2728 (código citado), que el 
vecino quiera servirte de lu pared d#" isoria, cuando como en el 
caso ocurrente se trata de muro de cerramiento, en lugar en 
que éste «'S forzoso. La enumeración que el artículo 2731 bac<* 
délos usos que cada medianero puede hacer de la pared coman, 
no significa en manera alguna que sea indispensable 1 ejerci- 
cio del derecho en toda su amplitud, para hacer procedente el 
cobro de la medianería. Da otra manera lo hubiera di'-ho cate- 
góricamente, al paso que se limita, como lo hemos dicho, á con- 
signa; los derechos que la medianería acuerda. 

En concepto del Juzgado es suficiente para la precedencia de 
la demanda, que se sirva el demandado de la pared divisoria 
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en cualquiera de las formas enunciadas por el código, arrimau- 
doeonstrucciunes como ocurre en el caso sub-jutiiee (artículos 
2798 y 2731 combinados). 

&' Que no se lia justificado eu este juicio el valor de la me- 
dianería, sin duda porque esta misma estaba cuestionada, por lo 
cual no existe base para la condenación, al señor Recolon, al pugo 
de la mitad del valor de la muralla del « Club Teatro » de qu<' 
se sirve, y la mitad del terreno sobre que se levanta, suma que 
se determinará por peritos arbitradores, con costas. Hágase 
>aber original y cúmplase. 

1 erfentin Lucera. 

Ful lo «lela Mti|ireniA lorie ^ 

Uuvuo* Aires, Octubre líhin 

Vistos y considerando : Que por el mérito del dictamen peri- 
cial de foja veintiuna, producido de acuerdo por los peritos 
nombrados per las partes á foja diecisiete vuelta, resulta averi- 
guado que el demandado ba hecho servir para ti -diQcio de qm- 
es propietario, la pared divisoria construida á expensas del de- 
mandante. 

Que con ese antecedente, no puede ponerse en duda el dere- 
cbo del actor parad. 'mandar, como lo ba hecho, el reembolso 
de la mitad del valor de !a pared y de la del terreno que ella 
ocupa, de conformidad con el artículo do> mil setecientos vein- 
tiocho del Código Civil. 

l'or esto, v fundamentos concordantes, se confirma, con cos- 
tas, la sentencia apelada de foja treinta y nueve vuelta. Noti- 
fiques» original, y. repuesto el papel, devuélvase. 

BEMAMIH PAZ. — ABEL &AZAN. — 
JUAN TORREKT. 
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Ihti AÉfjuwtr: trizar n„u ra la empresa dei Ferrocarril 
Central Ánjetitino : SütíPQ daño* y perjuicios y costas 

Sumario. — \* U empresa del ferrocarril es responsable de 
los daños causados por incendio producido por sus máquinas. 

2r Disco uociéndose en absoluto la obligación de pagar los 
daño», debe Contarse entre éstos ti importe de las costas del 
juicio. 



Caso. Lo explica el siguiente 

tallo del Jur» Federal 

Córdoba, Octubre :K> de ührí. 

Y fistos: estos autos seguidos por don Segundo Dubori 
Rodríguez en representación de don Alejandro l'rizar, contra 
laempresadel Ferrocarril Central Argentino, por daños y perjui- 
cios ; fundando la demanda la parte actora dice: que la citada 
empresa es responsable para con el demandante de los daños y 
perjuicios causados por el incendio de más de , mil fardos 
de alfalfa, que tenía estibados bajo toldos de lona de su pro- 
piedad, en la estación < Ramón Cárcauo », en el Jugar de la 
planchada que se le liabía designado al efecto por el jefe de 
aquélla, los que fueron incendiados en la madrugada del 22 de 
Julio del año próximo pasado, por las chispas arrojadas por ta 
máquina de un tren de carga que efectuaba cambio de wagones 
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ú altas horas de U noche, siti que la empresa ó su representan- 
te adoptase las medidas del caso p¡»ru impedir que se produjese 
el incendio ú p¡ira contener!» una vez producido; que la com- 
probación del hecho surge iel certificado que acompaña, 
expedidor --i mUuio jefe de la estación * llamón Oáreano», y 
que en cuanto ü la responsabilidad de la empresa ella es inelu- 
dible, no silo porque obispas lian pan ido de una máquina 
que bacía el servicio en la estación, sinó también porque el 
incendio s* ha producido en la ¡ilnac/nuia, silbo pe en todo mo- 
mento está b ijo la custodia y vigilancia del jefe de la estación. 

Que por estas consideraciones y no habiendo conseguido un 
arreglo amistoso, entablaba formal demanda contra la citada 
empresa. por ios daños y perjuicios á que se ha referido. Pide 
costas. 

La parte demandada eonte-ta que, dada la fecha del cer- 
tíficado á que se Te lien- el demandante, el primer fundamento 
de la d. 'inunda es falso, puesto que en ésta, que ba sido presen- 
tada el año 113, se dio- que el incendio tuvo lu-ar el :iño 92. 

Qtie suponiendo auténtico el certificado referido, en nada 
puede afectar h>> dire-ho>de la empresa, supuesto que jamús 
probará que ésta haya recibid-, ninguna carga de él. siendo en 
e-te caso, de eairicti» aplicarion lo dispuesto por el aitíenlo H¡7 
del Código de Cotnerri Qne por id ra parte, el certilicado sólo 
ba podido ser dado por error ñ por malicia, tanto porque en la 
demanda se dice que las chispas fueron arrojadas ú altas horas 
de la noche, y a esta- huras no son lo- jefes de estación los 
que andan dirían ndo ias míquiuas, cuanto porque es muy 
probable que el jefe se combinara con el que se dice perjudi- 
cado pam obtener así más indemnización de la empresa. 

Que por todo lo espuesto pide que se rechace la demanda, 
con costas. Abierta la causa á prueba, se produce 13 que corro de 
f jas $J a 8W t j para mejor proveer se produce la de fojas 91 
S iOi. 
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Y considerando; I" Que está cumprobado que en Junio de 
ISÍIJ lint, Ai.-jaii'lru l'riz-ir t--r:í.t depositado ni i» planchada 
fie .a estación * Uaiuuu Cáreano », del VY r rocarril Central 
A r gen lino, la cantidad de tres mil fardos de alfalfa, más 6 
menos declaración de foja...) 

2 P y ii' 1 está igualmente i om p rubnd w que un la mañana del 
2"2 d<-l mismo mes y año, dicho pasto fui totalmente, iucendia- 
• I -cj por las chispas que arrojé al pasar, una máquina de i-sa 
empresa, que andaba haciendo cambios eti la c¿ta< ion* Kl 
testigo Francisco Miret„ vio caer el fuego y tuego incendiarse 
el pa^to, á mas oyó al jefe Hadcssia que id pasto lo quemó 
l;t máquina. Kl testigo Juan Amblar vió el pasto quemado y 
oyó al jefe q n+- lo lia Mu n quemado las chispas que desprendía 
uria máquina al ser limpiada por el foguista (f"ja,.j. Id 
testigo Santiago Leemlerd-T, 'lió la misma declaración á foja 
... afirmando también ambos testigos, que esas declaraciones 
' i el jefe se hicieron ante un señor C i sueros; que el pasto 
quemado ascendía ;¡ 8000 fardos mas 6 menos. Y por último 
el hecho está confirmado por la declaración extra-judicial del 
gefe de usa estación señor Bade-sia, cuyo reconoeimieato no 
solo consta de las anteriores declaraciones, sino también del 
certificado de foja... concordante con ellos y con la carta 
presentada por la empresa á foja 79, recibo y carta, compro- 
bado pericialmente (foja 88). 

De esas declaraciones, certificado y dictamen pericial, resul- 
ta, indudablemente, comprobado el incendio, pues tiene poca 
importancia ta distinta causa que hizo salir el fuego de la 
máquina, á saber: si fué el foguista, según el dicho de los tes- 
tigos de Amblar y Leiiderdof, que derramo las chispas, ó si 
fué el solo tiraje de la chimenea, es decir, la máquina misma, 
según el certificado del gefe j la declaración dt 'iret, que es lo 
más seguro, dado el origen autorizado de éstos; pero de 
cualquier modo resulta cierto que fueron chispas 6 residuos 
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encendidos, que cayeron de la máquina que causaron el fuego, 
3 o Que siendo el fuego arrojado de una tu quina del ferro- 
carril el que incendió ese pasto, la empresa r sulta responsable 
por los perjuicios causados si Urizar. En efecW, lo comprobado 
es que el fuego fué arrojado por la chimenea do la máquina, y 
en tal virtud la empresa es responsable de no haber evitado 
la salida de las chispas capaces de incendiar pastos, en cuyo 
cuso re - u l ta la culpa v imprudencia de dicha empresa, con- 
forma á lo dispuesto por bis artículos 1109 y 1113 del Código 
Civil. 

Pero aun suponiendo hipotéticamente que id fuego hubiera 
sido esparcido por el foguista, según lo dicen los testigos Am- 
blar y Leenderduf, la empresa no seria menos responsable, con- 
forme á lo dispuesto por el artículo 1113, 1118 y 1119, en ra- 
zón de ser daño raiiá.i-lo por personas q»c están bajo la depen- 
dencia ileella ó de funcionarios ó empleados en el ejercicio de 
sus funciones (Segnvia, nota 17 al ar tirulo 1119). 

4 o Que pretende la empresa no ser de ninguna manera res- 
ponsable de este incendio, porque en todo caso ella hubiera 
cumplido con las leves hn> iendo todo lo posible por «-vitar 
daño susceptible de producirse por las chispas de la loe o motora, 
pues ha teñid.» á ésta provista de un aparatodestíuado al efecto. 

Equivale A decir que el hecho liabru sido el resultado de un 
caso fortuito. 

Según los artículos 1M3y 1134 del Código Civil, al que ha 
causado un daño con >n- cusas inanimadas ó con aquellos de que 
se sirve, le corresponde la prueba de que de su parte no hubo 
rulpa, y también el que invoca la ,-xMenuude un caso fortuito, 
debe comprobarlo, 

A ta empresa tocábale probar que el hecho que ha motivado 
el incendio es entérame nte fortuito, que no ha podido preverse ó 
que ha hecho lo posible por evitarlo. Vale decir que ha hecho 
marchar sus máquinas el dú del incendio en condiciones de no 
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despedir chispas susceptibles de incendiar pasto seco, y ésto no 
está de ninguna manera probado. 

Según el informe de la dirección de Ferrocarriles nacionales, 
que curre á foja 64 de los autos, la empresa demandada usó en 
el ano 1891 el combustible más susceptible de producir incen- 
dio, la leña. 

Con motivo de usar este combustible solicitó en Noviembre 
di'l mismo ta aprobación de un chispero apropiado especial, 
aprobación dada en Uñero d& 189Ü, dice el informe. 

Luego á mediados del mismo a fio ó no había chisperos ó no se 
usaban regularmente; y sin embargo, en todo esc año, la empre- 
sa usó leña. 

Luego la empresa es culpable de no haber prevenido daños 
causados por las chispas e?i Junio de 1891, época del incendio, 
pues no había colocad.*, entone^, aparatos apropiados, O en 
utros términos: la empresa no ha probado que las máquinas que 
circulaban en Junio de 1 80 1 ni la « Innoven », estuvieran todas 
provistas de chisperos apropiados para evitar la salida de chis- 
pas susceptible de incendiar pasto seco. 

5* Pero suponiendo que la empresa alegara que no se había 
inventado en esa fecha los tales chisperos, hecho inexacto, ello 
no la haría menos responsable, pues su culpa consistiría en- 
tonces en dejar correr máquinas que arrojen chispas capaces de 
incendiar campos, pues por más grande que s«-a la utilidad de 
los ferrocarriles, ellos no están fuera del derecho común, sino 
dentro del articulo 53> ley de Ferrocarriles de 1872. 

6" Según esto, la persona demandada no resulta responsable 
en su calidad de empresa de porte y por sus especiales obliga- 
ciones de porteadora, sin > en virtud del daño que cualquiera 
causea los derechos de otro; responsabilidad que 8fl agrava por 
haberse producido en un sitio de éste (sea estación), en que de- 
bió tener más precauciones y más elementos para evitarlos; sin 
que, por otra parte, aparezca imprudencia alguna en el deman- 



FALLOS UK LA SUI'UEMA CtUUfc 



dante al tener de pudi ta-iu allí el pasto, pues sólo en eae lug.tr 
podía estar para cargarlo 0|>oi tu ñámente. 

La empresa, por otra parte, tampoco ha comprobad la mora 
en el cargador, como lo ha pn»teml nJo, pues si un testigo di«e 
qi¿" vió wagones varí ,s t nu s i be que í^luvii-r.i n á la di-pu-i ion 
de Trizar, 

7" Que cou las declaraciones riel testigo Miret y del jo fe de 
la estación, qu-du rom probado que el número de fardos fué pol- 
lo menos de 31)00, que es lo que ?e cobra, y en lal virtud éstos 
iJcben ser ab nados al demandante á su precio, a la fecha ib 1 
incendio,, de conformidad á ios articulas 61 lí y 750, Código Civil, 
ni y o precio será avaluado por arbitros. 

8" tj'ie *>n es! i- juicio se cobran también los daños producidos 
por el incendia, pero no 1 ibiéadose probado, á mi juicio, otro 
di-tinto ai precio del alfalfa, ésto no debe mandarse pagar. 

Kn su mérito y de otras eon sideraciones que se omiten, detini- 
tivuuwnte juzgan lo. fallo: cond ciñuelo á la .-m presa d- I l'err .«ca- 
rril Central Argentino al pago de 3000 fardos de alfalfa al pi erio 
que leufa el 22 de Junio del año 18!)1, en la estación *0ár- 
cano» (Ballesteros), id que será fijado por Arbitros, no bacién- 
dose lugar á otros perjuicios que los intereses del dinero. Con 
costas. Hádase saber c «n el original, trascríbase, repóngaos 
los sellos, y, oportunamente, archívese, 

€. Moyana (¡acitña, 

rallo ile la Su»»»» C'orlt- 

Bueuos Aires, Octubre 3u de 1900. 

Vistos y considerando : Que la demanda deducida A foja 
matro por don Alejandro Trizar contra Ja empresa del Ferroca- 
■n! Ce: 'ral Argentino se funr 1 ■ en el incendio de más de tr- s 
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mil fardos de pasto ile propiedad del actúe, que dice haber suce- 
dido en la planchada de ¡a estación «Riinnu Cárcano» de If 
linea del Ferrocarril del Rosario á Córdoba por «-hispas ine se 
desprendieron de la máquina de un t f n de carga que efectuaba 
elimino (Ir wujMies i al tai )iora> de la noche en dicha estación* 

Que las constancias de autos acreditan plenamente que los far- 
dos de pasto á que se refiere la demanda fueron depositados por 
el actor en la planchada de la estación mencionada con el con- 
senl i ni lento del jefe de ella para >> r trasportadas por la empr» ~a 
á otra estación d>- la misma, y que fueron consumido^ en la ma- 
drugad it del día veintidós de Julio de mil ochocientos i inventa y 
uno por un incendio que se produjo en ellos por Chispas despren- 
didas de una locomotora que maniobraba eti di* ha e.ttai'inn. 

Que la verdad de estos hechos resolta demostrada, tío sólo por 
el mérito de las posiciones propuestas por el apoderad"* de la 
empresa á foja ocheuta y una, y ei de las declaraciones de los 
testigos del actor, sino también por el certificado de foja una, 
expedido p<ir el )efe de ta estación c Ramón Cárcauo», y cuya 
autenticidad aparece reconocida en la posición duodécima del 
interrogatorio de foja ochenta y una, propuesta por el apode- 

i 

rado de la parte demandada. 

Que dados estos antecedentes, la responsabilidad de la empre- 
sa por el daño causado es evidente, desde que el incendio pro- 
viene de cosa que le pertenece y por hecho de un empleado ocu- 
pado en servicio de ella, en cuyo caso la reparación del perjui- 
cio es á su cargo, de acuerdo con la disposición de los artículos 
mil ciento nueve y mil ciento trece del Código Civil, no habién- 
dose probado, por otra parte, que la empresa hubiese adoptado 
con respecto á la máquina de que se desprendieron las chispas 
que incendiaron el pasto, las precauciones necesarias para evi- 
tar accidentes do este género, pues no lo prueba el informe de 
foja sesenta y cuatro, producido con este objeto, 

Que juzgando el caso bajo el punto de vista de las dispoaicio- 
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nes del Código de Comercio, es también incuestionable la res- 
ponsabilidad de lu empresa demandada, para reparar id daño 
causado, por cuanto el pasto que se ba incendiario es carga que 
ha admitido el jefe de la estación para ser trasportada por J.i 
línea, como \a prueban las declaraciones de los testigos del de- 
mandante á la tercera pregunta 'leí interrogatorio de fu ja vein- 
tidós y lo dfmn-^t ra e) herbó de bal jarse entibados loa fardos de 
ese pasto en la planchada de la estación, á la espera de los wa- 
gones que loa trasportasen, lo que implica su reciño con est«* 
destino, aun cuando todavía no se hubiere dado la carta de porte. 

Que en tal virtud y conforme a) artículo ciento setenta del 
Código de Comercio, la empresa demandada no puede negar que 
sobre ella pesa la responsabilidad de que se trata, sin que pueda 
declinarla sobre eljactor, alegando, como lo hace, la disposición 
i"¡ artículo (!inci"']ita y siete, inciso segundo de la ley nacional 
de ferrocarriles, que no rijeel caso, desde que no se reliere á la 
crga que admita el ferrocarril para su trasporte. 

Que iu aval uación del daño causad'», que la sentencia apelada 
ordenase haga por peritos, está de acuerdo con la prescripción 
del artículo ciento setenta y tiaere dal código antes" citado, hien- 
do justo que la empresa pague al actor la cantidad de fardos de 
pasto que ella fijay deTmodoque lo establece, dado el mérito que 
al efecto tiene para ambas partes el certificado de foja primera. 

<¿uc con arreglo á la jurisprudencia constante las costas en- 
tran en los daños y perjuicios debidos, coando el responsable de 
los daños desconoce en absoluto su obligación de satisfacerlos, 
no limitándose A poner en cuestión únicamente el ijunnium. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ciento cinco, se confirma ésta, con costas. Notifí- 
quese con el original, y, repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ, — ABEt BAZA*. — 
JUAN E, TORKEKT, 
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ilon Adolfo A. Ujarzábctl, en la ejecución de don Modesto üiaz. 
contra ta sociedad Interguglielmu, Samucci tj Pinto 

Sumario. — Siei. do social la «leuda que se ejecuta, los socios 
y sus cesionario* carecen de derecho pura deducir tercería de 
dominio sobre los bienes de la sociedad embargados en la eje- 
cución. 



Caso. — Lo explica el 



rallo del Jn«/ Federal 

San r.m> f Jmiiiv de 1*99, 

í vistos: la tercería entablada por don Adolfo A. Igarzábal, 
en la ejecución seguida por don Modesto Díaz, contra los seño- 
res Luis Pinto, Luis Intergugliolmo j Nicolás Samucci, eu lo 
que resulte; 

i* Que el señor Igarzábal se presentó en tercería exolurente 
re. Jamando se le reconociera la propiedad sobre una suma d t 
dinero embargada por Díaz y q ue M - encontraba depositada en 
el Departamento de Obras Públicas de la Nación, parte como 
certificados de depósito, en garantía del contrato sobre a¿nas 
corrientes y parle como eertilicados de construcciones recibidas 
por el ingeniero director de la* obras. 

Se fundó en que el señor Juan Pinto le había cedido los dere- 
chos que tenía en la sociedad Intergugüelino, Samucoi y Pin- 

t. LXXXlllI. j W 
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to, y en que siendo el señor Pinto socio capitalista y habiendo 
producido pérdidas la sociedad, le correspondía la pau- de capi- 
tal salvado. 

2 o Que el señor Díaz se opuso á la tercería, fundándose en 
que había obtenido ya sentencia judicial condenando i los seño- 
res Pinto, InterguyUplni!" y Samun-i al pago de la suma co- 
brada y en fine el señor Pinto no ha podido transferir mAsdere- 
L-lius que. l-is qu>' teni.i. 

Que el embargóse había verificado en ejecución de sentencia 
ejecut nada y por una deuda de la sociedad. Pidió el rechazo 
de la di- manda, con costas, 

3" Que e¡ señor Pinto -odieitó se Inri. -ra Inyar .i la tercería 

manifestandoquesehabíadeslígad 'dt la *oci.-da i, > eiiendo su iu- 
g;ir á su hermano Joan, de con l'orin adad de partas, según constaba 
en el certiRcadodcl escribano üesiderioQnirofFu que acompañaba. 

I o Que abierta la «'ansa ;í prueba se produjo la eornent-" en 
autos, que consistí' en copias de la cesión de Juan Pinto ¡i 
Íl' irz 'pal, ib-I contvat ■ social y 'le diversas piezas del expediente 
principal. Kn su uportoriidad id señor Díaz alegó de bien pro* 
b i ¡o en el "scriío curra- n ti? á foja 30 y siguientes, cp el que des- 
pués de dívt rsas consideraciones pidió el rechazo de la tercería. 

Considerando : l J Que la demanda origen de esta tercería se 
presentó éii Enero de 1HÍ)7 y en la misma fecha se decretó el 
embargo preventivo de que se red im:t . ("na t>z fallado el pleito, 
se amplió el embargo, Por dicho fallo ya ejecutoriado se con- 
deii'' i los señores Tjiiis Pinto, Interguglielmo y Samucci ú pa- 

r por '»ar*«'s iguales »a suma cobrada, interese^ y costas. 

"1" Que resulta de los autos principóle- que ta suma cobrada 
era una denla s<h í i! y así -¿e --stabl- ce en la sentencia, 

3° Que según la escritura de foja prime a el señor Tuau 
Pinto le transñere á Igarzábal los derechos qm- pudiera tener 
en ln sociedad antes nombrada, qoe estaba en liquidación. 

4" Que al embargar bienes sociales, cobrando tina deuda de 
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la^ñciedM, eíseftoíDiai do ha hecho sino usar ,|, derechos 
claramente conferidos porol Código Civil, a^nlo 1713. 

5 n Que las socios no pueden pretender retirar loa bienes so- 
cíales que es u tl ilf , ctaf¡os ,1 pa g 0di! [as deudfl , ©ontraídaápor 
I" sociedad, mientras esta* no .satisfagan. Bao es loque se 
persiga en ,ste juicio, en ,J que se quiere salvar el capital so- 
Ctal, dejando impaga, deudas «I, la sociedad (artículos 1777 
Código Civ,l,v 41* r-idigod. <Wmo)Porcon^u,,nte „,', 
pudíendoel señor Pintos dispar del capital social, si„ p^gar 
las deudas de la sociedad, tampoco puede hacerlo «i c-siouario 
á ijinen no s , ha trasmudo ni podido trasmitir más derechos 
que los que :<-iiia el e-dente, 

H" <¿um además, el «aiitrafc. social, escriturada foja 13 t.e- 
i* fecha posteriora hi demanda y al embargo, por lo cual no 
nuide oponerse á Díaz para justificar que el capital social per- 
tenería íí Pinto solamente, puesto que la escritora pabilos m- 
rece fé contra fcorcem, c*mc-«s ..atural, solamente desde la fecha 

su otorgamiento. Si bien en dicha eseritnra te hace referen- 
c.a aun contrato privado celebrado con anterioridad no ha- 
cendóse alegado y probado ninguno d, ¡os extremos de] ar- 
ríenlo 1035, Código Civil, no puede producir efectos contra 
tercerea ainó desde fa fecha de la escritura misma en que se 
transcribe, por lo tanto, debe reputarse que los bienes social-s 
[■■•ricnec-n á todos los so.-j.ai ; j atando éstos condenados por 
la sentencia en lo principal, procede el embargo de esos valores 
en la ejecución de dicha sentencia. 

I a Que, por último, Ja sustitución de! señor Juan Pinto e n 
1-gar -le su hermano, en la soeiedad, no desobliga» éste [,oi deu- 
das contraidas eutninticipa.ion, atento lo dispuesto en el Código 
Civil, artículo i 7 ia, inciso 3 o . 

Por estos fundamentos, tillo: reuliazando la tercería, con 
costas. Hágase saber. 

I'nletthn f.ttro. 



millo de M* Huprtitt» Corte 



ttueuoá Aires, Noviembre :t de 1900» 

Vistos y considerando: Que según ae acredita por la senten- 
cia que ei. testimonio corre á foja veintidós, es rigurosamente 
exacto que, como lo buce constar la sentencia apelada, la acción 
deducida por don Modesto Díaz tiene por objeto el pago de 
una d. uda social, un virtud de haber sido contraída por la so- 
ciedad dtí referencia, 

Qu-spor consiguiente, don ¿dolió \. Igarzábal, invocando el 
contrato de foja primera, en el que don Juan Pinto le cede los 
derechos y acciones que, en calidad de socio pudiera tener en 
la sociedad en estado de liquidación, no está habilitado para 
pedirla entrega del haber que le tuque en la LtislOttáM» 
masa social en detrimento del «rédito pasivo de que se uahe>-ho 
mención, porque, como lo dice el inferior, no se lo permiten loa 
artículos mil setecientos setenta y siete del Código Civil ycua- 
trocieuto cuarenta y dos del Código de Comercio. 

Por este y fundamentos concordantes de la sentencia apelad a 
de foja treintai nueve, se confirma ésta, con costas. Notifiquen 
cou t i original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BKrSJAMlIH PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN t. TUltl'.rPiT. 
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Contra ih'nuniPftiithi HüArujuvz, }><>r infracción tí ta ley 

iif mrotwtiiettío 

Su/nano. — La ínfrii-eion ¡i la ley de enTo] amienta es penada 
con un año de servicio militar *n el ejército permanente. 



U Plata, Agosto 27 de 19GQ. 

Y Fistos: estos auto< sequillos contra Hermenegildo 11 ud r f- 
guez,. argentino, de 20 años de edad, soltero, jornalero, por in- 
fracción ¡(e la ley de enrolamiento, resulta: 

1* Que con fecha 21 de Marzo último, est<- procesado fué de- 
tcnidoen la estación t Elvira*, cuartel 5 o del partido de Lobos, 
por desorden, y careciendo de pap-'K ta d<- enrolamiento se pro- 
cedió por et comisario dei referido punto á tomar la indagatoria, 
e la cual dice que se ha enrolado en Cañuelas y dió á gn a-dar 
su papeleta á un tal José Conde, vecino üe Uribe larrea (véase 
foja 142). 

2" José M, ('onde, si f^ja 1, ni'-ga el h^eho de ser poseedor de 
la papeleta mencionada, y que sólo conoce de vista a! referido 
Rodríguez, es loque afirma; y **l comandante militar de Cañue- 
las, á foja 5, >Ü< i e qur i'-st»' uo sf* encuentra enrolado en el regis- 
tro á su cargo, 

3° Al prestar indagatoria ante este Juzgado, dice que se en- 
roló el año 1897, en Marcos Juárez, provincia de Córdoba, y que 
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la papeleta la tiene en la estancia de Jusé Croto, ea Uribelarrea, 
partido de Cañuelas. 

4 o Del informe de foja 12 ruelta, expedido por el comandante 
militar de Córdoba, resulta, que en el registro de Mateos Juá- 
rez, figuran dos ciudadanos enrolados con el nombre de Herme- 
negildo Rodríguez, nucido el uno en el año de 1878, hijo natu- 
ral do Manuela Rodrigue», y el otro en 1881 , hijo de Jaointo y 
Rosario Rodríguez, 

5 a Habiéndose pedido el sobreseimiento por el fiscal titular, 
y no estando de acuerdo el Juzgado, sé nombró fiscal especial, 
el cual se expide solicitando para el procesada la pena prescrita 
por el artículo 35 de la ley número 3318, tuja 18 vuelta a fo- 
ja 20, y la defensa á foja ! *9 pide la absolución de su defen- 
dido. 

6 J Abierta esta causa á prueba se produce la corriente de 
fojas 27 á 29, eoa ouy» antecedente el Juzgado llain.'. autos 
pura definitiva, 

Y considei.indo: 1* Que en estas clases de f.dtas ó infraccio- 
nes, cuya causa generadora es la omisión del obligado, es pre- 
ciso demostrar de una manera f< bat iente que se ha cumplido 
con el deber impuesto por la ley, ó, lo que es lo mismo, 4110 la 
prueba de descargo sea en U misma capaz de desvanecer basta 
la más mínima duda, y si en el presente caso, como reconoce la 
defensa, existen presunciones en contra del procesado, ésto pre- 
cisamente es lo que constituye la base suficiente para una con- 
dena; ála inversa de lo que ocurre con los delitos ó faltas na- 
cidos de un hecbo positivo, en los cuales es de perfecta aplica- 
ción que la condena repose, como requieren las leves, en prue- 
bas tan claras como la luz del medio día. 

2? Que no habiéndose probado el enrolamiento de Hermene- 
gildo Rodríguez, hijo de Julián Rodríguez y de Petrona Alde- 
rete, es de perfecta aplicación lo dispuesto en el artículo 35 de 
la ley número 3318 que dice: ( Los que estando, con arreglo á 
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la presente ley, obligados á enrolarse, no lo verificasen, serán 
destinólos á servir un año en el ejército jorra mente, sin per- 
juicio del enrolamiento en la guardia nacional en la categoría 
que les corresponda ». 

l'or esto y de acuerdo con laa consideraciones expuestas por 
el señor fiscal especial, que este Juzgado reproduce, fallo: con- 
denando á Hermenegildo Rodríguez, argentino, de 20 años de 
edad, soltero, jornalero, ¡í la pena de un año de servicio obliga- 
torio en el ejército, con deducción del tiempo de prisión pre- 
ventiva sufrida, y una vez consentida ó ejecutoriada la presente 
págasele á disposición del señor Ministro de !a Guerra, previo 
su enrolamiento. Notifíquese original, regístrase y líbrenle los 
oficios necesarios. 

Isaac timíoy. 

VISTA DEL SEÑOlt PI10OJIUDOR GEWBBáL 

Buenos iÜKS, Setiembre \H di* lftX). 

Suprema Corte; 

I I procesado no lia justificado haberse enrolado en la guardia 
nacional, resultando además que su filiación de foja 6 uo corres- 
ponde con los antecedentes del informe de foja 12 vuelta, y 
que su exposición de foja 1 vuelta está en abierta contradicción 
con lo declarado á foja 9. 

Por ello, pienso que procede, en el caso, la confirmación, por 
sus fundamentos, que solicito de V. E., de la sentencia recurrida 
de foja 31. 

Sabiiiiano Kier. 
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frailo de la 

Buenos Aire», Noviembre 3 de 1900. 

Vistos: Be acuerdo coa lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos, se confirma, con costas , 
la sentencia apelada de foja treinta y una. Notifíquese con el 
original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAÍ. — ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TORHKTIT. 



CAI/NA CDIII 

Don Onofrc Danieri contra don Valentín fíen teca ; sobre falla 
de cumplimiento de contrato 

Sumario. — Si el acreedor de la obligación pide que se con- 
dene al deudor alo que por derecho corresponda, sin mencionar 
que su cumplimiento haya dejado de ser oportuno, no procede 
la condenación al pago de daños y perjuicios en sustitución 
de la obligación, sino al cumplimiento do ésta con los daños 
y perjuicios de la mora. 

Caso. — Lo eiplica el 

Fallo ««1 Jues Letrada 

Fonriosíi, .Vl.tj-o 22 dtí 1895. 

Y vistos : estos autos seguidos por den Joaquín de Jos San- 
tos, en representación de don Onofre Danieri, contra don Valen- 
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tin Beníeca, sobro curaplimiiiiito de un contrato de locaoiun, 
resulta ; A foja 3 se presenta el actor exponiendo : Que 
demanda ií don Valentín líenicca, por falta de cumpli- 
miento al contrato de locación que adjunta, pues habién- 
dose comprometido, según el artículo !• dol referido contra- 
to á entregar ¿ su representado los ladrillos de 29 centímetro* 
delargi., UdeuuehoySy medio de espesor, ha pretendida que 
se le reciba una cantidad de material que de ninguno de toa 
lado^ lleva las dimensiones estipuladas, porcaya razón no se 
le ha querido recibir sinó mediante un arreglo amistoso, á lo 
que no ha querido acceder y negándose á continuar con el cum- 
plimiento de la obligación, ocasionando así un gran perjuicio á 
su poderdante, que tíeue paralizada una obra empezada y te- 
niendo el compromiso de mantener un maestro albuñil con 4 
pesos nacionales diarios de sueldo, y tres peones con t peso y 50 
centavos cada uno de salario diario, por lo que viene ú pedir 
alJuzgado que condene al demandado á lo que por derecho co- 
rresponda, con eos toa y costas. 

A foja 6. contestando la demanda, el apoderado de Benicca, 
don Luis Navarro, manifiesta: Que esta demanda lo coloca co- 
mo demandado eu vez de actor, pues se hallaba en momento de 
entablarla. 

Que el señor Danieri exigió que los moldes di- los ladrillos, 
fuesen hechos eu su casa, y por su carpintero, como así se hijo, 
no habiéndole dado éste la medida correspondiente para que el 
materia] una vez rocido, quedase de las dimensiones convenidas, 
según contrato. 

Que no esj pues, absolutamente responsable su poderdante 
da que los ladrillos no tengan la medida, convenida por lo que 
deja consignado. 

Que en este caso el que real y efectivamente es el perjudica- 
do es su poderdante, que ha tenido que costearse A más de 
dos leguas con herramientas y demás útiles necesarios para la 
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rubricación, como asimismo ha tenido que construir la canchas 
d<H5 por 10 metros y un horno de 25.000 ladrillos de carga, 
trabajos preliminares para la fabricación y sin los cuales no es 
dable i- ni pozar. 

Que el error padecido por Danieri a! mandar h¡,cer los mi- 
des puede prestarse á intenciones subversivas sobre el cumpli- 
miento del contrato. 

Que en consecuencia, siendo sa representado el verdadero 
damnificado por el proceder del contratante Danieri, pide se 
obligue á recibirle el ladrillo ya hecho en la forma en que e-tú, 
(Meque el uYfeeto es debido al mismo, debiendo proporcionar 
los moldes quédenla medida convenirla para los que falten, basta 
el cumplimiento de l;i contrata, abonándosele ademúa la suma de 
500 pesos nacionales por los daños y perjuicios que esta suspen- 
sión dé trabajos le ocasiona, con condenar ion de ¡jas tos y costas. 

Recibida esta causa á prueba se produjo la que corre en au- 
to*, con lo que se llamó sentencia para definitiva. 

Y Considerando: I* Que se trata de una cuestión de hecho, 
por lo que deb ■ resolverle con arreglo a los términos del con- 
trato de foja 2 y -i las pruebas que tienen producidas las par- 
tes. VA actor ha tratado de justificar que los ladrillos- helios pnr 
Benicea no eran de las dimensiones convenidas en el cmitrato 
de foja 2. Benicca no ha contradicho esta afirmación, por lo 
contrario, tanto en su escrito de foja 6 como por las declara- 
ciones de los testigos que presentó á Tojas 12 vuelta y 13, la lia 
corroborado, aduciendo que los moldes para los ladrillos fut-ion 
hechos por el carpintero mismo de Danicri ; que los materiales 
fueron empleados en la obra y pnr último que el representante 
de Danieri recibió la primera quema como buena y con arreglo 
al contrato. 

El actor desistió de que se nombrara perit - (acta de foja 9 vuel- 
ta) por cuanto existíala confesión misma de la parte contraria 
sobre su falta de cumplimiento al contrato celebrado. 
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En efecto, Temos que por el contrato (cláusula primera) Be- 
niccaseha obligado á trabajar ladrillos de determinadas di- 
mensiones y es verosímil presumir que no ha sido su intencinn 
recibir ladrillos que no fueran cnn arreglo a lo estipulado. Xo 
se ha probado que los mol. les hubiesen sido hechos por el car- 
pintero deDanieri, pues de los «los testigos que han declarado 
acerca de este punto, son completamente de ;ddas ; y esta afir- 
mación incumbía á B,-nicca demostrarla. Nada prueba tampoco 
qnese emplearan en la obra los primeros ladrillos trabajad»* 
por Benicca, ni que le hubiese sido recibido sin observación, 
mientras no manifestara Danieri por otros medios su intención 
de separam- de lo convenido en el contra t<i acereu de este punto. 

2 o Que como lo determina el Código Civil en sus artículos 
1197 y (325, las convenciones hechns en los contratos, forman 
para las partes una re-la á la cual di ben someterse como á la 
ley misma; y en las pi estaciones do loa servicios debe ejecu- 
tarse del modo en que fué ta intención de las part es. 

Kn el caso sufr-judice p*i6 de manifiesto que Benicca no ha 
oumplído con las condiciones lijadas el contrato de foja 5, y 
es procedente la indemnización de daños que se solicita. 

Forestas consideraciones, fallo: declarando procedente esa 
indemnización, que deberá lijarse &n juicio por separado, con- 
denando además á la narte contraria en costas, á cuyo efecto 
regulo ka honro-arios de don Joaquín de los Santos en la suma 
de 200 pesos moneda nacional. Autoriza como actuario don 
Emilio Seués, por impedimento del titular, Delinitivamente 
juzgando, asífall,., en Formosa, fecha «í suprn. Repónganse 
las fojas. 

Facundo Lomarque. 
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Wmif del» &u P re« Corto 

Buenos Aires, Noviembre 3 da 1900. 

Vistos y considerando : Que habiéndose obligado don Valentín 
Beníoea á entregar á don Onof re Danieri cien mil ladrillos de 
determinadas dimensiones, no cumple su obligación, preten- 
diendo hacer entrega de ladrillos de menores dimensiones que 
las estipuladas, porque el deudor debe entregar al acreedor la 
misma cosa á cuya entrega se obligó, no estando el acreedor en 
el deber de recibir una cosa por otra, aunque sea de igual ó 
mayor valor, ni recibir en pagóla ejecución de otro becho, que 
no sea el de la obligación (artículos setecientos cuarenta y se- 
tecientos cuarenta y uno del Código Civil). 

Que el demandado Benicca no ha probado que el acreedor hu- 
biera consentido nn modificar el contrato, autorizando á aquél 
para la entrega de ladrillos de menores dimensiones en reem- 
plazo de los estipulados, loque vale decir que debe juzgarse de 
las relaciones entre las partes sobre la base déla convención en 
que se pusieron de acuerdo y que consta del instrumento de foja 
dos, reconocido por ellas. 

Que pidiéndose en la demanda que se condene al demandado á 
lo que por derecho corresponderé pide el ampliamiento del con- 
trato, ya que por otra parte, ni se dice siquiera que haya dejado 
de ser oportuna la entrega de los materiales contratados (artículo 
mil doscientos cuatro, código citado), de suerte que el inferior no 
ha podido condenar tan sólo el pago de daños y perjuicios, que 
no son procedentes en sustitución del cumplimiento de la obliga- 
ción misma, sinó de una manera subsidiaria. 

Que la condenación en esa forma es agraviante al demandado, 
puesto que éste, aunque con reutricciones no fundadas, ha ma- 
nifestado estar dispuesto á cumplir el contrato. 
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Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo quinientos ocho de) Código Civil, bc revoca la senteu- 
oia apelada de foja diecinueve, jr se condena al demandado al 
cumplimiento del contrato en las condiciones estipuladas en la 
base primera del instrumento de foja d«B, con los daños y per- 
juicios de la mora desde el día de la damanda, que deberán de- 
terminarse en el juicio correspondiente. Notíffquese con el ori- 
ginal, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

UEMJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAH 1. TOUREKT. 



CAUSA (D1X 



Don Joaquín Halda, en ta ejecución de don Lorenzo Lazarte 
contra don Arturo San Juan de Santa Cruz, sobre tercería de 
dominio. 

Sumario. — Sin la escritura pública y sin la prueba de po- 
se.íou, no puede aceptarse la acción de dominio deducida sobre 
un bien inmueble. 



i «lio del Juc» lirado 

Viedma, Diciembre 19 do 1895. 

T vistos : estos autos de tercería de dominio deducida por don 
Joaquín Balda al inmueble embargado y á rematarse en la eje 
cucion de sentencia del juicio seguido por don Lorenao Laxarte 
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contra dan Arturo San Juan de Santa Cruz, sobre devolución 
de bienes. 

Visto el expediente principal aludido, traído ad ep.ctitm vi- 
dendi para comprobar lavtrdad de ciertas referencias expues- 
tas por el ejecutante: 

fiesulla: Que á foja 10, y con fecha 10 de Enero do 1804, 
se presentó don Joaquín Balda exponiendo : Que por los anun- 
cios publicados por la prensa local, había llegado ú su conoci- 
miento que se trataba de rematar una finca que era de su pro- 
piedad y COO motivo de un juicio seguido por Lazarte contra 
Santa Cruz, sobre devolución de bienes ; que por los títulos de 
dominio que acompañaba en ocho fojas útiles, acreditaba su 
exclusiva propiedad á dicho bien raíz ; y fundado en ellos enta- 
blaba la acción de tercería de dominio, y pedía se ordenase la 
suspensión del remate. 

Contestando el ejecutado Santa Cruz, á foja 17, dice : queja- 
más ha pretendido dominio alguno sobre la propiedad en cues- 
tión, á la que lia reconocido siempre de exclusiva pertenencia 
del señor Balda y que la acción debía entenderse sólo con el 
ejecutante. 

Este, á foja 18, contesta: I o Arguyendo nulidad del título en 
que se pretendía fundamentar Ja acción, invocando el artículo 
i 184 del Código Civil. 2 o Que tampoco se podía dar crédito a" dicho 
título, por cuanto Santa Cruz, en sus escritos de fojas 38, 39, 44 
y 45 del juicio principal, había reclamado del enéaryo trabado 
en la trisa de su propiedad, y que en el presente juicio se contra- 
decía, negando la verdad, y demostrando claramente la conni- 
vencia entre tercerista y ejecutado, en perjuicio del ejecutante, 
jior loque en oportunidad deduciría la acción correspondiente. 
3" Que la casa embargada nunea fué del tercerista ainó del eje- 
cutado, por compra que hizo ¿Agustín García el ano 1891, y 
que por tanto debía desecharse la tercería mandándose lleve 
adelante la ejecución, con especial condenación en costas. 
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Corrido traslado de la nulidad deducida contra el título, el 
tercerista i foja 22 contesta : Que no tuvo reducida á escritura 
pública tales documentos por no haber llegado Ja oportunidad 
que la Municipalidad así lo disponga; que él pagaba los dere- 
chos de contribución directa y alumbrado, que se podía pedir 
informe a dicha corporación. 

Recibida la causa á prueba, la parte del ejecutante produjo la 
de fojas 32 á 35, deque instruye el certificado de foja 26 ; j en 
estado de autos, el tercerista produjo las posiciones de fajas 47 
vuelta, 50>- 51. 

Ahora bien : examinemos la prueba, 

I o De foja 1 á 8 corren el aviso de remate de la Une* y otros 
documentos simples en que aparece que un tal Ardito pidió y 
obtuvo el año 1886, del Presidente Municipal, un solar baldío, el 
qne después por documento simple transfirió á un tal Agustín 
García, hacia el año 1889, documentos éstos presentados al de- 
ducirse la presente acción, así como el que corre ¿foja 9, do- 
cumento éste también simple no reconocido, otorgado por el tal 
individuo Agustín García á favor de don Joaquín Balda e n 
fecha 2ti de Octubre de W% vendiéndole sus accione» y dere- 
chos á la casa que dice que posee en este pueblo, señalando como 
linderos, los mismos que indica el oficial de justicia de este 
Juzgado en la diligencia de embargo de tuja 2o del expediente 
principal y con fecha muy anterior, 39 de Setiembre dé /SP/, 
embargo trabado en una propiedad del ejecutado Santa Cruz, 
y tomado razón en la oficina de hipotecas, embargos é inhibi- 
ciones de la capital federal, con fecha de Diciembre de i 891, 
según consla de la anotación respectiva corriente á foja 32 de 
los mismos autos principales traída ad e/f'ectum videndi. Cal i li- 
bando legal y jurídicamente la pru ja enunciada, se llega 
á esta conclusión : Que el tal García no ha podido ni ha debido 
vender en Octuhtedel 92 una finca que se hallaba embargarla 
por autoridad competente, con más de un año de anterioridad y 
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onmo perteneciente á un tercero, que lo era el ejecutado Santa 
Cruz ; si pues el til García se consideró con derecho á dicha 
finca, estaba en sus facultades el haber deducido su acción co- 
rrespondiente, siempre que fuera cierto que se le embargaba lo 
que era de su propiedad y no proceder á enajenar en privado un 
bien raiz que estaba bajo la aicion de la justicia, lo que no sólo 
le estaba prohibido, sinó que era uulo de pleno dereeln, por 
cuanto, inscrito y anotado como se hallaba el embargo el año 
anterior y ante la oficina respectiva, tenia que surtir todos sus 
ef.n-tos legales mientras no M anulase (artículo 255 de la lev- 
de i2de Noviembre de 1886); y por consiguiente el título in- 
vocado como fundamento de la acción por el tercerista, es nulo 
por esta circunstancia é improcedente en este juicio. 

Pero hay mas : el mencionado documento ha sido argüido de 
nulidad por el ejecutante, por ser instrumento privado, y es ter- 
minante al respecto la definición del artículo 1184 del Código 
Civil, que ín. inda en su primer instancia que sean hechos en es- 
critura pública bajo pena de nulidad, los coníiatos qne tuviesen 
por objeto la trasmisión de bienes inmuebles, o ei traspaso de 
derechos reales sobre inmuebles ; que adoleciendo de tal vicio 
el documento de foja 9, otorgado por el citado García en favor 
del citado señor Balda, dicho instrumento no puede servir de 
justificativo del derecho reclamado por el tercerista. 

2 n Que se revela la inconsistencia de la acción, por la contra- 
dicción manifiesta en que ha incurrido el ejecutado Santa Cruz, 
quien en su escrito de foja 38 y en el otrosi, dice : que habiéndo- 
se! e embargado una cana de su propiedad pedí i se cancelase tal 
••mbargo, X en los misinos autos principales á que se refiere la 
cita anterior, repite a foja 45 vuelta, que se mande cancelar el 
embargo de su casa al señor registrador de la propiedad. X como 
si ésto no fuese bastante, al presentarse su apoderado ante la 
Suprema Corte on el recurso directo que le fué rechazado, ;í 
foja 60. dice; Que habiéndose embargada al señor Santa Cruz 
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una casa de su propiedad contra todo derecho, etc. Confesiones 
y declaraciones ésta* hechas en el juicio qu* Lazarte le aegufa 
al ejecutado sobre dovnlu.ion de bienes. Entonces, pues, Santa 
Cruz invocaba ser duende la casa embargada por el interés de 
libertarla Pero terminó el juicio relativo y ejecutoriada la sen- 
tencia condenatoria y tramitada la ejecución de ésta, en el mo- 
mento de fwmform á remate, aparece otro propietario, el señor 
Halda, deduciendo tercería de dominio al inmueble á n m ttaree 
y el ejecutado Santa Cruz, en su escrito de foja 17, manifiesta,' 
quvjamiis ha pretendido dominio a! ¡juno sóbrela propiedad en 
cuestión, la oue reconocía stempre de exclusiva pertenencia del 
señor finida, Y a foja 35 de -stos mismas autos corrobora su 
negativa at absolver las posin.-nes de foja 28; pero confiesa 
<¡ue es cierto 711c a cuenta de ta casa comprada d Aattsttn fiarcia 
le enlret/ó á este i 300 pesos nacionales : luego por confesión 
propia ratifica loque aseveró en sus gestiones en la causa 
principal ¡ y mal ha po itdo después el mismo García otorgar el 
documento de foja 9 ya citado en favor de otro. 

Las aseveraciones del ejeeutado al contestar el traslado de la 
t-'rcería. hacen presumir prudentemente que falseaba la verdad, 
así como al absolver las posiciones. 

Kl tercerista al absolver el interrogatorio de foja 28 en las 
posiciones de foja 32 vuelta, dice j «•que la casa embargada 
wa 4i su propiedad, por compra á García; 2* que nunca ha co- 
no, ido dicha casa como propiedad de Santa Cruz; 3* que iirnora 
que éste hubiese tenido trato de compra al respeto con García; 
I 4* que Santa Cruz fué su inquilino y le había pa^dn varios 
alquileres de 8 á 5 pesos, y Santa Cruz en las mismas posiciones 
de foja 35 antes citada, dice: que era inquilino de Garría pri- 
mero y después de Balda, habiend, pagado á ambos 10 pesos de 
alquiler. 

Como se ve, chiramente resalta la contradicción entre'arabns 
declaraciones sobre un mismo h.-eho y lo que induce á creer que 
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tul hecho no fué cierto, y, por consiguiente, que 'a casa embar- 
gada no La sido de propiedad del tercerista, sinú que ha sido y es 
de propiedad del ejecutado Santa Cruz ; macho más si se tVne 
t u cuenta que al confesar Santa Cruz que entregó á García 1300 
¡ esos á cuenta de la compra de la casa, en las mismas posiciones 
de foja 35, al absolver la segunda pregunta, dice: que estuvo en 
trato con García para comprar laetpresada ñnca, pero que en vis- 
ta de no haber tenido recursos, no la compró, Y sin embargo, del 
instrumento privado de foja 9 reaulta que García realizaba la 
ve iita en favor de Balda por sftlo la cantidad de 1450 pesos. 

¿ Cómo es, pues, que SantaCruz le entregó sólo á cuenta 1300 
peso» 7 pof falta de recursos no la compró y después resulta 
que la misma linca se vende por el mismo García al tercerista 
wil una suma menor de la recibida á cuenta de Santa CruzV Se 
revela á todas luces la sin razón de la «ce ion intentada por el 
señor Balda; algo más, arrojan estos autos presunciones de c ul- 
pabilidad por parte del tercerista Balda, del ejecutado Santa 
Cruz y de García, otorgante del instrumento de f-.ja 9; y etta 
Juzgado, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 534 
tftel Código de Procedimientos, debe pasar los antecedentes re- 
lativos al Ministerio Público a sus efectos consiguientes . 

Por estos fundamentos y leyes citadas, fallo: rechazandocon 
costas la tercería de dominio deducida por don Joaquín Balda, 
objeto de estos autos, y mando se lleve adelante la ejecución, 

según su estado. 

Pásese al Hinisterio Fibcal copia autorizada de las piezas 
qu* indicare á tin de que pueda deducir la acción correspon- 
diente en atención á lo antes expuesto y conforme crea convenir, 
y i-jecuLoriada que sea, archívese. Repóngase el sello. 



Ante mí : 



Abraham Arce. 

Silvano Asarnla, 
Sec reía rio. 
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Buenos Aires, Noviembre 3 de 1900. 

Vistos y considerando : Q„ e Mercería de dominio deducida 
pw don Joaquín Balda, en el j.hcio que por ejecución de sen- 
tencia sigue don Lorenzo Lazarte contra don Arturo San Juan 
de Santa Cruz, se funda eo ios documentos de foja una á foja 
nueve, que aquél ha acompañado á su demanda. 

Que de esto* documentos, el de foja nueve, en virtud del 
- ual pretende el tercerista haber adquirido la propiedad del in- 
mueble embargado, es un documento privado, que do es el me- 
m rio transferir el dominio de los inmuebles, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo mil ciento ochenta y cuatro del Código 
Civil, y cuja autenticidad, por otra purte, ni está siquiera m- 
i ¡onecida por el que se dice haberlo otorgado. 

Que tampoco ba probado el tercerista la posesión que se atri- 
buye del inmueble en cuestión, no pudiend» admitirse que sean 
pruübade ios derechos que alega á dicho inmueble, las dedu- 
cciones del ejecutado que invoca en au favor, por ser éste parte 
contraria del ejecutante en i l juicio. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
laba de foja sesenta vuelta, se conürma ésta, con costas. Há- 
gase saber can el original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BfcNlAMIN Paz. — ABEL BaZAN.— 
JUAN E. TORREHT. 
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* AINA t n\\i 

Itmi Luis Wiagtjh contra don fíegalüdo ¡tojas; sobre 
cumplimiento de contra tu 

Sumario. — La sentencia que manda pruseguir, 8¡n pMtfa 
de tiempo, umi mensura y escriturar ton sobrantes que resul- 
ten, no intiere agravm al demandadu que reconoce la obliga- 
ción <le mensurar y escriturar y manilie¡ta que está g es turnando 
la prusecn íion de la un- usura. 



Cí/so. — Lo el plica el 

Fallo tlel Juf/ retir ral 

Autos y vistos : esU causa civil seguida entre don Nemesio 
Mercado, representante de don Luis Wmggiu y don Regalado 
Hojas, sobre cumplí miento de un contrato de penuuta y com- 
pra-venta; de su estudio, resulta : Que en 29 de Agosto de 1883, 
celebraron los señores Wiaggio y Rojas, el contrato que corre á 
foja..* de estos autos, por el que Hojas se obligaba á permutar 
con Wiaggio los terrenos cuya extensión y límites se expre- 
san en ía mencionada escritura. 

Que, además, Rojas st- obligaba á venderá Wiaggio el so- 
brante que resultare de la mensura que debía practicar de su 
estancia c Mala-Cura r,j á razón de veinte pesos bolivianos la 
■aladra del sobrante. Que Rojas tomaba á su cargo hacer men- 
surar el terreno que debía dar en permuta. Que no obstante las 
obligaciones que le imponía ese contrato, Rujas no había, 
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hasta la fecha de esta demanda, mandado practicar la mensura 
á que estaba obligad»». Que, además, Hojas se obligaba, como 
se vé por el documento de foja..,, .i vender áWinggio los sobran- 
tes que resultaran de la mensura de su estancia « Mala-Cara ». 
Que n-t se lia cumplido ninguna de estas obligaciones por parte 
de Rojas, razón por la cual se veía obligado á demandarle pi- 
diendo a! Juagado que condenara á Rojas, de acuerdo con las 
disposiciones de los articulo* 1181, inciso 1°, 1185, 1187, 1197 
1 1301 del Código Civil : I o á practicar la mensura y am -jona- 
mieuto d. í terreno cedido a los señores Wiaggio a título de 
permuta y de compra-venta, según expresa la escritura dt¡ 
foja.,.; 2" á otorgar la escritura de compra-venta del sobrante 
del terreno que resulte de la mensura, con conminación de da- 
ños y perjuicios ; y 3 al pago de las costas y eostos por haber 
dado lugar á esta demanda esquivando injustamente el cum- 
plimiento de sus contratos. 

La parte de Rojas contesté la demanda, reconociendo la 
existencia del contrato de foja.., pero, negando que por su parte 
se hubiera negado á cumplir con las obligaciones que le impo- 
nía ese contrato ; pues no era eiacto que se hubiera negado á 
mandar practicar la mensura de su estancia, como lo afirmaba 
la coutraria. Que constaba del expediente que corre ante los tri- 
bunales de la Provincia, que en 12 de Enero de 1884 se pre- 
sentó pidiendo la mensura de su estancia * Mala-Cara /> y que 
practicada ella por el agrimensor La ub- , se suspendió porque 
doña Magdalena Navarro de Rarrionuevo interpuso excepción 
dilatoria (te lili* fmuteHcitt, á causa de tener pendiente la men- 
sura de su terreno de < Señora Pugio > t ti la que se había opues- 
te don Regalado Rojas. Que en su auto á la eompro-venta ñ que 
se le conceptuaba obligado, en relación á los sobrantes que re- 
sultaran de su mensura de «Mala-Cara » , no recordaba haberla 
contraído, pero que su existencia estaría subordinada á la con- 
dición suspensiva de la mensura, quedando ya censuado lo 
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que había respecto ú ésto. Que así, no creía haber faltado en 
manera alguna ¿las obligaciones que le imponían los documen- 
tos déla referencia; que por tanto, el actor debía sor condena- 
do como ligifcante temerario. Abierta la <ausa á prueba y 
debiendo ésta versar sobre ios hechos afirmado- por Wiaggiu y 
negados por Rojas, el primero produjo la que corre á fojas.,. 

Y considerando: Que es ofeotivamonte cierto que Rojas con- 
trajo la obligación*. 1 o de mensurar el terreno que permutaba 
con Wiag^io ; y 2 o de venderles los sobrantes al mismo, y al 
precio estipulado en el documento de foja... Que de los expe- 
dientes traídos adeffectum videndi, de los tribunales de la 
Provincia, resulta que es verdad que Rojas se presentó en 18 
de Enero de 1884 pidiendo 1 1 mensura de su estancia * Mafa- 
Oara». Que es igualmente exacto que después de practicada 
esa mensura, se suspendió A pedido de doña Magdalena Nava- 
rro .le BarrionueTO. Que esa suspensión ha durado hasta 1890, 
* orno se puede ver en los expedientes va citados . Que en 30 de 
Seiiembre de 1890, Mojas se presentó pidiendo vista délos 
untos de mensura, para pedir lo que eorrespondiera, según su 
estado. Que no obstante ser exacto lodo lo que queda expuesto, 
no lo es menos que el contrato de foja... Ib imponía la obligación 
de mandar mensurar y amojonar en el brevísimo término de diez 
días, Que habiendo Hojas reeonoeido el documento privado de 
queda obligado a cumplir con las obligaciones que aquél 
le impone. Por estas consideraciones y las concordantes del 
escrito de demanda que corren á foja,,., definitivamente juzgan- 
do, fallo que debo declarar, como en efecto declaro; I o Que 
don Regalado Rojas debe proseguir sin pérdida de tiempo el 
juicio de mensura que inició; 2 o Que aprobada ésta, debe ea- 
rriturar los sobrantes, como ae obligó, á favor de Wiaggio, bajo 
penade resolver su obligación en el pago de pérdidas é intere- 
ses, como estatuye el CódigoCivil en los citados artículoa 1Í84, 
inciso I o , 1185, 1187, 1197 y concordantes; 3 Ú Que las costas 
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se paguen en el orden en que se han causado, por no haber ha 
bido temeridad de parte de ninguna de las partes. Aaí lo re- 
suelvo, en Santiago del Estero, & treinta y uno de Octubre de 
mil ochocientos noventa y uno. 

/'. Olaechea y Altarla, 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 190Ü. 

Vistos y considerando ; Que no Uuy cuestión sobre li obliga- 
ción en que se halla el demandado don Regalado Hojas, de ha- 
cer mensurar y amojonar el terreno que enajenó en virtud de la 
escritura de foja cuatro; porque así se expresa en esa escritura, 
y porque las dos partes están conformes at respecto. 

Que según lo manifiesta el demandado, en *\ juicio que ini- 
ció solicitando la referida mensura, y que se mautuvo en sus- 
penso á cansa de inconvenientes legales que se oponían á au 
continuación, ha gestionado y gestiona al presente su prosecu- 
ción, por haber desaparecido esos inconveni"ntes (foja veinte y 
una contestando á la demanda y setenta y siete expresando 
agravios). 

Que, por tanto, la sentenciado primera instancia, al declarar 
que Rojas debe proseguir, sin pérdida de tiempo» el juicio de 
mensura que inició, no puede causar agravios á loa derechos de 
dicho Roja% desde que se limita á disponer que éste haga lo que 
dice estar haciendo y reconoce deber efectuarlo, y puesto que 
no ha sometido á plazo Ojo la terminación del juicio. 

Que el apelante reconoce también la obligación de escriturar 
los sobrantes á que se refiere el segundo punto de la parte dis- 
positiva del fallo apelado, manifestando que para el cumpli- 
miento de este deber, hay que esperar la aprobación de la men- 
sura, y que de ella resulten sobrantes que pertenezcan á Rojas 
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(foja setenta y ocho vuelta en el escrito de expresión de agra- 
vios), de modo que tampoco puede sostenerse lu apelación 
sobre ese punto. 

Que en las dt'dar aciones expresadas consisten las únicas con- 
denaciones que contiene el fallo del inferior contra el apelante 
Rojas. 

Por es tos fundamentos, se confirma, con costas, la sentencia 
apelada de foja cincuenta y seis. Notifiquen con el original, y, 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN P.U. — ABEL HAZAN. — 
JUAN B. ÍOHUEIST, 



* AUNA < ]>.\Sfl 

La sociedad anónima *ím Primitiva* contra Vidal hcnnanos, 
por cobro de pesos ; mhrv coalas 

Sumario. — Procede la condenación en costos al actor ven- 
cido poT la prescripción liberatoria, si ésta La sido opuesta en 
la contestación, y el actor ha proseguido el juieio ofreciendo 
probar que la prescripción no se había operado. 

Fallo del Jum Federal 

La ílate, Julio 6 de 1896. 

Y vistos: los autos seguidos por la sociedad anónima < L¡i 
Primitiva > contra los señores Vidal hermanos, por cobro de pe- 
sos y de los que resulta : 
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i° Que la «presada sociedad anónima c La Primitiva » de- 
mandó á los señores Vidal hermanos por cobro de ta suma de 
2275 pesos moneda nacional, procedentes de 5000 bolsas Tendi- 
das á crédito en 25 de Enero de 1892, según la factura de foja 
1 ; agregando vari;is consideraciones y apnyánrío»e en el ar- 
tículo 465 del Código de Comercio, pide que en definitiva »e 
ondene a los demandados al pago de esa cantidad, eou los inte- 
reses y las costas del juicio. 

2 o Que contestada la demandan foja 18, el representante de 
los demandados (foj i 99 vuelta) pide el rechazo de la demanda, 
allrmando que no adeudan lo que se lea cobra por baber pagad o 
« on pagarés que abonaron á su vencimiento, y oponen á la Tea la 
excepción perentoria de prescripción. De esa excepción se corrió 
traslado al demandante, quien afirmó á foja 22 que en ninguna 
forma ni en ningún tiempo había sido pagada esa deuda; y que 
no era cierto que la prescripción liberatoria se hubiera operado, 
como lo probaría á su tiempo. 

3* Que en mérito de todo ello, se recibió la cansa á prueba 
por el auto de foja 27; debiendo versar la testimonial sobre las 
excepciones de pago y prescripéi.m alegadas por la parte de- 
mandada. 

Y considerando: i" Que la parte demandada está de acuerdo 
con la exactitud de la cuenta de foja ! t la cual lleva la fecha 
de 25 de Enero de J892, deduciéndose la demanda en 10 de 
Agosto de Í897. 

2 o Que la carta corriente X foja 09, reconocida como auténtica 
á* foja 78, se refiere á esa mismi cuenta que se cobra en autos, 
habiendo promediado entre una y otra un intervalo casi de 5 
anos. Además de esa circustnn ia, el recibo de foja Íi8 demues- 
tra <|in\ durante ese intervalo, hubo entre demandante y de- 
mandados otras operaciones análogas á la que motiva esta de- 
manda. También este recibo fué reconocido como auténtico 
conjuntamente con la referida c¡irta. 
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3 o Que racionalmente no se explica la circunstancia de ha- 
berse hecho otras operaciones posteriores á la cuenta de foja 1, 
dejándose pendiente ésta durante tanto tiempo, recordándose 
recién á los 5 años menos 2 días, no constando de autos de nin- 
guna manera que se hubiera hecho gestiones para su cobro, 
autorizando c<m ello que corriera sin obstáculo el término para 
la prescripción liberatoria. 

4* Que á pesar de haber-e prometido por la parte demandan- 
te, probar que no habí ásele pagado en ninguna forma la referida 
cuenta y que la prescripción no se había operado, ninguna prue- 
ba ha producido (con excepción de las posición •» de foja 4t, 
abatidlas negativamente por l»a demandados, á fojas Ü vuelta 
y 42 vuelta) para jusiificar especialmente que la prescripción 
no había corrido ó no si' había operado por haberse interrum- 
pido en alguna de las formas que reconoce el derecho. 

5" Qne, por Id tanto, resulta dv lo expuesto j de los mismos 
autos, que ia prescripción opuesta se ha operado sin obtácníu 
alguno, y esio hace inútil entrar á estudiar tas otras defensas 
que hace la parto demandada, p.-r ser aquélla resolutiva y caer 
bajo la disposición del artículo 847, inciso 1 o , del Código de Co- 
mercio, que exijíe 4aíio?i para la prescripción liberatoria, mien- 
tras qu- en el caso ocurrente ha transeiirrido mayor tiempo. 

Por todo ello y concordantes del escrito de foja 87, fallo ab- 
solviendo de esta demanda á los señorón Vidal hermanos, de- 
clarando prescripta la cuenta de foja 1 y condenando á per- 
pétuu silencio á la sociedad anónima «La Primitiva ». y al pago 
de toda* las costas. N«rtifíque*e con el original, regístrese y re- 
pónganse las fojas. 

Mañana S- «/«.' Aurecoerhca. 
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r«||» df> i» ttupreiu» Corte 

Bttsnftl Aires, Noviembre íi de 1900. 

Vistos y considerando: Que según se manifiesta en Ja expre- 
sión de agravios, la apelación interpuesta á foja ciento tres se 
refiere tan sólo á la condenación en costas que contiene la sen- 
tencia recurriría, la que se consiente en lo demás. 

Que la excepción de prescripción liberatoria opuesta por el 
demandado en el escrito de foja dieciocho de contestación a 
la demanda, expresándose qne se h.KÍa u 80 de esa excepción 
para evitar ]a continuación del juicio y para pedir la condena- 
ción en costas para el caso en que se persista <n seguirlo, está 
fundada en disposiciones légale* expresas, ya sea que en la de- 
manda se cobren mercaderías fiadas, sin documento escrito (ar- 
tículo ochocientos cuarenta y nueve del Código de Comercio), 6 
yaque, como lo entiende .1 inferior, se trate del caso previsto 
por el inciso primero del artículo ochocientos cuarenta y siete 
del código diado. 

Que en su mérito, el actor no ha podido continuar el juicio, 
sin temeridad, sinó d condición de probar, como loofreció en sn' 
escrito de foja veintidós, que la prescripción no se había opera- 
do, acreditando hechos de interrupción ó de suspensión que sir- 
vieran de obstáculo á su consumación. 

Que no sólo no ha producid.» prueba alguna al respecto, sinó 
que ni siquiera ha alegado en concreto, con relación al tiempo 
anterior al momento en que se cumplió la prescripción, hechos 
que hubieran podido interrumpirla ó suspenderla. 

Que con tales antecedentes, la condenación en costas es arre- 
glada i derecho (leyes treinta))' nueve, título dos, y siete, títu- 
lo tres, partida tercera) y conforme con la jurisprudencia esta- 
blecida en casos análogos. 
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Que la jtiriadiccion federal para conocer eo la cansa por razón 
de las personas, ba quitado comprobada en virtud de la infor- 
mación producida de fojas ciento veintiocho á ciento treinta y 
cuatro. 

Por estos finid a me utos, se confirma, eon costas, la sentencia 
apelada de foja noventa y nuew. Ñutí fique se original, y, re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN l'AZ. ~ ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TORBENT. 



4 ADNA <1>\\III 



El Banco Inmobiliario Nacional, contra don 
por mmidimimtü de mnlrat» ; 
mentón. 




Marüon, 
de dncu- 



Sumario, — Pendiente el cumplimiento de la sentencia que 
manda escriturar la compra-venta de un inmueble, no corres- 
ponde desglosar y devolver á la» partes los títulos de propiedad 
presentados al objeto de ese 



Caso. — Lu explica el siguiente escrito : 

Señor Juez Federal: 

Manuel Cirés, por don José Morillo y don Casimiru Toranzo, 
jnir >A liaueu lnmol)iliariu Nuuioual en auto¿ con don Federico 
Maritun, sebre escrituración, á V. H. decimos : 
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Que fallado definitivamente este juicio y necesitando de loa 
títulos que corren agregados de foja ... á foja ... que acompa- 
ñamos como elementos de prueba, al Juzgado pedimos ge sirva 
ordenar el desglose de los mencionados títulos, á objeto de que 
nos se ;ii entregados. 

Dígnese así proveerlo. 

Será justicia. 

M. Escobar. — Manuel dres* — 
f. Toranzn. 



Fallo del Jum Federal 

Buenos Aires, Setiembre 36 de 1899. 
Practiquen bajo constancia el desglose solicitado. 

Urdinarrain, 



_ _ Bueno- Aires SHiumbr.' .10 >U- Iftü). 

Señor Juez Federal, 

Federico Mari ton en el juicio seguido con el Banco Nacional 
Inmobiliario, subre escrituración, á V. S. como mejor proceda 

digo : 

Que con sorpresa me be impuesto de la providencia en que 
Y. S., á pedido de don Manuel Cirés y del representante del 
Banco, ordena el desglose de Jos títulos de propiedad del 
inmueble. 

Kn efecto, ella importa por parte di V. S. el olvido del objeto 
perseguido por el Banco al demandar la escrituración, y el des- 
conocimiento de tudas las resoluciones contenida* en Las sen- 
tencias definitivas y autos interlocutorios dictados en estos 
autos. 

La Suprema Corte, á foja 149, interpretando el auto de V. S. 
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«le foja 140 en el sentido <Je que « importa declarar que debe 
darse cumplimiento á la sentencia ejecutoriada de foja 109, que 
confirmó la sentencia de foja 81, lo confirmó en el concern 
expresado. . Es decir, pues, que lo que corresponde es dar vista 
de los títulos al escribano Torres Frías, propuesto en mi escrito 
de foja 115 y nombrado por V. S. á foja 115 vuelta, pues el 
desglose ordenado por V. S. importa dificultar la escrituración. 

Creyendo inútil entrar en mayores consideraciones que no 
"seapurán al ilustrado criterio de V. S„ pues creo que solo por 
inadvertencia ba podido dictar t i auto de que recurro; 

A V. S. pidu se sirva dejarlo sin efecto, revocándolo por con- 
trario imperio, ó en caso denegado, me conceda el recurso de 
apelación, que desde ya interpongo para ante el superior. 

Es justicia. 

Federico Mantón. —Marenco. 

Ai»u> del Jucx federal 

Hneuos Aires, Octubre 1" de 1899. 

Autos y vistos: Considerando que el Juzgado ha declarado en 
su resolución de foja l40. confirmada por la Suprema Corte, que 
su intervención en estos autos, por lo que respecta á la escritu- 
ración, ha cesado con la notilicacion de la sentencia confirmada 
de foja 8!, en la cual se resolvió que el demandado don Federico 
Mantón está obligado a escriturar la propiedad comprada al 
demandante, en el término de diez días, bajo pena de resolverse 
la obligación en daños y perjuicios. 

Que en este concepto nc hizo lugar á los pedidos formulados 
por demandante y demandado re spectivamente en los escritus 
de fojas 123 y 128. 

Qne los términos precisos de la resolución de foja 140, no 
haciendo lugar á lo pedido en los expresados escritos, no pueden 
drjar lugar 4 duda ¿obre el alcance del auto de foja 149, dieta- 
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do por la Suprema Corte, que el Banco en su cal dad de deman- 
uante tiene perfecto derecho de solicitar el desglose de los 
títulos para proceder á la escrituración pendiente ó hacer de 
ellos el uso que mejor viese convenirle, Redando i salvo lo. 
derechos de Mantou para hacerlo, valeren forma, si concep- 
tuase que la actitud de aquél le ocasiona a!guo perjuicio ó si 
'luisiere á su vez obligar al Banco á escriturar, en caso de que 
este se negara á ej| . 

Por estos fundamentos, no se hace Jugará la revocatoria pe- 
dida y se concede en relación el recurso subsidiariamente inter- 
puesto para ante el superior, Repóngase la foja. 



Fallo de I* 



Huenos Aire*, Noviembre <¡ de 1900. 

Vistos y considerando: Que está pendiente el cumplimiento 
de la sentencia dictada á foja ciento nueve, coutiriuatoria de la 
de toja ochenta y una. 

Que al objeto de ese cumplimiento, o sea, al de que se extien- 
da la escritura de la venta ú que se refiere el documento de foja 
primera, el demandante presentó con mi escrito de foja ciento 
veintitrés los títulos de la propiedad que debe escriturarse. 

Que las cosas en ese estado, no es oportuna la devoiuein al 
actor de instrumentos que deben tenerse á la vista por el escri- 
bano encargado de formalizar la escritura. 

Por estos fundamentos, se reT*a el auto apelado de foja 
ciento cincuenta y cinco, reiterado á foja ciento sesenta. No- 
tifíquese con el original, y, repuestos tos sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TORHENT. 
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4" A ISA 

fioiia Manuela Trinidad farra contra la empresa drl ¡'erra- 
carril Hítenos Aires y ftnsarin; sobre robra de precio y daños 
\j perjuicios por terreno expropiado. 

Sumario. — Para l¡i fijación riel precio en las expropiur iones 
(Jebe tenerse en cuenta la compensación flebidO al propinarlo 
por el tiempo durante el cual ha estado privado del goce de la 
cosa. 

Falle del Jur« Krdrrnl 

1. 1 J'l.iU, Uieiembre Jl de 1899. 

■ 

Y vistos: Los autos Mguidoa por doña Manuela Trinidad Pa- 
na contra la empresa del Ferrocarril Buenos Airea y Rosari. , 
sobre expropiación, de los cuales resulta: 

I o Que la demanda pide por el precio del tem-no á expropiar- 
se, 50 centavos el metro cuadrado y 3000 pesos moneda nacio- 
nal por inden nizacioti. Kn el juicio verbal que expresa el arta 
de foja 18 la empresa demandada aostuv) %w era sumamente 
exn*aivo el precio y la indemnización que s*' cobra. No habiendo 
acuerdo, se propuso y nombró pi ritos. 

2 o El perito de la demanda apreciad terreno de la expropia- 
ción en 50 centavos el metro cuadrado y la indemnización en 
3000 pesos. 

VA gjerí£Q de la empresa ásu n-i dice que el terreno valdría al- 
rededor de 124 pesos, pero como se trata de una venid furiosa y 
teniendo en cuenta el tiempo transcurrido de>de la «capación 
ha* tu la fecha, cree equitativo fijar su precio P» 2 centavos el 
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metro cuadrado, ó sea pesos 248,80. Agrega que como ha que- 
dado separado por el alambrado construido por la compañía una 
fracción de 7 hectáreas mas ó menoj, estima como ndemtiiza- 
ciou por los perjuicios que se pudiera haber ocasionado al pro- 
pietario la suma de 50 pesos por hectárea ú sea 350 pesos ma- 
m-da nacional, letal pesos 498.80 moneda nacional. 

T considerando: I o Que las partes están de acuerdo en la 
ubicación y superficie del terrenu ó expropiarse, que hu estable- 
cido el perito de la deraand;i y el perito terrero, refiriéndose al 
plano agregado á foja 1 y asimismo convienen ea que se debe, 
en el caso, indemnización de perjuicios, uo ofreciéndose otra 
cuestión ú resolverse que la que serenen- al precio y la indem- 
nización. 

2 o Que la dem inda pide por el precio de la tierra y loa per- 
juicios, lastima de pesos 7538 moneda nacional, siendo esta mis- 
ma cantidad la que le asigna el perito nombrado por su parte. 
Que & su vez estima el precio y ia indemnización el perito de la 
empresa en 598 pesos con 80 centavos. 

3 o Que como se ve, la diferencia de apreciaciones es pur ex- 
tremo notable, y eoruo se trata de una cuestión de simple pericia 
fué de necesidad el nombramiento de un perito tercero, que re- 
cayó en ta persona del ingeniero don Justo V. Escobar, quien 
exponiendo el resultado de su comisión, manifiesta que segon 
loa datos que ha recogido, considera excesivo el precio que pide 
la demanda, que resulta á razón de 5000 pesos Ja hectárea y que 
¡i su julio podría establecerse el precio de 10 centavos el metro 
cuadrado, lo que importa la suma de 907 pesos con 60 centa- 
vos. Agrega que considera justo que la empresa abone un arren- 
damiento por el tiempo de 23 años que lia usufructuado el te- 
rreno y que calcula á razón de 10 pesos anuales la hectárea, lo 
que hace un total de pesos 208,75 moneda nacional y, por ulti- 
mo, ia indemnización de los perjuicios causados la calcula en 
2000 pesos. 

T. LSIXVOI. íü 
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■I o Que estas apreciaciones, que difieren de laque han hecho 
los peritos de las partes, desde luego pueden estimarse como 
equitativas, si se tiene presente la proximidad del terreno á la 
ciudad de Buenos Aires. 

5° Que en efecto, si adjudicamos solamente la mitad del pre- 
cia que esrablece el perito tercero, es decir, 5 centavos por metro 
cuadrado, lo que surge por extremo equitativo por el precio de ia 
tierra d 20 kilómetros de la ciudad de Buenos Airea, tenemos 
que el precio sería A>- 452 pi-sos 80 centavos y eJ interés de esta 
suma al 8 por ciento en 23 aiios Bería pesos 886,06 lo que hace 
un total de pesos i 285, 86 cantidad que supera al precio que es- 
tablece el perito turcero, y por lo cual se demuestra que es equi- 
fritiva, como se ha dicho, su estimación, siendo asimismo acep- 
tadle el precio de la indemnización que establece, 

Por lo expuesto y ele acuerdo con el artículo 2511 del Código 
Civil, fallo: >|ue la empresa demandada pague por el precio del 
terreno de ia expropiación y los perjuicios ocasionados al pro- 
pii tario la cantidad de 3116 pesos moneda nacional con 35 cen- 
tavos. Otorgúesela correspondiente escritura; notiffqucse en 
el original, v, repuestos los sellos si no fuese apelada, archí- 
vese. 

Curios Chenaut. 



frailo de l« Suprem Corte 

Buenos Airea, Noviembre Kde 1900. 

Vistos y considerando: Que en la demanda de foja seis, el 
actor pide que la empresa del Ferrocarril de Buenos Aires j 
Rosario sea condenada á pagar el importe del terreno que ocupa 
la vía y la indemnización correspondiente por inutilización 6 
demérito, en lo que respecta al resto de m propiedad. 

Que en virtud de ese pedido y de la respuesta del demandado 
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contenida en el acta de foja dieciocho, corresponde fijar el pre- 
ño del terreno de cuj a propiedad quedara privado el ciernan- 
alante y el monto déla indemnización procedente del fracciona- 
iniento. 

Que para la fijación del precio del terreno debe tenerse en 
cuéntala compensado i debida al propietario por la privación 
del goce de la cosa durante más de veinte años v el deber corre- 
lativo del ferrocarril, en razón de la ocupación, por su parte, de 
esa cosa por ese lapso de tiempo. 

Que las operaciones periciales que corren en autos, acreditan 
qw el actor sufre perjuicios por razón del fraccionamiento del 
terreno que le queda, los que deben serle satisferhos por el 
ferrocarril de acuerdo con el artículo dieciseis de la ley de la 
materia y artículo dos mil quinientos once del Código Civil. 

Por esto, y atento el mérito de autos, se fija en ocho centa- 
vos moneda nacionul de curso le-ai el precio de cada metro 
. iiadrado de terreno ocupado por el Ferrocarril y en mil pesos 
de la misma moneda por toda indemnización, comprendiéndose 
en esto y en aquel precin todas las condenaciones á favor del de- 
mandante, con declaración de que .serán a cargo de la empresa 
las costas á qu« se retiere el artículo dieciocho de la ley de ex- 
propiación, quedando en estos términos modificada la sentencia 
recurrida de foja r-uarenta y seis. Xotifíqnese conel original, y, 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



BE MMIN PAI. — ABEL BAZAPf . — 
iDAW E, TOItKENT. 
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CAUSA IDIX1 

Contra don Isa fiel Airamz, por infracción á ta twj de 

movilización 

Sumario. —La infracción á la lev de movilización es easti- 
gada con la pena de dos años de servicio militar en el ejército 
permanente. 



Caso. —Lo explica el 

t ullo «leí Jnn federal 

l.n Platáj Julio 19 de UiOt). 

Y vistos; lea seguidos contra Isabel Alvares, argentino, de 
1 í) a fu .¡¡ de edad, soltero, jornalero, pur infracción á la ley de 
movilización, resolta : 

i° A foja 2 declara que se enroló cu Lobería, á los 18 años de 
edad, y que no se movilizó en sudase respectiva porcuantose 
encontraba trabajando m el puerto de Mar del Plata en Agosto 
del año próximo pasadu. 

2 o Que al tener conocimiento de la marcha de los conscriptos 
se apersonó al comisario local, á efecto de que le indicara si en 
las listas de Balcarce estaba incluido, y pedir tiu certificado 
entóúCes para presentarse á su comandante, manifestándole 
dicho comisario» después de ver las listas de los sorteados, que 
no estaba; que podía ir-e á trabajar. 

3" Que en Junio del mismo año regresó á Balcarce y se pre- 
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sentó al mayor de guardias nacionales, señor Camino, y le 
hizo la misma pregunta que al comisa? io de Mar del Plata, ob- 
teniendo igual respuesta. 

i* Que él señor Procurador fiscal, á foja 3 vuelta, pide para 
el procesado la pena del artículo 14 de la ley número 3318» y 
la defensa, á foja6. pide la absolución de su defendido, fundán- 
dola en que, tratándose de un hijo de madre viuda, i cuya 
subsistencia atiende, no está obligado a" movilizarse, según lo 
dispuesto en el artículo 26 de la ley citada. 

5" Abierta la causa á prueba, se produce la agregada de foja 9 
á foja 37 y prévio certificado del actuario, de foja 26 vuelta, se 
llaui - autos para deünitíva. 

I considerando : I o Que la infracción á la ley número 3318, 
se encuentra plenamente probada por la confesión del proce- 
sado de foja 2, y la escusa que alega de estar trabajando en 
Mar del Plata, precisamente eu Agosto del año próximo pasa- 
do, mes ni que debía movilizarse, é ignorar cuándo y en qué 
partido debía hacerlo, no es atendible ante los preceptos claros 
y terminantes >le la ley, obligatoria para todo ciudadano, una 
vez promulgada en forma y sin más excepciones que las expre- 
samente en ella determinadas. 

- Que no está probado el hecho de la presentación ante el 
comandante militar de ttalcarce, y respecto de ia verificada ante 
el comisario de Mar del Plata, el testigo Rutino dice que lo 
acompañó y presentó en ta comisaría, pero que no recuerda lo 
que al procesado se le contestó. Kl testigo Carlos Carrera dice 
que ésto es cierto y que le dijeron que no le tocaba marchar, 
no recuerda quien se lo dijo, pero qne así se lo manifestó Al- 
varez (véase foja fOy fojas 15 á 17). 

De donde resulta simplemente probado el hecho de la pre- 
sentación ante una autoridad que no le correspondía, y por el 
testimonio único de Burgos, pues el de Carreras, dada la forma 
eu que se ha producido y atento lo dispuesto en el inciso^ del 
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artículo 307 del Código de Procedimientos en lo criminal, debe 
desestimarse. 

3° Que ama suponiendo que la persona á que se refiere el in- 
forme de foja i2 fui la del procesado Alvarez, poco ó nada pu- 
dría favorecerle, toda vez que al preguntar si le había tocado 
el sorteo, dijo ser del partido de Coronel Vidal, el cual no daba 
contingente, y así se le manifestó. Pero ya se ha dicho ante- 
riormente que se encuentra enrolado en el partido de Lobería, 
corroborado ésto por el informe de foja 38 j en el cual aparece 
como nacido en 8 de Julio de 1878, tocándole íormar parte del 
contingente movilizado -1 15 de Agosto de 1899; yes evidente 
que al proceder de buena fé\ éste era el punto donde debió diri- 
girse para pt?dir loa informes que necesitara. 

4° Que respecto a la calidad d<- hijo de madre viuda ¡i quien 
mantiene, atribuida al procesado, el testigo Tumás Gori. ú foja 
33,dic- que es cierto y lo sabe porque nunca vi Ó otro hombre 
en la casa de Alvarez y por el conocimiento que tiene de la fu- 
jnilia. Cayetano del Velo, á f->ja 33 vuelta, dice : ose es el hijo 
que atiende á la subsistencia dé la madre, y que á veces él h;> 
tenido que socorrerla. Isidoro Seveanoti, á foja 34, dice que 
ignora si Alvarez es hijo de madre viuda, pero que nunca levió 
esposo, aabe que la mantiene, porque siempre lo entregaba lo 
que ganaba ; y, por último, el testigo Fortunato Leguizamon, tío 
del procesado, dice que éste es hijo de padre y madre existen- 
tes, ancianos y pobres; que Alvarez es el hijo que mayormente 
ayuda ú la subsistencia de sus padres, pues tiene otros herma- 
nos q; e también trabajan. Resulta, pues, de estos testimonios, 
que el único admisible es este último, dada su calidad y viu- 
culacinn cud la familia de Alvarez, luego la excepción aligada 
por la defensa no ha sido probada. 

Por estos fundamentos, atento lo solicitado por el señor 
fiscal y Indispuesto en el artículo 14 de la ley número 3318, 
fallo : condenando á Isabel Alvarez, como infractor á la ley de 
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movilización, A la pena dedos nñoa de servicio obligatorio en 
el ejército nacional, debiendodescontarse de esta pena el tiem- 
po de prisión preventiva sufrida. Notifíquese original, y, nna 
veiconsentiday ejecutoriada la presente, póngasele á disposición 
del señor ministro de la guerra, librándose los oficios necesa- 
rios, y, en oportunidad, archívense estos a a tos. 

Isaac i'todoy, 

VISTA DEL SGfiOH PROCURAUOll CENE KA L 

Buenos Aires, Agosto 7 de 1900. 

Suprema Corte : 

Nada hay que observar respecto de la sentencia recurrida 
de foja 39,ruvo- considerandos relacionados con tas constancias 
de autos, justifican sus conclusiones. Si por otra parte el proce- 
sado tuviera derechos á la excepción del servicio militar activo, 
debió ocurrir á justificarlo en oportunidad ante la junta respec- 
tiva, no habiéndolo verificado, tal excepción no le unípara y 
procede la confirmación que solicito de Y. E.dela sentencia 
recurrida de foja 39. 

Sabiniano Ater. 



Fallo de I» iHprcnu ftoet* 

Ituenos Aires, Noviembre ti de 1900. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Procu- 
rador general y por sus fundamentos concordantes, se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de foja treinta y nueve. Notifi- 
ques? con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ* — ABEL BaZAN. 
— JUAN K. TORItENT. 
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« AUNA IDVIVI 

ta testamentaría de don fíominyo Vrioli ; teáw*flÉ«wta ,/,/ 

fiscal ad hoc 

Sumario. - En los juicios qae requieren la intervención del 
ministerio fiscal, Jos honorarios del fiscal ad hoc nombrado ñor 
excusación admitida del titular son de car^o del erario pú- 
blico, 1 

Cnso. — Lo explica el 

Full* d*i Letrado 

Viedma, Junio ¿b de 1899. 

Vistos y considerando: Q„e la conclusión á qae llega el 8enor 
hscal en su precedente dictamen, deque los honorarios de Usct- 
lesadhocmlo correrán «cargo del erario público cuando las 
partes sean insolventes y se haga costar el impedimento del 
titular, se funda en el decreto de fecha Junio 15 de 1894 QMe 
asilo establece. ' 1 

Pero el personal que compone la administración de justicia 
es retribuido directamente por el erario público, no eiisticndo 
otro impuesto que pese sobre el litigante que el que debe de 
abonaren la tramitación de los juicios, empinando el papel se- 
llado que determina la ley de Ja materia. En un juicio 
de la naturaleza del presente, de la jurisdicción civil, el mi- 
nisterio Bacal interviene, entre otros motivos, por ■ 1 ie velar 
por el cumplimiento de la ley de papel seliado, cesando dicha 
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intervención así como son abonados Jos derechos que la misma 
prescribe, com í pago de impuesto. 

Es natura], pues, que si el litigante contribuye con el pago 
(Je un impuesto :il sosten d»* la administración de justicia, no 
puede en forma alguna sufragar á gast«s que él no provoca, como 

es el de un uumbrumi fiscal nd hocen e) conocimiento de 

esta Ciiusa por excusación del titular fundado en lev. 

Por esto, y no obstante lo expuesto por el señor fiscal en su 
precedente dictamen, declarante a cargo del fiscal los honorarios 
(«•vengados por *-l < -ñor üscal a<! hoc en el presenta juicio; y 
r-msentido si fuere este auto, diríjase ofieio aJ ministerio de 
justicia para el p:igo de los honorarios regulados á foja fj7 
nielta. 

Facundo f.amarifüe. 

VISTA DLL SESon PllOCÜ"A&OR GENERAL 



Suprema Corte : M ™* ¿] tle 185,9 

Encuentro que et auto de foja 69 vuelta ha sid<. justamente 
apelado por el Procurador lis al. 

No creo que la razón de excusación expuesta a foja 38, cons- 
tituyera un impedimento legal, pues ni se ha expresado el ai- 
cunee de las frases que pudieran ser tenidas como opinión dn| 
Procurador fiscal titularen el caso, ni ano expresadas en un 
juicio, que no es propiamente de carácter contencioso, podían 
comprometer derecho alguno, 

Pero, aun admitiendo la procedencia fr la excusación, Ja 
intervención del fiscal ad hoc t según resulta de so vista de foja 
54 vuelta, en nada beneficiaba el interés fiscal, pues constituía 
una defensa de los derechos de la heredera declarada á Ioj;i57. 

El artínu'o 3 o de la ley numero 3365, aplicable por analogía 
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al caso sub-judice, previene que los peritos desigua los de oficio, 
no podrán reclamar honorarios del Fisco» y el artículo 4* agre- 
ga, que todo honorario devengado de nombramientos hechos en 
contravención á aquella hj s serán pagados por los jueces que 
los hayan decretado. Y V, E. estableciendo jurisprudencia al 
respecto en la causa que ri ostra el tomo 59, página 423 de sus 
fallos, ha declarado que, entre las funciones propias del mi- 
nisterio fiscal, no está la de pronunciarse sobre el derecho que 
recíprocamente sp atribuyan las partes y que pur los trabajo? 
que haya hecho á este respecto, no puede cubrnr honorarios el 
Fisco. 

Pnr estas con>ideranones, y las de la vista fiscal de foja 69, 
pido á V, E. se sirva revocarla resolución de foja 70 vuelta, 
declarando o ue no corre¡?pnnde abonarse por el Fisco lo» honorn- 
rios devengados en esta causa por t*\ Procurador fiscal nombra- 
do Oí/ hoc. 

Sabittiano AVer. 

Inllu dt> i» Nuprema lorie 

Buenos Aires», Noviembre 6 de 1900. 

Vistos y considerando : Que por dictámen de foja trehitaiunu, 
el fiscal titular del Juzgadu letrado del Río Negro manifestó 
que se estimaba .'♦nnprendi'lo en causal ]e<;al de » sensación. 

Que el inferior, apreciando dicha causal, de acuerdo con lo 
dispuesto en el mícolo trescientos noventa del Código de 
Procedimientos vigeni. <-n los territorios nacionales, la 
¡i'lmitióy nombró un liscal ad /toe que reemplace al titular. 

Que dada la naturaleza déla causa y las disposiciones de los 
artículos seiscientos nóvenla y cuatro, seiscientos noventa y seis 
y seiscientos noventa y siete dei citado código.era necesaria en 
el juicio la iuterrencion del ministerio lisca!. 
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Que, en consecuencia, el caso resuelto por esta Suprema Cor- 
te y áque se refiere el señor Procurador general, no tiene ana- 
logía con el presente, ni puede aplicarse por igual razón lié 
disposiciones de la ley número tres mil trescientos sesenta j 
cinco, i qut también se refiere, tanto por versar ésta sobre 
situacione s o caías ■ J i fe ren tes, enmo porque esa tahma ley en- 
cargaba igualmente al Juei ]a apreciación de las causales de ex- 
cusación. 

Que aun cuando se admitiera que H excusación del fiscal ti- 
tular era infundada, no ha sido recurrido el auto del superar 
que laaceptú. 

Por estos fundamentos, y concordantes del auto apilado de 
foja sesenta y nueve vuelta, se confirma éste. Notifiques* ori- 
ginal, y, rtymestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIFI PAZ, — ABUL BAZAN. — 
JUAN E. JORIIENT. 



« ALMA 4 D\.\ t II 

Criminal contra Enrique Paolini, por hurta; sobreprtseittacion 

d*> ta acusación 

Sumario. — No estando elevado el proceso á plenario, no 
corresponde presentar la acusación. 

VISTA UfiL fetflOH PBOCUHADOR FISCAL 

Buenos Aires, Agosto -¿1 de 1900. 

Señor Juez : 

Kl detenido Enrique Paul i .i. á fojas 26 y 33, confiesa ser el 
autor de la destrucción del conductor eléctrico del telégrafo 
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nacional que une á Bahía Blanca coa Puerto Belgrano, para 
utilizar el alambre galvanizado en hacer mi cerco en la casa de 
sn propiedad. 

Los antecedentes de autos demuestran el lugar y circunstan- 
cias del hecho, del qu>' el procesado se dechira autor. 

El artículo 52 de \u ley de Octubre 7 de 1875 de telégrafos 
nacionales, castiga esta clase de delitos con multa hasta 100 
pesos fuertes «i prisión que no exceda de un mes. 

Comprobada como está la reg}>ou»abil¡dad de Enrique Paolini 
en el hecho denunciado, ha de tener V, 5. á bien imponerle un 
mes de prisión, de acuerdo con la disposición precitada y las cos- 
tas fiel proceso. 

ii. (i. Yieyra. 
/ 

rallo del Juei rederal 

La Plata, Aposto 27 de 1900. 

Hágase saber ;il señor Fiscal que no debe presentar ni puede 
admitírsele acusaciones, en causas en que no se lia dado por ter- 
minado el sumario, y que debe presentar sus snlicitudes ó escri- 
tos en panel separado, s a aprovechar los claros, c mo lo ba< e, 
con lo cual interrumpe la regular tramitación, pues impide que 
las iiotiliranor; > se asienten en el lugar correspondiente, ó sea, 
a continuación de las prorideneias. 

Isaac (¡odüij, 

AulodelJ»! Federal 

La Pialo, Setiembre de 1900. 

Auto-; y vistos: Los recursos de reposición y apeVion en sub- 
sidio, dedue id os por el señor Fiscal, de la resolución de foja 35 
vuelta. 
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Y considerando: 1° Que ia resolución recurrida ai* ha visto 
ti Juzgado en la necesidad de dictarla, después de haberle li- 
dio al señor Fiscal insinuaciones privadas par,* evitarla y su- 
primir las irregularidades que resultan, si, como lo hace ac- 
tualmente, presenta las acusaciones untes de dar e por termi- 
nado el sumario, y aprovecb;i, para formular sus peticiones, de 
tos claros que que.lau en las actuaciones, sin dejar espacio al 
secretario para extender las notificaciones, certiíicados, ú otras 
diligencias propias del trámite. 

2° Que el Código de Procedimientos en lo criminal establece 
de un modo exprés»», que ]& oportunidad de presentar la acusa- 
cion es cuando la causa se ha elevado á plenario, romo puede 
verse en el libro 3 o del mismo, y no cuando mejor !*■ parezca al 
señor Fiscal, como lo pretende. 

3 o Que untes de elevar la causa á plenario, el señor Fiscal 
no sólo tiene el derecho sinó el deber de pedir todas las dili- 
gencias quesean conducentes á ¡a mejor instrucción del suma- 
rio, y el Juzgado verá siempre coa mucho placer que ejercite 
em facultad. 

4* Que si se hubieran evacuado todas las diligencias decre- 
tadas y el señor Fiscal no tuviera otras que prdir, podría, bus- 
cando la celeridad racional en los procedimientos judiciales 
que es realmente una aspiración general, solicitar que se con- 
vierta en prisión la detención del procesado, y que se clausure 
ti sumario, lo cual no ha hecho. 

5 o Que la instrucción del sumario debe ser una garantía para 
la vindicta pública y para el procesado mismo, porque la base 
del procedimiento eu materia penal es la comprobación de la 
existencia de uu hecho ó de una omisión que la ley reputa de- 
lito ó falla, y la identificación del delincuente (artículos 178 y 
407 de! C< digo de Procedimientos en lo criminal), y estos pro- 
pósi s no se consiguen prescindiendo de las reglas estable- 
cidas. 
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Si es una aspiración la celeridad en los procedimientos judi- 
cial es á condición de que se Jleuen ios trámites marcados por 
la lar, en garantía de U aeración y de la defensa. 

Cuando la ley La fijado un término para ¡a instrucción del su- 
mario, ha tenido en cuenta, indudablemente, que dejando al 
arbur.o del juez «u clausura, le daba una arma dedos fijos p ur 
que un sumario clausurado prematuramente, unas veces puede 
perjudicar á Ja vindieta pública y otras al procesado. 

A la primera, impidiendo w terminen investigaciones pen- 
diente que pueden Iterar ,uz completa .obre el proceso y ant, -s 
que se borren las huellas del delito, ó se oeultené destruyan las 
piezas de convicción. 

Al segundo, impidiéndole presentar las pruebas de descargo 
que demuestren su inculpabilidad y p* justificarían quizás un 
sobreseimiento. 

Si en algún caso pudiera justificarse la clausura del sumario 
antes de los 60 días lijados por la ley, sería cuando alguna de 
bu parte, lo pidiera, manifestando que no hay diligencias pen- 
lentes, m tkn* oU as que solicitar, y dándosele vista á la otra 
(acusación ó defensa) hace igual manifestación y el juez no tu- 
nera ninguna que ordenar de oíicio. Pero ésto no se lia pedido 
6" Que no es exacto, como lo pretende el señor Fiscal, que la 
oportu, i de presentar la acusación ó solicitar el sobresei- 
miento esii tarado á su criterio. 

La acusación solo puede presentarse en el plenariopor ag*. 
«a disposición de la ley (artículos 429, 442, 457 y siguientes 
Código de Procedimientos en lo criminal). 

El sobreseimiento sí puede pedirse durante el sumario pero 
cuando el juez encuentra mérito para seguir los procedimientos 
puede separar de la causa al Fiscal r nombrar otro (artículo 460 
'■«digo de Procedimientos en ío criminal); y vu todo cano, ue be 
tramitarse coi. audiencia del acusador particular, si lo hubiera 
y del Fiscal (artículo 441, código citado). 
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7 o Que referente á la premoción deque presente el señor Fis- 
cal sus solicitudes por separado, sin aprovechar los claros que 
quedan á continuación de las providencias, tiene por objeto que 
las notificaciones, informesdel actuario, juramento-; y, en fin, 
todas las diligencias y constancias que acrediten haberse cum- 
plirlo lo ordenado en la providencia respectiva, quede de mani- 
fiesto al pié y á continuación de la misma, no sólo para evitar 
omisiones y demoras!, siempre perjudiciales á las partes, sino 
también para regularidad del trámite, y facilitar el estudio del 
expediente cada vez que haya de dictarse alguna resolución. 

Es simplemente cuestión de urden, del exclusivo resorte del 
juez, que al mismo Fiscal aprovecha porque se le facilita el es- 
tadio de los autos, y podrá con un vistazo notar si se han cum- 
plido las diligencias ordenadas a su instancia. 

Esta medida lia sido dictada A solic itud de dos de los secreta- 
rios, que le hirieron notar al juez los inconvenientes que resul- 
tan de la práctica de poner las peticiones en esos claros, a raíz 
délas providencias, generalmente antes deque las partes se no- 
tifiquen. 

Por estas eoiiMderaciuues no se hace lugar á la reconsidera- 
ción solicitada, y se concede la apelación pedida en subsidio, ni 
relación y en ambos efectos. Elévense los autos á la Suprema 
pifóte con emplazamiento de ÍO días. 

Isaac (¡odotj. 

VISTA DEL SEflOH PROCURA DO II GEN til AL 

Buenos Aires, Setiembre 20 de 1900. 

Suprema Coríe: 

Cuando el articulo 4Í2 del Código de Procedimientos en lo 
criminal prescribe que el sumario no durará más de 30 días en 
la Capital y 60 en las demás secciones, ha querido impedir su 
prolongación indelinida, pero de ninguna manera significar que 
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h ija de permanecer inactivo el proceso, cuando no eiista dili- 
gencia alguna que practicar. 

Colocado el juicio en cualquier tiempo en condiciones de Ütf- 
varse á plenario, el Juzgado debe declararlo y es recién entón- 
eos, que en virtud de la vista acordada al efecto al Procurada 
fiscal ó acusador particular, procedí; legalmente la acusación, 
con sujeción á lo dispuesto en el artículo 457 del Código de 
Procedimientos citado. 1 

Por estas consideraciones pienso que correspondí- la confir- 
mación del auto recurrido, correlativo con el de foja 35 vuelta 
en su primera parte y así lo solicito de V. K. 

Kn cuanto á la segunda parte de uqtiel auto, relativa á la pre- 
sentación de solicitudes 6 escritos, en papel separado de las «lili- 
gencías Ue actuación, pienso que el auto recurrido determina fór- 
mulas convenientes ¡i la mayor claridad y mejor servicio y que 
no causando gravamen alguno al señor Procurador fiscal, no 
es recurrible con sujeción á lo dispuesto en el ariícolo 501 del 
código citado. 

Sabiniano AVer, 

filíenos Aires, Noviembre 8 de 1900. 

Vistos: De acuerdo eou lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general, se confirma en xu primera parte» el auto de 
foja treinta y cinco vuelta, reiterada á foja treinta y ocho; y se 
de* lara mal concedida el recurso en lo que se reliere á la dispo- 
sición cuntenída en ta segunda parte del mismo, de conformidad 
á lo prescripto en el articulo quinientos uno del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal. Notiflquese con el original y de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — ABEi 1UZA>. — 
JUAN E,TOIUtENT. 
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CAUSA tDXXVKU 



Don Ernesto P. Baritari ; sobre excepción del servicio militar 

Sumario. — El hijo de madre viuda que coa ¡tu trabajo per- 
sonal atienda ú su subsistencia, eatií exceptuado del servioio 
militar. 

Caso. — Lo explica la 



En el expediente agregado la Junta manifiesta que desús 
averiguaciones resulta que no es Ernesto P. Barilari quien ex- 
clusivamente sea indispensable para proveer á Ja subsistencia 
de su señora madre fiuda, y esta manifestación, como ya lo he 
dicho en muchos casos análogos, si no es absolutamente bae- 
tanteá destruir la información producida en un jusgado de 
I a instancia por dos testigos presentados por el interesado, es 
digna de tomarse en cuenta como elemento de contradicción, 
máxime cuando está suscrita por tres personas espectables. 

Como se trata de una ley restrictiva, cuyos extremos deban 
probarse de una manera absolutamente indubitable, oreoqna 
el recurrente no se halla en las condiciones de haber justificado 
ser acreedor a la excepción, por lo que opino que V. E. debe 
confirmar la resolución de la Junta, 
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Señor Juez : 



Buenos Aires, Huj-n 14 de 1900. 



tí LUI VIII 



J. Boiei. 

81 
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tallo del Ju«i Iriifral 

filíenos Aires, Junio 9 de 1900. 

Autos y fistos: Estas actuaciones promovidas por don Eruc- 
to J, Barilari, con el fin de que se te declare exento <lel servi- 
cio de tas armas. 

Y considerando : Que el recurrente no ha justificado hallarse 
comprendido en el artículo 26 di 1 la ley número 3318, en razón 
deque el beneficio deexcepeion qiie acuerda esta ley sólo corres- 
ponde al hijo único de madre viuda y que atiende á su suba ia- 
tenciu, existiendo en el caso presente otros Lijos que igual- 
mente la asisten, con el fruto de su trabajo. 

Que tratándose de una ley respetiva y ruyos extremos deben 
probarse de una manera concluiente, no ha justificado el recu- 
rrente ser acreedor á la excepción que solicita. 

Por estas consideraciones y de conformidad on to dictami- 
nado por el señor Procurador fiscal, se confirma la resolución 
de ta Junta de excepciones de foja 21 vuelta. Hádase saber. 

G. Ferrer. 

VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 11 de 1900. 

Suprema Corte: 

Pienso, como to establece la sentencia de foja 30, que mien- 
tras existan otros hijos que puedan atender á la subsistencia 
de la madre viuda, comees su deber legal, no debe exonerarse 
del servicio militar á aquel que le corresponde con sujeción á las 
leyes de la materia. Y como en el caso sub-judice el acta de foja 
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20 muestra la eiistinciade varios hijos solteros y capaces de 
proveer como es su deber, á las necesidades de iu madre común, 
corresponde la confirmación que s<»li< ito de V, E M de la sentón- 
da recurrida. 

Salnniano Kier. 

i- «lio de Im üuprfitiK Corte 

Buenos Aire*, Noviembre 8 de 1900. 

Vistos y considerando; Que está probado que el recurrente 
es liijode madre viuda. 

Que según resulta de. la información producida ante el juez 
de primera instancia de ta Capital y aprobóla por éste á foja once 
vuelta, el recurrente Kruesto Pellegriní ttarilari, es el que con 
el producto de su trabajo personal atiende ó la subsistencia de 
su madre. 

Que aunque es verdad que ésta tiene otros hijos, no Beba 
acreditado que provean ó contribuyan á su alimentación, que- 
dando así en pié el mérito de la citada información. 

Que en virtud de las precedentes consideraciones, el caso cae 
en la excepción al servicio militar, que el artículo veintiséis de 
la ley número tres mil trescientos dieciocho acuerda á aquel de 
los hijos que atienda a la subsistenciade la madre viuda. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
treinta, declarándose que debe concederse al recurrente la excep- 
ción expresada en el último considerando de «tita resolución. 
Notifíquese con el original y devuélvanse. 

HKPJAMIN PAI, — ABEL BaZAH. — 
JUAN £. TORREHT. 



316 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTÉ 



* Al SA t»XIU 

Don Alfredo Tolomey contra el Ferrocarril del Sur, por daíws 
y perjuicios; sobre entrega de copias de la demanda y 
rebeldía. 

Sumario. — El actor <iue después du entrepaños laB copias 
de la demanda á la persona designada en ella, acepta que la de- 
manda se entienda con otra persona, debe volver á presentar las 
copias para que sean entregadab a esta otra persona. 



Caso. — Lo explica el 

Falto del Jura Federal 

Buenos Aires, Novicmhrn i de 1896, 

Vistos : La rebeldía acusada á la empresa del Ferrocarril del 
Sur, fundada en que no ha contestado la demauda dentro del 
término de ley ; resultando de autos que si bien fué notificado 
el gerente Barrow de la demanda, éste se presentó, á foja 16, 
exponiendo que no era él que tenía personería para representar 
en juicio á la empresa, ainó el ingeniero don Guillermo White, 
con quien debían seguirse las actuaciones de este juicio. 

Que de conformidad con esa manifestación y con el asenti- 
miento delaparteactora, se manda notificar al ingeniero White 
la demanda. 

Que no contestándola éste, en el término de ley, el actor le 
acusó de rebeldía, emplazándosele á su pedido, con término de 
24 horas, bajo apercibimiento. 

Que en este estado el asunto, se presentó White, expresando 
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que si no había contestado la demanda, era porque no se le ha- 
bían entregado tas copias, con arreglo á la ley, pidiendo en con- 
aecuencia que Le fueran pasadas para expedirse en el traslado 
pendiente. 

Que dada vista de esta petición al actor, éste se opea© ¡i que 
se le pasen esas copias, por habérsete ya entregado al gerente 
Barrow, según la cédula de foja 15, y pide se declare decaída 
en su derecho á la empresa para contestar iu demanda. 

Y considerando : Que en materia de rebeldía las interpreta- 
ciones y aplicaciones de las disposi iones legales pertinentes 
deben ser siempre restrictivas y no ampliativas, según así lo 
ha establecido en reiteradas ocasiones la Excma, Suprema 
Corte Federal. 

Que en el caso sub-judice do se ha probado por parte del 
actor, que las copias llegaran á poder del ingeniero White, como 
representante de la empresa, como debió probarlo, para solici- 
tar la aplicación del artículo 12 de la ley procesal. 

Que del hecho de que en la cédula de foja 10 se afirma que 
el gerente Barrow recibió ó debió recibir las copias de la de- 
manda, no se desprende, comí consecuencia lógica y nece- 
saria, et que las copias hayan llegado á poder de White, 

Que si el mismo actor ha consentido en que se entienda con 
el ingeniero White las ulterior idades de este jnicio, no debe 
oponerse á que se le pasen las copias de ley, para que pueda ex- 
pedirse en el traslado de la demanda. 

Pot estas y otras consideraciones que se omiten, y no obstan- 
te lo expuesto y pedido en contrario por la parte actora, no se 
hace lugar á la declaratoria de rebeldía y se ordena que se en- 
tregue al ingeniero White las copias de la demanda, para que se 
expida en el término de 24 huras, atentas las circunstancias es- 
peciales del caso. Repónganse los sellos. 

P. Otaechea y A Icaria. 
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m m Suprema € •■«* 

Buenos Aires, Noviembre 8 de 1900. 

Vistos y considerando: Que el escrito de foja dieciuaeve 
impórtala aceptación por parte del demandante de que, como 
se dice en ei de foja dieciseis, el traslado de la demanda debe 
entenderse con don Guillermo White, por do tener el gerente Ba- 
rrow la representación judicial del ferrocarril demandado. 

Que, en su virtud, el actor entregando al citado Barrow 
las copias de la demanda y documentos couque la instruye, no 
puede pretender ccn justicia que La cumplido con lo prevenido 
en el artículo ocho de la ley de Procedimientos, porque la en- 
trega de las copias á que ese artículo se refiere, debe hacerse á la 
contra-parte ó á su representante legítimo. 

Por estos fundamentos, y concordantes d<«] auto apelado de 
foja treinta y dos, se confirma éste, con costas. Notifíquese con 
el original, y, repuestos loa sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAR. - 
JÜAH E. TORRE NT. 



El Banco Hipotecario Nacional contra don Emilio Castaing 
por desalojo ; sobre apelación denegada 

Swnano. — Los autos sobre desalojo, con excepción del caso 
previsto en el artículo 590 de la ley de la materia, no son ape- 
lables. 
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Cojo. — Lo explica i] 



Buenos Aires, Noviembre 3 dv 1901. 



Cumpliendo lo dispuesto por V. E. paso á informar sobre los 
antecedentes que motivan I as recursos deducirlos. 

Entablado juicio de desalojo por el Banco Hipotecario Na- 
cional contra don Emilio Castaing, se decretó un comparendo 
verbal para el 27 de Setiembre pasado, cuya providencia fué 
legalmente notificada al demandado con fecha 25 del mismo. 

Ni habiendo comparecido éste el día designado, señalóse 
nuevamente Uk audiencia del 12 de Octubre, bajo apercibimiento 
de realizarse el juicio con la parte que concurriese el mismo 
día (12), á las doce m. Oastaing presentó un escrito manifes- 
tando que, en uso del derecho que le acuerda el artículo 366 del 
Código de Procedimientos, recusaba sin causa al infrascripto, 
proveyéndose en seguid i lo siguiente : 

i Buenos Aires, Octubre 12 de 1901 . No estando autorizada 
por la ley de procedimientos en materia federal, la recusación 
sin causa, no ha lugar.» 

En la misma fecha tuvo lugar el comparendo ordenado al que 
asistió solamente al representante del Banco, quien pidió se 
sentenciara el juicio en rebeldía del demandado por no haber 
concurrido al acto, acordándosele para el deBalojo el plato de 
10 días. Se llamó autos, y e! 15 del mismo mes se dictó senten- 
cia, condenando en rebeldía al demandado á desalojar la pro- 
piedad en el término pedido por el ador. 

El auto no haciendo lugar á la recusación fué consentido por 
Castaing. Notificado éste de la sentencia el día 19 de Octubre, 
presentó escrito el 22 del mismo mes interponiendo recurso de 
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apelación de ésta y del referido auto, proveyendo e l Juzgado lo 
siguiente: i Buenos Aires, Octubre 29 de 1900. Autoa y vistos : 
No siendo apelables Jas resoluciones recurridas, con arreglo á los 
artículos 590 y 592 del Código de Procedimiento de la Capital, 
incorporado por ley de Agosto 3 de i 896 a la justicia federal, no 
ba lugar á los recursos interpuestos en el precedente escrito.» 

La demora eo el despacho del escrito á que se hace referen- 
cia no sólo ha dependido ' ¿1 excesivo trabajo del Juigado y el 
número de días feriados corridos en ese lapso de tiempo, sino 
también de la naturaleza de la petición deducida. 

Es coanto tengo que informar á V. E. 

Agustín Urdinarrain. 

t «lio de I* ftttprM» Vmrtv 

Buenos Aires, Noviembre 8 de 1901. 

Vistos en el acuerdo : Resultando del precedente informe que 
los pedidos formulados por el recurrente han sido resueltos 
por el inferior; y teniendo en consideración que no es apelable 
ni la resolución que ordena el desalojo en los casos prevenido* 
en el juicio correspondiente, con excepción de) especial conte- 
nido en el artículo quinientos noventa de la ley reglamentaria 
de dicho juicio, ni tampoco el auto que desecha la recusación 
sin causa, con arreglo ú los artículos treinta y uno y treinta y dos 
de la ley de procedimientos. 

Por esto, no ha lugar al recurso deducido y remítanse las 
actuaciones al juez de la causa para su agregación á los autos 
principales. Reponiéndose el papel. 

BENJAMIN PAZ. -ABEL BAIAN — 
JÜAW R. TOR.HENT. 
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Contra don Alejandro Montero ú Ortiz, por infracción 
á la ley de enrolamiento 

Sumario. — El infractor á la ley de enrolamiento se hace 
pasible de la pena de un año de serricio militar en el ejército 
permanente. 



Caso, — Lo eiplica el 

WmMfr M Juei Fe4er»i 

Huenos Aires, Agosto 11 de 1900- 

Y vistos : estos autos seguidos contra Alejandro Montero ú 
Ortiz, argentino, de 19 años, soltero, carrero, y domiciliado en 
la calle de Soria n* 61 *, de los que resulta : 

Que detenido por la policía el encausado Montero j no pu- 
díendo comprobar su enrolamiento en la Guardia Nacional, se 
mandó instruir el respectivo sumario, é ínter rogado manifestó 
que tiene NJaños. 

Pasados los antecedentes á este Jujgado, é interrogado une- 
Tamente, expuso : Que por error había dicho tener (Baños, pero 
que ba sabido por su madre que tiene 18. 

A foja 8 se presentó la madre del encausado, acompañando 
un certificado del señor cura párroco de San Telmo, por el qne 
consta que Alejando Montero ú Ortis, tiene actualmente mis 
de 10 anos. 
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Convocadas las partes á juicio verbal, el Procurador fiscal 
pidió para el encausado la pona, que fija el artículo 35 *le la 
ley 3318, por ser infractor á la ley de enrolamiento. 

Concedida la palabra al defensor de pobres, expuso : que en 
vista del certificado de foja 7, que acredita que su defendido 
tiene más de 19 años de ciad, nuda puede oponer á loque pide 
la acusación fiscal. 

Y considerando : I a Que segun resolta de! certificado de foja 
7, expedido por el señor cura de la parroquia de San Telmo, el 
encanado Montero ú Ortiz. tiene actualmente más de 19 aiius 
de edud. 

2° Que no habiendo cumplido coa la ley de enrolamiento, se 
ha lucho pasible d* la pena que determina el artículo 35 de la 
ley 3318. 

Por estos fundamentos y lo pedido por la acusación Fiscal, 
fallo : condenando á Alejandro Montero ú Oníz á un año de 
servicio militar en el cuerpo del ejército que el P. E, determi- 
ne, J costas del juicio, debiendo descontarse de esta pona el 
tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida. Hágase saber 
al señor Jefe de policía y Estado Mayor General del Ejército, 
poniendo ai detenido á disposición de esta última repartición, 
á cuyo efecto se librarán los olicios necesarios. Notifíquese con 
el original, y en oportunidad archívese la causa. 

Francisco /'. Astiyueia. 

VISTA DEL SEÑOR PHOíUJRAOOh GKHEKAÍ. 

Buenos Aires. Setiembre 2b" de 1900. 

Suprema Corte: 

Resulta demostrado sin contradicción ni aun de la misma 
parte interesada, que el procesadu Montero ú Ortiz ba cumpli- 



I»K JUSTICIA fUaoNAI. 



323 



do 19 uño» y aún no se había enrolado en la Guardia Nacional. 
Corresponde por ello la confirmación, por sus fundamentos, que 
solicito de V. E., de ta sentencia recurrida de foja \%, 

Sab miaño Kier. 



Hílenos Aires, Noviembre 8 de 1900. 

Vistor: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por su.-, fundamentos, se conürrna, con 
Costa», la sentencia apelada de foja doce. 

Hágase saber con el original y deTuélvnase. 

BEKMHifl PAZ- — ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TOKRKKT. 
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Contra fias Uto lt i jarra, por infracción á la % 
de enrolamiento : sobre prescripción 

Sumario. — No es dable alegar prescripción del derecho de 
acusar por infracción ¡i la ley de enrolamiento, mientras duró- 
la obligación de enrolarse, y ae continúe cometiendo la infrac- 
ción. 



Caso. — Lo explica el 



KALLOS DE LA SUPHEMA CORTB 



F«ll* del J««k Federal 

La Plata, Agostó 17 de 1900. 

Y vistos : ios seguidos contra Basilio Bijarra, por infracción 
ú la ley de enrolamiente, resulta: 

1° Que el procesado manifiesta en su declaración de foja 7 
que se enroló en el ultimo p riodo, el año 1895, en Mar de) 
Plata, y que la papeleta Ja ha perdido, sin saber cuándo ni en 
qué punto. 

2" Pedido informe á la Inspección de Milicias, resulta á foja 
12 que, según Lo comunica el comandante militar de General 
Pueynednn, Basilio Bijarra no *e encuentra enrolado en la 
comandancia ú su cargo, y á foja 12 vuelta el señor Fiscal pide 
para éste la pena del artículo 35 de la ley número 3318. 

3 o El defensor, al evacuar el traslado de la acusación, upone la 
excepción de prescripción, fundado en que el derecho de acusar 
por los delitos que merezcan la pena de prisión se prescribe á 
los tres años, según el artículo 89, inciso 3 o , del Código Penal, 
con lo que, habiéndose renunciado por las partes todos los 
trámites de prueba y suatandádose con el señor Fiscal la ex- 
cepción opuesta, el Juzgado llamó autos para resolver. 

Y considerando: Í° Que el artículo 89 d»l Código Penal, en 
que la defensa funda su prescripción en cuanto al derecho de 
acusar, trata de los delitos que tienen pena de muerte, presi- 
dio ó penitenciaría por tiempo indeterminado, de los por tiempo 
determinado y de lo* que merecen prisión, multa ó arresto. 

2° Que no siendo la prescripción otra cosa qne la cesación del 
derecho social de acusar ó punir, después de cierto transcurso 
de tiempo, la disposición legal que se invoca ha fijado, en 
efecto, los términos de la prescripción de las acciones, y en una 
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proporción más ó menos equitativa á la duración de las penas y 
al tiempo del delito. 

3* Que nuestro Código Penal ha dejado, además, sin fijación 
de tiempo los delitos que merezcan inhabilitaciou, servicio 
militar y otros, que hubiera podido perfectamente mencionar, 
lijando el liempo de la prescripción por disposiciones especia- 
les, y no existiendo éstas, es evidente la ausencia de funda- 
mento por parte de la defensa, al ejercitar un derecho no 
sancionado por la ley. 

4 o Ademán la ley número 3318, en ra artículo Í7, dispone 
que el enrolamiento de la Guardia Nacional de la República es 
obligatorio desde la edad de 18 á 40 años, siendo casado, y 45 
siendo soltero, y debiendo los términos de la pre ^ripcion em- 
pezar á contarse, para las acusaciones, desde el día que se 
comete el delito (artículo 91, código citado) mal podría fijarse 
en este caso, cuando (y esto parece lógico) en los delitos ó 
faltas por omisión y de esta naturaleza, no hay solución de 
continuidad hasta tanto fenece el plazo fijado por la ley para 
cumplir con el deber de enrolarse, y no otra ioterpretacion 
pudiera darse más en armonía con su letra y espíritu, so pena 
de carecer de objeto la determinación del plazo por ta edad. 

5* Que en cuanto á si la pena de servicio está ó no equipa- 
rada por la jurisprudencia de la Suprema Corte, á la de prisión, 
debe observarse que, ni del texto de la ley ni de la interpreta- 
ción dada por el tribunal citado, surge semejante doctrina ; 
antes, por el contrario, aparece evidente que la pena impuesta al 
infruotor de la ley úmero 3318, nada tiene de común con la de 
prisión, desde que aquélla no admite la excarcelación bajo 
lianza, y si hubiera la semejanza que se pretende serla de rigu- 
rosa aplicación. 

6 a Que atento lo expuesto, se hace innecesario aducir conside- 
raciones de otro órden para refutar el segundo argumento de la 
defensa, ó sea, que el primer período del enrolamiento feneció 
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en los primeros meses del año 1896, pues ésto, aun en el 
supuesto deque fuera eiacto, muy poco 6 nada nos demostraría 
en favor de la tésis que sustenta el de. ;neor del procesado. 

7* Que estando plenamente probada la infracción de la l»j 
número 3318, por las constancias de auto», loque corresponde 
es la aplicación de la pena solicitada por el señor Fiscal, ú sea 
lo proscripto en el artículo 35 de la ley citada. 

Por esto, fallo no haciendo lugar Á la excepción de prescrip- 
ción opuesta, y condeno al procesado Basilio Bijarrn, argenti- 
no, de 39 anos de edad, soltero, jornalero, A la pena de un año 
de 8értícÍó obligatorio en ei ejército nacional, debiendo descon- 
tarse el tiempo úv prisión preventiva sufrida. 

Notifíquese original, y, una vez consentida ó ejecutoriada la 
presente, póngasele n* disposición del señor Ministro de la guerra 
previo enrolamiento, librándose los oficios necesarios, y archí- 
vese esta causa en oportunidad. 



Suprema Corte: 

El hecho de permanecer indefinidamente fuera di' la inscrip- 
ción y del servicio militar, importa la continuación no inte- 
rrumpida de la infracción A la ley número 3318. Esta conside- 
ración, robustecida por las que más detalladamente consigna la 
sentencia de foja 16, conduce al rechazo de la excepción de 
prescripción y á la couíirmacioD, por sus fundamentos, que 




Isaac Godoy. 



VISTA IJKi, SEfiGil PROCURADOR GENERAL 



Buenos Ainis. Setiembre 6 d> 190-1. 




Sabiniano Kicr. 
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Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Noviembre 8 de 1900, 

Vistos j considerando : Qu- está acreditado que el procesado 
Bijarra iiü se ha rateripto en la Guaní Nacional como debió 
hacerlo. 

Que esa obligación pesa todavía sobre el procesado, porque 
por su edad y estado está comprendido en la disposición del 
artículo diecisiete de la ley número tres mil trescientas diecio- 
cho, no siendo &<í dable alegar prescripción del derecho de 
acusar por uua infracción que se continúa cometiendo basta 
el presente. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y por los fundamentos concordantes de la sentencia 
recurrida de foja dieciseis, se confirma ésta, con costas. Notifí- 
quese con el original y devuélvanse, 

BENJAMIN |»AZ. — A¡¿j i BAZAR. — 
JUAN E. TORRENT. 



cauna < nxwin 

Contra don Juan Setiicase, por tentativa de defraudación 

Sufnaria, — Siendo Jos hechos ocurridos susceptibles de doble 
interpretación, y uno de ellos eicluyente del delito que se 
imputa, í'*be absolverse al procesado de toda culpa y cargo- 




Caso,— Lo explica el 



Fall*4el Juez r*4*r*l 

Rosario, Junio 8 de 1900. 

Vista esta causa crimina] seguida contra el sujeto Juan 
Setticaae, por el delito de tentativa de defraudación, previsto 
por loa artículos 202 y 203, inciso 6, y i 2, inciso 2°, del Código 
Puñal ordinario, según dictamen de acusación d^l Ministerio 
público, de 44 á 45 unos de edad, casado, italiano, agricultor, 
con domicilio en Villa Galm, uu tiene apodo ni ha sido proce- 
sado antes de ahora. 

Resolta: el mencionado encausado se. presentú al Banco de la 
Nación Argentina el día 20 de Juuio del año próiimo pasado á 
retirar uu depósito por valor de 870 pesos en «Caja de aho- 
rros» en circunstancias que don José Casulegno pretendía co- 
brar del mismo establecimienty un cheque por 8000 pesos. El 
subtesorero encargado de efectuar los pagos al contar la última 
suma Mam > por su nombre al señor Cuseieguo para abonarle su 
cheque j Setticase, que se encontraba en la ventauilla, recibió ul 
dinero sin contarlo ni hacer observación alguna, retirándose acto 
continuo. 

Focos momentos después, habiendo Casalegno reclamado los 
8000 pesos, recien pudo darse cuenta el pagador que había su 
frido un error al abonarlos á Setticase en vez del último, y dando 
cuenta á la policía ésta inició tas primeras diligencias suma- 
riales con el objeto de descubrir el paradero de aquélyelse- 
cueatro de la suma que le había sido pagada indebidamente. 

El procesado Setticase, una vez retirado del Banco, fué á casa 
de su sobrino Santiago Tinírello, en cuyo poder depositó el 
dinero, del cual no eligió recibo y emprendió viaje á Arroyo 
Seco á casa de los señores Falchinetti hermanos, de donde re- 
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grt'üó el 26 de Judío, fecha en que fué detenido por la policía. 
Tiutrello depositó en su nombre en ei Banco do Ló odres y Kío 
de la Plata, loque reveló al ser interrogado por el juei de ins- 
truccioo, agregando que Setliease no le habló de la procedencia 
de loa 8000 pesoa, limitándose a pedirle que se loa depositase en 
un Banco. 

Tal es, en resumen, el hecho que ha dado margen á este 
proceso y servido de base al procedimiento indagatorio contra 
ambos individuos, hasta que fué ordenada la libertad de Tinire- 
tlo, por tu* resultar en su contra elementos de prueba sulicientes 
que acreditaran su coparticipación criminal en el mismo, ha- 
llándose confirmada la precedente relación por la denunciada 
foja 2 vuelta, declaraciones de fojas 5 y 22 é indagatoria del pro- 
cesado de foja 30, quien agrega qu ■ notó que le habían entre- 
gado mayor suma que la que le correspondía en el Banco, en su 
propia casa, yendo entonces á casa de su sobrino, en cuyo poder 
depositóel dinero basta que regresara del campo, pues en su 
ignorancia creyó quesería lo mismo devolverlo después 6 éntes 
de su regreso y que al tener conocimiento de que la policía lo 
busca h<> se presentó inme 'I latamente á ella. 

líl Ministerio público, concretando su acusación eontra este 
procesado, sostiene que es reode tentativa de defraudación, por- 
que en el conjunto de circunstancias que rodean el acto por él 
ejecutada de depositar en poder de su sobrino la suma indebida- 
mente recibida del Banco, conociéndola en su casa, en lugar de 
encargarle devolver á ese establecimiento, surge la prueba 
de su intención criminal de apropiarse de ella con perjuicio 
del Banco ; añade asimismo que esa intención se revela por 
actos extremos que demuestran de una manera inequívoca en el 
procesado el propósito, sin demostrar la idea de devolverlo á 
su dueño; razones por Las cuales lo encuentra acreedor ú la 
pena de dos años de prisión, costas y sus accesorios, por haber 

negado en perjuicio de otro ó pretendido apropiarse el dinero 
t. i.iiimi, íi 
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recibido del Banco con la* circunstancia» atenuantes que se- 
ñala. 

El defensor, á su Tez, sostiene que no ha cometido ttu defen- 
dido el detito que le imputa el acusador público, porque no 
existe otra prueba en el proceso que la del recibo de ios fondos 
por Setticase, que deYOlviú integramente al Banco de propia 
voluntad; que no ha negado en el Banco hi entrega de los 8000 
pesos, siendo su tínica falta ti no haberlos devuelto inmediata- 
mente que comprendió que se le había entregado mayor suma 
que la que fuera á cobrar ; y, en fin, porque en el i-nsosttb-judicc 
no existe de su parte intención criminal. 

En el período de la prueba la única que se produce por parte 
de la defensa es la declaración de foja 73, de Santiago Tinire- 
llo, quien deelura que Setticase le dijo después de estar pre- 
so que estaba conforme con la devolución del dinero, habiendo 
iiidosu propósito entn garlo al Hunco de que provenía. 

A foja 74 se Maman autos para sentencia, clausurados los 
debates y defensa*. 

Y considerando: l D Que está plenamente comprobado haber 
recibido el mencionado reo del Banco de Ja Nación 8000 pesos 
moneda nacional, cantidad diez veces inay¡»r que la que le corres- 
pondiera percibir, y también está comprobado que el procesado 
se dió cuenta en su casa del error cometido por el empleado del 
Banco al entregar á él esa suma que no te correspondía. 

2 o Que la intención de sustraer esa cantidad no sólo debo 
presumirse, de acuerdo con el principio contenido en el artículo 
6" del Código Prual (fallo del pMveyeute en la página 399 del 
tomo 1*, confirmólo por la Suprema Corte en el tomo 69 página 
ii), sino que está demostrada esa intención dolosa ai encargar 
a su sobrino Tinirelli que los depositara en un Banco in ma- 
nifestar su intención de devolverlos, cuando lo correcto, según 
la moral y el derecho, habría sido encargarte los devolviera al 
Banco dedonde procedían, ó ir ¡- rsoualmcnteá hacer presente al 
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empicado del Banco e! error cometido, devolviendo el oicedente 
entregado. 

30 Q ue estandoc onvicto el procesado de haber retenido inde- 
bidamente en su poder una cantidad de. dinero contra la volun- 
tad de su dueño, debe tenerse por cierto que su intención at en* 
tregarloásu sobrino y encargarle el deposito en un Banco ha 
sido con el Animo de defraudar ó despistar la acción de la jus- 
ticia cuando se descubriera ei error cometido por el empleado 
del Banco de tu Nación. Robustece esta presunción las circuns- 
tancias de no baber ido personalmente al Banco de la Nación á 
hacer conocer el error» teniendo sobrado tiempo para hacerlo 
desde la una hasta las tres y diez minutos de la tarde, hora de 
partida del tren, cuando sólo media la pequeña distancia de 
cuatro y media cuadras desde la casa de Tinirello al Banco, de 
no baber manifestado ri su sobrino la procedencia del dinero y 
de no haber exigido i su sobrino, recientemente conocido, recibo 
de esta importante suma, cuando es costumbre y práctica gene- 
ral obtener certificado escrito de las sumas de dinero que se 
entregan. 

La defensa no ha producido prueba que desvirtúe la fuerzu 
de esta presunción legal establecida por el artículo 7 del Código 
Penal. 

4 o Que la ignorancia alegada por el procesado en su indagato- 
ria no es excusable ni siquiera presumible, porque toda persona, 
por ignorante que sea, sabe que debe devolver á su dueño la 
cosa indebidamente retenida en su poder. 

5* Que con tales antecedentes, la confesión del reo puede di- 
vidirse en los términos del artículo 318 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal (Fallos de la Suprema Corte, tomo 
74, página 283). 

6» Que el proceder de Setticase está calificado de delito por el 
artfctilo203, inciso 6% del Código Penal y castigado con la pena 
de 3 á 6 años de penitenciaría encaso se le considerara como 
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autor del delito de estufa consumado, pero como la acusación 
aprecia el hecho como tentativa, *p disminuye la pena á la pro- 
porción pedida y establecida en el artículo il del Código Penal, 
sin tener en cuenta la circunstancia atenuante invocada por la 
acusación, porque no existe en este caso, pues el dinero mist ha 
devuelto por el procesado, sino por tercero, ni ha procurado 
espontáneamente remediar el mal causado. 

Por están consideraciones v limitada la acusación á ta pena de 
Ja tentativa, fallo delictivamente, en esta sala de audiencias, 
cndenandoal rea Juan Setticase a sufrir la pena de dos años de 
prisión, según el considerando anterior, con descuento de ta 
sufrida en la proporción del artículo 49 del ursino código y 
además se 1- condena á pagar las pérdidas ¿intereses que hubie- 
re ocasionado y las costas. Notifique** conforme i derecho y 
repóngase. 

Daniel Hoy t ta. 

ViSTA ¡>KL SBfiOR PhOCl UAOOK CfcflEMAL 

Unenos Aires, Setiembre il «Je 1900. 

Suprema Corte : 

li! procesado Setticase fué al Banco de la X.ienn Argentina 
á cobrar un depósito y un empleado del establecimiento le en- 
t regó equivocadamente una suma mayor, que aquél recibió y lle- 
vó a su casa, sin haberla examinado ni contado. Apercibido, re- 
cien entonces, del error padecido, entregó aquella suma á un 
pariente suyo para que la depositara en un Hanco, mientras par- 
tía el mismo día por el ferrocarril á Arroyo Seco, donde le 
llamaban diligencias personales. 

A su vuelta, alirma que él procedió á devolver la suma inde- 
bidamente recibida, y se presentó voluntariamente á la policía 
qne lo había citado ó buscado (diligencia de foja 56 vuelta). 
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De estos antecedentes no se deduce que el procesado haya 
incurrido en el delito de defraudación ó estafa. 

Para la perpetración de alguno de esos delitos se requiere, se- 
gún el artíi ulo 202 del Código Penal, actoa de manifiesta pre- 
meditación, como nombre supuesto, calidad simulada, etc M 
aparentando bienes, crédito, negociación, ó valiéndose para el 
efei-to do cualquier otro ardid ó engaño, se^un la eipresion tex- 
tual del citado artículo. 

Ninguna de e>tas simulaciones ha procedido en el caso, y el 
hecho de recibir una cantidad sin contarla ni examinarla, no 
constituye en responsabilidad penal al procesado. 

Es verdad que apercibido en su casa de que la suma recibida 
era muy superior á laque le correspondía realmente, debió ocu- 
rrir inmediatamente á devolverla, 

Pero se observa á este respecto que el procesado debió partir 
y partió por el tren de las tres de ta tarde del mismo día, y que 
á su vneltn, devolvía la suma que había ordenado depositaren 
un Baneo «1 efecto, sea que él abrigara la intención de quedarse 
con ella sí nadie la cobraba, sea que él pene ra en efecto que 
podía devolverla sin responsabilidad alguna, á su vuelta, el he- 
cho de esa letencion sin intención criminal demostrad* no 
constituye por sí un delito, cuando ninguna ley penal lo califica 
de tal. 

Es exacto que la voluntad criminal Be presume en los hechos 
delictuosos; pero el hecho de la retención nnes en sí mismo de- 
lictuoso y el procesado devolviendo el dinero á ta vuelta de su 
viaje, presentándose voluntariamente á la policía á la primera 
indicación y declarando con exactitud Ioü hechos que de otro 
modo pudieron qued.ir improbados, revela ó que no tuvo inten- 
ción dolosa al retener lo recibido ó que se arrepintió en oportu- 
nidad. 

En tal caso no ha negado haber recibido ni demostrado querer 
apropiarse lo que había recibido por cansa extraña A su volun- 
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tad y no cae por ello bajo el régimen del artículo 20», incitjo 6<\ 
del Código Penal, relativo á los que defraudan á otros ¡ y en últi- 
mo extremo, la dada, si la hubiera, deberá resolverse en el sen- 
tido más favorable al procesado, según lo dispone el artículo i3 
del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Por estas consideraciones y las encordantes dfl precedente 
escrito de expresión de agravios, pienso que procede la absolu- 
ción de culpa y cargo; y pido á V. E. se sirva así declararlo, 
revocando, en consecuencia, la sentencia recurrida de foja 81. 

Sabittiatw Kier. 



Hueiios Aires, ¡Voueiu bre 8 de 1900, 

Vistos y considerando: Que está suficientemente averiguado 
que el día veinte de Junio de mil ochocientos noventa y nueve 
el procesado Setticase y don Juan Casalegno se encontraban 
multáneumeme presentes en la sucursal del Baneo de la Nación 
Argentina en el Rosario con el objeto de retirar el primero un 
depósito en caja de ahorros por valor de ochocientos y tantos 
pesos y de cobrar el segundo un cheque por valor de ocho mil 
pesos* 

Que el empleado del Banco, don Víctor Ferreyra, entregó á 
Settkaseeu vez de los ochoeientoey tamos pesos que éste debía 
recibir los ocho mil pertenecientes ú Casalegno, entendiendo ha- 
cer á éste dicha entrega. 

Que aunque el citado empleado R rreyra dice en su declara- 
ción de foja dos vuelta, que aproximándose á la ventanilla con 
el dinero gritó « Casalegno, ocho mil pesos » y «que antes de ha- 
cer la entrega volvió á revisar el dinero y como se aproximara 
una persona que estaba un poco á la derecha volvió á decirle al 
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mi a mu tiempo que alargaba el dinero» «Casalegno, ocho mil pe- 
sos», no hay en comprobación de esas circunstancia* ainó la 
afirmación del empleado, cuya fuerza se hace aún más deficiente 
ante el hecbo constante de que Casalegno no oyó, no obstante 
estar presente, el llamado que se dice se le hacía, sie-ndo ésta la 
caima por la que reden después de haberse retirado Setticase 
fué ^ue se descubrió la equ i vocación en ¡a entrega. 

Que según lu alirina Setticase en su declaración de foja trein- 
ta, una vez hecba la liquidación de los intereses y capitales del 
depósito que fué A retirar, el empleado del Banco lo llamó y le 
entregó ocho paquetes de billetes de Bauco t los que turnó sin 
observar su valur ou la confianza que le inspiraba el estableci- 
miento » ; que estando ya en su casa recién notó qui' se le había 
entregado mayor sum que la que le correspondía, que la puso 
íntegraen poder de su Hubrino Tinirello, pidiéndole la depositara 
en uno de los Bancos de la ciudad con ia intención de hacer su 
devolución al Banco de la Nación tan luego como regresara de 
Arroyo Seco, para donde se ausentaba es'J mismo día. 

Que es exacto que Setticase eutregó á Tinirello la sumada 
ocho mil pesos, al objeto de que ella fuera depositada, siéndolo 
igualmente que Tinirello hizo el depósito en el Banco de Lon- 
dres y Río le la Plata el mismo día veinte de Junio, en donde 
con fecha veintiséis de ese mes se lia puesto i la órden del Ban- 
co de la Nación la expresada suma con el consentimiento de Ti- 
nirello, 

Que estátambien acredítadoque Setticase se ausentó en efec- 
to para Arroyo Seco í objeto de negocios; que la partida d >l 
tren en que viajaba, según horario del ferrocarril Buenos 
Aires y iiosario (informe de foja ochenta) debió ser á las tres y 
diez de la tarde; y que en el mismo día de su regreso (veinti- 
séis de Junio) Setticase. ae presentó á la policía, sabiendo por 
Tiuirelli y utros deudos, que se le buscaba cor. motivo del hecho 
á que se refiere este proceso. 
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Que con los Cementos de convicción expresados, que son loa 
que los autos registran, no hay mérito suficiente para dar por 
averiguado que Setticase ha cometido el delito de defraudación 
6 estafa qut> se le imputa, porque no hay prueba directa 6 de pre- 
sunciones de que para que le fuera entregada la suma de ocho 
mii pesos que recibió se hubiera valido de cualquier ardid ó en- 
gaño, en los términos del artículo doscientos dos del Código Fe- 
nal, ni mucho menos que el caso cayera bajo el régimen del in- 
ciso tercero, artículo doscientos tres del mismo código, poes que 
ni recibió los dineros en depósito, comisión, administración ú 
otro título semejante ni siquiera ha negado el recibo Ó preterí* 
dido la legitimidad de la entrega. 

Qtie tampoco resulta acreditada la tentativa de la comisión 
de eso* delitos ni la de ningún otro tendiente á apropiarse los 
dineros que le fueron equivocadamente entregados, porque si 
cabe sospechar la intención do conservarlo*, en el cr >o de que el 
Banco no se hubiera apercibido del error, cabe igualmente ad- 
mitir que tuviera la de ohrar honradamente, reparando el error 
tan luego como verificase su regreso, después do una corta au- 
sencia. 

Que la duda debe resolverse en todo caso en el sentido más 
favorable al procesado (articulo trece del Código de Procedi- 
mientos en io criminal). 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por ei señor 
Procurador general, se revoca la sentencia apelada de foja ochen 
ta y una, y se absuelve, en consecuencia al procesado, de culpa 
T cargo, con la declaración prescripta por el artfeulo cuatrocien- 
tos treinta y siete del código citado. Xotifíquese con el origi- 
nal y u ¿vuélvanse. 

BRHJAWPÍ PA2, - ABEL BAZAN. - 
JUAN E. TORRENT. 
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Don José A. Paz contra la compañía * Chargenrs fíéunis * 

sobre danos y perjuicios 

Sumario. — No h:iy obligación de reparar el daño que no 
haya sido causado por pers..nas de >u dependencia, mi perjuicio 
en las cosas de su propiedad. 



Coso. - Lo explica el 

l Hile del Jufi IVdfrHl 

Buenos Aires, Junio 8 de 1900. 

Y vistos e*toü autos para sentencia, de cuyo estudio resulta : 
Que don José A. Pa* se presentó judicialmente demandan- 
do á la compañía < (-hargeurs Reunís » por cobro de la canti- 
dad de 8000 pesos niont-da nuoionul, procedente de daños j 
perjuicios sufridos a causa de un accidente, y basado «*n los si- 
guientes antecedentes: 

Que como estibador que era do la compañía, fué á trabajar 
al vapor * Pampa » el día 5 de Febrero de 1897, trabajo que 
ha- ía en la bodega, en cuya boca se hallaba colocado la galeota, 
>tn sujeción ésta de ninguna clase, mientras los estibadores 
trabajaban colocando la carga. 
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A las 6 menos un cuarto, próiitnamente, se encontraba en 
esa operación cuando por lo avanzado de la hora y por man- 
dato do uno di* los capataces, .se procedió á cambiar de sitio 
parte «le la carga, por bailarse el buque alj^o inclinado, y en 
tal monieut.., un farda • l ne pesaba como setecientos kilogra- 
mos levantó la galeota yendo á caer sobro bu cuerpo, fracturán- 
dole el muslo y privándole por largo tiempo del conocimiento, 
y habiendo sido conducido al hospital Francés, permaneció allí 
hasta el día 16 de Julio di- 1897, saliendo sin encontrarse cu- 
rado completamente y sin p .der dedicarse ¿i ninguna ciase de 
trabajo. 

Que de I" espuesto emana ia responsabilidad de la compañía, 
desde que en buques de ese porte y de gran movimiento, es obli- 
gación de sus dueños tener mayores precauciones que en bu- 
ques de menor tonelaje; razón por la que, amparado en los ar- 
tículos 1109 v 1113 d el Código Civil, pide sea aquélla condena- 
da en deiinitiva al pago de los 80ÜU pesos en que estima el 
perjuicio sufrido, con costns. 

Qu<< evacuando la parte demandada el traslado Conferido, so- 
lícita el rechazo de la acción, con costas», por estar completa- 
mente a iterad a la verdad de los hechos alegados, por no existir 
responsabilidad alguna de parte de la compañía, desde que en 
el accidente no ha tenido participación, aparte de qu* no 
puede á ella exigirselo responsabilidades, por cuanto Paa no de- 
pendía del buque, sinó que formaba pai te de una cuadrilla de 
estibadores que trabajaba por cuenta y eti el interés exclusivo 
del empresario señor Fernando La por te, independientemente 
de que la herida que aquél recibió no revistió la gravedad que 
le ai ribuye. 

Que recibida la causa á prueba para la justificación de los 
hechos alegados y no consentidos, se produjo la que eipresa el 
ceitiücado del señor secretario, corriente á foja 144 vuelta de 
autos, habiéndose agregado los alegatos de las partes y dicta- 
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dose La providencia de foja 177, con lo qui* la causa se encuentra 
f n estado de ser fallada. 

Y considerando; Que de los antecedentes relacionados resulta 
que la deiuand.t promovida por don José A. Paz tiene por prin- 
cipal objete obtener de )a compañía * Chargeurs Réunis > una 
indemnizad un pecuniaria por el perjuicio sufrido á causa del que 
resultó lesionado en circunstancias en qne trabajaba á bordo 
d**l vapor * Pampa », de propiedad de la compañía. 

Que según expresa manifestación d*> los test isas t que unifor- 
m-meute deponen á fojas 83, 84, 93,95. !>7, 99, 125,129 
vuelta y 132, los peones que originaron el accidente y del que 
resulté lesionado el demandante, formabau parte de un cuer- 
po .le estibadores que nu era empleado del buque, en ramn de 
haber dun Fernando Laporte « ontratado, por intermedio de un 
capataz, los trabajos de estiba y desestiba del mismo, siendo 
ellos pago, pur aquél. 

Que según sus testigos, Paz forma ha part< del cuerpo de es- 
tibadores, habiendo sido igualmente contratado y pago su sala- 
rio por un eapataz del empresario Laporle. 

Que según la prueba testimonial rendida ¿i fojas 97, 125, 128 
j 132, Ja calda de la galeota sobre la cubierta del huque, se 
operó por colpa exclusiva de los mismos peones estibadores, de- 
bido a la manera imprudente como verificaron el trabajo, con- 
traviniendo asi lo ordenado por el empresario Laporte, para 
que se hicieran rodar los fardos que estaban sobre la segunda 
escotilla, operación sencilla, dado el peso relativo de los fardos 
y porque si se corrieron del guincha fué para veriticar la opera- 
ción eon menos (rab.ijo. 

Que á estar á los términos do las de« la raciones corrientes de 
fojas 93, 95, 97, 99, 125, 128 y 132, la galeota estaba colocada 
en su sitio y el guínchese bailaba en buen estado. Estos extre- 
mos necesarios para definir la situación <Jc responsabilidad del 
buque, se encuentran igualmente continuados por al propio y 
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espontaneo reconocimiento he*-hn por el misino Paz á raíz del 
suceso, prestando declaración en el sumaria levantado por ta 
Prefectura general de puerto (fojulH), así como consta allí por 
expresa confesión del actor. t ue el incidente fué meramente ca- 
sual, y no culpaba á nadie ue sus consecuencias. 

Que, desde luego, la responsabilidad eligida á la compañía es 
infundada, no sólo por haberlo así reconocido el mismo Paz en 
el primer niomeuin del accidente, sinó porque el buque puso á 
disposición dH empresario Laperte los útiles ó instrumentos 
para el trabajo contratado, en buenas condiciones de uso y re- 
cibo, aparte de que no e> justo eligir responsabilidades por 
"miaionRs de personas ajenas á la tripulación del buque, desde 
que, como queda establéenle], el personal de estibadores no tra- 
bajaba bajo la dependeitcia del capitán, y sí bajo la de un em- 
presario particular que tomo sus servicios personales y pagó sus 
i mol n meatos, por su cuenta y en su propio interés. 

Que á mérito de las consideraciones procedente*, que com- 
prueban su [icientementü la ausencia absoluta de culpabilidad 
atribuida á la compañía demandada, con arreglo i lopreeeptuado 
por los artículos 903, 1066 7 flf 11 del Código Civil, á lo dispues- 
ta -nía ley 1% título U, partida 3», y ú la jurisprudencia de 
ta Suprema Corte de Justicia, establecida en la causa seguida 
por don Carlos Breslaat contra la compañía de navegación 
«Hansa », correspondí' la afcsolncirm del demandado. 

Qm- establecida esa irresponsabilidad, el Juzgado eicusa el 
estudio de ta prueba ofrecida para la justificación de la lesión 
sufrí la por Paz, así como del perjuicio pecuniario recibido, en 
razón fie faltar á la acción deducida su factor necesario, su 
principal elemento, ó se 1 el dereclio de don José A, Paz para 
demandar perjuicios de la romp;irua i Chargeurs Reunís > (toran 
67, pagina 106, Fallos de la Suprema Corte). 

Por estos fundamentos y sus concordantes aducidos en el 
med ttado escrito de foja 1 57 1 definitivamente j uzgandn, fallo: ab- 
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solviendo á Ja coui|jañía « Chargeurs Reunís • , fie la precedente 
demanda, con costas al vencido. 

Molifiqúese original y repónganse los sollos. 

A ¡i w¡ ( i n Urdin a rra in . 

Fallo 4c I» Muprem* Corle 

liuriio- Aires .Vnieinhre M de 1900, 

fistos y considerando: Que según resulta de autos, el acci- 
dente que ha motivado este juicio, consistió en la < aída de la 
galeota *obre el demandante L J az, que se encontraba trabajando 
en la bodega, loque le ocasionó Las lesiones que sirven de futi- 
diimeoto á la ac ion, habiéndose producido esa caída á conse- 
cuencia de haber chocado el cabo del guiuebe con la citada 
galeota, en el momento de tacar Tirar unude los bultos. 

Que Paz formaki parte di- uneuerpu de e>tibadores contra- 
tadoa y pagados por don Fernando [, aporte, que obraba en ca- 
lidad de contratista de estiba en el vapor «Pampa*. 

Que este hedió resulta ph- ñamen te probado por deposición 
uniforme de cuatro testigos presentados por ei demandante, 
al ser repreguntados por el demandada v cuyas dedaraeiones 
curren de fojas noventa y tres á cien, por el retonucimiento del 
mismo La porte, á foja ciento veinte y seis vueltu, y por las 
declaraciones de los testigos del demandado que se registran de 
fuja ciento veiu ti nueve vuelta á ciento treinta y tres. 

Que eiiste,en consecuencia, prueba aeabada de que Pal tra- 
bajaba por y para un contratista ó empresario que no tenía 
con la compañía demandada las relaciones de superior á infe- 
rior, sino las legaK^ que surgen del contrato de Incaeion de obras 
cuando el locatario pro de en calidad de empresario. 

Que está igualmente acreditada por la prueba rendida en 
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autos, que el accidente no se produjo á causa de la mala calidad 
6 deficiencia de los elementos al servicio do los estibadores, 
síqú por hecho exclusivo de éstos ni efectuar el movimiento que 
oca u ¡on o la caída de la galeota. 

Quédele, por ¡'tan to t desestimarse la responsabilidad que se 
pretende hacer recaer sobre lu compañía demandada, «n cuanto 
eaa responsabilidad tiene por fundamento la culpa ó negligencia 
de dicha compañía, en lo que se reÜere á los útiles ¿instrumen- 
tos del buque qu<? ella puso íí disposición del empresario Lnpor- 
te para la carga de las mercaderías. 

Que tampoco puede admitirse responsabilidades á cargo del 
demandado por los hechos de acción ú omisión deque pueda s< r 
culpable el personal de estibadores empleado en la carga, pues- 
to que, como ya se h i hecho constar, ese personal no estaba bajo 
la dependencia de la compañía de navegación, sinó bajo la de un 
empresario que los con trató y pagó para que trabajaran de su 
cuenta y en su propio interés, 

Que así es eu efecto, porque la responsabilidad de hechos ilí- 
citos no tiene lugar sinó en virtud de acciones ú omisiones pro- 
pias ó de personas dependientes, cou arreglo a los artículos 
mil sesenta y seis, mil setenta y tres, mil ciento nueve y mil 
ciento trece del Código Civil, ya que, se-un se deja demostrado, 
en el caso tampoco existe responsabilidad por daños derivados 
de la deficiencia de las cosas de propiedad y al servicio del de- 
mandado, empleados cuando se produjo el accidente. 

Que las contestaciones dadas por los testigos Fernandez (foja 
odíenla y tres), y Caratini (foja ochenta y cuatro vu. Ita), á las 
repreguntas formuladas por el demandado respecto del carác- 
ter con que obraba Laporte en la operación de estiba, no son 
bastantes para destruir la prueba en contrario de que s 1 ha he- 
cho miriio y que sirve ú deltnir con precisión ese carácter. 

Por e*tos fundamentos, los concordantes du la sentencia ape- 
lada de foja ciento setenta y ocho y de acuerdo con lo resuelto 
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por esta Suprema Cort<* en casos análogos, se confirma aquélla, 
con costas. Notifiquen con el original, y, reputáoslos sellos, de- 
vuélvanse. 

HENJAHtft PAZ. — AB£I. BAZAN . — 
JUAN K. TORKENT. 



('AUNA <I*\\*V 

Criminal contra Oírlos llagli \j José Zttnnio, por hurto ; 

Sumario. — Los tribunales argentinos no son competentes 
para conocer en los crímenes cometidos en alta mar á bordo de 
buques d<- bandera extranjera. 



Caso, — Lo explica el 

ral lo del Juez Federal 

Buenos Aires, Junio 6 de 1899. 

Y vistos : Para resolver sobre la eicepcion de incompetencia 
deducida por la defensa á foja 54. 

Considerando: Que de la'denun<ia presentada á la Prefectura 
marítima, que corre á foja 2, n*í como de la declaración del ca- 
pitán del vapor c Pampa >.á foja 15, y de las declaraciones do 
loa testigos que han depuesto en esta causa, consta que el hecho 
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que dió origen ú la formación de este proceso tuvo lugar en 
alta mar, á la altura de Río de Jan-iro, 

Que de Jas constancias de autos consta igualmente que el va- 
por c Pampa » t á cuyo bordo se cometió ti hecho, era de nacio- 
nalidad francesa. 

Que la facultad conferida por la ley á la justicia nacional 
pata entender en los crímenes cometidos en alta mar, está li- 
mitada á los buques nacionales ó á los hechos cometidas por 
piratas extranjeros (inc. i* del art. 3* d>* la ley sobre jurisdic- 
ción y competencia del 14 de Setiembre de 1863). 

Que na estando comprendido el caso ocurrente en el inciso 
recordado, por ser de nacionalidad francesa el buque á cuyo 
Oordo se cometió el beoho, este tribunal carece de jurisdicción 
pata conocer en la presente causa, siguieftjfa el principio de 
derecho internacional umversalmente aceptado, de que los de- 
litos cometidcis en alta mar deben ser juzgados por la uucioii á 
que pertenece la baud-ra del buque. 

Por estos fundamentos, y concordantes del escrito de foja 
54, así se declara. Ivn consecuencia, remítanse estas actuacio- 
nes originales al señor Ministro de relaciones exteriores, ú fin 
de que las presente á la legación de Francia, á cuya disposi- 
ción se pondrán los ubjrtos secuestrados. Xotilíquese con el 
original, bagase saber al liador, al director de la Penitenciaría 
y al Jefe de policía de la capital. 

tierrttsio /\ (iranel. 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GEN t RAI, 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1899. 

Suprema Corte: 

Se ha demostrado que al hecho imputado á los procesados 
fué perpetrado en un buque francés, en alta mar. 
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Kstá por ello Inorado la jurisdicción nacional. 

Ni la ley de competencia naciooal, ni ei CMig» Procedió 
miento, en lo criminal, entorilan ! , investigación 5 juzgamien- 
to de los hecho, delictuosos que puedan haber cometido los 
inmigrantes ó pasajeros en buque* extranjeros, ya se trate de 
los mures, adonde no alcanza la jurisdicción nacional, ya de los 
territorios extranjera extraños á aquella jurisdicción." 

«Sóluía nación cuyas leyes hayan sido violadas ri.>ne el de- 
reeho y el interés de juzgar los delito eoMid™ en lugares de 
su jliHadieeion, .-on violación de sus leyes. 

Por ello, encontrando ajustado ú las prescripciones de nuee- 
tru derecho nacional y de doctrina internacional dominante el 
uuto inhibitorio de foja Hl pido á V, B . se sirva confirmarlo 
por sus fundamentos, 

Sabiniano Kier, 



Unenos Vires, Noviembre 10 de 1900, 

Vistos y considerando; Que la disposición contenida en el 
inciso primera artículo veintitrés del Código de Proced.ni.eo- 
|o*en lo criminal, al atribuir á los jueces federales y a los de los 
lenitorios nacionales el conocimiento de 
en alta mar ¡í bcird.i de buques nacionales, 
en el principio de derecho internacional 
porciones del territorio del estado cuyo pabellón esta7a7tori- 
* ddos :1 lll * rar y tM < ue ***** l« jurisdicción de los jueces de 
ese estado para conocer de los crímenes ó delito, perpetrados 
en las condiciones expresadas. 

Que limitándose, según la disposición legal citada, ta com- 
petencia de Injusticia federal al conocimiento de loe delitos 
cometidos en alta mar á bordo de buques nacional^ no puede 
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sinú concluirse que no la tienen» eu principio, en el presente 
caso, -costando, com» consta, qii- este proceso tieu,* por objeto 
la averiguación y castro de un delito qw se dice cometido en 
alta mar á bordo de un buque extranjero. 

Que se imputa ú los procesados el delito de liurto de dineros 
pertenecientes á don Florencio Canin. perpetrado durante el 
viaje de puertos europeas ¡i argentan*, tratándose, así, de un 
di-lite de derecho común. 

Que por consiguiente, y aunque en virtud de encontrarse 
en el país las personas a quienes se imputa el hurto, como tam- 
bién las cosas hurtadas, el proceso pudiera corresponder á lü 
juriadic- ion de sus jueces, wa correspondería al juez de sección 
en lo federal que tiene una esfera de acción limitada ó impro- 
rrogable sobre personas ó cosas ajenas de ella, ya que esa ju- 
risdicción no se ejercería en ninguno de los casos en que la atri- 
buye ¡i esos jueces el citado artículo veintitrés del Código de 
Procedimientos en lo criminal, y puesto que < el conocimiento 
de los delitos ordinarios cometidos eti el extranjero en los easus 
determinados por las leyes » corresponde á la jurisdicción or- 
dinaria de tus tribunales de la capital y de los Territorios na- 
cionales (artículo veinticinco inciso segundo del citado código). 

Que el expediente original deba quedar en el archivo del 
juez de la causa, sin que proceda tampoco en el caso la entrega 
á la legación de Francia de !cs objetos secuestradas, por no ha- 
ber mérito en estas actuaciones que puedan autorizarla. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma el auto 
apelado de foja ochenta y dos , e ti cuantodeclara la incompetencia 
de la justicia federal para el conocimiento de la causa, dejándose 
sin efecto el citado auto en su última parte. Notifiques'- con -l 
original y devuélvanse. 

HEÑÍAME PAZ. — ABEL BAZA> , 
— JUAN E. TORnKHT. 
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i AIJHA tl»\V\VI 

Contra don Onofre Dante n , sobre infracción <i ta ley 
de explotación de fmyues nacionales 

Sumario. — No e*taudu bastantemente averiguada la in- 
fracción de la ley sobre explotación de bosques nacionales, no 
debe hacera lugar á la pena de comiso. 

KB80LUUON ADMINISTHATIVA 

t'oruiosa, Setiembre 16 de 1890. 

Vistos el presente sumario del que resulta: Que don Alberto D. 
M ligero presentó una solicitud con techa 9 de Agosto á la Go- 
bernación pidiendo el certificado de propiedad para despachar 
libres de derecho 280 toneladas de rollizo del campo de José 
Beterettu. Que cotí tal motivo el inspector de bosques se tras- 
ladó al mencionado campo acompañado del ingeniero de la Go- 
bernación don Enrique Moiraghi ; qne de las averiguaciones 
practicadas, resulta: que 100 toneladas fueren sacadas efectiva- 
mente del eampo de don José Beterette y qm* las 80 restantes 
para completar la cantidad manifestada, fueron tomadas de la 
planchada que había en la boca del riacho Pilagá y elaboradas 
en ul paraje denominado Samuhú, cuyo punto no está fuera 
de la propiedad de Danteri, como lo decía el primer informe del 
ingeniero Moiraghi, fundado en que ios límites del campo del 
mismo erandelicientes, los cuales resultan del segundo informe 
del ingeniero Moiraghi quedar dichn K ,mnhú dentro de la pro- 
piedad que el gobierno nacional vendió á Danieri. 
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Que al r gresar del campo de Jos ' "<*terette, el inspector de 
bosques notó que el patacho nacional cjúven Danieri» car- 
gaba rollizos en la concesión de obraje de Danieri, y que una 
vez que dicho buque completara su carga, dejaría en planchad a 
mucha madera de la misma clase por no poderla llevar toda. 

Que ^11 probad o entonces el exceso de rollizo» que había nota- 
do, averiguó á ta Subprefectura de Forinosa qué cantidad do 
carga podía llevar éste buque, resultando del informa que pu- 
dría llevar 250 tonelada*. Que al 'lar cuenta de *u comisión al 
inspeciitr de bosques iiizu conocer al si-ñor gobernado* loque 
ocurría, quien entonces, en vista de ta d.-nuneía, ordenó no 
darelcertilic-idoy procederán consecuencia. Que de lo d< -clarad o 
por üauiiTi resulta que la- maderas del Samuhú existen allí, 
y que las toneladas de carga que tiene a su bordo el patieho 
t Joven Danieri» .son 200. 

Y considerando: Que don Onolre Daníeri como concesiona- 
rio para Ja explotación de bosques, sólo puede explotar de su 
Concesión 90 durmientes, 100 toneladas rollizos, y 850 tonela- 
das leña en el término perentorio de 3 meses qm- faltan para 
que venza el pliso acordado para explotar bosques racio- 
na les. 

Que al tener con cimiento diclm Dauori que se habían de- 
mmciudu las maderas que tiene demás, so apersonó a la Recep- 
toría diciendo que él erae] denunciante y pidiendo se le despa- 
chasen como leña los rollizos cargador de más - n el patacho 
cjóven Daníeri*, por sur nao y otro material de igual clase. 

Que este temperamento propuesto p»r Daniuri no puede .ser 
aceptado en fnrma legal RW esta oficina, porque el embarque de 
maderas está sujeto en tmlu a las ordenanzas de Aduana, y 
sería permitir que el obrajero faltase á la obligación que ba 
contraído con el gobierno al firmar su contrato, por el cual se 
obliga á elaborar un número preciso de maderas con sus nom- 
bres propios, debiendo ser precisamente esta oficina quien lo 
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debe üscaüzar al explotar el material trabajado >■ tío permi- 
tirle que exporte «tro que aquel que se le señale en ID contrato. 

Que por otra parte serfa un prwediinieoto atentatorio contra 
na derecho legítimo como el que Item 1 el denunciante, por cuan- 
tose lo acuerda la mUuia ley que rige esta materia, no pudién- 
dose eambiar el espíritu de «lia sin in-urrir ■ u una falta ma- 
yor que laque motiva esta denuncia, 

Pót estas consideraciones y el) uso de la ¡acuitad que me cun- 
tiere el artículo Í035 de las ordenanzas d- A luana. 

K* 1 suelvo ; t" fornicar las IUH toneladas q<ie tiene á su bor- 
do el patacho «Jóvcn Danieri* y las que haya en planchada, 
todo a favor del denunciante y «.prehensor, con deducción de los 
derechas üscales, debiendo el mismo Danieri reponer los se- 
llos de este espediente. 

Dicha resolución notificara á quienes corresponda á sus 
efectos. 

Demcírio Corte*. 

rallo del Jlur# l*#-tritil* 

Formo.**. Octubre áít ,1* 1890. 

Vi Mus v eojisniiTj ndu 1 Que respecto ií Li procedencia de 
los rollizo- de que serrata, á la cantidad de ellos en toneladas 
y el motivo de prepararlos, debe estarse á lo declarado y eonfe- 
»ado j<or <1 mismo Danieri, pues que no si» ha practicado dili- 
gencia alguna , ni producido pruehaque lo contradiga (artículos 
317 y 318, Código de Procedimientos en materia penal). 

2 o Que, según est", es inconducente preocuparse de si *se 
cortaran ó no <-o campo de la propiedad de Danieri, y de los 
puncos propuesto por n l Fiscal en el informe m roce sobre la in- 
teligencia del articulo 20 de la ley de bosques, sobre si la leña 
á que se refiere el certificado del inspector de bosques; presen- 
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ta (Jo por el recurrente después Je vencerse el término probato- 
rio, eatá no ou Lis miamas condiciones que. los rollizos, y sobre 
la importancia del cambio de nombre del arroyo Monteagudo. 

3* Que respecto a iu capacidad • i e 1 buque, debe estarse al 
arqueo provisorio, que es el único olí cía] , desestimándose los de- 
mas cálculos personales que se presentan desnudos de todo 
antecedente qu>- pueda sustentarlos, y son, por lo mismo, insub- 
sistentes como base áfi tina roolucion en justicia. 

4° Que Danieri dijo desde un principio (foja 8) que tenía en 
plarn-Uada y en condiciones de embarque coum 200 toneladas de 
ndlt2os, que era lo que le faltaba para llenar su concesión, lo ha 
repetido ante el receptor (fojas 16 vuelta y 17), agregando que 
sabía esto último | or su sobrino, qui<n había tonudo el dato 
fiel receptor, Uj que éste no ha contradicho, y lo ha alirmado 
el sobrino ante e>te Juagad . (foj.i 42 vuelta , «>in >t>r contradi- 
cha por el Fiscal 

5 o Que s- gu>i*'l arqueo provisorio ífoja 14) a capacidad del 
buque eS de i 20 tone! id as. 

6* Que el Receptor incurre en inexactitud manifiesta, cuando 
alirma (foja 25 vuelta) tfe que lo declarado por Dauien resulta 
que son 200 las toneladas que tiene a bu boido el patacho «Jo- 
Ten Üanierí *, v qural tener Danieri conocinii. uto de la denun- 
cia se había apersonado eorao denunciante pidiendo sC le des- 
pachasen como le ña los rollizos, pues que de esi declaración, que 
nn tiene la itriua de Danieri, por el abuso conlosado de haberse 
permitido el reCeptordestruir la pieta original, y que las partes 
han aceptado como verdadera, lo que resulta q dijo: I o Que 
loque tenia en cu ud i ra unes de ■ mbarque eran iüO toneladjs, 
másómónos, per-i que no pensaba carinarlas todas, porque se 
pondría el buque <>asi á pique, y el rio estaba bajo y podría va- 
rarse; y 2" que ú hubiera exceso de rollizos, pagaría sus dere- 
chos como tales, se descontarán en la proporción que se quiera 
de la leña que aún 1»> quedaba para exportar (foja 17 vuelta). 
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7* Qiif si'giui lo expuesto, 




lo: I o Que 




fé ser esa la cantidad que le faltaba para el completo de las 2500 
qut> le aruerda su concesión ; y 2* Que de esa cantidad ha car- 
gado* u «-I patacho < Jüveu Uanien » 120, quedando aún en 
tierra 80, 

H" Que según <-l informe del receptor (foja 13), sólo le falta- 
ban, en verdad , 100 toneladas di- rollizos; de modo ipie entre 
lo ' argado y lo que queda en tierra hay un exceso de 100 sobre 
las 2500 de l¡i concesión, para rollizos, mientras que según e! 
mismo informe, le faltaban aún 850 toneladas de leña. 

9 Ü Que en estos casos procede la aplicación de lo dispuesto 
pin las Ordenanza* >U Aduaua (artículo 13, ley de bosque*). 

10* Que procede la absolución de la p^na, toda vez iu«\ como 
en el presante caso, la infracción pr avenga do un error mani- 
üestoé* imposibU-de pasar desapercibido íarg. del artículo 1052. 
Ordenanzas de Adamas) y no obsta la disposición d>4 artículo 
1058 lie que Hace mención el Fiscal, porque no se trata de la 
ignorancia de la ley ó d" error de derecho, siuó de un error de 
h< cho consistente en una vige\ima quinta ¡-arte más de iu que 
correspondía exportar. 

II* Que el inciso tf" del artículo T de la ley de bosques, no 
prohibe, como lo entiende id Fiscal, el que se defiera ¡i la preten- 
sión de que su imputa el exceso de r.d lisos á las toneladas de leña 
que quedan por exportarse, pues que se ocupa únicamente 
de dar más franquicias ala elaboraren de leña, Y 4 '¿adose 
de materiales que se estiman y exportan por toneladas, hay 
conveniencia para el Fisco en que así se haga, porque percibe 
mayores derechos, na razón del mayor valor de los rollizos con 
relación ¡i la leña ; tanto más, si se considera que cun sólo ra- 



c vertidos en leña, y se produciría la deprecación de los de- 
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rechas fiscales, perjudicándose á la vez los intereses del obra- 
jero, por el mayor trabajo. 

12* Que la resolución recurrid» pugna .-on lo dispuesto ><n 
el artículo 1030 de las Ordenanzas d* aduana, en cuanto impone 
al interesado la reposición «l*- ¡<>s sellos., pues que. -ejrun la ley. 
<lel valor d.-l e-miso d-I.-i, -i e I ueirse los derecho- y los gustos 
ocasionados. 

Por estos fundamentos, se revoca la resolución recurrida del 
16 de Setiembre último, que corre ¡i fujas 25 y 2tí de esto- au- 
tos, absolviendo á d>>n Onoí re Danieri de la pena de comiso Ue 
laa maderas de qne ge trata, j dando por -hanceladu la tiau/:i 
otorgada, qu-- cuneta á foja> b'O vuelta y 61 ; mu especial cul- 
denacion en costas, llagare sahei, notifiquen -n el original, 
y uo siendo apelada, cúmplase. 

Hettjantin de la Vega. 

Ante mí : 

f'Vv/mV o /. Hemtez. 

VISTA UEL SEShU PROCURADOR tíhNEHAl. 

Bu míos Aires. Abril t «le ItíiKK 

Suprema Corte : 

No se lia justificado por *1 denunciado don Onofre Danieri, 
el derecho al exceso encontrad*, sobre lo- 100 rollizos que aún 
tenía derecho á extraer de ta concesión qne te fué acordada, con 
sujeción:! la ley sobre explotación de bogues nacionales. Que 
*-l denunciado tenga una propiedad en Formosa, que otros reci- 
ñes la tengan, nu implica el derecho de embarcar de la ¿rea "ii 
^sesión, mayor numen- que el que faltaba para cumplir el 
número de toneladas concedido por el gobierno nacional. 

El hecho indiscutible, porque está demostrado y reconocido, 
es que a Danieri sóiu le quedaba derecho á extraer 100 touela- 
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das de rollizos y 850 'Je leña de la concesión, que t-s propiedad 
del Estad». 

Si es i- vidente qu»* ha cargado y extraído mayor mimbro, no 
sólo fué indebido, sino que ese excedo bu rollizos un paede com- 
pensarse con lo que aún le faltaba el traer en leña. Una y otra 
forma, en la tuadera, no pueden confundirse en el derecho, 
pues á pesar de lo expm'-to en la sentencia del juez a tftto la 
leña no puedo h.u er«?t libremente <lr los rdlizos. pues ella, tegua 
el inciso 6* del artículo 7° de la ley de bosques nacionales, sólo 
procede de árboles viejos, ya inutilizados. 

Por otra parte, cargar rollizo* que no liay derecho de extraer, 
por estar ta concesión agotada y pretender imputarlos á la con- 
cesión aúu existente para leña, sería autorizar nn medio que 
cubriría fácilmente las defraudaciones al J*isco, 

Establecido une tal confusión es contraria ;i los términos de 
lacuncesion ^ubernal iva, que ha expresado eou separación, la 
concesión de toneladas en rollizos — de la cune' sien de tonela- 
das en leña — y que la ley no permite tal confusión, concurrien- 
do, ai contra.ío, á desnatural ¡zurla, la responsabilidad legal 
del ene;iusado procede del texto mismo de la lev, con prescin- 
'leucia de la voluntad criminal. 

No se trata de error evidente que pueda paaar desapercibido, 
siendo por consiguiente aplicable al «-aso el artículo iD58 de 
las Ordenanzas de Aduana. Por ello y fundamentos de la vista 
del Procurador fiie.il especial, de foja i9 f pidoáV. K. la revoca- 
clon déla senten/ia recurrida de foja 67 vuelta y la subsisten- 
cia de la administrativa corriente á Soja 25. 



Sabintano Kier. 
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tinvnn* \ir>-*. >o\\v,uüm 10 -I- l*>0. 

Vistos y considerando: Que no e^tá bastantemente averiguado 
que los rolliza deque se trata en esta causa hubiesen sido ex- 
traídos >le bosques ■ I ■ - propiedad nacional exisu-ntes en la con- 
resion hecha á Minien, habjeudo, al contrario, elementos que 
tiendan á convencer que esa extracción procede de bosques 
pertenecientes al citado Lhmierí. 

Que, por otra parte, como lo hace notar ta sentencia ape- 
lada, si error hubo procedente de üanieri respecto á la canti- 
dad de rollizos 41H' había extraído, "s<- > rrot había tenido mi 
explicación en los datos del receptor, quien decía que faltaban 
para llenar la concesión las doscientas toneladas que aproxe* 
madameute Üanieri tenía en planobada. 

foresto* fundamentos y coiaordanies de la sentencia apelada 
de foja sesenta y siete vuelta, se ninlirma ésta. Notiffquese i^n 
el original y devuelvan -e, 

HENJAHIft PAÍ. — ABELIUÍA>, — 
JUAN E, TOItREríT. 



« AUNA 4 HWWII 

El Banco Provincial de Santa t\ contra don Ismael fiattndez ; 
mbn' rendición de mentas tj prueba de testigos 

Sumaria. — i* La prueba de testigos presentada en 1* instan- 
cia, y no verificada por negligencia de la parte, no puede ser 
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admitida en la 2 B instancia; mixime si .-on Hla s<> tratada 
justificar la celebración de un contrato de mayor v.um tú. 

2 o Es de derecho que el mandatario deba rendir - lienta al 
mandante, y entregarte cuanto haya recibido. 

Caso.— Lo explica el 

tullo del Juez Federal 

Córdoba, Pobrero ¿5 ile IByT 

Y vistos los seguidos por el Banco Provincial di Santa Fé, 
contra don Ismael Galindrz, de lo* i¡,. resulta : 

1*Que el Banr,«* referido demanda contra el señor < ¿alinde?, 
la rendición di- cuentas del manda tu q ut* Ir diera con fecha de 
Junio de 1893 para que gestionara del Banco Provincial de 
Córdoba el pago de la suma de 33.181 pesos 36 e ntavos moneda 
nacional. Dice que eS demandado recibió del Banco de Córdoba 
e-tu & urna < "ii f- cha y i * Agosto d-i mismo año. y fine no obs- 
tante esto no le ha rendido cuenta dei desempeño del mandato 
ni entregado la suma recibida, 

2 o El demandado contesta á foja tÜ, diciendo: Que efectiva- 
mente recibió poder del demandante p;ira percibir dei Banco 
de Córdoba ta suma expresada, pero que no tiene obligación 
de rendir cuenta ni de entregar uada al demandante. 

Iil objeto del poder era percibir par;i si lo que fuera posibi- , 
dada la situación del deudor, de una cantidad muclio mayor de 
tierra de BQ propiedad, que el gobierno había enajenado inde- 
bidamente ó de su parle en la Mercad de Ai rastaeta. que por el 
laudo de la Suprema Corte sobre divisoria mterprovincial ha 
quedado de jurisdicción de Sauta Fé. 
^Quc espera probar estos extiemos, y que en caso no pudiera 
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hacerlo, pues el tiempo transcurrido y el cauiluo en el personal 
riel gobierno y Banco de esta provincia súb> estaría obligado á 
id volver lu que ¡ ealmente recibió del Banco «le Córdoba, que do 
ful u» solo peso en moneda nacional sino 1500 acción*-* «Depó- 
sitos y muelle délas Catalinas*», af'rad;»s al 13 por ciento, y la 
suma «le 1368! p*-so* con 76 centavi -i, rheques *élo aceptabb s 
«*n pago de «-réditos contra ese Banco. 

Que si 'I recibo qiu< él otorgo expresa que n-cibió moneda na- 
cional, el!» es incierto, é importaría una simulación inocente de 
í.i verdad di- los hechos y que le pasó desapercibido al ti una i, 
desde que en los libros qmdaba eon>tancia de la realidad de a 
operación. 

:í* Abierta la causa si prueba se produce la instrumental dr 
H** 23 á 26 y 28 á 30, \ la par! ■ d<d Batí o de Santa Fe al- - a 
de bien probado ú fe ja 32. 

I '''Misiderand') : 1 u Que está suficientemente comprobado 
que el señor Ga liudez fué apoderado del Banco Provincial de 
Santa J e para cobrar del provincial de ésta lu suma de pesos 
J3.181 con 36 centavos que le adeudaba, como igualmente, q»e 
el señor Galiudez verificó ese cobro por el cual dio el reciño que 
«-orre en a o tos ¿i foja... 

2 o Que siendo así, el señnr GaJadKttñ su calidad de mandu- 
t irio y "ti desempeño de su mandato, d»hió entn-gar }.i suma re- 
cibida y Pendil cuenta d> la gestión que - le había .'ncomeiwía- 
do, conforme á lo dispuesto por los artículos 1909 del "ódi-o 
Civil. 

3" Que el demandado opone la excepción de habérsele dado 
ese poder C<m el lin de que él reeibiera para sí las Minias qu<- 
percibiera en razón de *er el Banco de Santa Fé banco olicial, 
y de proponerse el gobierno con esta operación compensar lo 
que le. debía por la enajenación que había hecho de la Merced 
de Arrasuaeta, que por laudo de la Suprema Corte Federal no 
había lemiltado perteneciente á la j.rovinciu de Córdoba. Ei- 
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oepoion nue al señor Oaliudez, como demandado, correspondíale 
prohiir, siendo rata prueba el punto principal á restdver de ea(e 
jaicio. 

■4 o Que el demandado no ha producido prii'du alguna que de- 
muestre que el gobierno de Santa Fe haya dado en pago ni au- 
torizad» para recibirlo en tal carácter las sumas qu<* el deman- 
dado percibiera ; ni tampoco se ha probarlo esta automación 
por parte del Banco. 

Además, no siendo el Banco de Santa Fe el iu;>ino «robierni. 
'!«■ Saetí vé, necesitaba el demandado una comprobación más ¡ 
las actas y resoluciones de éstas instituciones eu cuya virtud 
el gobierno daba en pago un crédito aetiro del Banco, lo que 
tampurn >e lia comprobado, 

5" Que en la suposición deque las diligencias probatorias que el 
demandado tiene solicitarlas fueran capaces de comprobar lepal- 
inente e>tas autorizaciunes y negociaciones, dicha prueba no 
se lia producid u, á causa, se^un nif m ines de la >e> retaría, de no 
haber el demandado >u ministrado ei papel sellado necesario 
para diligenciarla-, ni aparece q ue le baya instado su diligm- 
ci amiento. 

6 o Que también alega el demandado que, casi, de ser obligado 
á devolver lo recibido del Banco de Córdoba, loque él debe 
devolrer »oes dinero, sinó acciones de * Depósitos y Muelle de 
las Catalinas» y el certificado de un depósito lieebo en el Banco 
Provincial ; pues con esto pa^ó el Banco di Córdoba esa deuda. 
Pero esta excepción tampoco ha sido probada por el señor Ga- 
lindea, y esa prueba ¡i él le correspondía, ya sea como rendición 
de cuentas de su mandato, ya porque siendo el créditn que 
iba á cobrar en dinero, debe presumirse que esa clase de bienes 
lo recibió, ya principalmente porque el recibo que él tiene 
otorgado expresa que recibió en dinero (foja...) 

Lejos de probar este extremo resulta comprobado con los in- 
formes y diligencias de fojas 23 y siguientes que el señor Galio- 
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dei recibió dinero en pago de ]u deuda; habiéndose dejado sin 
efecto la anterior operación en que se le duba las acciones refe- 
rida*. l>. cluiacioii->H que b icen fé de loa hechos en ouaiitc cun- 
tí i-'en con el objeio del poder del señor Galindez, con *>1 recibo 
por é| otorgad i, y c »n la ley. 

7° Que de lo dicho resulta que elseñorGalindez está obligado 
u rendir cuenta de lus préstamos que ha hecho r omo apoderado 
del demandante y entregar los dineros recibidos. 

En su méritu, definitivamente juzgando, fallo ¡ condenando al 
señor Ismael Gaüudez á devolver al Banca de Santa b'é, ó á su 
apoderado legitimo al efecto, la suma de 33,181 pesos con 36 
centavos nacional, y á rendir cuenta del desempeño de! man- 
dato dentro del término de 10 lías, zoi\ las costas de este juicio 
y los intereses d.-sd»- 1 fecha de la demanda presen Le, según se 
estima proceder en derecho. 

Haga o* s.iber con el original y transcríbase. 

r. Woyatiú Uavitúa. 



Fall* «Ir I» ftuprrm* Corte 

Unenos Aires, Noriembr»? 10 de 19U0. 

Vistus y considerando : Que la prueba debe n< sólo ofrecerse, 
sinó también producirse dentro del término. 

Que aunque el recurrente ba ofrecido dentro del término la 
prueba de testigos indicada en su escrito de f<>ja veintidós, re- 
sulta averiguado que no ha hecho lo que hacer debía para pro- 
ducirla, dejando transcurrir y vencer ese término, y aun toda 
la tramitación de primera instancia, sin instar para el lleno de 
las diligencias probatorias solicitadas, siendo así imputable á 
estaparte que la prueba no se haya rendido. 

Que, en consecuencia, no es permiridoabrir la causa á prueba 
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en esta instancia con arreglo á lo dispuesto en el artículo dosoien- 
tos veinte <le la I'-y 'le procedimientos parque fueron admiti- 
dos ¡í prueba en primera, los hechos que el apelante ofrece 
acreditar. 

Que, por otra parte, la prueba ofrecida es de testigos con el 
propósito do justificar la celebración de un contrato cuyo valor 
excede en macho á la suma de doscientos pesos (artículo dos- 
cientos nueve. Código de Comercio, y artículo mil ciento noventa 
y tres, Código Civil), cuando no se ha presentado documento 
■ manado del adversario que haga verosímil el hecho alegado, ó 
di> alguna de las otras personas mencionadas <>n los apresados 
artículos, 

Que las-utenciade primera instancia, al ordenar la rendición 
de cuentas, y la entrega ¡il mandante de cnanto haya recibido el 
mandatario en virtud del mandato, no hace sin 6 declarar un 
deber establecido por los principios generales y que tienen fun- 
damento especial en el artículo mil novecientos nueve del Có- 
digo Civil. 

Por esto y no haciéndose lugar i la recepción ;i prueba qu,- 
el apelante solicita en su escrito de foja noventa y ocho, en el 
que también expresa agravios, y por sus fuii .lamentus, se con- 
firma, con costas, la sentencia recurrida d»> foja sesenta y seis. 
Notífiquese con el original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

UÜNUlllrí PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. ron REÑI". 
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Don Luis Vohuífi contra el ÍWrtmm if MSurde la fromncia 
de Buenos Hres; s< t (trp. 4a ñus tj ¡^ijuicias 

Sumario. — Kl accidente sufrido por eliuque di- una locomo- 
tora 1*11 c i re ii ns tanda dé correr sobre los riel* >scon un velocípedo 
de la empr.sa, sin permiso üi conocimiento He sus empleados, 
ili'b<- achacarse ú culpa ti ti lesionado. 



Caso, — Lo ei plica <>l siguiente 

Fallo del Juex Federal 

Bueno* Aires, Uar/o do 1-SJíH. 

Y vistos e*tos autos seguidos por dun Luis Volouté contra 
la empresa del Ferrocarril del Sur. por cobro de pesos, prove- 
nientes de daños y p**rju icios : 

1 resultando : Que á foja 3 $<- presenta vi on Julio Robín Castro, 
apoderado de don Luis Volunté, padre del menor Adolfo Voló li- 
té, manifestando : Que el día í26 ile Abril de. 181)7 ilíeho menor 
Adolfo fué lesionado gravemente por una locomotora del Ferro- 
carril (le) Sur, en el partido de Lobos, provincia de Buenos 
Aires. E! accidente fué debido a que viniendo el menor por la 
vía del ferrocarril en un velocípedo, fué atropellado por una 
locomotora n.ue traía lo* faroles apagados y que no había silba- 
do, ocasionándole lesiones que le obligaron á guardar cama 
durante un mes aproximativamente, habiendo conservado des- 
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pues huellas j cni, secuencias de la gravísima herida recibida. 
Agrega que los gastos de medico y farmacia ascienden á 8000 
pesos moneda nacional, je] daño permanente sufrido en la 
salud lo e,tiina en 20.000 pesos, por cuyas sumas y las rostas 
del juicio demanda ¡i la empresa, de acuerdo con el artículo «5 
de la ley de ferrocarriles de 24 de Noviembre de 1891, y ¡ir- 
tlculo 1114 del Código Civil. 

A foja 7, don Jiüús A, Tenorio, por la empresa demandada, 
contestó el traslado inferido, reconociendo que efectivamente 
había ocurrido el accidente del que fué víctima el menor Volou- 
té, pero sostiene que fué debido exclusivamente á imprudencia 
de éste, que por propia autoridad y sin permiso de nadie tomó 
un v. loeípedo de la empresa y Oolooándolo sobre los rieles se 
puso en marcha sin las precauciones del caso, y probablemente 
ignorando el munejodel vehículo, por locual no es raroqueéste 
fuera arrullado por el primer trun que encontró á su paso i sien- 
do de aplicación, por lo tanto, lo dispuesto en el anfeulo 1111 
del Código Civil. Agrega que, por otra partí-, la aecion deducida 
estaría prescripta, de acuerdo con el artículo 4037 del citado 
'■-'«Jigo, y en Udo caso la suma obrada era enormemente 
superior ¡ loa daños probables sufridos por Voloute. 

Que mcibtda la causa á prueba por auto á* foja 10 vuelta, 
se ba producido |« que expresa el . ertíficado del señor secretario! 
de foja 104 vuelta, con locual, y la agregación de los alegatos 
respectivos de «asparles, quedó la causa en estado de senten- 
cia. 

Y considerando : Que estando dispuesto por el artículo 65 de 
la ley nacional número 2873, que en caso de accidentes incum- 
be á la* empresas de ferrocarriles probar que el daño resulta 
de caso fortuito ó fuerza mayor, y no habiendo en ulsub-judice. 
presentado prueba alguna, resulta pos esta sola circunstancia^ 
desde luego, establecida ana fuerte presunción de culpabilidad,' 
á lo que debe agregarse que tampoco ha justificado, ni inten- 

T. J XXX VI El. 
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tado siquiera hacerlo, la imprudeueia nuedicefué -oinetida por 
el menor Volouté, y á que atribuye la causa del accidente, por 
\i) cual esa excusa debe ser legalmente desestimada. 

Que, por otra parte, el demandante ha demostrado por las 
declaraciones da sus do* testigos Natalio Barragirh. ífoja 5* 
vu-ita.) y Domingo Nursaro íjoja 55 vuelta), cootra quu nes no 
se ha deducido tacha alguna, que ta locomotora que causó el 
accidente marchaba sin luz. en contravención á lo dispuesto en 
el articulóla del reglamento general de ferro. arriles, !o cual 
ferosimiimente hay motivo para presumir, pudo ese bertrn con- 
tribuir a que el maquinista no apercibiera s*'bre la vía el vclo- 
eípedo á tiempo de evitar ei choque. 

Que contra las a tirina ciónos de estos testigos, no es posible 
admitir la del maquinista ni la del foguista de la lo. notora, 
que dicen, declarando ante la autoridad local de Lobo (foja 04). 
que ésta marchaba con luz j una velocidad de diez kilómetros 
por hora, eu primer término, porque esas deelaracíimes no han 
sido prestadas en este juicio, y sí en otro diferente y sin el 
eoutrol, desde luego, de la parte damnificada, y en segundo lugar 
porque uno y otro son empleado* de ta empresa demandada, y 
portante, tachados con arreglo á la ley tiftl ional de procedi- 
mientos, á parte de ser personalmente interesados en salvar su 
propia responsabilidad; á todo lo cual se agrega la contradic- 
ción en que incurren al decir que la locomotora marchaba á 
razón de diez kilómetros por hora, y luego, que emplearon cin- 
co minutos entre la estación Empalme y la de Lobos, que es 
d.' 3 kilómetros 866 metros, según resulta del informe oficial 
dH Ministerio de Obras Públicas, sieudo linalmente inadmisible 
lo aseverado por ellos de que no <e apercibieron siquiera del 
choque que arrojó á Volouté y su velocípedo á un costado de la 
vía, y si realmente no lo apercibieron esto sólo acusaría falta 
de atención y vigilancia culpable. 

Que el presidente del Ferrocarril del Sur señor Guillermo 
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White, absolviendo J a ruarla pregunta del pliego de posjoioata 
'i- toja 78, ha reconocido ser cierto que el j efe ,V encargado da 
laestanon. directamente 6 por medio de sn* subalterno» está 
,,hl,gildü ;i im ^<lir 'l u *' ll » vHu-íp, f |o, una zorra ó Cualquier 
«fn, vehículo salude la estaciu» por la ví„ en hora, en que 
puede ocurrir algou aj^p, « 0(l mAtlUtaa u ttejl) „ viajo 
Impresa, Wim ., , rst de au (J(;ber , Ui . ( . r|ü< f]j fcg 

Udo demostrar que el jefe de Ja eataeímt Kmpalme. de Lobos 
NlfWni cumplido ton ,,e .,,ber, v . por , 1 cutrario, eoutestandú 
¡=i demanda, dice que meuor Adolfo Volunté, abnsaiido de la 
ausencm del pmüml supetiw del Empalme, que había ido fi 
comer, tomó oe propia autoridad, ,j ri p, rmiSü ñe |iadiís (| „ 
*"lu,ípedo de la empresa, . te; lo cual claramente demacra 
que los empleados Mip. néfí m encargados .Je vigilar el cnmpli- 
«»-nto de e>u obli^non, abandonaron „t puesto >i„ dejar 
empleaos que los reemplazaran e„ ,tia, lo cual constituye un 

ferdad.m d,sc,ndn ú u^li^u^a culpable, a (uMl _ 

rotnte puede atribuirse | a desgracia producida, 

Y si bien el acto del m-nor Volunté, al tomar ,1 velocíp,d„ 
d, la empresa y diri Pl rse en él por la vía férrea, puede eonati- 
t'-ir .-ua-u.ut.munuprnd.n^uTamb.en UO es menea Wiüffnía 
larespon* bilidad de] demandado por léd actos de sus emplea- 
dos superiores encargado, del cuidado y figilancia de la est,- 
ciou. al abandonar, sin dejar persona caracterizada que hiciera 
sus veces, y á cuya cir.-au.Uncw y las demás enumeradas, como 
queda «presarlo, pnaiblc y rfrosímil mente debe atribuirse el 
acédente. En tal situación, en tal cnnüicfo de deberes, es 
H -mental que debe primar la responsabilidad civil de la empre- 
sa, por no serellas compensables, por razón de la edad de irre- 
flexión del niño, y por caus;. de la naturaleza especial de las 
funcione, á ellas encomendadas y que se relaciona directamente 
con la seguridad y vida de las personas; y porque, como lo dice 
Aubty y Ra,, (§ 446), cuando ha habido falta, tanto de parte 
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del autor de un hecho, como de paite á quien este hecho ha 
causado un daño, la cuestión de saber si hay lugar á responsa- 
bilidad y la determinación de la parte a quien es debida la in- 
demnización, quedan librarlos a! criterio judicial. 

Que la defensa de la prescripción opuesta por la empresa 
contra el derecha de Volouté, no resulla procedente, en virtud 
de que las actuaciunes de fu i a 19 á foja 28 de autos, demuestran 
evidentemente que dicha parte ocurrió oportunamente ante la 
justicia ordinaria de Ja capital, la que se declaró incompetente, 
siendo desde luego indiferente para los efectos de esa interrup- 
ción de la prescripción, que la demanda se hubiera entablado 
ante aquella jurisdicción, desde que, con arreglo al artículo 
3986 del Código Civil, la prescripción se interrumpe |>or deman- 
da, aunque sea ante juez incompetente. 

Que con rregto á la doctrina legal y en especial á lo dispues- 
to en el artículo 274 del código citado, los padres obran en 
representación de sus hijos menores, pudiendo estar hm juicio 
por ellos como autores ó demandados, y no habiendo la empresa, 
al contestar la demanda, objetado la paternidad atribuida por 
non Luis Volunté, debe tenerse por aceptado el hecho, eoo 
arreglo al artículo 86 de la ley nacional de Procedimientos; 
paternidad que, por otra parte, resulta comprobada por la par- 
tida de foja 12, la cual, no obstante contener algunas diferen- 
cias en el nombre del menor, coincide en las indicaciones 
principales. 

Que estabiecida la responsabilidad legal de la empresa del 
Ferrocarril del Sur, y su deber de indemnizar el daño causado, 
de acuerdo con los artículo* H09y 1H3 del Código Civil, sólo 
queda por determinar la suma que el tribunal deberi lijar por 
tal concepto, la cual debe ser apreciada prudencialmeute por el 
Juzgado (artículos 1083 y 1084 del misino código), teniendo 
en cuenta la naturaleza de las lesiones que recibió el menor 
Volouté, tiempo que duró su eur ación y los accidentes que han 
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persistido dea pues de ella, y a que se refiere el extenso informe 
médico de foja 45, debiendo también tenerse en cuenta que no 
puede admitirse como comprobada la partida de 8000 pesos 
moneda nacional, que por honorario* médicos y farmacia figura 
en la demanda, pih'S que si bien consta de auto* que ella fué 
pasada, no estA justificado que hubiera sido ni aceptada, ni 
pagada; y por el contrario, la parte actor a, en su escrito de 
demanda, manifiesta que esa suma corresponde á los gastos de 
médico y farmacia, resultando así unaaparente contradicción al 
atribuirlo posteriormente exclusivamente ú honorarios médicos. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo: con- 
denando i la empresa del Ferrocarril del Sud ;í satisfacer á don 
Luis Voloitté. en su carácter de padre del menor Adulfo Volou- 
té, dentro del término de 10 días de ejecutoriada esta resolucioo, 
la cantidad de 3000 pesos moneda nacional legal, por TÍa de 
indemnización de todo per juicio sufrido ron ocasión de! acciden- 
te que instruye esta demanda, eon costas al vencido. 

Agustín (¡rdinarrain. 

t allo «e l* Suprema Cftrf> 

Ilumina Aires, Nnvtemhre 13 de 1900. 

Vistos y considerando : Que segim se expresa en la demanda, 
el joven Adolfo V >louté fué lesionado por una locomotora del 
Ferrocaril del Bud, en circunstancias que aquél se dirigía £ 
Lobos por la vía, en un velocípedo de la empresa de dicho Ferro- 
carril, para visitar á su señora madre que estaba enferma. 

Que, con relación á las cirenntancias expresadas, el deman- 
dado, contestando la demanda, dice que el citado Volouté, 
empleado como mensajero en la estación empalme Lobos, c abu- 
sando de la ausencia del persona! superior del empalme, que 
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habla ido ú comer, Lomó de propia autoridad, sin permiso de 
nadie, un velocípedo de la empresa, quu corre sobre los rieles y 
que usao ciertos empleados para su trabajo, prévja urden del 
superior respectivo, y sed ¡apuso á ir luis ta la estación próxima 
de Lobos », y que al recorrer ese camino fué arrollado por la 
m iquina. 

Que el actor no ha producido prueba alguna que sirva á acrt- 
ditar que su hijo Adolfo hubiese emprendido el viaje con auto- 
rización de los empleados del ferrocarril facultados para 
otorgarla, nijaun biquiera dp que e*os empleados hubieran tenido 
conocimiento del hecho. 

Que tampoco ba probado que estuviese autorizado para usar 
del velocípedo, resultando que no tarifa esa autorización por 
razón del empleo de mensajero que desempeñaba, y que lo 
precisaba, en cada raso, si el uso habla de hacerse cun derecho. 

Que la-* posiciones absueltas por el representante del Perro- 
carril á l'oja setenta y nueve, sirven ú acreditar que el jóveii 
Volauté no pudo hacer circular el velocípedo siuó abusivamente, 
¡i méuos de obtener prévia autorización y avi>-> también previo 
ai jefe de la estación para pedir vía libre. 

Que si el lesionado hizo correr el velocípedo, por hecho propio 
y sin autorización prévia, no puede sino admitirse que obi'ó de 
una manera furtiva y sin conocimiento de los empleados supe- 
riores que prestaban servicios en la elación; lo que vale decir 
que éstos n<< estuvieron advertidos ni para impedir que Volóme* 
usaradel velocípedo, ni para adoptar las medidas preeaucionales 
p¡ira prevenir accidentes A causa de no e*tar libre la vía. 

Que en la demanda, ni se ha articulado siquiera que el jóveu 
Volouté hubiera pedido y obtenido el consentimiento de los 
empleados respectivos para ocupar el velocípedo de la empresa, 
de modo que ese hecho, alegado después de vencido el término 
de prueba, no ha pomdo ser materia de ¿sta, ai ha sido en efec- 
to, y no puede ser admitido por la sentencia, porque ésta debe 
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ajustarse á la demanda y á la respuesta (ley tres, título diez, 
partida tercera). 

Que el mencionado Voiouté no ha podido introducirse y 
recorrer el camiuo con arreglo á lo dispuesto en el artículo 
cincuenta y cinco de la ley de ferrocarriles, porque, aunque 
mensajero al servicio de ta empresa, un era empleado al servicio 
de la línea. 

Que violando la citada prohibición, ha caído en una falta 
grave, la que le lia originado el accidente que le ha dañado, 
debiendo, en consecuencia, sufrir el efecto de esa falta, con 
sujeción á lo dispuesto en el artículo mil ciento once del Código 
Cifil y á la jurisprudencia establecida en su mérito. 

Que nacidu el jóven Voiouté el veintiocho de Octubre de mil 
ochocientos ochenta y uno(partida de foja doce, presentada por 
el demandante), y sucedido et accidente e) veintiséis de Abril 
de mil ochocientos noventa y siete (escrito de demanda), no 
puede decirse que aquél haya obrado sin discernimiento, por jue 
tos actos se reputan hechos sin discernimiento, si fuesen actos 
líe i tos practicados por menores impúberes, ó actos ilícitos por 
menores de diez años (artículo novecientos veintiuno, Código 

rivii). 

Que el demandante ha afirmado que la máquina no llevaba 
las luces reglamentarias, afirmando la empresa lo contrario. 

Que en apoyo del aserto del actor sólo hay las declaraciones 
do dos testigos : Baragliali á foja ciucuenta y dos vuelta, y 
Parsoro, á foja cincuenta y einro vuelta ; habiendo en el del 
demandado lus declaraciones del maquinista y foguista, pres- 
tadas con motivo de la investigación judicial del hecho, en la 
que se sobreseyó definitivamente (actuaciones que en testimo- 
nio corren de foja noventa y cuatro i ciento dos), no resultando 
así suficientemente probada la Taita de luces. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento veinticuatro, y se absuelve, en consecuencia, á la em- 
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presa demandada de la demanda de foja tres. Notiffquese con 
ti original, y, repneatos los sellos, devuélvanse, 

Sr^iAHIH PAZ. — AEKL BAEAN . 
— JUAN E, TOARENT. 
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Dafta Inés Qrtiz Basuaido de Peña contra don Angel Giannone, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre incompetencia é inhabili- 
dad de titulo. 

Sumario. — i* La competencia del juez es requisito general 
I comprensivo de todos los juicios, y puede ponerse en cuestión 
también en el juicio ejecutivo. 

2 o La obligación de pagar alquileres es ejecutiva. 

rail* 4el Juit Federal 

liueooi Aires, Julio 24 do 1900. 

Y vistos : Para resolver las excepciones de inhabilidad de títu- 
los é incompetencia de jurisdicción deducidas por don José 
Coronado, en representación de don Angel Giannone, á la eje- 
cución seguida contra éste por doña Inés Ortii Basualdo de 
Peña, por cobro de alquileres de ta finca sita calle Buen Orden 
números 158 al 104, y ft mérito de las raiones que ilustran su 
escrito foja 40. 

T considerando: Que la demandante dedujo á foja 6 su acción, 
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fundándose en que había alquilado dicha casi á Giannoo, 
quien no pagaba los alquiler,», y, por tanto, deducía demanda' 
ejecutiva por el importe de ocho mese* dichón alquileres, á 
razón de 900 pesos moneda nacional mensuales, mas loa inten- 
ses y costas, ejecución que fue ampliada á foja 25 y foja 64 

Por su parte, el ejecutado opuso á foja 40 las ,, C epriones 
de inhabilidad de título é incompetencia de jurisdicción, ..obre 
cuya procedencia ó improcedencia el Juzgado deb« pronun- 
ciarse. 

Que la primera de estas excepciones es evidentemente im- 
procedente, pues ni la circunstancia de que hubiera deducido 
acción ante otro juez con el mismo título que el del actual ni 
el hecho de que el demandado no ocupa materialmente la casa, 
son en manera alguna bastantes para hacer inhábil el título 
que resulta de la escritura pública corriente a foja i , i lo que 
se agrega, que el mismo Giannone reconoce tener contrato de 
locación con la señora Ortiz Basualdo de Peña por la fiVa en 
cuestión. 

Que es igualmente i ui proceden te la eicepcion de incompeten- 
cia jurisdiedonsl fundada en la litis pcudemia alegada, puesesta 
excepción no figura entre las que taiativameute numera el ar- 
tículo 270 de la ley nacional de Procedimientos, que determina 
las únicas excepciones admisibles en juicio ejecutivo ; y siu que 
esta circunstancia obste par» que él ejecutado, si viere conve- 
nirle, ejercite el derecho que expresamente le reserva el 
artículo 278 de la ley recordada y en cuyo juicio puede, con 
toda amplitud de acción, servirse de los medios de defensa qoe 
le asistan para la comprobación del hecho invocado. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con los términos de la 
»ísta fiscal de foja 72 vuelta, y á mérito de lo dispuesto en el 
artículo 277 de la ley procesal, tallo: no haciendo lugar, con 
costas, á las excepciones opuestas en el escrito de foja 40, y, 
en su consecuencia, mando se lleve adelante la ejecución hasta 
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el completo pago al acreedor <li>l capital, intereses y costas re- 
damados, 

Notífiquese original y repóngaos los sellos. 




Vistos y considerando : Que la competencia del juez para el 
conocimiento de la causa es un requisito general y comprensivo 
de t'tdus los juicios, siendo así cierto que. puede ponerse ce cues- 
tion esa competencia, también en el juicio ejecutivo como en 
cualquier otro, mediante la deducción de las respectivas excep- 
ciones. 

l¿ue, pur tanto, hay que apreciar la excepción de incompe- 
tencia opuesta por el ejecutado y juzgarla según el mérito de 
los fundamentos en que se apoya. 

Que la ejecución Se sigue por un argentino contra ím extran- 
jís*, en cuyo caso la jurisdicción federal e»tá expresamente 
declarada por el artículo dos, inciso dos, de la ley de jurisdic- 
ción y competencia. 

t¿ue aunque es verdad que el acior promovió este misino jui- 
cio ante loa tribunales locales de la capital, no lo es menos que 
no quedó prorrogada la jurisdicción de éstos, porque habiendo 
redamado el demandado extranjero el privilegio de ser juzgado 
por los jueces federales, así se resolvió. 

Que, en lo que á ese puntóse refiere, 1 a causaconcluyú el trece 
de Noviembre de mil ochocientos noventa y nueve, según se ve 
por la sentencia de foja setenta y cinco del expediente traído ad 
effectum videndi, en virtud de la providencia de foja setenta y 
>eis t sentencia qn* 1 apelada tan sólu en cuanto a la condenación 
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en costas que contiene (foja setenta y siete), quedó firme en lo 
demás. 

Que, por consiguiente, el ejecutado no ha podido, sin mani- 
fiesta temeridad, oponer en veintidós de Noviembre del mismo 
año (escrito de foja cuarenta), excepción de incompetencia, ale- 
gando estar pendiente el mismo juicio en otr¡i jurisdicción. 

Que el contrato de locación que motiva ehte juicio, consta 
de la escritura pública de foja primera, debiendo darse por 
cierto que el ejecutado cumplió con la obligación de pagar, 
di»sde el primero de Agosto 'Je mil ochocientos noventa y ocho, 
principio da la duración del contrato, hasta Diciembre del 
mismo año, los alquileres convenidos, porque a>í lo atirma el 
actor y no lu niega el demandado ; y resulta del hecho mismo 
de referirse esta ejecución tan sólo a los alquileres devengados 
desde e! citado mes de Diciembre adelante. 

Que, con arreglo al artículo mil quinientos seteuta y ocho 
del Código Civil, el locador de cosa inmueble tiene aceiou eje- 
cutiva para el cobro de los alquilares, lo que pone fuera de 
cuest ión el derecho con que el ejecutante ha deducido su acción 
para el pago de los alquileres que no se le han satisfecho. 

Que la prueba de posiciones que fuera de la oportunidad 
legal ha sido ofrecida por el ejecutado ú foja sesenta y tres, y 
que se han absueltoá foja sesenta y nueve, no viene en apoyo 
de los fundamentos de las excepciones opuestas. 




Por esto, y de acuerdo con lo diapuesto en los artículos dos- 
cientos cuarenta y ocho y doscientos cuarenta y nueve de lu ley 
di- Procedimientos y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja ochenta, en lo referente á la excepción de inha- 
bilidad de título, se confirma, con costas, dicha sentencia. No- 
tifiquese con el original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 
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Don Augusto liürdillo contra ta empresa del Ferrocarril nacional 
Andino ; sobre daños y perjuicios y nulidad 

Sumario. — i" El no haber hecho las notificación"* dentro 
i! 24 horas no comporta la nulidad de las mismas. 

2 o La regla del artículo 119 de la ley de procedimientos man- 
dando que en el auto de prueba se precisen los hechos condu- 
centes, procede cuando se expresa que la causa se ncibe á 
prueba de testigos, y do cuando abre la causa á prueba NÍn de- 
signación de) medio probatorio. 

3' No probándose los hechos que fundan la demanda, y lino 
si Jo negados por el demandado, dihe éste ser absnelto. 



Caso. — Lo explica el 

Falla del Jum Frtfvrnl 

Córdoba, Diciembre 1 do lífciT 

t victos estos autos seguidos por el señor Augusto Gordi- 
Ito contra la empresa del ferrocarril nacional Andino, de loa que 
resulta : 

i* Que el referido señor Gordillo demanda á la empresa nom- 
brada por tos daños y perjuicios que le han producido las má- 
quinas de esa línea quemándole unos galpones, maquinarias y 
campos de su propiedad ubicado» en Chueul, departamento de 
liío IV, los que avalúa en 26.152 pesos roqueda nacional, y ade- 




más las cosechas de alfalfa que ha dejado de hacer y que avalúa 
cu 160.000 pesos pur lo menos; que este siniestro se produjo el 
9 de Setiembre del año 1892 y se produjo por las chispas de las 



máquinas no provistas de chisperos y por tizones arrojados en 
ta vía pur loa maquinistas. 

%° La parte de la emprima, por intermedio del doctor Rafael 
García Montaña, contesta que no debo hacer lugar a la duman-» 
da entablada por varias consideraciones ; Que la alfalfa perdida 
deeuiardelar.no puede cobrarle, purque no se había producido, 
porque no esta probado que fueran las máquinas del tren quie- 
nes produjeron ese incendio, porque la sumaria acompañada 
para comprubarlo hedía con peones de) señor Gordillo, no de- 
muestra que ello> hubieran visto al tren producir el incendio, 
porqu • es inverosímil que tuviera esta causa, desde que las tna- 
qainarias quemadas estaban situadas á ochenta metros de la vía, 
y jorque es lo mus probable que ese inceudío fué producido por 
causas diversas, como .ser el fuego arrojado por algnn pasajero 
por el camino ú otros. Por último niega que la jurisprude n- 
cia de la Suprema Corte é las leyes autoricen el cobro ins- 
taurado. 

3 o Recibida la causa á prueba á fojn 3!, se produjo la 
testimonial de fojas 33 d 44 1 la escrita de fojas 52 y si- 
guientes y la documental de fojas 58 á 102. Aparece á foja 56 
que recién se notifica á la parte de la empresa de vimos decretos 
dictados con mucha anterioridad y de los cuales uno manda 
recibir la prueba testimonial fuera del asiento del Juigado. Esa 
notificación aparece protestada por la parte. Aparecen igual- 
mente sin Botitkaoiou ó sin diligenciamiento, varios decretos de 
los que se hará mérito en seguida. 

Y considerando : i Que de lo anteriormente expuesto resul- 
taba la necesidad de que el demandante comprobara los siguien- 
te extremos: i* Que < ' tren quemó; 2 o Qué cosas fueron lasque 
quemó; 3° Qué perjuicios sufrió con el incendio. Todos estos 



puntos resultan negados Ó no aceptados por el demandado, el 
que, si bien reconoce la existencia del incendio, niega lo haya 
producido el tren y no reconoce la verdad de las cosas que se 
dicen quemadas. Por lo tanto debe probar el actor asgan el afo- 
rismo jurídico actor provat actionem, etc. 

2 o Loa ilos primeros incisos, es decir, que fué el tren i|uieu 
quemó, y cuáles fueron lus fosas quemadas, han tratado de 
probar con lentigos como se Té en tas diligencias de fojas 47 y 
32 y siguientes ; pero de las mismas reauíta que la parte con- 
traria n-» tuvo conocimiento de la solicitud ni del diligenda- 
mientode esaprueba; m> pudo, por lo tanto, asistir i ella, vigi- 
larla, ní usaT de los derechos que le da ta ley; de consiguiente, 
la omisión de las noticias indicadas ha hecho ineficaz esas me- 
didas probatorias. 

Es verdad que no consta que la parte contraria, que tenía 
conocimiento que U « ausa estaba abierta á prueba, haya hecho 
lo posible por hacerse notificar ó pur conocer esta diligencia 
solicitada por el demandante, ni tampoco que haya apareci- 
do á la olicina ; pero la ley, á los efectos del juicio, no le obliga 
á hacerse notitiear ni a asistir á la oficina. La Suprema Corte 
tiene decidido que no vale como notificación la nota puesta por 
el actuario, diciendo que ésta no se ha hecho por no haber asis- 
tido el litigante á la oficina. 

Lo que importa reconocer que, no obstante esa omisión, 
puede hariT valer sus denehus como no notificado (artículos 61 
á 71 ley de procedimientos nacionales; Fallos de la Suprema 
Corte, serie 2», tomo 3, página 518). 

Lo mismo puede decirse respecto de la prueba testimonial 
producida ante un juez de paz ántes de deducirse este juicio. 

Esta sumaria adjuntada al juicio debió ser ratificada con cita- 
ción de la parte contraria y que omitiendo también esa notifica- 
ción, de donde igualmence aparee* la misma ineficacia para esta 
prueba. 
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3 o &I tercer íncbo ó sea cuáles fueron toa perjuicio* sufridos 
por el Incendio, tampoeo consta de autos cuu presciudencia com- 
pleta de aquella prueba, de tal modo que faltaría esta compro- 
bación» aunque aquélla se hubiera producido válidamente Allí 
se bab ría probado que la empresa quemó tales cosas ; pero el 
costo de esas cosas, su clase, estado y perjuicio recibid- no se 
había probado, y ello prescindiendo todavía de las tacha» que 
ae hubieran estimado procedentes. 



Kl cosió misino de lo> objetos quemado-, qut pudo comprobar* 
se con las cuentas presentadas, no se ha probado ni intentado 
probar, instando el reconocimiento di esa» cuentas ó de otra 
manera equivalente. A este propósito debí» tenerse presente que 
hay varias diligencias probatorias que «i bien han sido solicita- 
das por la parte de Gardillo, no se lian evacuado por la secre- 
taría, como ser declaraciones del testigo Hulmán n. que se ha 
decretado, pero que no se libró exhorto ¡Toja 50). declaraciones 
del setlor Sánchez (foja 55). 

El responsable de esta» omisiones es el actu ario, por haberlas 
dejado de producir, y el interesado por no h iber instado su dili- 
genciante nto ; el he- ho es que la prueba ú que ellos se refe- 
rían no se ha producida. 

Igualmente aparece sin decreto el pedido de nombramiento 
de un perito, Rui man, decreto cuya falta ha observado el 
Juzgado al estudiar los alegatos, y que no ha ñdo instada por la 
parte interesada. 

Todo lo dicho demuestra que ann supuesto que se hubiera 
comprobado que la empresa quemó, no se ha producido prueba 
de loquequemó, su clase, estado y perjuicios por el incendio 
producidos. 

5" Que los perjuicios calculados por la falta de cosecha de la 
alfalfa, supuesta también comprobada la responsabilidad de la 
empresa, están mal apreciados, porque las cobechas de alfalfa á 
que se refiere en primer lugar, no se habían verificado, porque 
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el patito no había aún nacido ni llegarlo al estado de corte, y 
porqne quemadas las máquinas, para obrar con prudencia, debió 
darse á la alfalfa otro destino j no se ha comprobado que se 
hubiera tratado de cumplir este deber din resultado. Sólo con 
esta prueba y la de la eiisteocin del pagt * en estado de corte, 
habría sido procedente pagar el perjur io inmediato y necesa- 
rio & que se refiere la ley (artículos 520, 1069, 1077 y 1111. Oó- 
digo Civil). 

6 o Que la inspección ocular solicitarla no se practicó |ior el 
Juzgado por haberla creído manifi- atañiente inconducente, dado 
el largo tiempo transcurrido entre e] incendio y el juicio 
(cerca de dos años), desdi- que con la misma no se habría 
podido comprobar los saina hechos que por este medio probato- 
rio se demuestran. 

7* Que el juez no puude ♦ n este t stado de la causa di* tar 
autos destinados á suplir toda la prueba omitid», porque ó no 
serla esta prueba bacante ó filo importaría una reapertura del 
término probatorio. 

En su mérito, definitivamente juzgado, tallo: no haciendo lugar 
á la presente demanda entablada pordun AugustuGordillo con- 
tra el Ferrocarril nacional Andino, por daños y perjuicios. Sin 
espeeial condenación por no haber mérito paradlo. Hágase sa- 
ber original, re póngale y, en su caso, al archivo. 

C. ttoyano Oacitúa. 

F»||« de la, Bupre» Corl* 

Buenos Aires, ftme.nfare 13 de 1900. 

Vistos y considerando respecto al recurso de nulidad : Que 
aunque es verdad que las providencias judiciales deben ser 
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mitineada* dentro de las veinticuatro horas, con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo sesenta y uno de la ley de procedimien- 
tos, no lo es meóos que la falta de cumplimiento á ese deber no 
comporta la nulidad de las notificaciones que se hicieren des- 
pués de las veinticuatro huras por que | a sanción del artículo 
sesenta y uno de dicha ley, concordante con el principio que 
surge de las disposición, de los artículos novecientos setenta y 
cinco, novecientos setenta y seis y novecientos seteuta y ^iete 
del Código Civil, en lo que á nulidad toca, se refiere ti la forma 
de la notificación. 

Que siendo el artículo cient» diecinueve de dicha fey de 
procedimientos deuplicacion tan sólo a la providencia que man- 
da recibir la causa á prueba de testigo, taque debe expresar loa 
hechos precisos y conducentes sobre que ella ha de recaer, no 
puede «eoirse que se viole m re-la, euandu recibiendo eljuei 
la causa á prueba simplemente, sin designación del medio pro- 
batorio, se haya limitado á expiar que ella versará sobre U 
hechos que respectivamente alegan el demandante y el deman- 
dado, con sujeción á lo dispuesto en el artillo noventa j uno 
du Ja misma ky. 

Que, por otra parte, l as nulificaciones retardadas y auto de 
prueba de foja treinta voel ta, no sólo no han sido observadas 
por el recurrente en primera instancia, en forma ú á objeto 
alguno, miió que ha obrado ejercitando sus derechos, sobre la 
base de las providencias óautos así notificados ó dictados. 

Por esto y de conformidad con el artículo doscientos treinta 
y tren de la ley de procedimientos, no se hace logar al mencio- 
nado recurso de nulidad. 

T considerando, en cnanto al de apelación : 

Que es fuera de duda que pesa sobre el actor el deber de probar 
los hechos en que funda su demanda, cuando ellos no fueren 
consentidos Ó confesados por el demandado, porque, como dice la 
ley treinta y nueve, título dos, partida tercera, « siempre ha 
v. uamu. ¿s 
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menester de probaT lo que demandase enjuicio si la otra parte 
se lo negase » agregando la ley primera, Ululo catorce» de la 
misma partida que, * ai non lo pTobaae deben dar por qui- 
to al demandado ». 

Que el demandado, en el caso presente, no reconoce el hecho 
fundamental de la demanda, o sea que el incendio producido en 
el establecimiento del demandante haya sido causado por las 
máquinas ó empleados del Ferrocarril Andino, 

Que, por consiguiente, el actor ba debido probar ese hecho, oo 
siendo admisible la pretensión de arrojar sobrt el demandado el 
peso de la prueba que condujera á acreditar ser otra la causa 
del incendio, cuandu tal hecho no importa una excepción que 
convierta al reo en actor, y cuando es de toda evidencia 
que el reconocimiento dé haberse realizado el incendio, no sig- 
nifica afirmar nada sobre su causa, ni mucho menos reconocer- 
se autor. 

Que el demandante no ha producido al respecto prueba alguna 
legal, como lo hace notar la sentencia apelada. 

Que no sólo no ha producido esa prueba, sinó que consta que 
el incendio se inició en un montón de pasto distante más de 
cincuenta metros de la vía férrea, porque asi lo dice el deman- 
dante en la pregunta quinta del interrogatorio de foja treinta 
y tres, y así resulta del documento de foja cincuenta y dos 
presentado por el mismo demandante, en el qoe se asigna á esa 
distancia de sesenta á setenta metros, lo que se confirma tam- 
bién por el acta de foja tres, conque el actor instruye la deman- 
da, en laque se habla de cincuenta metros, más Ó menos, con 
relación ala referida distancia. 

Que ese hecho demuestra por sí solo la inverosimilitud de que 
la causa originaria del incendio sean los fuegos arrojados por 
tienes en movimiento del ferrocarril Andino ó por empleados 
de ese ferrocarril al servicio de esos trenes, con tanta mis razón 
cuanto que el actor ni siquiera ha tratado de comprobar qué 



DE JUSTICIA NACIONAL 379 

< inconstancias atmosférica* ú otra* fecales hubieran podido 
actuar en el momento, en el sentido de llevar a largas distan- 
<*ias todavía encendidos dichos fuegos. 

Que nos. han aducido hechos nuevos en esta instancia ni 
tampoco en la primera, y como en ésta se recibió la causa á 
prueba para la comprobación de los hechos alegados en la de- 
manda, no es permitido hacerlo nuevamente, según lo quiere 

factor, porqu, lo prohibe el artículo doscientos veinte de la 
ley de procedimientos. 

Que no obstante que las declaraciones de los testigos ofreci- 
das p or el actor en primera instancia, durante el término de 
prueba, fueron prestadas sin prévia citación del demandado lo 
que vale como si nose hubieran recibido, aquél nada ha gestio- 
nado ante el inferior en el sentido de que se le admitiera la pro- 
ducto, en forma legal de la prueba propuesta, ni luego de 
haher conocido el vicio q l: la invalidaba, u i en cualquier momen- 
to ulterior, como debió barrio al insistir en acogerse A ese me- 
<t.o probator. >, sobre todo después de saber q«e el demandado 
en ejercicio de un derecho incontestable, se negaba a admitirla 
eficacia de esa prueba. 

Que la inspección ocular solicitada en el segundo pnnto d,| 
escrito de foja cuarenta y siete y la operación pericial de tasa- 
ron que se pideen el mismo escrito, no estaban llamadas á ejer- 
cer influencia, y uo podían ejercería, en efecto, respecto á la 
causa generadora del incendio, de modo que á este fin, l« inspec- 
ción y tasación -an diligencias probatorias inútiles. 

Que en virtud de las precedentes consideraciones, esta Supre- 
ma Corte no entiende que le corresponda usar de la facultad 
que le da el artículo doscientos veintidós de la ley de proce- 
dimientos. 

Por estos fundamentos, no haciéndose lugar á la recepción 
de pruebas en esta instancia,.? por ios concordantes de la sen- 
tencia apelada de foja doscientas ochenta y una t se confirma 
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ésta, con costas. Notifiquen con el irigiml, y, repuestos los 
líos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAK. — 
JUAN K. TORREWT. 



l'AUttA t DXI l 

El doctor don ttimrdo Áchúval contra don Juan ltennna>\ 
por daños y perjuicios; sohre apelación denegada 

Sumario . — No trae gravamen el auto que, para mejor pro- 
, teer, manda exhibir lia contrato que la parte se niega á decla- 
rar bajo juramento que no la tiene. 

Caso, — Lo explica el 

Informe del Juez i edeml 

* 

lltieuns Aires. Noviembre 8 de 1900. 

Suprema Corte; 

%l doctor Ricardo Acháfal tiene entablada demanda ante 
este Juzgado contra don Juan Dorignac, por robro de daños y 
perjuicios. 

Abierta á prueba la causa, elactor llama al demandado á 
absolver posiciones. Las cláusulas primeras del pliego dicen 
así : 

i' Diga cómo es cierto qne el año próximo pasado el absol- 
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vente celebró un contrato CO n el señor Achával ,obre provisión 
de maderas. 

2' Diga cómo es cierto que la cláusula primera de dicho con- 
trato á ¡a letra dice así : < El doctor Achával vende al señor 
Dongnac 400 toneladas de quebracho colorado buena clase, ul 
precio de 32 pesos moneda nacional recibibles sobre vagón, ja 
sea en la estación Retiro ó ya sobre hinchas en este puerto.'» 

Kii Imposición rercera se hace jurar al demandado sóbrela 
forma y peso de la. vigas estipuladas en el . on trato. 

La posición cuarta dice asi : 

* *■ Diga cómo es cierto que la cláusula cuarta del convenio 
apiado al pie de la letra, dice así : * Lot Uetes, una vez carga- 
das las maderas sobre vagones, en Us estaciones de que proce- 
dan hasta esta capital, como los demás gastos que se ocasionen 
hasta su llegada, serán abonados por el comprador por cuenta del 
vendedor señor Achával y cuyo importe se deducirá al precio 
lijado como venta. » 

Las demás posiciones id pliego son todas referente al cum- 
plimiento de ese contrato cuyas cláusulas primera y cuarta pre- 
senta el actoi copiadas al pié de la letra. 

Absueltus las posiciones, el deman lado n conoce en ellas la 
eiistencia del contrato, y aún el tenor de las do. cláusulas 
transcriptas, las que también se Tefieren en la demanda. 

Ahora bien, al hacer «ate Josgado el estadio detenido de 
esta musa por cobro de daños y perjuicios ocasionados en el 
cumplimiento fe un cntratode provisión de maderas, se ha 
encontrado con que para la mejor resolución del pleito, es ne- 
cesario conocer in integran el contrato que lo ocasiona. 

En tales cirrunstanoias, el Jnigado dicto el auto siguiente, 
á foja 95; 

« Buenos Aires, Setiembre 3 de Í900. Y vistos : Para mejor 
proveer exhiba el demandante dentro de tercero día, el contrato 
ordinal á que se rehere la protesta de foja 2 ; fecho, vuelva. » 
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£1 actor, notificado del auto, contesta á foja 96: 

« Que á pesar de los esfuerzos en sentido de cumplimentar 
•u resolución de agregar á este expediente el documento tí que 
la misma se refiere para mejor proveer, no me es posible hacerlo, 
pues toco con el inconveniente de no encontrarlo, como lo dejé 
dicho en mi escrito de demanda.» 

El Juzgado decretó entúni-es, en vista de esa manifestación, 
j siéndole indispensable mayores aclaraciones sobre el coutra- 
to en cuestión, ia providencia siguiente ; 

« Buenos Aires, Setiembre 28 de 1900.— PaTa mejor proveer 
comparezca ei doctor Achával á prestar confesión judicial el día 
!• de Octubre del corriente año, á los 3 p. m.t 

Aunque notificado en la misma fecha, el doctor Achával no 
compareció á la audiencia. 

El Juzgado dictó en su virtud este decreto : 

< Buenos Aires, Octubre 30 dH900.— En mérito de la inasis- 
tencia del doctor Achával á la audiencia decretada, déjase sin 
efecto el decreto que la ordena. Ratifiqúese previamente el doc- 
tor Ricardo Achával, bajo juramento, en ¿\ contenido de su es- 
crito de foja 96 ; y fecho, vuelva*» 

Al pié de este decreto consta la siguiente diligencia del ac- 
tuario : 

c En 4 di* Octubre compareció el doctor Achával, quien ente- 
rado de] precedente decreto» manifestó que no se ratificaba en 
la forma decretada, firmando en prueba de ello poT ante mí. 
— Achával. — C. O. Buntje, » 

Siendo necesario el contrato para el buen conocimiento de 
la causa, y temiendo el Juzgado qne las repetidas negativas del 
actor á exhibirlo, su conocimiento textuul de las cláusulas per* 
tii lentes, y sus negativas á prestar confesión ú ratificación ju- 
rada subre el contenido del escrito de foja 96, en que decliira 
no encuentra dicho documento, sugieren la idea de que, posible- 
mente, no sería muy difícil que se trate de una defraudación al 
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Fisco por no haber extendido las partes su convenio en el pa- 
pel sellado correspondiente. 
Por tanto, el Juzgado dictó el siguiente decreto : 
« BuenosJAires, Octubre 10 de 1900. — Siendo indispensable 
para la debida apreciación de las acciones y excepciones dedu- 
cidas en la demanda y contestación, el conocimiento del conte- 
nido Integro del eontrato ú que ella se redore, resérvese el pre- 
sente expediente en secretaría basta tanto sedé cumplimiento 
¿lo ordenado para mejor proveer en el auto de foja 95.» 
Es cnanto tengo que informar á V. S., á qoi.>n Dios guarde. 

Gaspar Ferrar. 

rail* de la ftuprewa 4 »ri* 

Buenos Aires, Noviembre 13 de 1900, 

Autos y vistos : Considerando : Que según resulta del prece- 
dente informe, el inferior, en uso de la facultad que le acuerda 
el artículo dieciseis de la ley du procedimientos, ha ordenado, 
con la calidad de para mejor proveer, la presentación de un 
documento, reputándolo conveniente para esclarecer el derecho 
de los litigantes. 

Que aunque el recurrente, sin desconocer la facultad de) juet 
para la adopción de la medida citada, manifestó que no podía 
dar cumplimiento á lo ordenado por habérsele extraviado, 6 
por uo encontrar el documento cuya presentación se dispuso, 
ha desautorizado posteriormente esa manifestación al no ra- 
tificarla, bajo juramento, oom<> lo requirió el juez de la 
cansa. 

Que en tal concepto, la providencia de que recurro no trae 
gravamen para la definitiva, porque ha dependido y depende 
de éí que el juicio siga su marcha regular. 
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Por esto, y sin perjuicio de que el inferior provea lo que 
corresponda, coa arreglo á la ley de sellos, se declara bien de- 
negado el recurso. Hágase saber eonel original, v, repuestos lo» 
sellos, remítanse estas actuaciones al juez de la cansa. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
JUAH E. TORREHT. 
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Criminal contra /*'. }í. French, jefe de ta oficina de correos 
y telégrafos de Bahía Blanca, por defraudación 

Sumario, — 1 u Debe dictarse sentencia absolutaria, si de la 
liquidación de cuentas de lu oficina resulta un saldo á favor de 
la nación, pero uo que esto provenga de haber el jefe de ella 
aplicado los caudales puesto.-; á su cargo i usos propios ó aje- 
nos. 

2 o El haber reconocido el deber de pagar ese saldo en con- 
cepto de responsabilidad civil, negando ser deudor de Jas canti- 
dades que faltan, no importa confesar, ainó rechazar la impu- 
tación de actos delictuosos. 

VISTA DEL SENOH PROCURADO H FISCAL 

Rueños Aires, Mano 31 de 1900. 

Señor Juez : 

El señor Felipe M. Frenen, jefe de díetrito de la oficina de 
correos y telégrafos de la nación en Bahía Blanca, es denun- 
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nado por la dirección general de esos ramos como autor de la 
sustracción .Jo valore» postales que te fueron entregados para 
el servicio público. 

Esos valores, descompuesto* en Jas suma de \mw> moneda 
nacional 4055,01 y pesos oro 156,55, consta comprobados en 
la cuenta de foja 6 y demás antecedentes de autos. 

A foja 12, Felipe M. French reconoce la verdad de esgs sal- 
dos y se declara autor de los hechos que le dieron origen. 

Están, por lo tan te, justificados los dos extremos del delito de- 
nunciado, el hecho de Ja defraudación y la culpabilidad del autor. 

Pide para éste, en consicueiieM, la pena d< 5 años de traba- 
jos forzados, reintegración de Jas sumas defraudadas y costos y 
costas del juicio (artículo 80 de la ley Mde Setiembre de 1863). 

6*. fí. Ptéyra. 

Fallo del Juei Peder» I 



La Piala, Setiemlm- 11 uV A9UU. 

Vistos : estos autos promovidos contra Felipe M. French so- 
bre malversación y apropiación de caudales públicos, de los 
cuales resulta : Que el 12 de Enero del corriente año un em- 
pleado do la Üireo- iun de correos, comisionad n para revisar las 
cuentas del ei-jefe del di*tricto2l de Bahia Blanca da cuenta 
que ha verificado el balance y arroja un saldo de 156,55 pesos 
oro, y 4055,91 pesos moneda nacional curso legal. Requerido 
el procesado y el fiador para efectuar el reintegro de los saldos, 
ninguno lo ha miJicado. Remitido el sumario administrativo á 
este Juigado, se formó el proceso respectivo y citado á declarar 
el procesado, manifiesta que al rendir cuentas quedaron los sal- 
dos antes indicados, por cuy.is cantidades la Dirección de co- 
rreos lo hace responsable y le ha intimado el pago, y qne a pe- 
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•ir Je uo ser ¿1 til deudor, no tendrá inconveniente en recono- 
cer el saldo que resulta, después de las reclamaciones que 
nuevamente ra á entablar, teniendo confianza que éste será 
abonado por el fiador con quien cumplirá después. Seguidos 
los trámite* legales, en el término de prueba, presentó el de* 
feusor del procesado algunos documentos en su descargo y ven- 
cido aquél se llamó autos para sentencia. 

Y considerando : 1 D Que e] delito está plenamente probado 
por la confesión del reo y por el balance de foja 36, firmado por 
éste y preseutndo por so defensor, en el cual se expresa que el 
saldo que arroja en su cnitra está representado por 1543,35 
pesos moneda nacional <>n cuentas de varios deudores que figu- 
ran en la planilla número A, cuyo importe deberá comprobar 
el procesado í'rench y que el resto de 3379,91 pesos moneda 
nacional y 156,56 pesos oro sellado, no está representado por 
ningún otro valor, siendo por lo tanto un déficit, 

2 a Que e! único descargo que presenta el reo es la resolución 
de foja 34, por la cual se le descarga un valor de 530 pesos mo- 
neda nacional que se le cargan a don Tomás Sikeyra, quedan- 
dn por lo tanto responsable por el resto. 

3" Que el raso está claramente regido por lo< artículos 80 y 
83 de la ley penal de 1863 y de acuerdo con la jurisprudencia 
establecida por la Suprema Corte, entra otros fallos, por el que 
se registra en el tomo 65, página 261. 

Por esto, fallo eondenanuo á Felipe M. Froncb t argentino, de 
38 años de edad, casado, á sufrir la pena de 5 años de trabajos 
forzados, á reintegrar la sumas malversadas y á pagar las cos- 
ías del proceso, debiendo descontársele el tiempo de prisión su- 
frida, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 92 déla ley penal 
de 1863. Notifiques^ origina), y, en oportunidad, comuniqúese 
al poder ejecutivo de la provincia para su debido cumplimiento. 



Isaac fiodoy 
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VISTA KEL SBftOH PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corle: 



Buenn* Aires. .Novk'iiilirtf i de 19ÜÜ, 



La resolución administrativa de foja 45 constata Ja existen- 
cia de una falta en la caja del departamento 21 do correos y 
telégrafos, de cuyn hechor directamente responsable el jefe 
del mismo, 

Pero ni de ese documento ni de lúa informes que le sirven de 
fundamento, resulta que sea el jefe del departamento aludido, 
quien haya sustraído los fondos, en provecho propio ú de ter- 



sólo se ha hecho referencia, á foja 43, á irregularidades en el 
manejo de los fondos y de al ií deducido reclamos para su integro, 
primero at jefe del distrito y después á su fiador. 

De la declaración del procesado de foja Í2 no resulta la con- 
fesión qut s^ le atribuye en el primer considerando de la sen- 
tencia recurrida, pues en aquélla expresa, quedó pendiente una 
cuenta de varios deudores, y agrega que d pesar de no ser el em- 
púñente deudor de estas cantidades, no teudrí inconveniente 
de reconocer el saldo que resulte, después de las declaraciones 
que nuevamente va á entablar. 

Si el procesado expresa la procedenc ia de la falla y afirma 
no ser su deudor, de aquellas declaraciones no resalta que se 
haya confesado autor del hecho de defraudación, y no debe tam- 
poco deducirse tal confesión de la simple promesa de pago, que 

sólo importa en derecho el reconocimiento <le una responsabi- 
lidad civil. 

No existe, ui su deduce de la declaración de foja 12 la con- 
fesión de una defraudación de los dineros públicos; tampoco 
se ha justificado, ni por pruebas directas ni por presunciones 
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fehacientes, con arreglo á derecho, que el jefe del distrito hay* 
hartado ó distraído para usos ¡legítimos, el dinero que cons- 
tituye la falla atribuida. 

El artículo 80 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863 
■e refiere expresamente al administrador, rondador 6 deposi- 
tario de caudales públicos que distrajere ó hurlar, ios caudal^ 
puestos en su u¡>der por razón de su ■ argo. 

Sino consta que el procesado haya distraído, sustraído ó 
hurtado en el caso los valores de la falla encontrada ; si no se 
ha afirmado la existencia de tal delito, ni llevado la investiga- 
ción por ese camino, no es legitimo aplicar una pena severa á 
quien no resulta criminal, aun cuando paraca culpable de des- 
cuido ó irregularidades en el servicio. 

Por ello, y lo más extensamente alegado en la expresión de 
agravios, pienso que procede la revocación que solicito de V. E 
d " h snit{ ' ncia r*'°«rida de foja 50, y la absolución del proce- 
sado, sin perjuicio de las responsabilidades civiles q.i«. le afec- 
ten y de que se ha reconocido deudor, 

Sn hftuano Kier. 



t allo 4* I» 



Huí-nos Aires, Noviembre 15 de 1900. 

Vistos y considerando : Que aunque puede darse pur cierto 
que en ta liquidación de la cuenta del distrito de correos y te- 
légrafos perteneciente a Bahía Blanca, del que fue jefe el pro- 
cesado Frenen, hay un saldo á favor de la nación, no hay prue- 
ba de queese saldo provenga de haber dicho jefe aplicado á 
usos propios ó ajenos los caudales puestos á su cargo. 

Que la confesión del procesado, que la acusación invoca y la 
sentencia hace valer para fundar una condenación, no dice que 
él se reconozca autor del delito que se le imputa y á que se re- 



justicia pui:u»íul 3g9 

l« el artículo ochenta y tre. de I. ,. v p*»| naciOMli nj „ 
pwmt» « .] artículo oohentll d „ „ misma |w ¿ ^ 

trar.o dicho probado manifiesta n0 ser é , „ drador ^ 
caut,dad.. s q,i. falta.. „ ,„ ¡mi>orta rech¡lJur u ta 
de acto* delictuosos d. 30 pa rte , reconociendo „ de „ er ¿ 
Piarlos en co.Hi.pta d. la responsabilidad civil ,„„ , nrge „„, 
bocho. .. , igni , a |B „„ 1|Wleta| 

tal sentido. 

Por y de acuerdo con lo eipu.sto y pedido por .1 señor 
Procurador general, a. revoca la sentencia apelada de foja «ta, 
cuenta, y »h...l T , al procesado d. colpa y cargo, con I. dc- 
clsracn.n proscripta por el articulo cuatrotontos treinta y s i.,. 
del Cód.go de Procedimiento, e„ |„ tTÍln ¡ na |, , in jo¡- „ 

,u " " afecun - * atiri i"™ °°« •■■ 

original y devuélvanse. 

BKWJABIH PAZ - ABEL BAZA!*.— 
JUAPf E. TOhflEM*. 
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Crtmimi contra Juan Cucm u Va»»», ir 

wtecot/ huyen i» Herrn, por circulación 

Sumario. - La circunstancia del peco Tü lor de los billetes 
faUo, nreulad^ autori,u á imponer m f DÍtmim de ia 
establecida por la ley. 



Caso. — lo explica el 
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Fallo 4«I Juez f>«frr»" 

Rosario, Díciemtnv 7 de 1899. 

Vista esta causa criminal ¿eguMa jh»¡ «1 delito de circular 
billetes falsos fiel Banco de la Nación Argentina contra los reos 
Juan Cucco, italiano, casado, de 20 años de edad, domiciliado 
en la colonia Piamontesa, no tiene apodo y de profesión moli- 
nero ; y Eugenio Men*¡, italiaik, de 28 unos, panadero, domici- 
liado en la colonia Independencia, no ha sido procesado ni time 
apodo. 

I* Que los mencionados t-ujetos, según consta de las diligen- 
cias de toja» %y 4 fueron detenidos por el comisario de órdenes 
de Villa Casilda, departamento de Caseros, en tata provincia, 
ante el cual declaran en presencia de testigos. Jo siguiente: 
Juan Cace que cono, f el motivo de su prisión, que proviene de 
haber cambiado un billete de tO pesos falso en una talabarte- 
ría de esta Villa, comprando un tirador, y que su compañero 
Eugenio Mensi tiro otro billete de iú pesos falso secuestrado 
por la policía. Respecto á la procedencia de ambos billete* dice 
qne un tal Antonio, cuyo apellido ignora, se los dio en ia callo 
de Güemes diciéndole; c aquí tienes dos » t y que esta persona 
nolo ernocía; que otro individuo, también llamado Antonio, sin 
conocerlo ni saber su apellido y sabiendo que no tenía trabajo, 
le dijo que le presentaría ú una persona para qne le ayudase, 
siendo ésta el primero qne le dió los billetes que hubo aceptado 
por encontrarse sin dinero. Agrega en su exposición que An- 
tonio, el que le dió los billetes, le dijo que venían de Buenos Aires 
(foja 2). 

Eugenio Muuai, por so parte, declara que su prisión ha sido 
motivada por un billete de 10 pesos fal«o que le dió el individuo 
Juan Cncco, cuando llegó á Villa Casilda, para que lo cambiara 
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'■ii '\d talabartería, donde no teniendo cambio salió afuera con 
su acompañante y se 'ncontraron con la policía, razón por la 
cual Cuece !r dijo que tirara el billete que tenía en su poder j 
^declarante lo dejó caer al suelo; que Cucco t nía toa dos bi- 
lletes, uno le dió al declarante y el otro cambió en la talabar- 
tería comprando un tirador. 

2" Que remitidos al provryent" los antecedentes menciona- 
dos y puestos á disposición del tribunal los reos Cuno y lien- 
si ambos prestaron sus indagatorias á foja 12 y respectiva- 
mente. 

El prim<ro maniliesta qut> no está conforme con su anterior 
declaración prestada ante )a policía, porque su contenido no es 
lo que ha declarado y le fué sacado á golpes de machete; que el 
billete que se le exhibe le parece no es el que el declarante en- 
tregó al talabartero al comprar el tirador y qne encontrándose 
en esía cindad sin dinero pidió á un compatriota suyo le pres- 
tara 20 pesos, lo que Antonio aceptó» dándole dos billetes de 
10 pesoB ; que recibidos los billes se reunió con Eugenio Mentí 
y se fueron hasta Villa Casilda, donde el declarante compró el 
tirador y recibió 8 pesos Tuelto ; que fué tomado preso porque 
á su compañero lo tomaron igualmente preso porque en dos 
partes que fué con el billete de 10 pe sos, le dijeron que era 
falso, entónces lo rompió aquél, y que á los dos días de estar 
preso recien le enseñaron el billete que dice entregó en la tala- 
bartería, pero no es el mismo que está agregado a este expe- 
diente. 

El procesado Eugenio Hensi en su exposición de foja 9 ma- 
nifiesta: que su declaración anterior prestada ante la policía de 
Villa Casilda (foja 4} es exacta, menos en la parte qne apareo» 
decir < que su compañero Cucco le dió el billete de 10 pesos 
para que lo cambiara en la talabartería », lo qne no de- 
claró asimismo, sinóque Cucco le <lió el billete de 10 pesos, por 
hueno y en calidad de préstamo voluntario cuando el de^la- 
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rante le manifestara que estaba sin dinero; que caando recibió 
«1 billete de JO pesos fué á un almacén tí tomar suissé y com- 
pró un par de alpargatas y allí se lo recháiaron por ser falso, 
yéndose de allí á la talabartería á comprar un cinchadoT y el 
talabartero fué á la tienda de enfrente y el tendero le mani- 
festé que uVacoutiaba del papel, siéndole devuelto por tai moti- 
vo? que en el camino rompió un poco el billete y lo pisó, yendo 
á ver tUu compañero, cuando Jo aprehendió la policía. 

Los testigos que suscriben junto con los procesados las de- 
claraciones prestadas por éstos ante la policía do Villa Casilda 
exponen a f.ja 30 y 3ique se les interrogó ¡i l os procesados con 
toda moderación sin ejercerse hacia ellos coacción alguna, ha- 
biendo voluntaria y libremente depuesto todo cuanto en ellas 
consta. 

El damnificado, por su parte, Juan Lambardini, dedara i 
fojaSI tuelta que en S- tiembre del corriente año se le presentó 
una persona desconocida y le compró un tirador verdeen 2 pesos 
6 2 y medio, uuyo importe Je abonó con un billete de iO pesos, 
dándole el viu>lto ; que al salir dicho sujeto de su casa habló 
con un individuo gordo, señalándole con l¡i mano y en seguida 
éste vino tí ella y pidió en compra una sobrecincha, la que abo- 
nó también con un billete de 10 pesos, el cual, para cobrarse 
mandó cambiar á una tienda, en la que manifestaron que ese 
billete era falso y que en seguida examinó el otro billete y re- 
soltaron ambos iguales y en el acto se fué á dar parte al comi- 
sario, entregándole loa 10 pesos. 

Requerido informe á la caja de conversión sobre el billete de 
foja 39, secuestrado por la poáeía de Villa Casilda, afirma en su 
oficio de foja 40 que el mencionado billete es falso, devolvién- 
dolo inutilizado. 

ít°Que el señor Procurador fiscal, en su acusación de foja 41, 
después de relacionar los antecedentes de esta causa, solicita 
para el procesado Juan Caceo el mínimum de la pena señalada 
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en A artículo 62 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863. 
auno reo de circular billetes de banco falsos, adquiridos de mala 
té y expendidos con conocimiento de su falsedad, y contra Eu- 
genio Mensi la multa de 50 pesos, de conformidad al artículo 63 
de la misma ley, dándose por conipurgada la pena con la prisión 
sufrida y las costas. 

El defensor oficia), en sit defensa, á foja 52, respecto del pri- 
mero, manifiesta que Cucco no es culpable del delito acusado ñor 
el Ministerio Público, desde que su declaración prestada ¡inte 
autoridad incompetente ha sido rectificada en este tribunal y 
porque no existen la» contradicciones que el acusador encuen- 
tra en aquélla, al ser examinado por el proveyeate. A su m el 
defensor de Mensi, en su memorial de foja 46, sostiene la iuapli- 
cabilidad de la ley penal nacional antes citada, porque esa ley 
es para los falsificadores de las piezas de oro y plata; termi- 
nando por reproducir su escrito de foja 18, sobre el pedido de 
subreseiujieiiio á favor desu defendido. 

4 o Que abierta á prueba la causa se produce por la defensa 
del procesado Cucco la información corriente de fojas 62 á 66 
sobre su buena conducta, y clausurados los debates se llaman 
Icé autos para pronunciar sentencia por [a providencia de 
foja 68 . 

Y considerando : 1* Que en el caso presente es aplicable á la 
ley penal especial de Setiembre i 4 de 1863, según jnrisprudeu- 
< ia constante de la Suprema Corte, fundada en el artículo 30 de 
la ley de Noviembre 3 de 1887. 

2° Que el cuerpo leí delito 6 sea el billete falso, está compro- 
bado por el secuestr. de él practicado por la policía de poder 
del talabartero donde lo dió el procesado Cucco en pago del 
objeto comprado. T la falsedad del billete de foja 39 está reco- 
nocida por la Caja de conversión en su informe de foja 40. 

3 o Que la identidad do los reos Cucco y Mensi está compro- 
bada por la propia declaración de los procesados, que se recono 

T. LXIIVIJI. 26 
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cen autores de la circulación de dos billetes de 10 pesos 
falsos. 

4* Que el procesado Cucco confiesa ante la autoridad policial 
de Villa Casilda oí delito que se le imputa y aunque ha negad.» 
en este Juzgado la verdad de esa declaración, alegando que ha 
sido arrancada por intimidación y presión de hecho, resul- 
ta de la prueba producida que no ha existido opresión por uif- 
dios Violentos sinó que la confesión ba sido dada con toda 
libertad, y al ser examinado por la autoridad policial se usó de 
toda moderación con el procesado ¡ ademas, la confesión de Cucco 
está de acuerdo con la declaración del ta lagartero, corriente ¿i 
f iija 31 vuelta, y la del otro procesado Mensi, áfnja 4. 

5 o Que existen en autos elementos suficientes para presumir 
legalmente que Cucco habrfa adquirido fie mala fé los billetes 
y los hizo circular con conocimiento de su falsedad. En efecto, el 
procesado no da explicación satisfactoria de cómo adquirió le- 
gítimamente los billetes de 10 pesos. 

El dice A foja 3 que un Antonio, cuyo apellido no sabe y tam- 
poco tenía anteriormente relación con él, le presentó a otro An- 
tonio para que le ay udara, sabiendo que no tenía trabajo, y el 
segundo Antonio le dió, sin que él le pidiera, los billetes de 10 
pesos. 

El hecho de recibir dinero en préstamo de perdona descono- 
cida é informar.se que esos billetes vienen de Buenos Aires, in- 
duce á la conclusión de que Cucco sabía que eran falsu¡> los 
billetes de 10 pesos. 

Además eD la declaración de foja 3 dice que en la calle Que- 
mes recibió de Antonio los billetes mientras que en la de foja 12. 
dice que le dió los billetes en el mercado, cuando, como observa 
el señor Fiscal, no hay mercado en la calle Güemes. 

Otro indicio del conocimiento de Cucco de la falsedad de los 
billetes es que al prestar dinero A su compañero Mensi y al com- 
prar el tirador no lo hace con los 8 pesos sencillos que tenía 
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escondidos eu el fondo del bolsillo mientras que el billete de 
10 pesos lo tenía encima. 

¿ Por qtié escondió los billete de menor v.ilor y no los '* 10 

pesos ? 

Utra con t rail iccton en la declaración dv este prueesado, que 
arroja presunción de culpabilidad, es que ante la policía con- 
fiesa á toja 2 que se encontraba eu esta ciudad sin dinero, razón 
por la cual aceptó que el desennocido Antonio le prestara los 
dos billetes de 10 pesos, mientras tanto declara á foja (2 que 
cuando lo tomaron preso tenía 20 ó 22 pesos, Descontando los 
10 que la policía devolvió al talabartero, quedan en su poder 10 
ó 12 pesos legítimos. 

Que en cuanto al procesado Mensi esti comprobado eu autos 
que ¡ta circulado uno délos billetes falsos de 10 pesos, adquirido 
de buena fé/pern entregado con conocimiento de su falsedad ala 
talabartería en que. por segunda vez, intentaba hacerlo circular. 

Que las constancias de autos no permiten dndar que Iob pro- 
cesados Cncco y Mensi, han sido los tenedores de esos billetes 
y los han hecho circuí ¡ir. 

Que la presunción á cargo de los reos de haber obrado con 
voluntad criminal, no se halla destruida ni siquiera desvirtuada 
por una presunción contraria resultante de las circunstancias 
particulares de la causa, revelando á la inversa que han proce- 
dido con conocimiento de la falsedad de los billetes, Cucco des- 
de que los adquirió y Mensi después de haber salido del alma- 
cen en que le ¡"chuzaron el billete por ilegítimo. 

Que tas referidas constancias de autos entrañan presuncio- 
nes directas, vehementes, precisas y concordantes, para hacer 
plena prueba en los términos eligidos por él artículo 858 del 
Código de Procedimientos en materia penal y reconocer á los 
mencionados procesados como autores del delito de circular 
billetes falsos, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 6 a del 
Código Penal. 
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Por estas consagraciones y las aducidas por la Suprema Curte 
en los fallos de Noviembre 9 y 21 del corriente año, en loa nasos 
análogos contra Oresk Baratieri y Andrea Pavessi, Miguel Pis- 
toni y Pablo Restelli, fallo definitivamente en esta sala de au- 
diencias de acuerdo t on la acusación fiscal, condenando a Juan 
Cucco de acuerdo con el artículo 62 de la ley sobre crímenes y 
delitos contra la Nación y su tesoro, de Setiembre 14 de 1863, 
á sufrir el mínimum de la pena establecida por la circunstancia 
atenuante del poco valor de los billetes circulados ó sea 4 años 
de trabajos forzados y 500 pesos moneda nacional de multa, con 
descuento del tiempo de prisión preventiva sufrida á razón de 
dos días de esa pena por una de presidio. Ai reo Mensi lo con- 
deno, de acuerdo con el artículo 63 de la citada ley, á pagar 50 
pesos moneda nacional de multa, dando por compurgada la pena 
por el tiempo de prisión sufrida. Y á ambos al pago de los da- 
ños y perjuicio* y costas. Repuntase. Notífiquese con arreglo 
á derecho y ejecutoriada que sea esta sentencia, póngase al pro- 
cesado Cueto á disposición del Poder Ejecutivo Nacional. 

Daniel Goytia, 

VISTA DEL SEÑOR IMlÜGVJKAOOK GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 3 de 1900, 

Suprema Corte : 

La expresión de agTavios de foja 95 pretende que en el oaso.vu¿ 
judien no se ha comprobado la existencia del cuerpo del delito. 

Para destruir tan infundada objeción, basL i la exposición del 
comerciante Lombardi, que corre á foja (33, de la cual resul- 
ta que este testigo entregó al comisario de policía que inició 
estas actuaciones el mismo billete de 10 pesos que acabaüa de 
darle el recurrente, billete cuya falsedad se ha constatado 
debidamente á foja 40 y que sirve de base á este proceso. 
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Dfi autos resulta convicto y confeso el recurrente del delito 
de circulación dolosa di» falsos billetes de banco. La sospecha 
que la expresión de agravas manifiesta sobre falta de autenti- 
cidad de Jas firman de los testigos N, Oviedo y i' Díaz no ha 
sido materia de discusión ni de prueba en la estación oportuna 
del proceso, circunstancia por la cual no es admisible sospecha 
tan vaga como argumento legal de defensa en esta instancia. 

Por otra parte los testigos Oviedo y Díaz se han ratificado á 
foja 34 y 30 ea el contenido del acta que aparecen suscribien- 
do á foja 2. 

La sentencia apelada se ajusta á las constancias de autos 
basta en sus menores detalles y aplica la pena correspondiente 
de acuerdo con la jurisprudencia de V, 12, Pnr. el Su pido á V. E, 
se sirva confirmar, por sus fundamentos, la sentencia de foja 71 , 
en la parte recurrida. 

Sabtniano Kier. 

Fallo de I» Supremo Corte 

Buenos Aires, Noviembre 15 di> 1900, 

Vistos y considerando : Que e&U plenamente acreditada la 
falsedad del billete valor nominal de diez pesos entregado á don 
Juan Lombardini aaf como que esa entrega fué hecha por el 
proceBado Joan Cucco para pagar una compra valor de dos pe- 
sos ó dos y medio, recibiendo el vuelto de manos del vendedor 
el citado Lombardini. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos se confirma, con costas, 
la sentencia de foja setenta y una en la parte apelada por el 
procesado Cucco, Notifiquen con el original y devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
JUAN £. TORHEKT. 
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CAUSA (DIMT 

Criminal contra varios, por robo y defraudación al Da neo de 
la Nación ; sobre excarcelación bajo fianza de la procesada 
Juana Várela, 

Sumario. — No resultando de Las constancias del sumario, 
cargos ni indicios de complicidad contra uno de los procesa- 
dos, corresponde ae le admita la excarcelación provisoria bajo 
fianza. 

Caso, — Lo explica t i 

Falle del Jhh Federal 

Corrientes, Diciembre 30 de 1899. 

Autos y vistos: Habilitándose la feria para resolver sobre el 
pedido de excarcelación bajo fianza, hecho por A defensor de la 
procesada Juana Várela. 

T considerando : Que si bien el proceso se sigue por defrau- 
dación y robo, cometidos en el Banco de la Nación Argentina, 
también es verdad que algunos de los procesados confesándose 
autores de esos delitos, han apresado circunstanciadamente »-i 
mudo y forma en que fueron perpretrados. 

Que en ninguna de esas declaraciones se >ndíca á Juana 
Várela, ni en las constancias del sumario aparece ejecutando ui 
delito por su propia acción, ó prestando á los ejecutores un 
auxilio 6 cooperación sin los cuales el hecho no habría podido 
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tener tugar, ó determinándolos ó induciéndolos por los modos 
establecidos por la ley, á ejecutar esos delitos, así como tam- 
poco resulta de) sumario que haya oooperado á la ejecución de 
ellos por actos anteriores y simultáneos. 

Que, además, en tan voluminoso sumario no existe un solo 
indicio que haga presumir que en ia continuación del proceso 
ha de resultar Juana Várela desempeñando el rol de autora ó 
cómplice eu la ejecución de la defraudación y robo que dieron 
origen a! presente juicio, y entonces, debe estarse tan solamen- 
te A la causa que motivó su prisión, ó sea, al hecho de haberse 
encontrado en su poder una parte de los dineros robados, que 
lé fueron entregados por uno de los presuntos autores, por 
Nicanor Godoy, en el tiempo, lugar y forma que ellos expresan 
en sus respectivas declaraciones, para que loa condujera ocul- 
tos en una bata, á Buenos Aires, donde le fueron secuestrados. 

Que si esa es la causa ó motivo de la prisión de Juana Várela, y 
yaque en autos un aparece que de otro modo hubiese participa- 
do en la comisión de los delitos, su responsabilidad criminal ha 
de quedar encuadrada en la sección t*, título 6 o del Código 
Penal, y acreedora, por lo tanto, á la pena de prisión ó arresto, 
tomadas en sua términos medios, de conformidad al artículo 
52 del código citado. 

Que por consiguiente, y aplicando la mayor de esas penas, 
la de prisión, la excarcelación procede de acuerdo con la modi- 
ficación del artículo 376 del Código de Procedimientos en lo 
criminal, porque el promedio de esa pena no excede de dos años 
de prisión. 

Por estas consideraciones, y lo expuesto por el Beñor Fiscal, 
decreto la excarcelación provisoria de Juana Várela, bajo la 
fianza de Nicanor Pujol González, cuya responsabilidad se esti- 
ma en 1000 pesos moneda nacional. Otórguese la competente 
escritura judicial y fecho, líbrese oficio al jefe de Políola, 
para que ponga en libertad á la excarcelada. Hágase sabor cou 



4€0 FALLOS DE LA SUPHEMA CORTi, 

el origina), á cuyo efecto se habilitan las horas necesarias del 
día feriado de mañana. 

E. A. l.ufambio. 



Auto del Juei Federal 

Comen les. Enero 2 de 1900. 

Visto el recurso de apelación interpuesto por el represen- 
tante del Banco de la Nación Argentina, pidiendo se le otorgue 
en relación y en ambos efectos (art. 395 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal), y se remitan los autos á la Suprema 
Corte, como lo dispone et artículo 225 de la ley nacional de 
procedimientos en materia cítíI y comercial, por no ser el caso 
en el solo efecto devolutivo del artículo 212 déla misma ley. 

Y considerando: Que las disposiciones de la ley nacional de 
procedimientos civiles y comerciales B on del todo ajenas á la 
materia criminal, y, por consiguiente, la aplicación al caso 
sub-judice, de los artículos de la misma, citados por el repre- 
sentante del Banco, es evidentemente improcedente. 

Que en el otorgamiento de las apelaciones de ios autos Ínter- 
locutorios, como es el de excarcelación, debe estarse á ,a regla 
general consagrada por el artículo 505 del Código de Procedi- 
miento-i en to criminal, según la cual, la apelaciou se concede 
en un solo efecto, á excepción de los casos en que por disposición 
de este código, deba otorgarse en ambos. 

Que esa regla general debe aplicarse en la concesión de la 
apelación del auto que decrete ó deniegue la libertad bajo cau- 
ción, porque el artículo 395 del código citado, no se sustrae de 
eJL, estableciendo la excepción, y, por el contrario, dispone 
expresamente que el recurso sólo se otorgará en relación, sin 
determinar que sea en ambos efectos, que seria la excepción de 
la regla general contenida en el artículo 505 citado. 
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Por esti , otorgúese en relación y en un solo efecto la apela* 
cion interpuesta, <iel auto que decreta Sa excarcelación de Juana 
Tárela. En consecuencia, piqúese teatiiuoniu de lo que el ape- 
lante señalare de los autos, con las adiciones que el defensorde 
la procesada j el Fiscal hicieren, y fecho, remítanse estos tes- 
timonios á la Suprema Corte. Notifiquese en el original. 

E. A . Lujambio. 

VISTA DEI. SESOll PROCCRADOft GERERAL 

Dataos Aires, tatabra 12 úe 1900. 

Suprema Corte; 

Tanto el auto de excarcelación testimoniado á toja 7» como 
el que otorga el recurso en relación y en un solo efecto á foj.a 
9, se apoyan en l;ia constancias invocada del sumario y en las 
prescripciones del Código de Procfdi mientas en lo criminal, que 
rigen el caso sub-judice ; por lo que, no teniendo nada que 
observar al respecto, pido á V. E. se sirva conümiar, por sus 
fundamentos, el auto de excarcelación recurrido. 

Sabimano Kier. 

Fallo «le I* «apreua Corto 

Buenos Aires, Noviembre ib de 1900. 

Vistos : I . . acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se confirma el auto recurrido que en tes- 
timonio corre á foja seis. Hágase saber can el original y 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
JUAW E. TORREUT. 
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Criminal contra Juan Á. Moirano y JoséJ. Paredes (a) Ituinas, 
por circulación de billetes falsos de curso legal 



Sumario. — La sentencia consentida por el ministerio fiscal, 
calificando de tentativa de circulación el delito que del proceso 
aparece ser de circulación realizada de billetes de curso legal 
falsos, no puede ser modificada en sentido desfavorable al pro- 
cesado. 

Fallo del J«e* Federal 



Buenos Aires. Julio 2 de 1900. 

T vistos estos autos seguidos contra Juan A. Moirano, sin 
sobrenombre ni apodo, de 19 años, soltero, empleado, y domici- 
liado calle l.orea número U9; Pedro Bottiuo, sin sobrenombre, 
italiano, de 28 años, casado, repartidor de licores y domiciliado 
calle de Vecochea número 1029, Boca, y José .f. Paredes (a) 
Kuinas, argentino, de 16 años, soltero, zapatero y domiciliado 
calle Brandzon número 483, acusados de c irculación de billetes 
debanco, du cuyo estudio resulta : 

Que en el primer cuerpo de estos autos se encuentra la de- 
nuncia del agente Tránsito Gudoy, de que encontrándose du 
facción en la parada calle Piedad y Artes fué llamado por don 
Tomás Marino, dueño del almacén calle Piedad número 1016, 
el que le manifestó que un sujeto que se hallaba allí presente 
le había hecbu unas compras dándole para que se cobrara un 
billete de 100 pesos; que no pareciéndole bueno el billete en 
cuestión fué á una agencia de lotería á cambiarlo y allí le dije- 
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ron que era falso, lo que ponía en conocimiento de la autoridad; 
que ti denunciante proeedió £ la detención del sujeto aludido, 
que dijo llamarse Juan Antonio Moirano y le sccu*'Hró el bi- 
llete falso haciendo entrega en la comisaría del detenido y bi- 
llete. 

Mandado instrur el sumario de prev. ación fué interrogado 
don Roberto Rivas, quien declaró que, encongándose en el des- 
pacho de bebidas del negocio de Marino, rió penetrar ádos su- 
jetos que compraron unos comestibles ; que uno de los sujetos, 
que sabe se llama Moirano entregó á Marino para que se cobra- 
ra el gasto, un billete de 100 pesos, y como notara que era falso 
hizo como que iba á c.imbiar, saliendo por otra puerta hasta la 
calle y llamó un agente de policía á quien le dió cuenta de lo 
ocurrido, quien procedió á detener 1 Moirano, secuestrándole el 
billete falso que ya le había sido devuelto; que en cuanto al 
otro sujeto desapareció al notar ta presencia del vigilante. 

Interrogado don Tomás Marino, ratificó la denuncia de foja 
I a diciendo que es exacto cuanto en ella se expresa y pufatole 
de manifiesto el billete falso dijo ser el mismo, como también, 
reconoció al sujeto Juan Antonio Moirano como U persona que 
le quiso pasar el billete falso. 

Interrogado Moirano declaró, que encontrándose en el Fron- 
tón Nacional un individuo á quien llamaban Fermín I pidió le 
cambiara un billete de 100 pesos, lo que no tuvo inconveniente 
en hacer por encontrarse con dinero que había ganado en unas 
jugadas; que al retirarse \\ su casa penetró al almacén calle de 
Piedad número 1016 y t-ompró una botella de Fino y un tarro 
de duraznos pagando dicho gasto con el billete de cien pesos, 
que cambió en el Frontón, por no tener cambio chico; que el 
dueño del negocio tomó el billete y lo puso dentro de un cajón 
del escritorio donde había mucha cantidad de dinero eu dife- 
rentes billetes, penetrando á las piezas interiores y cuando re- 
gresó le dijo que no tenía cambio, que se esperara un momonto 
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que iba á enrabiar pura lo cual salió á la calle, regresando en se- 
guida, y le manifestó que el billete que le había dado para que se 
cobrara era falso y un podf;t cambiarlo ; que romo el deponente 
viera que no L babía cambiado el billete que él le diera protes- 
tó, pidiendo le devolviera su billete; que tudo eso pasó en pre- 
sencia del agente de facción allí en la esquina, el cual se en- 
contraba bebiendo en compañía del dueño del negocio; puéstole 
de maniliesto el billete falso de 100 pesos que motivó este pro- 
ceso y preguntado si es el mismo que entregó á Marino para que 
se cobrara y el quo le fué secuestrado por el agente de policía, 
dijo : que no es el mismo que entregó á Marino y sí el que éste 
le d evolvió y le fué secuestrado por el agente. 

En el segundo expediente agregado se denuncia por. don Pe- 
dro Gal letti que Pedro Bottini circuló un billete de Bam-o valor 
de 100 pesos en la zapatería de dmi Aníbal Fontana, el que re- 
sultó ser falso; que además tiene conocimiento que este mismo 
sujeto pretendió circular otro billete falso del mismo v.ilor eu 
el almacén de don francisco Martínez, el que le fué rechazado. 

Llamado á declarar don Francisco Martínez expuso: Qne es- 
tando ausente el declarante se presentó en su casado comercio 
el sujeto Juan Moírano é hizo un gasto de ocho pesos, dando 
para pagar dicbi> gasto un billete de cien pesos ; que no tenien- 
do cambio, su esposa lo mandó cambiar, informándote que el bi- 
llete en cuestión era falso, por loque fué devuelto; que hace 
presente que á Moírano lo acompañaba Pedro Bottini, que es 
pariente, quien lo esperaba en la calle aguardando el resultado, 
que estas mismas personas cambiaron el billete de la referen- 
cia al comerciante señor PremauL 

Interrogado don Máximo Premazzi expuso; Que siendo las 
once de la mañana del día 24 de Junio próximo pasado se pre- 
sentaron al almacén que posée, calle Olavarría número 814, Pe- 
dro Bottini y un sobrino de éste Juan Moirano é hicieron un 
gasto de 2 pesoa con cincuenta centavos dándole para que se 
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cobrase un billete de 100 pesos, que recibió, entregándoles el 
vuelto correspondiente; que posteriormente un señor íloreyra 
le biso saber que el expresado billete era falso, por [o que lea 
eligió á Bottini y Moirauo el cambio del billete, por ser falso. 
Que en el primer momento se resistieron á cambiárselo pero 
que al fin lo hicieron ante la tímenla de denunciarlos á la po- 
licía, recibiendo él 100 pesos y devolviéndoles el billete falso. 
Que después supo por referencias que habían conseguido ex- 
penderlo. 

Don Aníbal fontana declara : que se presentó en su casa de 
negocio un joven á pagar una cuenta atrasada que le debía Pe- 
dro Bottini ; que para el efecto le entregó un billete de cien pe- 
sos ; que como no tuviera cambio fué al almacén de Galletti, 
donde lo cambió y entregó el vuelto al joven aludido'. Que pos- 
teriormente Galletti se presentó en su casa, devolviéndole el bi- 
llete de 100 pesos por ser falso ; que el declarante, en vista de 
esto, buscó á Bottini y le reclamó el cambio del billete, á lo que 
se negó, diciendo que él había mandado uno legítimo, 

Interrogado el procesado Botti no declaró que fontana se pre- 
sentó en su domicilio á decirle que el dinero con que había 
mandado pagar so cuenta atrasada era falso y que le venía á 
reclamar sobre ello; que el deponente le contestó que él no 
había mandado pagar nada y que el tal billete no le pertenecía ; 
que posteriormente se le presentó Galletti, haciéndole el mismo 
reclamo por haber sido él quien cambió el billete á Fontana, á 
lo que también se negó, por n-> tener participación alguna en 
tal circulación y no sospecha quién puede haber hecho el pago 
a Fontana. Preguntado si en compañía de Moirano había esta- 
do en el almacén calle Olavarría número 841 , donde hicieron un 
gasto, pagando con un billete de cien pesos que fué rechaiado 
por ser falso, contestó que no ha estado en dicho negocio y que, 
por consiguiente, no ha pretendido hacer tal compra. 

Que el 24 de Junio se encontró con su sobrino Juan Moirano 
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y juntos penetraron al almacén Premazzi, calle Olavarría núme- 
ro 814, donde compró su sobrino una botella de Tino y queso, 
yendo ambos al domicilio del declarante, venando estaban almor- 
zando llegó el señor Premazzi diciendo que el billete de cien 
pesos que había recibido en pago de los artículos que había 
comprado su sobrino era falso y que Tenía á pedirle se lo cam- 
biara, lo que efectuó su sobrino, dando esto motivo para amo- 
nestarlo, retirándose éste disgustado, p.-r lo que no ha vuelto 
á verlo. 

Interrogado nuevamente el procesado Moirano, declaró que es 
incierto que haya estado en compañía de su tío Pedro Rottmi, 
en el almac--n falle Olavarría número 851 ; que tampoco ha esta- 
do en el almacén calle Otavarría número 814 ni lia tenido en su 
poder billete alguno de cien pesos que le haya sido rechazado ni 
recibido ; que además hace como dos meses que no se habla con 
su tío IMro Bottini, mu quien e=!á enemistado por asuntos de 
familia ; q*u- no ha atronarlo ninguna cuenta de su tío y que no 
conoce al señor Fontana. 

Kn ei tercer expediente se hace denuncia por dun Ant >nio 
Alonso de que el menor Joaquín Curras ó Gregorio Paredes pre- 
tendió circular un billete falso de Banco valor de cien pesos, por 
lo que ta policía procedió á la déte* rimi de dieho menor. 

Interrogado don Antonio Alonso ratifico su denuncia, y traído 
i declarar el menor Paredes expuso : Que es cierto que ha pre- 
tendido circular el billete falso de cien pesos que se le pone de 
manifiesto y que éste lo hubo de Juan Moirano, quien se lo dió 
para que to Melera circular dándole la mitad de su importe una 
Tez efectuado esto ; que Moirano tenía dnee billetes de igual 
Talor y que sabe que éstos loa compro en la calle de Cbacabuco 
número Í089; que además sabe que Moirano y Bottini han cir- 
culado de esos billetes y entre otras pariesen Jas carreras. 

Interrogados nuevamente los procesados Moirano y Bottini 
respeiitu á los cargos que les hace el menor Gregorio Paredes, 
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dijeron que nada de ello es cierto y que no conocen á Paredes. 

Convocados loa procesadas Paredes, Moirano y Bottini á un 
careo, el menor Paredes declaró que todo lo que ha manifestado 
respecto de MoiTanoy Bottini es incierto y que si dio ta filiación 
de ello» es porque los conocía de vista en la Boca, 

Mandados agregar los dos procesos contra Moirano y 
Bottini, se declaró cerrado el sumario, presentando su acu- 
sación el señor Procurador lineal, quien pide para Juan A. Moi- 
rano y Pedro Bottini la pena que fija el artículo 62 de la ley de 
tide Setiembre de 1863 y para el menor Gregorio Paredes la 
pena que Jija el artículo 63 de La misma ley. 

Corrido traslado de la acusación fiscal á los defensores de los 
acusados, fueron evacuados ú fojas 59, 66 y 75, quedando la cau- 
sa conclusa para definitiva, por no haberse producido prueba 
alguna en el estad» oportuno. 

Y Considerando : 1" Que « orno son tres los que figuran en 
esta causa, debido á que se mandaron agregar los tres expe- 
dientes que tienen íntima relación entre si, es necesario deter- 
minar separadamente la responsabilidad uenal que curre oponde 
á cada uno de los encausados según las constancias de autos. 

Principiemos por el procesado Juan Antonio Moirano. En el 
primer agregado consta que el procesado fué al almacén de don 
Tomás Marino, Piedad 1016, donde comprando algunos comes- 
tibles pretendió hacer pasar el billete de f»ja..., reconocido falso 
por el informe de la Caja de conversión de foja 9 ; la prueba 
que se ha acumulado en este expediente, es suficiente para pro- 
ducir la convicción de que el procesado Moirano ha cometido 
el delito de pretender circular el billete falso. El testigo Eo- 
berto Arriba, que declara á foja 3, y el vigilante Godoy, que 
arrestó al encausado cuando aún conservaba este billete en la 
mano, contribuyen poderosamente con sus declaraciones con- 
testes á ese resultado en el análisis de la prueba. Si á esta se 
agrega el cúmulo de circunstancias y de indicios que se des- 
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prenden de los demás expedientes, cerno veremos enseguida, la 
convicción se acentúa, se transforma en certidnmbre y lu jus- 
ticia puede aplicar el rigor de la ley sin temor de equivocarse. 

La defensa que hace el acusado no desvirtúa en lo más 
mínimo las pruebas en su contra y mas bien contribuye á dar- 
le mayor fuerza. El procesado dice que el billete lo recibió en 
un cambio que dió en el Frontón nos Aires, y que, pasando 
por las calles de Artes y Piedad, entró al almacén para comprar 
algunos objetos que necesitaba, dando en pago el billete, el 
cuatlo recibió el dueñ.» del negocio metiéndolo en el cajón del 
mostrador de donde lo sacó en seguida, y qun supone que en 
esta operación le ha sido cambiado el suyo, que era legítimo, 
por otro falso, que es el que le devolvió. Tal manifestación, 
procediendo de este sujeto, euyus antecedentes son altamente 
sospechosos, por circunstancias que se detallan en estos mis- 
mos autos, no puede toroarsr en consideración. El dueño del 
almacén que ba lucho la denuncia, su dependiente que la lia 
ratificado y el misino vigilante que lia intervenido en la deten- 
ción son personas sérias, formales, de ocupación conocida, de 
cuya honradez no se puede uudar. La excusa del proce- 
sado, que revela cierto imperio y no poca audacia de la que ha 
echado mano como recurso salvador, pierde todo su valor en 
presencia de las aseveraciones de tres testigos de las condi- 
ciones morales enunciadas y á los que se les tiene que dar mayor 
crédito. 

2 o Lo que queda dicho en el considerando anterior son las 
conclusiones i que se arriba estudiando la prueba de cargo del 
primer expediente agregado. Esta prueba adquiere el mayor 
rigor examinando el segundo expediente en la parte pertinente 
al procesado Moirano. En este expediente consta á fojas 4 y 5 
las declaraciones de dos comerciantes con negocios establecidos 
respectivamente en las alies Olavarría 841 y 814, que afirman, 
el primero, que Moirano pretendió hacer pasar un billete de 100 
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pesoa falso; el segundo, que ya do fué una simple tentaba, stnó 
que, acompañado de Pedro Bottini, también procesado, consi- 
guieron ambos hacerle cambiar el billete, pero apercibido más 
tarda de la falsedad y comprobada ésta, fué á casa de Bottini, 
encontrándolo juntamente con Moirano y amenazándoles con de- 
nunciar el hecho á la aotoridad consiguió que le defirieran su 
dinero de buena ley entregándoles á su vei el falsificado. Moi- 
rano y Bottini niegan tales hechos; pero estas declaraciones, 
procediendo de terceras personas que no puede decirse que ten- 
gan interés especial eu perjudicar á los procesados hay que te- 
nerlas en cuenta, no como una prueba plena, por sí sola efi- 
ciente para determinar la culpabilidad de los procesados, pero 
sí como nna presunción vehemente que ligada á la primera 
causa de detención de Moirano, influye poderosamente para ha- 
cer adquirir la certidumbre de que este reo es culpable del de- 
lito de tentativa de circular billetes falsificados de banco. 

3* Que contra el procesado Pedro Bottini, tío de Moirano, no 
existen más pruebasqua las acumuladas en el segundo expedien- 
te agregado i ,stos autos, y éstas no llegan á reunir los requi- 
sitos esenciales ni de la prueba testimonial ni de la prueba de 
presunciones, para fundar una condena, como lo sostiene la 
ilustrada defensa que á su respecto se ha hecho y obra en autos. 
Efectivamente, el testigo Francisco Martinei{foja 4), sólo dice 
que lo vio parado en la vía pública cuando Moirano entró á su 
casa á comprar con el billete falso; y Máximo Premarzi (foja 
5), que declara que fueron Bottini y Moirano juntamente los 
que le dieron el billete falso, y que más tarde fué Bottini el que 
le devolvió el dinero legitimo; pero su declaración ha sido 
negada por ambos procesados, quedando en condiciones de 
declaración singular, ineficaz por si sola para que tenga pleno 
valor probatorio según las reglas de la sana crítica y lo consa- 
grado por el articulo ... del Código de Procedimientos crimi- 
nales. 



410 



PALLO? ItK I A SUPREMA CDRT& 



La denuncia de Aníbal Fontana (foja 6) no arroja mayor 
luz á este respecto, porque si bien dice que le fueron á pagar 
ron un billete falso la cuenta de Bottini, no se ha comprobado 
que éste sea quien mandó efectuar ese pago ni se ha evidenciado 
tamporr» í*i»rt I era el jóven A que alude, comisionado paTa tal 
objeto, 

De manera, pn^s, que respecto del proejado Bottini la prue- 
ba no ea completa, ofrece sus dudas, y en estas condiciones la 
benevolencia de la ley ko ampara por él principio consagrado en 
el articulo 13 del C&Ugo de Procedimientos. 

4" Que del tercer expedienta sólo se desprende la culpabili- 
dad del procesado Joaquín Carras ó Gregurio Paredes. Las 
referencia-; que éste bace de que el billete que pretendió haeer 
circular en el almacén de la calle de Corrientes número 980, se 
Iridió" Moirano. y Jas referencias que liace igualmente respecto 
de Hottini, aunque <on meramente sugestivas por 'a lógica con 
que se encadenan estos lu chos y por ser el billete de la misma 
clase é igual n uro-ración á uno de lo» anteriores, pierden su 
valer en presencia de su cínica retractación ante el Juzgado de 
la declaración que diera en la comisaría. Este procesado, aun- 
que jóven t rétela ya una perversión moral y un cinismo, que si 
no se reforma en la reclusión será un peligro para mas tarde, 
como un agentf de primer orden para esta clase de crímenes. 

El procesado Paredes ó Curras está convicto y confeso de ha- 
ber pretendido circular el billete de fija % cuya falsedad ai ha 
comprobado por el informe fojas i á.% por las demás constancias 
de autos, como son las declaraciones de don Bernardo Ghea 
(foja 9 vta.), dueño del almacén, su dependiente (foja 8), y la 
de Antonio Alonso (foja ... ), contestes en todas sns partes con 
la confesión, se establece la prueba del delito cometido por el 
reo (artículo 316 del Código de procedimientos criminales). 

5 o Que los hechos delictuosos cometidos por los procesad™ 
Moirano y Paredes ó Curras, están regidos en el artículo 63 de 
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la ley federal de 1863, pues ninguno de ellos ha comprobado que 
lus billetes los hubieras, d-- buena fí v por el contrario todas las 
presu aciones inducen á creer que sus procedencias son ilegí- 
timas; pero como no está probado que hayan conseguido circu- 
larlos, debe castigárseles con la pena correspondiente a la 
tentativa, teniendo en cuenta respecta de Curras ó Paredes, su 
me ñor edud. 

Por estos fundamentos, fallu : imponiendo ¡i Juan Antonio 
Muirano la pena de 3 años y 5 meses de trabajos forzados y 
inulta de 2750 pesos fuertes; a Joaquín Curras ó Gregorio Pare- 
de^ á do* años y nueve meses de igual pena v multa de 2500 pesos 
fuertes, con costas par -i ambos; absolviendo di> culpa y cargo á 
Pedro tíottiui de acuerdo con los artículos 62, ley federal, 12 
Código Penal, inciso 2°, a r tirulo 83, inciso 2\ y 144 del (' Jigo 
de Procedimientos en lo criminal. Hágase saber al señor 
Jefe de Pulicfa, notifiques*? co el original ven oportunidad, 
archívese el expediente. 

Francisco It. Antigüela. 

VISTA DEC SEÍÍOR PROCURADOR FtSCAt. 

Buenos Aires, Noviembre a do 1900. 

Suprema Corle: 

El esfuerzo hecho en la expresión de agravios por los ilus- 
trados defensores de los procesados Moirano y Pare.lea, no ha 
alcanzado á desvirtuar los cargos que resultan plenamente pro- 
hadoB en la causa contra aquellos circuladores conscientes de 
billetes de banco falsos. 

La prueba constante en los tres procesos agregado* ha sido 
detalladamente examinada y lógicamente apreciada en la sen- 
tencia recurrida. Si hubiera de reproducir de nuevo aquel 
examen, arribaría necesariamente ú las mismas conclusiones 
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que la sentencia, en cuanto declara comprobado el hecho de la 
circulación de billetes de banco falsificados é imputa lógica- 
mente á los procesados la responsabil idad de tal hecho. 

Corresponderíais en 60 mérito la pena establecida para los 
falsificadores y circnladores de billetes de banco falsificados 
en el artícolo 62 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863. 
La sentencia, consultando las disposiciones del Código Pena) 
sobre la tentativa, ha disminuido á mi juicio con excesiva 
benignidad las penas que legalmente correspondían á tos pro- 
cesados que resultan reos del delito de circulación más que de 
simple tentativa. Esto no obstante, y no habiendo sido apelada 
la sentencia al respecto por el señor Procurador fiiscal, me 
limito á pedir áV.E. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 

t «II» de i* Supremn Corto 

Buenos Aires, Noviembre 15 de 1900 

Vistos y considerando: Que aunque con arreglo á las circuns- 
tancias de autos, pudiera decirse que ti delito perpetrado por el 
procesado Juan Antonio Moirano ha pasado de la tentativa 
basta llegar á la circulación realizada, la sentencia, consentida 
por el ministerio fiscal, no puede ser modificada en sentido des- 
favorable al procesado. 

Por esto, de acuerde con lo pedido por el señor Procurador 
general y por los fundamentos concordantes de la sentencia de 
foja ochenta y tres, se confirma ésta, con costas, en la parte 
recurrida. Notifíquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
JUAN E. TORRENT. 
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4' A DMA C'DXXVI 

Don Jorge Helt contra don Antonio y dan Hartotomé Devoto % 
por nulidad de laudo; xohre aplicación de la ley de papel se- 
llado. 

Sumario. — La ley nacional de papel sollado au es aplicable 
al contrato hecho en la Capital sobre arrendamiento de tin in- 
mueble simad" fuera do ella. 

Caso.— Lo explica la 

VISTA DEL SEÜOft PROCURADOR FISCAL 

Üueuos Aires, Agosto 4 de 1900. 

Señor Juez: 

El contrato do fojas 59, 80 y 6t, que es de locación, versa so- 
bre un importe total de 570,000 pesos moneda nacional, qne es 
el total de loa arrendamientos que «presa, á razón de 80.000 
pesos los dos primeros años y de 400.000 pesos los cuatro últi- 
mos, cada uno. 

En consecuencia, y con arreglo i los artículos 23 y parte final 
del artículo 2? de la ley de sellos vigente, que es la de aplica- 
ción á este caso, por tratarse de documentos privados cuya fe- 
cha cierta es la de au presentación en juicio» ese contrato ha 
debido extenderse en un sello de 570 pesos moneda nacional. 

El contrato de fojas 62 y 63 de sublocacion, vt rsa sobre 
un total de pesos 46.038, pues los arrendamientos que eipres* 
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sod i razón de 3848 pesos cada uno de los dos primeros años y 
de pesos 48)0 ceda uno de los cuatro últimos. Con arreglo a 
las disposiciones citadas, este contrato debió extenderse en un 
sello de 30 pesos moneda nacional, la primer foja. Las infrac- 
ciones señaladas deben ser penadas con una multa, en ruda caso, 
igual n diez veces el valor de los r pectiros sellos, á cada una 
de las partes que lo otorgó ó admitió en las condiciones en que 
se hallan, segnn lo dispuesto en el artículo 63 de la reí ridaley. 

Respecto á la infracción á la ley del sistema métrico decimal 
en que tumben se ha incurrido en amito- contratos, ella debe 
ser penada con una multa de 10 pesos fuertes en i*ada caso y la 
obligación de presentar la cuenta de reducción de las medidas 
al expresado sistema, con arreglo á lo dispuesto en los artículos 
4 y 14, inciso 4 o , de ia ley de la materia de 13 de Julio de 1877. 

Dígnese ? t S. así resolverlo. 

/. fioiet. 

Vmiím del Juei Federal 

Buenos Aires, Agosto £ de 1900. 

De acuerdo con lo pedido por el befior Procmador riscal en 
su precedente dictamen, intímese oblen en el Baño d« la Na- 
ción Argentina á la orden del Consejo Nacional de Educación, 
dentro del término de tercero día, las sumas de 5610 pesos mo- 
neda nacional los señores A. Devoto hermano, don Femando 
Grotkofchy la de 5920 pesos y el señor Lorenzo Echaaarreta la 
de 310 pesos de igual moneda por ia multa en que han incu- 
rrido respectivamente lu& indicadas personas por infracción á 
la ley de sellos y á la de sistema métrico decima), bajo aperci- 
bimiento de ejecución y embargo ; debiendo también presentar 
la cuenta de reducción que determina la ley de 13 de Julio de 
1877, Repóngase la foja. 

Urdinarrain, 
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VISTA DEL PROCURADOR HSCAL 

Bu .-no Aires, Agosto 27 de 1900. 

Señor Juez : 

Evacuando la vista une se me confiere del precedente escrito 
en que el representante de los señorea Antonio y Bartolomé De- 
voto pide revocatoria ó apelación del auto de foja 132 en que 
V, S. impone multa por infracción á la ley de sellos, en los 
contratos de foja 59 y ti2, á V. 8. digo : 

Qut- no debe hacerse lugar á ninguno de loa recursos inter- 
puestos, pul cuanto las citas ile la ley de sellos que Be hacen por 
el recurrente ni son pertinentes ni son exacta*. 

El artículo \% que se cita, se refiere únicamente á contra- 
tos de « compra venta » y de < derechos Teales * sobre i amue- 
bles ubicados» en las provincias j esta exeusion de la ley se ex- 
plica fácilmente teniendo en cuenta que tales contratos deben 
protocolizarse en la respectiva provincia y en tal concepto pa- 
gar el importe correspondiente. 

Pero en el presente caso no so trata de un contrato de com- 
pra-venta ni de derechos reales, siuó de arrendamientos que uo 
encuadran dentro del artículo precitado, y que no han abonado 
impuesto alguno ni en la provincia en que están ubicados los 
predios arrendados ni en la jurisdicción nacional, por lo que 
considero que las disposiciones de la ley de sellos que son apli- 
cables son las que he citado en mi vista de foja 130, que re- 
produzco aquí. 

En consecuencia, sírvase V. S. rechazar los recursos inter- 
puestos y mantener su auto de foja 132. 

J. BoieL 
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Auto del * un Fedaral 

Buenos Aires, Setiembre U de 1900. 

T Tisloa para resol™ loa recursos .le revocatoria y ,.,|.,. 

0. 0n deducidos ,„ ,| ,,««, de foj , J35 y ^ 

pecio de primero : Que los contrato, de foja, 59 , 0) han sido 
«tendidos en papel simple con violación de I. ley de papel se- 
llado; aun cnando un documento huya cad„cudo líompr. 
que llegue i conocimiento de la justicia la violación hecha i la 
lev debe .mponerse á lo, infractores la pena i q ne se haya,, 
hecho acreedores ; que el lagar qne indica „.. de los contratos 
en qne ,e ha sido realizado . El Baradero .. no puede aceptar- 
ae como cierto, pacato que no se han empleado los sellos de la 
provincia ,-n que se dice resliaado. y aun admitiendo „ H 
hu ,.. s981 do redactado no lo eaimiría de I» pena con arreglo á 

1. dispuesto en el artículo 19 de la l.y d. papel sellado vigete. 
Por esto lundamentos. y lo dictaminado por el señor Procn- 

rador osea!, qne el Juzgado haca snyn, no se hace lugar 4 la 
revocatoria interpuesta , se concede en relación el recurso de 
ap.danon para ante la emolentísima Corte donde ae elevarán 

SEsr****" >** -* 

Agustín Urdtnarram. 

VISTA UEL SEflOll PHOCUKADOR GENERAL 

Suprema Corte: *** ^"«M*»» 

Encuentro fundadas las consideraciones del escrito de foja 
135, en cnanto á la exoneración do Apuesto de sellos nació- 
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nales A I09 contratos de fojas 59 y 62. Esos contratos han sido 
otorgados fuera do !a jurisdicción nacional y si se bubiera vio- 
lado en ellos alguna l^y de impuestos, esa violación afectaría 
la ley de la provincia, para cuyo desagravio carecen de pcrso- 
iMTÍa los funcionarios mu ionales. 

El artículo 12 de t i lev de impuestos de si llos para el co- 
rriente año, declara que en loa contratos de compra-venta ó do 
constitución de derechos reales sobre inmueble* situado* en las 
provincias, no se abonará más impuesto de sellos que el de ac- 
tuación. Y el artículo V2 del decreto reglamentario de aquella 
ley, de 29 de Diciembre de 1899, declara en su segunda parle, 
que se considerarán comprendidos en los contratos allí exone- 
rados desello nacional, los arrendamientos y demás que recai- 
gan sobre bienes ú cosas sujetas á la jurisdicción provincial. 

En su mérito, pienso que procede la revocación del auto recu- 
rrido de foja 32 en cuanto al sello y multas que declara afectar 
los documentos en cuestión. Pido é V. ES. se sirva así decla- 
rarlo, sin perjuicio de la reposición prescripta en el artículo 19 
de la citada ley de sello* vige.ite, 

Sabmitmo Kier, 



rnlio «le la «upretua ( «ríe 

buenos Aires, No\iembre 15 de 1900. 

Vistos y considerando : Que vi contrato de foja sesenta y dos 
otorgado en el Bai adero, provincia de Buenos Aires, no ba de- 
bido extenderse en papel sellado nacional. 

Que, en su virtud, no se ba violado la ley de sellos de la Na- 
ción, no correspondiendo, por tanto, aplicar las penas con que 
esa ley castiga las infracciones i la misma, como lo tiene esta- 
blecido la jurisprudencia de esta Suprema Corle y resulta de 
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la última parte del artículo doce del Código de Procedimiento* 
en lo criminal. 

Que aunque el contrato de toja cincuenta y nueve se ha fur- 
malizailo eu esta Capital, versando él .sobre arrendamiento de 
un bien inmueble situado en la provincia de Santa Fé, está 
comprendido en el artículo doce del decreto reglamentario do 
{¡i ley de sellos vigente. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general jgé revoca el auto de foja ciento treinta y dos, *n la par- 
te recurrida. Ratifiqúese ron el original y, repuestos los sellos, 
devuélvanse. 



Criminal contra Jonjv Tumneth tj Pedro Molinens, ¡>or cimt- 
lacion de billetes de curm ietjal ¡alaos 



no puede ser modificada * l u sentido desfavorable á aquellos. 



BENJAMIN PAZ* — ABEL BAZAtt. — 
JUAN E. TORRENT. 



«AINA <1»*I,YII 




tlrl Jim-/. 1 «ilf rnl 



U Plata, Agosto 23 de 1900. 



Y vistos estos auto» seguidos centra Jorge Tuninettiy Pedro 
Molineris, por circulación de billetes faJsus, resulta : 
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1° Que en la tarde del 14 dV inayo del uño próximo pasado y 
en el tren procedente «V la estación Conatitucioti, llegaron los 
procesados al pueblo de Ayacucho y se hospedaron en una fon- 
da próxima á la estación del ferrocarril ; al día siguiente por 
la mañana, internóse Molinería cu el pueblo y dirigióse á ta 
tienda denominada «El Sol», comprando mercaderías por un 
valor aproiimado á 10 pesos, dando en pago un billete falso 
de cien, 

2" A las 10 de la mañana siguieron en el tren hasta la está- 
non * Labarden », partido de General Guido, logrando Moline- 
ría cambiar otro billete falso de cien pesos en la casa de comer- 
cio de Larroguet y compañía, y TuiiineUi otro, en la de los 
señores Olarriagn y compañía, llegando en cada casa el gasto á 
8 y 10 pesos respectivamente. 

3 r El día 11 llegaron á Jlaipii, iirculandit Tuuinetti otro 
billete falso, en la casa de comercia de don Antonio L. Costé, y 
Molinería otro, en la easa central de los señorea Olarriaga y 
hermanos, é inmediatamente continuaron viaje basta el pueblo 
de General Guido, en donde Molineris, en la sucursal déla casa 
de Olarriaga, cambió otro billete, y siguieron hasta la es icion 
Parravicini, donde tomaron el tren para Dolores. 

4° Kn esta eiudad permanecieron un día sin intentar circular 
billete alguno y en uno de los trenos se embarcaron, descendien- 
do Molineris en Savijjné, y Tuuinetti en Castelli, punto en don - 
de convinieron juntarse. Molineris, después de circular un bille- 
te i ii la ca*a de comercio de Carlos Giorgio, siguió á pié hasta 
Castelli, dmde en la misma fonda se encontró con Tuuinetti, 
quien ya había logrado circular otro billete en la casa de don 
Feli[ ^ Gaboitose, y no teniendo éste cambio, lo envió álade los 
señores Fantiui y Gerardi, quiene á su vez lo dieron en pago 
de una cuenta al comerciante de Dolores Manuel Bravio, de 
cuyo poder fué secuestrado por la policía. 

5" De Castelli ambos procesados salieron en el tren de la 
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madrugada riel 17 al 18, quedándose Molinería en la estación 
Lezania, donde. s¡ n resultado, intentó cambiar un billete en las 
casas de comercio de don José María Goya y don Migu.i Berro. 
Tuninetti, que había con ínuado basta la estación Monasterio, 
donde circuló un billete en la casa de Ramón Ordorico, siguió á 
|>ié para Adela, haciendo igual cosa en lo de Andrés CasouL, 
tomando id uiismodíatd tren de la tarde, juntándose con Moli- 
nería \ llegando á Ayacucbo, donde fueron detenidos veinte 
minutos después di- su JJ^ada (vki*> foja i á foja 30), a ,-ciirs- 
trándoseles en la fonda la antidad de 29 b¡LK tes falsos de 
cíen pesos, ocultos tras un cuadro de la pared, juntamente ron 
los objetos que se detallan á foja 37. 

6 y A fojas 88 y 89 Jos procesados dicen que han estado en 
Ajacuoiio, General Guido, Chasconiús y otros puntos, donde 
ambos dieron en pago billetes de llanco, que después supieron 
eran fülsos ; ratifican las de fojas 83 y 84 y las de foja. 13 y 16 
del sumario preven tifo, no así las de fojas 5 y 7 de] misino. 

El señor Fiscal, ¡i foja 01, pidepaia éstos la pena de cuatro 
anos de trabajos forzados, multa de 500 pesos fuer "s, r para- 
ciou d^l daño, costas y rostes; y la defensa, ü foja 96, die : que 
cuando más procedería Ja multa del triple de lo circulado, res- 
pecto á Tuninetti, pues en cuanto á Molinería, su delito sería el 
de simple complicidad, y debería aplicársele el artículo 33, inci- 
so 3°, deJ Código Penal, según lo dispuesto en el artículo 93 de 
la ley de 14ue Setiembre de 1863, por no estar prevista en esta 
ley la complicidad ; con cuyos antecedentes y sin que se hubie- 
se producido prueba alguna por las partes, el Juzgado llamó 
autos para delinitiva, 

Y considerando: I o Que el delito de circulación de billetes 
falsos de cien pesos, se encuentra plenamente probado, no sólo 
por la propia confesión de los procesados, sino también por las 
declaraciones corrientes de fojas 10 á 28, como animismo la 
identidad di los delincuentes y la falsedad de los billetes 
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agregados cié foja 46 ú foj n 80, resulta del informe de foja 90. 

f ■ Que la calificación l gal de la participación que han teni- 
do los procesados en esto delito, es la de autores principales 
fácilmente se comprueba por las circunstancias que han media- 
do en su ejecución, y, en efecto, rada unode ellos procuraba cir- 
cular cuanto bill"te falso le era posible, bien en el mismo o en 
distinto punto ; es iecir, ejecutaban el delito directamente y 
por su propia acción, luego, j es perfectamente aplicable la 
disposición del artículo 21 del Código Penal en su inciso 1°. 

3° Que la disposición legal aplicable al t aso, es la del articu- 
lo 62 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863, que castiga 
con la pena de trabajos forjados por 4 á 7 años, y con una multa 
de quinientos á mil pesos fuertes, á l*is que introducen o expen- 
den billetes falsos ; y si sí tiene presente la forma y precio de la 
adquisición de los billetes circulados y secuestrados por la poli- 
cía al detener á los procesados, no cabe duda de que conocían la 
falsedad de esos billetes, y así lo revela las constancias de 
autos, las cuales desvirtúan los argumentos de la defensa, con 
el solo hecho probado de comprar á un desconocido cuarenta 
billetes de cien pesos por la suma de cuatrocientos (a fojas 13, 
16, 88 y 89). 

4 o Que no existiendo circunstancias atenuantes ni agravan- 
tes, la pena á aplicarse sería la mem-ionada en el anterior con- 
siderando j un término medio entre su máiimum y mínimum, 
según lo dispuesto en el artículo 52 del Código Penal, pero 
habiendo pedido el señor Fiscal el mínimun, el jnei no puede 
aplicar más pena que la solicitada, so pena de proceder de oficio, 
y esto importaría violar lo dinpu.>sto en el artículo 2 o de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863, 

Por esto, fallo condenando por el delito de circulación de 
billetes falsos de cien pesos á Jorge Tuninetti, italiano, de 29 
anos de edad, saltero, jornalero, y á Pedro Molinería, de 24 
años de edad," íüliauo, jornalero, á sufrir respectivamente la 



FALLOS DE LA SUPREMA CORT& 

pena ds 4 años de trabajos forzados, multa de 500 pesos fuertes, 
reparación del daño causado y las coatas ; debiendo descontarse 
el tiempo de prisión preventiva sufrida con arreglo a los artícu- 
los 49 del Código Penal y 92 He la ley penal nacional de U de 
Setiembre de t863. 

Notifíquese original, regístrese, y, una vez consentida ó eje- 
cutoriada la presente, póngase los condenados á disposición del 
señor ministro de gobierno, á sus efectos, con los recaudos ne- 
cesarios. 

Isaac Uoday 



VISTA tth.L SEÍÍOtl l»HOr.UHAI)OH GF^EIlAL 

_ _ Buenos Afires, Octubre 30 de IffÜO. 

Suprema Corte: 

Los procesados Jorge Tuninefcti y Pedro Molinería están con- 
fesos del delito de circulación de billetes fallos del Banco de U 
Nación Argentina y también convictos ante las abundantes 
constancias del proceso. 

La pena aplicable » lo* .'neauandos en e! caso >uh-jinl¡ce, no 
habiendo « ircunstancia atenuante ni agravante de culpabilidad, 
según la reconoce la sentencia recurrida de foja 103, debería ser 
el término medio de la qtie e>tablece el artículo 62 de la ley 
penal sobre crímenes contra la Nación, de U de Setiembre 
de 1863, y no la aplicada en su mínimum por la sentencia 
apelada. 

Pero consentida ésta por el aeñnr agente liscal y manifestan- 
do el defensor de los recurrentes, á foja i 13, que se abstienen de 
expresar agravios, no sería procedente la adbesion al recurso 
para el aumento de la pena impuesta, con sujeción á lo dispues- 
to en la cláusula segunda del artículo 693 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal y sólo es dable solicitar de V. E. 
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como solicito, se sirva confirmar !a sentencia recurriría de fo- 
ja 103. 

Sabiniano Kier. 

Fallo de I» ftuprem» forte 

buenos Aires, Noviembre 15 de 1900. 

Vistos y considerando : Que las constancias de autos* demues- 
tran acabadamente ojie lus profesados Jorge Tuiiin<-ltiy Pedro 
Molinería son reos del delito de circulación de ocho billetes fal- 
sos de cien pesos nominales cada una, y del de tentativa de 
treinta y dos billetes igualmente falsos y del mismo valor. 

Que han hecho esa circulación en distintas localidades de la 
provincia de Buenos Aires, qm venían recorriendo después de 
haber partido juntos de la estación Constitución, sita en la 
Capital Federal, desde donde marcharon unidos á los fines de 
la expresada circulación, separándose durante la jira momen- 
táneamente ton el designio de operarla en condiciones de mayor 
facilidad y éxito . 

Que no se descubre en el proceso circunstancia alguna que 
sirva a atenuar el delito, que por sus proporciones y manera 
como se ha ejecutado, merecía ser c «rregido con ia estricta 
aplicación de la ley penal de la materie, do explicándose, en 
consecuencia, que la acusación liscal en prínera instancia haya 
entendido cumplir con Ja misiouá su earge, pidiendo el mínimum 
de la pena del artículo seseutaydosde dicha ley,cuandola falta 
absoluta de circunstancias atenuantes no autorizaba tal pedi- 
do con arreglo ti derecho. 

Que aunque el inferior, con conocimiento ya de ia causa y 
ejercitando su jurisdicción sobre ella, ha podido corregir la peti- 
ción liscal colocando y juzgando el caso de conformidad con la 
lev, sóbrela base de tos hechos articulados en su oportunidad, 
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es verdad que la sentencia que condena á los procesados al mí- 
nimum de la pena no ha sido apelada por el ministerio público 
en primera instancia, j do puede ser modificada en ésta en un 
sentido desfavorable á dichos procesados, como lo hace notar el 
señor Procurador general (artículo seiscientos noventay tres. Có- 
digo de Procedimientos en lo criminal). 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por este funcionario y fun- 
damentos concordantes de la sentencia apelada de foja ciento 
tres, se confirma ésta, con costas. 

Nutifíquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
JUAN E, TORRENT. 



« Al HA C DILVIII 

Pase del ¡heve instituyendo arzobispo Metropolitano de Hítenos 
Aires d monseñor doctor don Mariano Espinosa 

VISTA DEL SENGR PROCUKAUOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviemhre 15 de 1900. 

Suprema Corte : 

El B revé de Su Santidad consigna las formas generales que 
han consignadotambien las Bulas y Breves pontificios referen- 
tes á instituciones anteriores. 

Tales fórmulas, referentes al privativa derecho de la Santa 
Sede para la institución del limo, arzobispo dootor Mariano Es- 
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pinosa, no afectan ni comprometen el Patronato nacional, que 
ha sido ejercido «n éste como en los otros casos por el Fiemo, 
señor presidente de la República, con sujeoioon á lo dispuesto 
en e) artículo 86, inciso 8°, de la Constitución nacional. 

Constando, por la notoriedad de los documentos públicos de 
referencia, el cumplimiento de parte de toa poderos Legislativo 
y Ejecutivo de la Nación, de la prescripción constitucional del 
artículo 86, inciso 8 a , procede, según el inoiso 9 o , el acuerdo de 
V. E. para el pase del Breve pontificio que provee la Sede Me- 
tropolitana en la persona del limo, señor doctor Espinosa. 

Sabiniano Kier, 



Awto de i» duprem» Corte 

Buenos Aires, Noviembre 15 de 1900. 

De conformidad con el dictamen del stmor Procurador general 
y con las reserva» correspondientes al Patronato Naciunal, la 
Corte Suprema de justicia federal presta el acuerdo que la Cons- 
titución exige para que el presidente de la República conceda el 
Pase del Breve expedido por su Santidad León XI U en Roma, 
el día treinta y uno de Agosto de mil novecientos, instituyendo 
arzobispo Metropolitano de Buenos Aires, á mouseñor doctor 
Mariano Espinosa, obispo de La Plata, elegido por el gobierno 
de la República Argentina y presentado en forma a) Sumo Pon- 
tífice para dicho cargo. 

Devuélvase, en consecuencia, este expediente con el corres- 

BENJAHIH PAZ. — ABEL BAZAN, — 
JUAH K. TORRENT, 
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tAVMA CDILll 

Dofia Luisa Murature de Zaracondeyui rontrn ><>n lia non 
Lemos, por cobro de alquileres ; sobre apelación de h cha 

Sumario, — La apelación ile becho jio es procedente, sin la 
precian interposición de recurso ante el juez de la causa, y su 
denegación. 

Cato. — Lo eiplica el siguiente : 

REOtJKSO 

^ ^ Bueoos Aires, Noviembre L1 fie 1900. 

M. Martínez Hartos, constituyendo domicilio legal en la calle 
de Viamont número 1123, á V. E. en ta foTma que mejor pro- 
ceda, digo: 

Que ante el Juzgado Federal a eargo del doctor Gaspar 
Ferrer, secretaría de don Agustín Cabal (h¡jo) t dona Luisa 
Murature de Zaracondegui ha iniciado ana demanda ¿obre co- 
bro de alquileres contra don Ramón Lenios, cuya personería 
tengo acreditada en esos autos. 

Que á pesar de haber manifestado en esos autos que ni la 
actora ni su apoderado tienen personería legal para iniciar esa 
demanda y existir como existe litis pendencia ante él Juzgado 
de lo civil á cir^odel ductor Arana, secretaría Ratto, la parte 
actnra inicio igual demanda. Dicho magistrado y a pedido de 
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llevar á efecto si V. E. no ordena la suspensión de tod<> pro- 
cedimiento, hasta tanto remitan tos autos y con ellos á la vista 
T, E. ordene lo que en justicia corresponde al estado del jui- 
cio y á las constancias de autos. 
Ea de ley y justicia. 

.V. Martínez Marcos. 

Faiio de I» ftupren» Corte 

Üueuoí Aires, Noviembre 17 de 1900. 

Autos y ristos : No resultando di; la exposición contenida 
en el escrit i anterior, que la parte que lo suscribe haya inter- 
puesto unte el juez de la causa recurso alguno, y que éste le 
haya sido concedido 6 denegado, en cuyo caso, el recurso ante 
esta Suprema Corte es improcedente, no ha lugar. Hágase sa- 
ber con el original y repóngase el papel. 

BBHJAMIH PAZ. — ABEL BAZAN. • — 
JUAN É. TORBtNT. 



CAUSA 4 J»L 

Don Narciso I), Oporio; sobre excepción del sermao militar 

Sumario. — La enfermedad curable mediante tratamiento 
médico en dos meses, no autoriza la excepción del servicio mi- 
litar. 



Caso. — Lo explica el 
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t 'wtin dd Juez Federal 

Buenos Aires, ArosIO tí de 1900. 

Y fistos: Por la que resulta del informe de los médicos de los 
Tribunales, corriente á foja 11, que il guardia nacional Narciso 
D Oporto padece de enfermedad curable mediante un trata- 
miento médico por el término dedos meses, no encontrándose, 
por consiguiente, comprendido en las disposiciones del arti- 
culo 25 de la ley 3318, y atento el dictamen del señor Procura- 
dor Fiscal, que por sus consideraciones el Juzgado hace suyo, y 
no obstante- lo pedido por lo ministerio de menores eu su prece- 
dente vista, por cuanto el caso sub-juMce no es igual al que 
se reliere este funcionario, pues a^tiél padecía de una hernia, 
que requería para su restablecimiento, según informe délos 
facultativos citados nombrados a! efecto, una operación quirúr- 
gica, la que, por más adelantada que esté la cirugía, su resal* 
t:ido siempre sería incierto. 

Por ello, se revoca la resolución de la Junta de foja 5 vuelta, 
por no ser sus fundamentos dictados con arreglo á dicha ley; y no 
se hace lugar, con costas, á la exd-pcion solicitada por Oporto. 

Notifiques*» original, y, repuesto* que sean los sellos, archí- 
vese* 

Ayuslin (Irdmarravi. 

VISTA DEL StitOn PKOCOBAÜOK GENERAL 

iíueüos Aires, Setiembre ó de 1900. 

Suprema Corte : 

Encuentro ajustada á derecho la sentencia de foja 16 y pido 
á V é E. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 
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Buenos Aires, Noviembre 17 de 1900. 

Vistos ; De acuerdo con lo impuesto y pulido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja dieciseis. Devuélvanse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

AKMJAMtN PAZ. — ABEL BAZA». — 
JUAW E, TORUIT. 



i aína i'DiLi 



Ilon Victo rio llosctli contra el ¡lauco Atjrkola Comercial del 
Rió de ta l'fota, por cobro de pesos ; sobre fianza de arraiyo. 

Sumario. — No debe aceptarse el fiador cuya solvencia no se 
ha justificado. 

Caso, — Lo explica la siguiente 

PETICION 

Señor Juez Federal: 

ilanuel Silva Bastos, por el Banco Agrícola Comercial del Hío 
de la Piala, en autos por cobro de pesos, deducidos por Víctor io 
Rosetti, á V. S. respetuosamente digo : 
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i" Por el precedente escrito, el demandante ofrece la fianza de 
nn señor Jorge Keller (quien lirmn el referido escrito con el 
nombre de Jorge Niel ler) y como pretendida prueba de la sol- 
vencia y responsabilidad de la tan bien pretendida fianza, se 
abona con dos testigos, de ios cuales uno, el señor Hugo 
Stroeder, es bien conocido, y el otro, creo que lo conocen en la 
casa de él. 

\ digo que el señor Stroeder, es bien conocido porque es deu- 
dor del Banco que represento por más de 80,000 pesos naciona- 
les, y porque V. 3. ya rechazó por insolvente (auto de foja 39) 
la fianza de aquél, propuesta por el escrito de foja 32, I con 
este testimonio se pretende abonar la responsabilidad del nuevo 
afianzante señor Nieller [[ Apartide que éste, según informes 
que tiene el Banco que represento, es nn mWnüiém*Üífaeñé 
de Stroedi-r, que ha tenido la poca suerte de ser también hom- 
bre desgraciado en los negocios que ha intervenido, por cuya 
causa se encuentra sin recursos é incapacitado, por lo tanto, 
de puder ser aceptado como flaíor. 

2 o A más, en mi eseritode foja m he hecho notar queel Banco 
que represento sólo puede aceptar la fianza en la forma que allí 
expreso, porque ante la ley no puede tampoco otorgarse ni acep- 
tarse fianza solida! ia, y de arraigo, diferente; por mi escrito de 
foja 66 pedí se intimara á Rosetti afianzara en forma la suma 
de dos mil pesos a que esta obligado, y no es forma legal de 
fianza la que se ofrece por el escrito que respondo 

3° Haré presente A V S. que . 1 Banco Agrícola Comercial del 
Río de la Plata confía en su derech... y al rechazar las insolven- 
cias que se proponen por Rossetti no es por temor, sinó que 
anhela verse garantido de verdad para oportunamente poderse 
resarcir de los gastos que tendrá que hacer al defenderse contra 
la aventura judicial que envuelve la aceion entablada. 

Por lo expuesto, y considerando insolvente é inaceptable la 
garantía del señor Kell-r 6 Nieller, dígnese V. S. rechazarla. 



4 o Purotra parle» gouiü Rusetti puede por el procedimiento que 
al respecto cata observando, entretener este ¡acídente indeli in- 
damente, pidoá V. ¡S. provea, y le haga saber, que si dentro 
de £4 hora» no otorga ta lianza en los términos que correspon- 
de y be pedido á foja 32 vuelta, se Ib habrá por desistido de la 
acción, con costas, 

Así será justicia, etc. 

V. Silva Wasíos 



rallo del «lúe* Federal 

liutíiiuí Aires. Jimio 9 de 1899. 

Y vistos: Atentas las razones aducidas enel precedentoescrito, 
n<> se acepta la lianza ofrecida y se señala el término de tercero 
día para que se proponga una nueva lianza de arraigo, á satis- 
facción del Juzgado, bajo los apercibimientos de ley. Repón- 
gase. 

Machen ;j Mearía. 



r'alio de I» Mupremt Vmrir 

Unenos Aires. Noviembre 17 do 1900. 

Vistos y considerando : Que el actor no bu alegado hechos eu 
coocreto que sirvan y demostrar la solvencia del lia^ >i pro- 
puesto. 

Por ebui, so confirma, con coatas, el auto apelado de foja se- 
tenta y una. Repuestos los sellos, devuélvanse, 

B£SMMI> PAZ. " ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TORREN?. 



PAIXOS »K lk SUPREMA CORT* 



vajha <mn 



Con¿ra /?rtWOn ^"'«^ l*r infracción d la ley de enrolamiento 

Sumario. El ciudadano que después de enrulad., en un 
regimiento obtiene el pase para otro, pero uo se presenta al 
jefe de éste dando aviso de su domicilio, incurre en ia peua de 
un año de servicio militar por infracción á la lev de enrola- 
miento. 



Caso, — Lo explica el 



■••II» del luei »>dc»l 

Rueños Aires, Agosto 22 de 1900 

Y vistos estos autos seguidos contra líamon Puñal, sin sobre- 
nombre, argentino, de 21 años, soltero, empleado y domicilia- 
do en la -alie de Santiago del Estero 1509, acusado de infracción 
o la lej 3318, de lo r lU e resulta. 

Que cumpliendo órdenes del Estado Mavor General, la Poli- 
cíu detuvo á Manuel Puñal y lo puso a disposición de este Juz- 
gado. 

Mandado instruir el sumario respectivo, fué interrogado el 
procesado, quien decían*; que se encuentra enrolado en el regí- 
miento 4\ batallón 2", haciendo presente que actualmente 
pertenece al regimiento 14°, por haber pedido pase antes de 
efectuarse el primer sorteo de la clase del 78, y que á pesar de 
haberse presentado ¡3 los trea sorteos no ha oído su nombre ni 
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lia sido citado por lo* diarios, por lo que cree haya obtenido 
bolilla blanca. 

Pedido inform" al Estado Mayor General fué evacuado á foja 
8 vuelta, informando que el ciudadano Kamon Puñal se enro- 
ló en el regimiento 4°, batallón 2 o , el 29 de Octubre de 4896, 
bajo el número ¡e matrícula 231 . 

Que el 18 de Agosto de 1898 se le concedió pase al Regi- 
miento 14° de ta clase del 78, y cumo se notara que dicho guardia 
nacional no figuraba en el cuerpo mencionado, se produjeron los 
informes del caso, resultando no haberse presentado al regi- 
miento 14*, por cuya causa se -olíciLó la captura de! encausada 

Llamado nuevamente el procesado á ampliar su declaración 
indagatoria insistió en ln declarado, agregando que no sólo se 
había presentado á los sorteos efectuados en el regimiento i 4* 
sino también á los efectuados en e( regimiento 4», al que perte- 
necía antes de solicitar su pase y que eu ninguno de los sorteos 
ha <>ído su nombre ni tampoco l.i ha vUto en las listas ptibli- 
eadas por lo* diarios, ni tampoco b¡i recibido aviso con citación 
alguna, pues so hubiera presentado en el acto. 

( errado el sumario, presentó su acusación el señor Procura- 
dor fiscal pidiendo se aplique al encausado la pena que fija el 
artículo 1 i de la ley 3318. 

Corrido trasla lo de la acusación fiscal, ful pvactiado por su 
defensor á foja 13. 

Y considerando: I a Que sí bien resulta del informe del Esta- 
do mayor general del Ejército de foja 8 vuelta, que el procesado 
Ramón Puñal solicitó y obtuvo su pase del regimiento donde se 
encontraba enrolado, al regimiento 14°, el hecho de no haber 
sido sorteado entre los de la clase del 78 no le es imputable, 
puesto que si bien el procesado Puñal debió presentarse al 
regimienio U* para ser anotado, esa omisión no obstaba para 
que hubiese sido sorteado, aun no estando presente, por cuanto 
era un deber del jefe d ?l regimiento que le dió pase, comuni- 



FALLOS DK LA SUl'HfcMA COfcTÍ 

cario al jefe del cuerpo que correspondía á ta nuera residemia 
para su anotación correspondiente (artículo 35 de la reglamen- 
tación de la ley 3318). 

Que la ley castiga con dos años de servicio á aquel que ha- 
biéndole tocado servicio no se presentase al llamado def poder 
ejecutivo na .nal al pantoque se indique como cuartel de su 
regimiento siu Justificar la causade su no presentación. 

En el presenta caso, el acusado Puna! no ha sido sorteado 
de manera que uo se sabe si te tocaría servicio, lo que pudo no 
suceder, puesto que sólo se s „r tl . a un número limitad,, y por 
consiguiente tampoco ha sido llamado á presentarse como lo 
prescribe el artículo 14 de la ley 3318. 

La falta de presentación del acubado para ser anotado en ol 
regimiento 14, para el que obtuvo su pase, debe ser castigada 
con penas disciplinarias, puesto que la misma ley 3318 no 
indica ta pena en que incurren los infractores ú esa disposición 
y f por consiguiente, debe siempre estarse á lomas favorable al 
reo (artículo 13, Código dr Proc,-dimi.-ntu> penal). 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo de toda pena al 
procesado Ramón Puñal, . un ta obligación de presentarse en el 
término de dies días al regimiento que corresponda para la 
anotación correspondiente. 

Hágase saber al señor jefe de policía, tíbn-se órden al direc- 
torde la Penitenciaría para la libertad del encamado, nutifí- 
quese con el original y, ea oportunidad, archívese la causa. 



Francisco ll t Astigueta. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



c „ Bueno -Vi ros Del u ti re 3 de 1900. 

Suprema Corte ; 

Dd informe del Estado Mayor del ejército resulta : que el 
guardia nacional Ramón Puñal obtuvo el pase del 4 a regí- 
miento, 2* batallón de guardias nacionales, para el regi- 
miento i A". 

Por esa combinación, quedó desvinculado de sus deberes 
militares en el 4 o regimiento, y sujeto á los que le correspondíe- 
rau en ei regimiento 14*, para el que había obtenido el pase. i» ero 
del mismo informe del Estado Mayor resulta, que no se ha pre- 
sentado ai regimiento té 9 , no obstante quo la ley le imponía el 
deber de hacerle, m. sólo como guardia nacional de la clase de 
20 anos, forzosamente ob ligado por tal causa á las consecuencias 
del sorteo. 

No importa que hubiera asistido entre ia multitud de indivi- 
duos que presenciaban el sorteo. No habiéndose presentado á la 
Mayoría del Regimiento á hacer inscribir su situación de solda- 
do de la clase de 20 años, eludía el cumplimiento de la ley, 
burlando su autoridad, porel hecho de no presentarse al cum- 
plimiento del servicio obligatorio ni al 4° ni al 14" regimiento, 
Y esto no constituye ona simple Jaita de disciplina como lo 
pretende la sentencia recurrida. 

La ley 3318, que en su artículo 14 prescribe el servicio obli- 
gatorio de los llamados á la conscripción, declara que la falta 
de presentación sin causa justificad;!, será penada con dos años 
de servicios Continuados en el ejército permanente. 

El guardia nacional U anión Puñal, que no se ha presentado 
á su regimiento, no obstante el pase y el deber legal de cuyo 
eumplimiei. no puede eicusarse ni ha justificado causa legal 
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qoel« .jima.hacaidoen h pena del artillo H de la ley citada 
Pido á V. E. se sirva así depararlo j retocar la sentencia re- 
corrida por el señor Procurador fiscal, de foja 30. 

SaOiniano Kier. 

Wmlf d* I» ttuprema C«rt* 

Hílenos Aires, Noviembre 17 de 1900. 

Vistos y considerando ; Que según consta de estos autos, el 
procesado Ramón Puñal, que principió por enrolarse en el regi- 
miento cuarto de guardia nacional de esta capital pidió v obtu- 
ro el paseat regimiento catorce de la misma, quedando así colo- 
cado en la situación prevista por el artículo cuarenta v dos de la 
lejde la materia. 

Que, en consecuencia, eelftbaél en el deber de dar el correspon- 
diente aviso al jefe del regimienta s» nuevodomicilu., al obje- 
to de su incorporación. 

Que no habiendo cumplido con ese deber, ha infringido la ley 
de )a materia en lo que á enrolamiento se reliere. 

Que.con arreglo al artículo treinlay cincodedichaley, lo, que 
estando obligados á enrolarse, de conformidad con lo eu ella 
prevenido, no lo verileasen, deben ser destinados á servir un año 
en el ejército permanente, sin perjuicio del . urolamiento en la 
guardia nacional, en la categoría que | es corresponda. 

Que el ailículo treinta y ciney del decreto reglamentario déla 
misma lev, al prescribir que el jefe del cuerpo del que deja de 
formar parte el guardia nacional, trasmita*! aviso por éstedado 
al jefe del cuerpo que corresponde á la nueva residencia del que 
"btuvo baja, no ha afectado en lo mínimo al deber que impone 
la ley al guardia nacional mismo de hacerse anol .r en su nuevo 
domicilio, resultando al contrario, que la dispon ion reglamenta- 
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ría sólo conduce á asegurar más el cumplimiento de la obliga- 
ción relativa al nuevo enrolamiento. 

Que si es verdad que el procesado uo está enrolado en las con- 
diciones legales, no lo es menos que no puede imputársele la 
falta de presentación al objeto de prestar el servicio obligatorio 
á que se refiere el título cuarto de la ley ya expresada, porque 
se encuentra en 1h situación del ciudadano que debiendo enro- 
larse no se enroló, y na en la del que enrolado hubiera sido de- 
signado por la suerte para formar parte del ejército permanente. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
veinte, j se condena al procesado, de acuerdo con el artículo 
treinta y cinco de la ley número tres mil trescientos dieciocho, á 
servir un año en el ejército permanente, con descuento del tiem- 
po de prisión que lleva nú Trida á razón de un día de ésta por 
uno de servicio militar. 

Notifiquéis con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— J1MH t. TOHRfcRT. 



C AUSA « DLIII 

Criminal contra liosa fiarrué\ por infanticidio 

Sumario. — No resultando que la muerte del neonato haya 
Bido producida intencionalmente, y agotada la pena correspon- 
diente a la culpa por la prisión sufrida, corresponde dar ésta 
por com purgad a. 



Caso. — Lo explica el 



r«lio del J MM Federal 



Ln Pin la, Agosto 2i rf e 1900. 

VMos estos autos seguidos á instancia fiscal contra Rosa 
Harrué, por infanticidio, de los cales resulta que la pmcesnda 
habiendo logrado ocultar á las personas de su familia y relación 
su estado de embarazo, díó i luz una criatura eu la ñocha del 26 
de Agosto de 1899, en rasa de su cuñado don Pedro Brisco, en 
San Isidro, donde estaba con so madre y una hermana viuda, 
sin que nadie se apercibiera, por las precauciones que tomó a! 
efecto; que mientras hacía desaparecer los rastros del suceso, 
notó que la criatura estaba muerta y envolviéndola en una 
camisa, con tos otros accesorios, consecuencia del parto, la ocul- 
tó .-u un cajón de un ropero ; que al día siguiente invitó a la 
madre á ir ai Tigre y aceptando ésta se fueron ene) tren de las 
2.40 p, ni., llevando Rosa oculto en un envoltorio el cadáver de 
la criatura y accesorios del parto; que llegadas tú Tigre fueron 
á casa de una amiga llamada Mercedes San Román de Iglesias 
donde permanecieron breves momentos y pasaron a la de Marta 
Sánchez, donde estuvieron de visita ; que en seguida tomaron el 
tramway para ir ú la estación, regresando la madre ¡i San Isidro 
en el tren de las 4,45 p, m. y quedándose la procesada r on pre- 
texto de que tenía que hacerle un vestido á su amiga Mercedes 
San Román le Iglesias; que una vez que se qnedó sola se diri- 
gió hácia el puente de la calle Rocha ; que . orno una euudra an- 
tes de llegar al puente se aproximó á la ribera del río y entrando 
en un bañe arregló los despojos que llevaba en dos ataditos, 
I-niéndoles unos pedazos de ladrillo y loa arrojo al río f volvién- 
dose en seguida á casa de su amiga Mercedes Iglesias, 

Tramitada la causa en forma se llamó autos para sentencia. 



0K JUSTICIA NACIONAL 



439 



T considerando; 1° pítela relación del hecho, con todos sus 
detalles, que hace la procesada, se encuentra concorde con las 
declaraciones de tudas las personas que cita y que Uau estado en 
relación con ella en los días en que se ha producido el parto has- 
ta que se encontró el cadáver del párvulo. 

2 o Quede todos los antecedentes acumulados aparece induda- 
ble que no hay otra persona cumplida en el hecho, fuera de 
la procesada Kosa Bar rué. 



3 o Que de esos antecedentes, también aparece indudable que 
falta en el hecho la intención criminal, pues la muerte del niño 
no es el resultado de un acto realizado con ese propósito, y to- 
das las precauciones y treta* de que se ha valido la ineulp&da 
pura ocultar su embarazo, su alumbramiento y el niño, ya 
muerto, no por un hecho delictuoso, sinó por omisión de los > ui- 
dado- indispensables en esos trances, igualmente necesarios al 
niño que á la madre, para evitar complicaciones generalme ,e 
látales, se eiplica fácilmente que hayan tenido por mnvil encu- 
brir su deshonra y habrá en ello, á lo más, culpa por negligencia, 
comprendida en el artículo 16, inciso 5", del Código Penal. 

4 o Que en tales condiciones el caso estaría regido por el ar- 
tículo 17, inciso 2 o , y el artículo 19, inciso 2°, del Código Penal, 
e ncontrándose agotada con eiceao la penu que pudiere imponer- 
se á la procesada, ron el tiempo de prisión sufrida. 

Por tanto : fallo declarando eompurgada la falta que pudiere 
imputarse á Rosa Barrité, argentina, de 17 años, soltera, con el 
tiempo de prisión sufrida. Ejecutoriada ijue sea esta sentencia 
désela orden de libertad, notifiquen original, regístrese y en 
oportunidad, archívense estos autos. 



Isaac 
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PALLÜí» Üfc LA SUI'HEMA C0HTS 



VISTA í>EL SEÑOR PKO<;UHADOR GEftEHAL 

Buenos Aires, Setiembre 21 de 1900. 

Suprema Corte : 

La procesada Roya Barruédi-spiies de vacilaciones y contradic- 
ciones tendiente» á ocultar su vergonzosa situación, se resuelve 
á declarar la Terciad á foja 44, asegurando que la criatura que 
lió á luz había nacido con vida, y que cuando fué á atenderla, la 
encontró empapada en sangre y muerta. 

Ninguna circunstancia ni declaración alguna de) proceso afir- 
ma ó hace suponer que aquella confesión de la procesada sea 
falsa. Al contrario, el informe médico de foja 3 la corrobora, 
cuando establece como resultados d<¿ la autopsia, que en ningu- 
na parte del cadáver se nota signo de violencia, y que no habien- 
do signos de violencia exterior, necesario es concluir, que la 
causa inmediata de* ia muerte ha sido hemorragia umbilical. 

La hemorragia pudo sin duda evitarse con los cuidados opor- 
tunos é inmediatos. Encontrándose la madre sola, en momentos 
de tanta perturbación de sus facultades físicas é intelectuales, 
es explicable que el hecho se produjera sin intención 6 negligen- 
cia deliberada, y que el caso oo deba calificarse de un infantici- 
dio, que supone voluntad criminal. 

La culpa que resultadel abandono de la criatura en momentos 
tan críticos y de los procedimientos crueles empleados para 
ocultar el cadáver, ya se califique de leve ó de grave, siempre 
caería bujo el régimen de tos artículos <8 y 19, inciso 2% del 
Código Penal. 

No pasando de seis meses y medio de arresto el término medio 
de lapena aplicabL á la culpa grave en el caso, según el artícu- 
lo 18, inciso 2*, del Código citado, y encoutránduse esa pena ago- 
tada con la prisión sufrida, no creo deber sustentar el recurso 
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interpuesto por el señor Procurador fiscal contra la sentencia 
de foja \ \% que pido á V. E. se sirva confirmar por sus fúnda- 
me ntoa, 

Sabiniano hier. 

Pullo de In Suprema Corle 

íl líenos A i ros. Km Sombre IT «le 1900. 

Vistosy considerando; Que no hay, en efecto» prueba alguna 
que rebele que la procesaba fuese nutora intencional del delito 
de infanticidio que le atribuye el Procurador liacal en primera 
instancia, resultando al contrario de la confesión de aquúlla y 
ti? la* demás i-ireunstaueias de la causa, que esa intención no 
ha existido. 

Que ya sea que deba imputarse áhi procesada, culpa grave, 6 
va simplemente leve en relación si hecho que ha motivado esto 
proceso, y á las consecuencias de ¿I derivadas, está agotada la 
pena en que pudiera incurrir, con sujeción á lo dispuesto en el 
artículo dieciocho, inciso dos, y diecinueve del Código Penal. 

Por esto, y aunque no está averiguado que la procesada sea 
menor de dieciocho años, en vUta de la declaración de foja vein- 
titrés vuelta,*» informa médico de foja ciento siete vuelta, se 
confirma la sentencia apelada di; foja ciento doce, de confor- 
midad con lo expuesto y pedido por el señor Procurador general. 
Notifíquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TOHflfiNT. 



t. i.iiivm. 



IJÉ 

MLL08 DR LA SUPREMA CORTí 



« AIS* A I h| |v 

Contra don Pedro Homan, su l, n . extradición ,j recurso 

de Itálicas cor/tus 

AW t0 |. Lo d¡spBest „ „ |os art(cn|o8 

~ s „. ,ec.a ma d» s afmtvauatttt> ,„ „ 
juicios de extradición. 
* H I recurso de ^ ^ 

naniente ante la Suprema Corte v nn mt *. i» . . 

n : An . . . F w ™ J 110 proceile, «uando Ja pn- 

•toa ha sido decretada por el juez competente. 



Caso. — Lo explica el siguieut. 



HECUAsi» 



Ezcmo. Señor: **** ********* n * 

' >a ° CÍ 7 °* Gad6a ' «••Wéü en Uealia Cuy» número 
458, por ^argento mayor de ta Repúbüca Oriental del Uru- 

celda 483, ante V. E, en la forma que mejor proceda digo: Que 
m representado fué aprehendido en .a propia de Corrientes 
en «I mea de Agosto próximo pasado en virtud de un pedido .Je 
extradición del gobierno oriental. 

A juicio especial á que da origen todo pedido de extradición 
decnmmales, que debió ser brere y sumario, hadurado tres me. 
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sea y medio, turante los cuales el mayar Román ha permanecido 
en la cárcel pública, como ai fuese un criminal vulgar. 

La defensa y representación del mayor Román fué confiada 
i un defensor de oficio, que poca ó ninguna atención prestó á la 
causa de su defendido, que en realidad poca defensa necesi- 
taba, pues basta confrontar la naturaleza esencialmente mili- 
tar y política del hecho que se le imputa, con tas disposiciones 
terminantes del tratado de extradición invocado, para decidir 
ta improcedencia del pedido de la cancillería oriental. 

Pero la negligencia del defensor de olicio del mayor Román, 
por una parte, y los apremios del cónsul oriental por otra, con- 
currieron, sin duda, para que el juez de la causa fallara en i" 
instancia hacienda lugar a ¡a extradición. 

KL hecho imputado al mayor Román tendría en caso de ser 
probado, pena de penitenciaría por más de dos años, con lo cual 
la extradición sería improcedente. 

VA artículo 690 del Código de Procedimientos criminales dis- 
pone : « que los defensores de oficio están "bligados á apelar 
esta clase de sentencias». 

Y el inciso 2° agrega que la omisión de ese deber por parte 
del defensor de oficio producirá el efecto 'le dejar sin ejecutoria 
la sentencia condenatoria. 

En el caso anterior, dice 1 artículo 691 del código citado : 
«el juez de la causa, sin más trámite, elevará la causa con oli- 
cio al superior, quien le dará la tramitación establecida para las 
apelaciones libremente interpuestas >, 

Quiere decir, que ninguna causa criminal seguida de oficio 
queda concluida, siu dos sentencias cuando menos. 

Perú el juez federal de Corrientes no lo ha entendido así en 
este caso, y pasando por encima de la ley procesal una Tea más, 
procede como si su sentencia de 1" instancia estuviese ejecuto- 
riada y manda conducir el preso á Buenos Aires para que sea 
entregado á las autoridades orientales. 



*** CALLOS Ut U SOPKtMA <:OKTE 

En cimplioiiento ,|, e« reacio», el mayor Hnm:x«, pnesto 

ne hoy a Montevideo. 

La, violación* de las rayes présales son flagrantes y ellas 
constituyen en e>re ea<« un ataque á la I, berta i personal pues- 
to que mantienen preso t od*b„l amenté ¿ un iudividuo' v en 
Reacia al entablar el recurso de queja pur denegación fe 
juncia, necesita promover e] recurso de Aaoi-o. como 
medio precauciona! rápido y eficaz p m proteger lu libertad de 
on habitante del p iís, amenazado de ser transportad, fuera del 
territorio -le la líepública (art. 623, C. de P. C.)« 

R« mérito de todo U expuesto á V. B. pido y aplico qué la- 
b.endom, por presentado en for.ua, quiera proveer de confor- 
midad con lu solicitado, ordenando : 

f-La rrt-ncinn rfei preso mayor Homar,, suspendiéndose la 
órdc.„ de entrega alas autoridades oriéntale, hasta tanto sea 
fallada esta causa en delinitiva. 

2° La remisión det eipedi.nte original que el juez federal 
¿e Corrientes retiene .«debidamente en su poder contra lo que 
■ «spone el artículo 359 del <;„digo de Procedimientos criminal, 
./uro ío necesario. 
Ks justicia. 

Otrosí diío: Quédala la urgencia del (¡aró, V. E se l.a de 

servir proveer en el día lo que ror responde, habilitando hor la 

füese tleue ^ ^i,, P ;ira q«« *f«*é inmediato cumplimiento á sus 
mandatos. /V su jira t 

Francisco C. Gaiiea. 
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tullo de i» Huprea» forte 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1900. 

Autos y víalos, considerando: Que segun restilla del e-orho 
¡interior, la persona a cuyo nombre se presenta el recurrente 
ha estado sope tilla á un juicio Je extradición promovido á ins- 
tancia d<- autor ni sillas competentes del listado Oriental y con 
motivo di- un delito que se le imputa ; n-siiiUndu igualmente 
que el juicio lia sido tramitado ante el juez federal ■! e Corrien- 
tes, hasta dictarse sentencia abordando la < ntre- i d- : reque- 
rido, 

Que de acuerdo con lo^ principios que reglan el procedimiento 
de extradición, segnu el tratado de la materia, celebrad.» en- 
tre esta república y la Oriental del Uruguay, U sentencia que 
se dieta > n v \ jmcio de extradición, no se pronuncia sobre la 
culpabilidad del requerido y Be ¡imita soleá declarar si hay ju- 
gar ó no ¡i l:i extradición, siendo esta sentencia apelable dentro 
del término de tres días (articulo treinta y «ei*, Tratado de 
Derecho Penal), 

Que estos mismos principios se bailan establecidos «n el ar- 
tículo seiscientos cincuenta y cinco del ('.'idigode Procedimien- 
tos en lo criminal. 

Que con sujeción ¿ las disposiciones legales indicadas, es in- 
dudable que no son aplicables al caso ':■ s artículos seiscientos 
noventa y seiscientos noventi y uno del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal, porque no hay sentr taque imponga pena 
capital, presidio ó penitenciaría, de que habla el citado artículo 
beiscienlos noventa, ni siquiera otra alguna; no pudiendo, en 
consecuencia, fundarse en ellos el recurso qu«- se deduce en el 
escrito precedente, después de pasado el término establecido por 
el artículo treinta y seis del tratado > ítado, respecto de una per- 
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sona que Ta á ser sometida ante loa tribunales de ia nación re- 
quireute, al juicio respectivo, para el juzgamiento del delito que 
se le imputa, ó lo que es lo mismo, de una persona que aún no 
está condenada 

Que Él recurso de habeos corpus, que también se nace valer, 
no puede ser traído originariamente ante esta Suprema Corte] 
fuera de que de los miamos antecedentes expresados resnltá 
que la detención del mayor Komán, á los efectúa de Ja extradi- 
ciou, ha sido decretada por el juez federal de Corrientes ó sea 
por el juei autorizado por dererho para el conocimiento de la 
causa, ett cuyo caso dicho recurso es tambieD improcedente, de 
acuerdo con lo dispuesta en el artículo seiscientos treinta y cin- 
co, inciso primero, del codigu citado. 

Por estos fundamentos se declara no haber lugar Á lo solici- 
tado. Hágase saber original y archívese, reponiéndose el papel. 



BENJAMIN PAZ. — AliEL BAlAH. 
— JUAN fi. TOHRENT, 



